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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo designando los abogados que deben ejercer las funciones 
de jueces suplentes y fiscales ad hoc para el año 4894. 

En la ciudad de Buenos Aires á diez y nueve de Diciembre 
de mil ochocientos noventa y tres, reunidos en su Sala de 
Acuerdos el Señor Presidente y Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia Nacional, Doctores Don Benjamin Paz, Don Luis 
V. Várela, Don Abel Bazan, Don Octavio Bunge y Don Juan E. 
Torrent, con el objeto de formar la lista de Abogados que con 
arreglo á la ley de veinte y cuatro de Setiembre de mil ocho- 
cientos setenta y ocho, deben suplir en el año de mil ochocien- 
tos noventa y cuatro, á los Jueces Federales de Sección legal- 
mente impedidos ó recusados, y ejercer las funciones de 
Fiscales ad hoc acordaron la formación de las siguientes listas: 

Para la Capital: Doctores Don José María Rosa, Don Luis 
Beláustegui, Don Hugo A. Bunge, Don Pedro Passo, Don Vi- 
cente Chas. Don Nicolás Achával, Don Mariano Demaria, Don 
Ángel Pizarro Lastra, Don Norberto R. Fresco, Don Miguel G. 
Méndez. 

Para la Sección de Buenos Aires: Doctores Don Ricardo Mar- 
có del Pont, Don Valentin Fernandez Blanco, Don Pedro F. 
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Agote, Don Ricardo C. Aldao, Don Emilio Carranza, Don Julio 
Fonrouge, Don Rodolfo Rivarola, Don Juan A. Areco, Don Va- 
lenlin Curuchet, Don Antonio L. Gil. 

Para la Sección de Santa-Fé: Doctores Don Eugenio Pérez, 
Don Manuel Escalante, Don P. Nolasco Arias, Don Joaquin 
Lejarza, Don Pedro A. Sánchez, Don Calixto Lassaga, Don 
Melquíades Salva, Don Pedro A. Echagüe, Don José Leguiza- 
raon, Don Nicanor de Elía. 

Para la Sección de Entre Rios: Doctores Don José Lino Chu- 
rruarin, Don Torcuato Gilbert, Don Miguel M. Ruiz, Don 
Ramón Calderón, Don Carlos M. de Elía, Don Valentín A. Mer- 
nes, Don José del Barco; Don Enrique Carbó, Don Ramón Costa, 
Don Leónidas Zavalla. 

Para la Sección de Corrientes: Doctores Don José M..Guasta- 
vino, Don Juan Valenzuela, Don Pedro F. Sánchez, Don Fer- 
mín E. Alsina, Don Róraulo Amadey, Don Adolfo Conté, 'Don 
Lorenzo J. Aquino, Don Ernesto Esquer, Don Pedro C. Reina, 
Don Alberto Balbastro. 

Para la Sección de Córdoba : Doctores Don Agustín Patino, 
Don Juan M. Garro, Don Teodorairo Paez, Don José M. Ruiz, 
Don Tomás Garzón, Don José L del Prado^ Don Rafael García 
Montano^ Don Julio Deheza, Don Pablo Julio Rodríguez, Don 
Cipriano Soria. 

Para la Sección de Santiago del Estero: Doctores Don Remi- 
gio Carol, Don Benjamín Zavalía, Don Napoleón Tabeada, Don 
Manuel Argaüarás, Don Nicolás Leiva, Don Benjamín Giménez, 
Don José Ramón Bravo, Don Ramón L Agüero, Don Ramón 
Gómez, Don Francisco Paz. 

Para la Sección de Tucuman: Doctores Don Francisco Mari- 
na Alfaro, Don Emilio Terán, Don Juan M. Terán, Don José 
Frias Silva, Don Patricio Zavalía, Don Próspero Mena, Don 
Eugunio A. Méndez, Don Servando Viaña, Don Tristan Lobo, 
Don Rufino Cossio. 
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Para la Sección de Salta : Doctores Don Felipe R. Arias, Don 
Daniel Goytia, Don José M. Salva, Don Juan T. Frias^ Don 
Pedro I. Lope?, Don Miguel Oriiz, Don Domingo Güemes, 
Don Danr)ian Torino^ Don Aniceto Latorre, Don Julio Torino. 

Para la Sección de Jujuy: Doctores Don Pablo Carrillo^ Don 
Mariano de T. Pinto, Don Segundo Linares, Don Delfín S. de 
Bustamanle, Don Cosme Arias^ Don Ernesto Claros, Don Pedro 
Bertres, Don Anibal Helguera Sánchez, Don Pablo Arroyo, 
Don Daniel Obejero. 

Para la Sección de Catamarca : Doctores Don Guillermo Cor- 
rea, Don Fidel Barrionuevo, Don Santiago Santa Coloma, Don 
Guillermo Leguizamon, Don Segundo L Acuña, Don José P. 
Cisneros, Don Segundo Molas, Don Vicente Bascoy. 

Para la Sección de La Rioja: Doctores Don Florentino de la 
Colina, Don Marcial Catalán, Don Félix Luna, Don Segundo 
A. Colina, Don Pedro Agost, Don I. Vicente de la Vega, Don 
Arcad io de la Colina, Abogado Don Pelagio Luna. 

Para la Sección de San Juan : Doctores Don Secundino Na- 
varro, Don Arístides Martinez, Don Manuel Laprida, Don Ben- 
jamin Sánchez, Don Javier M.Garramuño, Don Manuel García, 
Don Alejandro Garramuño, Don Pedro A. Garro, Don Juan 
M. Contreras. 

Para la Sección de Mendoza: Doctores Don Isaac Godov, Don 
Juan E. Serú, Don Manuel Bermejo, Don Ángel D. Rojas, Don 
Pedro Serpez, Don Francisco Ruizuares, Don Gregorio Vargas, 
Don Agustin S. Videla, Don José Palma, Don Joaquin Sayanca. 

Para la Sección de San Luis: Doctores Don Cristóbal Pereyra, 
Don Marcelino Ojeda, Don Teófilo Saá, Don Uiises R. Lucero. 
Don Julio Quiroga, Don Juan Daraet, Don Juan E. Ojeda, 
Don Jacinto Videla, Don Jacinto S. Pérez. Don Domingo 
Flores. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se regis- 
trase en el Libro de Acuerdos, se publicase y se comunicase al 
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Poder Ejecutivo y á los Señores Jueces de Sección respecliva- 
mente. 

benjamín PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 

José A. Frías y 
Secretario. 



Acuerdo nombrando Ministro y Secretario para la feria de 4894. 

En la ciudad de Buenos Aires, á treinta de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y tres, reunidos en la Sala de Acuer- 
dos el Señor Presidente y Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia Nacional Doctores Don Benjamín Paz, Don Luis V. 
Várela^ Don Abel Bazan^ Don Octavio Bunge y Don Juan E. 
Torren t, con objeto de nombrar el Juez de Feria, con arreglo 
al artículo cuarto del Reglamento para el orden interno de la 
Suprema Corte, acordaron nombrar al Señor Ministro Doctor 
Don Octavio Bunge, para desempeñar las funciones de tal, 
actuando como Secretario el Doctor Don José E. Domínguez, 
quien deberá designar los empleados que durante la feria, 
tengan que concurrir á la Secretaría para el servicio de ella. 

Así lo dispusieron y mandaron, ordenando se registrase en 
el libro correspondiente y se publicase. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 

José E. Domínguez, 
Secretario. 
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AcuerUo nombrando Conjueces de la Suprema Corte 

para el año 4894. 

En la ciudad de Buenos Aires á primero de Febrero de mil 
ochocientos noventa y cuatro, reunidos en su Sala de Acuerdos 
los Señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia Nacional 
Doctores Don Luis V. Várela, Don Abel Bazan, y Don Octavio 
Bunge, con el objeto de nombrar conjueces para el corriente 
año en cumplimiento del artículo veinte y tres de la Ley de 
Procedimientos, acordaron nombrar á los Señores Doctores 
Don Manuel M. Escalada, Don Victor Martínez, Don Carlos 
Tejedor, Don Ezequiel Pereyra, Don Bernardo de Irigoyen, 
Don Manuel Obarrio, Don Juan José Montes de Oca, Don 
Honorio Martel, Don Enrique Martinez, Don Juan S. Fernandez, 
Don José María Gutiérrez, Don Juan Manuel Terrero, Don 
Lisandro Segovia, Don Rafael Ruiz de los Llano», Don Isaac 
M. Chavarría, Don Luis Lagos García, Don Aristóbulo del 
Valle, Don Amancio Alcorta, Don Antonio E Malaver, Don Carlos 
Pellegrini, Don Tomás Isla, Don Juan E. Barra, Don Daniel J. 
Dónovan, Don Juan J. Romero, Don Manuel Escobar. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se publi- 
case y se registrase en el libro correspondiente. 



LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 

José E. Domínguez, 
Secretario. 
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Acuerdo nombrando empleados para la Secretaria. 

Eq Buenos Aires, á los diez dias del mes de Febrero de! año 
mil ochocientos noventa y cuatro, reunidos en su Sala de 
Acuerdos, el Señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia 
Nacional, Doctor Don Benjamín Paz y los Señores Ministros 
Doctores Don Luis V. Várela, Don Abel Bazan, Don Octavio 
Bunge y Don Juan E. Torrent, con el objeto de nombrar dos 
escribientes, que con arreglo á la ley de presupuesto vigente, 
deben servir la Secretaría de la Suprema Corte acordaron 
nombrar para dichos [empleos á Don Arturo Pons y á Don 
José T. Maxuach, con el sueldo que dicha ley de presupuesto 
les asigna. 

.Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regis- 
trase en el libro correspondiente, comunicándolo al Poder 
Ejecutivo y á los nombrados, por medio del correspondiente 
oficio. 

BENJAMÍN PAZ. — LüIS V. VÁRELA. — 
ABELBAZAN. ^- OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 

José A . Frias, 
Secretario. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 
CON LA RELACIÓN DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



ANO 1893 



Puy, U (jarle y Compañía contra la Empresa del Ferro- 
carril Gran Oeste Argentino; por cobro de pesos. 



Sumario . — 1** En los contratos de transporte por ferro-car- 
ril, las reclamaciones sobre entrega de mercaderías pueden en- 
tenderse con los Jefes de las estaciones de partida ó de arribo. 

2"^ Las Empresas de transporte están obligadas á entregar las 
mercaderías porteadas, ó su valor con los intereses desde el día 
de la demanda. 
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Caso. — Lo indica el 



FaIIo del Jíucs Federal 



San Juan, Setiembre 30 de 1890 

Vistos y resultando: Que don Noé Sarmiento, en representa- 
ción de los señores Pnj, ügarte j Compañía, según el poder de 
foja I'*, expone: Que según el conocimiento que original acom- 
paña, sus representados cargaron en la Estación Once de Se- 
tiembre, 2525 kilogramos fierro, para entregarlos en la estación 
de esta ciudad . Que han sido vanas cuantas diligencias se han 
hecho para conseguírseles entregue dicha carga, pero ni noti- 
cia de ella han tenido. Que la cuenta adjunta determínalos 
precios corrientes en plaza. Que no pudiendo sus representados 
seguir sufriendo los perjuicios que les irroga la falta de cumpli- 
miento de sus obligaciones por parte de la Empresa, ocurría 
ante el Juzgado á interponer formal demanda contra don An- 
' drés Young, representante en esta ciudad de la Empresa del 
Ferro-Carril Gran Oeste Argentino, y pide se le condene á 
pagar la suma de 328 pesos 25 centavos nacionales á que ascien- 
de la cuenta adjunta, con más los intereses y las costas. Y 
siendo el caso de jurisdicción nacional por disposición de la ley 
reglamentaria de los Ferro-carriles Nacionales, se corrió tras- 
lado de la demanda. El Jefe de la Estación señor Toung contes- 
tó diciendo: Que en la ciudad de Mendoza, la Empresa del 
Ferro-Carril Gran Oeste Argentino tenia constituida uaa admi- 
nistración con facultades para entender en todos los reclamos que 
se hicieran con relación al servicio del Ferro-Carril. Que él, como 
Jefe de Estación, no es representante de la Empresa, sino un 
simple empleado para entregar los efectos porteados ; que en la 
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misma circunstancia se encuentra cualquier otro empleado; 
extendiéndose en consideraciones sobre este punto y pidiendo 
que se rechaze la demanda interpuesta contra él, por no ser re- 
presentante de la Empresa demandada. La causa se abrió á 
prueba. 

Y considerando: 1° Que la excepción de falta de personería 
en el demandado, no está autorizada por el artículo 73 de ]a 
ley de Procedimientos. Que, por otra parte, la personalidad 
del demandado, como Jefe de Estación en esta ciudad, del 
Ferro-Carril Gran Oeste Argentino es incuestionable por la na- 
turaleza misma del contrato de transporte, según lo tiene de- 
clarado la Suprema Corte en su fallo ( causa XIY, página 30, 
serie 3", tomo 3^ ), y la disposición terminante del artículo 205 
combinado con el i 35 del Código de Comercio vigente. 

^ Que el Jefe de Estación contestando la demanda guarda 
silencio sobre el contenido de la guía de foja 3, el cual debe 
estimarse como confesión de los hechos á que se refiere ( artí- 
culo 86, ley de Procedimientos), ó lo que es lo mismo que el 
Ferro-Carril Gran Oeste Argentino estaba obligado á entregar 
en esta ciudad á los señores Puy, Ugarte y Compañía las vein- 
tiuna barras de fierro cuadrado con peso de 2525 kilogramos. 

3° Que los demandados no han probado que el fierro que 
cobran tenga el precio que índica la cuenta de foja 2. 

Por estas consideraciones y fundamentos legales fallo : con- 
denando á la Empresa del Ferro-Carril Gran Oeste Argentino 
entregue á los señores Puy, Ugarte y Compañía ó á su repre- 
sentante el fierro que indica la carta de porte de foja 3 ó su 
Talor^ á juicio de peritos, de conformidad al artículo 179, Código 
de Comercio, y sus intereses desdóla fecha de la demanda, en el 
término de diez dias, con costas. Hágase saber con el origi- 
nal, repónganse los sellos y archívese oportunamente. 

L. Echegaray. 
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La Suprema Corte mandó acreditar el fnero federal por razón 
de las personas. 



Fallo de la üuprcnia Corte 



Buenos Aires, Enero 12 de 1893. 

T vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja setenta j nueve. Devuélvanse, re- 
poniéndose el papel. 

BENJAMÍN PAZ. — LülS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 
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CAUSEA II 



El Fisco Nacional contra don Eduardo Kampmann y E, Tes- 
íard, por cumplimiento de sentencia ; sobre consignación 



Sumario. — I"" La discusión sobre la clase y cantidad de mo- 
neda en que debe ser satisfecha la liquidación procedente de 
una sentencia ejecutoriada, puede substanciarse prescindiendo 
de los trámites de un juicio ordinario. 

2^ La sentencia declarando el comiso de mercaderías que du- 
rante el juicio fueron entregadas bajo fianza, se cumple pagan- 
do el valor íntegro de las mismas^ conforme al aforo hecho sin 
deducción de lo abonado por derechos fiscales, y en la misma 
moneda en que se han pagado estos. 



Caso. — Lo indica el siguiente 
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INFORME DE LA ADUANA 



Señor Juez : 

El importe de la liquidación hecha en los sumarios á que se 
hace referencia asciende á i 4.61 2 pesos oro, que es el importe 
de las mercaderías comisadas con arreglo á los aforos que asig- 
na la tarifa. 

Los recurrentes pretenden que esa liquidación se reduzca á 
8592,10 pesos moneda de curso legal^ fundándose para ello : 
1^ que en la fecha en que se practicó aquella no se pagaban los 
derechos á oro; y 2^ en que está dispuesto por el artículo 1029 
de las Ordenanzas de Aduana que del importe del comiso se 
saquen dos derechos fiscales y que habiendo sido éstos satisfe* 
chos en aquella época corresponde deducir su importe del de las 
mercaderías comisadas. Ambos fundamentos carecen por com- 
pleto de subsistencia por lo que paso á exponer. 

1^ Todos los valores asignados por la Tarifa de avalúos que se 
importandel extranjero, se entienden ser á oro loque está resuelto 
por el Superior Gobierno en casos análogos y por la Suprema 
Corte en el expediente formado en esta Aduana contra los seño- 
res Ackerley y Compañía, el que actualmente debe estar en el 
Juzgado de Y. S.; y el artículo segundo de la ley número 
2772 del 21 de Octubre de (880 dice : «Los aforos de la Tarifa 
de Avalúos se entenderán establecidos en moneda metálica, 
tanto para las mercaderías importadas como páralos productos ó 
manufacturas del país sujetos á derechos de exportación », — y 
en el artículo 2° del decreto reglamentario de dicha ley de 
fecha 30 de Enero de 1891, después de determinar el plazo de 
24 horas para los manifiestos liquidados con anterioridad á la vi- 
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gencía de aquella» se expresa que pasado este plazo no se oirá re- 
clamo de ningún género que tenga por objeto extender ó am- 
pliar este término, para incluir casos dudosos ó en controversia. 

2^ La deducción del importe de los derechos de las mercaderías 
en el caso del artículo 1029 citado, tiene lugar cuando la merca- 
dería comisada se la envía á remate por cuanto entonces se la 
vende libre de todo gravamen, por el valor qué se obtenga en 
plaza estando comprendido en ese valor el precio real de la 
mercadería y el de los derechos fiscales; así, por ejemplo, una 
docena de sombreros de lana que están aforados en la Tarifa á 
cinco pesos docena vendidos en remate se obtendría indudable- 
mente mayor valor en atención á los derechos que están suje- 
tos para introducción, y así se explica que del producto de esa 
venta 6 sea¿íe/ de los objetos comisados como se establece en 
dicho artículo, se deduzcan los derechos y no del valor asignado 
en la Tarifa como se pretende, pues si fuera á precederse en 
esta última forma se podrían introducir mercaderías caídas en 
comiso sin pagar derecho alguno. — Así, por ejemplo, si se im- 
pusiera la pena de comiso á una mercadería que por Tarifa 
tiene un valor de 10.000 pesos y que está afectada á un 50 por 
ciento de derechos ó sean 5000 pesos, los que se hubieran satisfe- 
cho durante la secuela del juicio; por haberse hecho entrega de 
aquella bajo fianza, como ha sucedido con los recurrentes, bas- 
taría pedir se deduzca del valor por Tarifa de la mercadería ó 
sea de 10.000 pesos que por derechos se abonaron para quedar 
debiendo sólo 5000 pesos, los que sumados á aquellos hacen los 
10.000 pesos ó sea el valor asignado por la Tarifa á la mercade- 
ría libre de derechos. 

Todo esto como también que es un procedimiento corriente en 
esta repartición el de cobrar de la mercadería comisada sin 
perjuicio de los derechos correspondientes, deben saberlo los in- 
teresados en el asunto de que se trata, por cuanto en más de una 
ocasión han hecho pagos análogos. 

T. I 2 
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Por lo que dejo expuestp verá Vuestra Señoría que los recur- 
rentes uo han debido premover el incidente que motiya este in- 
forme, no siendo tampoco procedente el. pago por consigaacion, 
habiéndose depositado al efecto una suma menor de la que les 
corresponde abonar. 



Fallo del Jíueas Federal 



Buenos Aires, Abril 20 de 1892. 

Y Tistes : Resultando del informe que precede que las merca- 
derías objeto de este recurso han sido liquidadas recien al ha- 
cerse efectivo el comiso con fecha posterior j bajo el imperio de 
la lejque estableció el pago á oro de los derechos, de acuerdo á 
la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte en el caso de 
la casa de Eduardo Ackerley y Compañía, se declara qud la liqui- 
dación hecha por la Aduana debe entenderse en moneda de 
oro y que ésta no comprende sino el valor en depósito por lo 
que no ha lugar á deducir el importe pagado de los derechos. 
En su consecuencia declárase insuficiente la consignación hecha, 
cuyo importe deberá ponerse á disposición de la Aduana como 
pago de valor en cuenta. 

Hágase saber y repónganse las fojas. 

Andrés Ugarriza. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Oclubre 11 de 1892. 

Suprema Corte : 

La resolución de la administración de Aduana do foja treinta 
7 ocho, confirmada por la del Juzgado Federal , de foja sesenta 
y dos, y del Tribunal de V., E. de foja'ciento trece, condenó á 
lá pena de comiso, los diez baúles de mercaderías de que se 
trata en esta causa. 

Devueltos los autos, resulta que las mercaderías caídas en 
comiso, habían sido entregadas á los interesados, á mérito del 
pedido de foja veintiuna y decreto de foja veintiuna vuelta, bajo 
fianza por el valor de Tarifa de las mercaderías. 

Como consecuencia de estar entregadas esas mercaderías, los 
interesados ocurren en el incidente corriente proponiendo al 
Juzgado, la consignación del valor de aquellas con deducción 
de los derechos abonados. 

£1 Juzgado no admitió por deficiente, la consignación en pa- 
go, según el auto de foja ocho vuelta, mandando entregar á la 
Aduana la suma depositada, como pago de valor en cuenta. 

Contra éste, se han interpuesto los recursos de nulidad 
y apelación, que fueron concedidos para ante Y. E. á foja 
diez y nueve. 

£1 primero ie esos recursos parece improcedente. 

El juicio fundamental, quedó concluido por sentencia ejecu- 
toriada. 

Sólo se trata de un incidente, la liquidación del valor de las 
mercaderías. La liquidación para la ejecución de lo juzgado y 
sentenciado en juicio ordinario, no puede constituir ni dar orí- 



I 
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gen á otro juicio ordinario. Es un simple incidente para coya 
resolacion legal basta la audiencia acordada en el caso. Las 
razones de la consignación fueron expuestas á foja primera del 
actual incidente, oída la Aduana á foja seis vuelta, el incidente 
quedó substanciado y el Juzgado en aptitud de resolver con su- 
jeción á lo juzgado. La prescindencia d'el representante del-Fis- 
co en el incidente, si pudo constituir una nulidad para el interés 
fiscal, no puede constituirla para el derecho privado, que tuvo 
la representación legal de los mismos interesados. Por ello 
opino que Y. E. debería desestimar el recurso de nulidad in- 
tentado. 

La apelación se funda en dos agravios : 

1^ El que resulta á juicio del recurrente, de no deducirse del 
valor de la mercadería comisada el importe de los derechos pa- 
gados á la Aduana ; y 2° el que procede de la liquidación á oro, 
refiriéndose á mercaderías aforadas en época de curso legal del 
papel moneda. 

La aduana ha demostrado en su informe de fojas seis y siete 
que el primero de esos agravios es aparente y no fundado ; dis- 
tinguiendo entre el caso en que las mercaderías fueron vendidas 
por la Aduana y aquel en que se entregasen bajo fianza. 

Si en el primero, el valor de los derechos está incluido en el 
que se obtiene en la venta, nada más justo que deducirlos del 
valor obtenido por la mercadería. Pero, si resulta que esa mer- 
cadería no fué vendida por cuenta de la Aduana, sino entregada' 
por el valor de aforo á los interesados, estos, exactamente como 
en el caso de un despacho ordinario, deben pagar los derechos 
de Aduana. De otro modo habrían recibido las mercaderías por 
su valor en la Aduana, sin pago de derechos; lo que es contrario 
al espíritu y letra del artículo 1029 de las ordenanzas. 

En cuanto á la moneda en que debe pagarse el valor de las 
mercaderías depende á mi juicio, de la ley vigente en la época en 
que se hizo el aforo parala entrega deesas mercaderías. 
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Esto ocurrió en 1889, según el mandato defoja veintiuna mel- 
ta, expediente agregado. Y si bien es evidente, lo que expresa 
la administración de rentas en su informe de foja siete, que en 
esa fecha y desde 1880, los aforos y pago de derechos se calcula- 
ban á moneda metálica^ con sujeción á disposiciones expresas, 
no lo es menos que otras, también expresas, y más recientes 
disposiciones, establecieron en J885 el curso legal del papel 
moneda, autorizando á pagar con él y á la par, las obligaciones 
contraidas á moneda metálica. Desde entonces, con sujeción á 
esa ley, los pagos en todas las reparticiones públicas, se hicie- 
ron en moneda nacional y la aduana, como todas las adniinis- 
traciones públicas y privadas, sometieron todos sus actos al 
régimen de esa ley. 

Si se tratara de un despacho ordinario de mercaderías en 
1889, á mi juicio no cabe duda acerca de la aplicación de la ley, 
á cuyo régimen estaban sometidas todas las operaciones del des- 
pacho de Aduana. 

Pienso que la misma regla debe aplicarse á la entrega de las 
mercaderías en cuestión. 

Esas mercaderías, según el artículo 1044 de las ordenanzas 
de Aduana, han sido clasificadas y aforadas según tarifa; y es 
con sujeción á esa clasificación y avalúo, que han sido entrega- 
das al interesado, pues, según el artículo 1046 de las mismas 
ordenanzas, la entrega por la Aduana será cbajo fianza suñ' 
ciente», del valor fijado en el artículo 1014, para «responder al 
monto de su condena». 

Si las mercaderías fueron aforadas en 1889 y entregadas bajo 
fianza del valor fijado; y es de ese valor entonces fijado, del 
que el condenado por comiso responde, no puede imputársele 
su pago á oro, cuando regía la ley que atribuye al papel mone- 
da curso legal obligatorio, con fuerza chancelatoria de las obli- 
gaciones metálicas. 

Si la entrega por la Aduana bajo fianza y previo aforo y pago 
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de derechos, es una forína legal de salida de las mercaderías, 
autorizada expresamente por ley, no puede compararse este caso 
con lel de la causa Ackerley y Compañía. Allí, las mercaderías 
habían sido snstraidas, habían salido subrepticiamente de los 
depósitos de Aduana y no mediando despacho ni entrega por la 
competente autoridad de sus administradores, la responsabilidad 
del pago se imponía recien el año pasado, bajo el imperio de la 
ley que establece los aforos y derechos á oro. 

No pudiendo esta ley tener efecto retroactivo, respecto de 
operaciones de Aduana legalmente terminadas bajo el régimen 
del curso legal, y antes que se hubiese impuesto el aforo y de- 
rechos á oro, opino que la resolución apelada, no debiera quedar 
subsistente en esta parto y por ello, solicito de V. E. se sirva 
confirmarla en cuanto no hace lugar á la deducción de los dere- 
chos pagados, revocándola en cuanto impone el pago á oro, del 
valor de las mercaderías aforadas, para fijar, con sujeción á lo 
prescrito en el artículo 1046 de las ordenanzas de Aduana, la 
respansabilidvid de la condena. 

Sabiniano Kier, 



FaIIo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 14 de 1893. 

Vistos: Considerando en cuanto al recurso de nulidad de- 
ducido : 

Que, si bien se invoca una consignación hecha por el recur- 
rente, con la que pretende hacer el pago del comiso á que ha 
sido condenado, no se trata aquí propiamente, sino de la estima- 



DG JUSTICIA NACIONAL 33 

cion de la cifra, en dinero efectivo á que asciende ese comiso^ 
toda vez que las mercaderías han sido retiradas de la Aduana, 
por orden judicial y bajo fianza ; 

Que, para practicar esta operación, se hace indispensable in- 
terpretar el alcance de la sentencia que debe ejecutarse, por cuan- 
to de autos resulta, no una diferencia en cuanto al monto de la 
liquidación, sino en cuanto á la especie de moneda en que ésta 
debe ser satisfecha ; 

Que, como lo observa el señor Procurador General, en estos 
casos no procede la substanciación de un nuevo juicio, por los 
trámites j procedimientos del juicio ordinario. Por estos fun- 
damentos, se declara improcedente el recurso de nulidad de- 
ducido. 

Y, considerando en cuanto al recurso de apelación : 

Que, cualquiera que fuese la forma en que la ley de veinte y 

uno de Octubre de mil ochocientos ochenta, ordenase que se hi* 

* 

ciesen los aforos de las mercaderías en la Aduana, la ley de mil 
ochocientos ochenta y cinco, que declaró de curso legal el papel 
moneda nacional, con fuerza chancelatoria, á la par, con la mo- 
neda metálica nacional, no excluyó de sus disposiciones gene- 
rales las operaciones de la Aduana ; 

Que ha sido sólo con posterioridad á la entrega de las mer- 
caderías caidas en comiso^ que la ley ha establecido que los afo- 
ros deberán hacerse en moneda de oro, así como abonarse los 
derechos fiscales en la misma especie de moneda ; 

Que hecha la entrega de las mercaderías^ en mil ochocientos 
ochenta y nueve, y pagados en esa fecha los derechos, la liqui- 
dación de su importe, se efectuó tomando por base el aforo de 
aquellas, como consta de la planilla de foja cuarenta, cuya 
primera partida dice: < Valor de la mercadería ocho mil ciento 
ochenta y seis > ; siendo la liquidación final de esa misma plani- 
lla la siguiente : < Corresponde al Fisco por derechos, pesos tres 
mil ciento sesenta y tres con veinte y siete centavos moneda na- 
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cional; Valor de la mercadería, pesos ocho mil ciento ochenta y 
seis», formando ambas samas un total de pesos once mil tres- 
cientos cuarenta y nueve veinte y siete centavos moneda na- 
cional ; 

Que no es admisible que, si se tratara de diferente especie 
de moneda para el afpro y para los derechos; siendo aquél he- 
cho en moneda metálica y éste en moneda papel, la oficina de 
liquidación sumase las dos partidas, como si se tratase de una 
sola especie; 

Que cualquiera que sea la forma regalar en qae se saquen las 
mercaderías de la Aduana, éstas no pueden salir de sus depósi- 
tos, sin antes abonar los derechos fiscales, para conocer cuyo 
monto es indispensable el aforo previo, como ha sucedido en el 
caso ocurrente . 

Y, considerando, en cuanto á la deducción del importe de los 
derechos de Aduana, abonados ya por^ los recurrentes y que 
pretenden se deduzcan del importe del comiso, con arreglo al 
artículo 1029 de las ordenanzas: que éste artículo no tiene apli- 
cación alguna, cuando ya estén pagados los derechos, sino sólo 
cuando aún se adeuden al Fisco, como lo dice expresamente su 
texto, en cuyo caso deben deducirse del producto del comiso, 
cuando éste se venda . 

Que, con arreglo al artículo mil cuarenta y seis, 'eñ los casos 
como el sub judicCy en que las mercaderías hayan sido entrega- 
das bajo de fianza, ésta tiene que otorgarse por el valor fijado 
en el artículo mil cuarenta y cuatro, para responder al monto 
de la condena; siendo éste, según la disposición citada el precio 
de aforo de las mercaderías, según tarifa . 

Que esta disposición no se explicaría, si hubiera de imputarse 
el importe de los derechos, al precio de aforo de las mercaderías, 
pues, en tal caso, la fianza exigida excedería á sus fines. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General : se revoca la sentencia recurrida 
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de foja ocho vuelta, y sedeclara, que la sentencia ejecutoriada 
de foja ciento trece del expediente agregado, debe cumplirse, 
con arreglo á las liquidaciones de foja ciento veinte y cinco 
(expediente principal) en moneda nacional decurso legal, sin 
deducirse de ellas los derechos de Aduana abonados. 

Bepónganse los sellos y devuélvanse. Notifíquese con el ori- 
ginal. 

benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZ\N. — OCTAVIO 
BUNGE. 



CAUSA III 



Don Francisco Blanco contra la Empresa de Depósitos y Muelles 
de las Catalinas; sobre entrega de mercaderías 



Sumario, — V El tenedor del conocimiento de mercaderías 
endosado en blanco por su consignatario, tiene derecho para 
sacarlas de los depósitos fiscales de la Aduana. 
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2° La empresa de las Catalinas se halla sujeta, por las 
mercaderías entradas en sus depósitos, á las mismas responsa- 
bilidades del Fisco, j por consiguiente, en caso de pérdida sin 
dolo por su parte, está obligada á pagar al intesesado el valor 
señalado en la tarifa corriente de avalúos, con más los intere- 
ses desde la fecha de la demanda. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juex Fedeml 



Buenos Aires, Setiembre 30 de 1890. 

Vistos: Estos autos promovidos por D. Francisco Blanco 
contra la Empresa de los Muelles y Depósitos de las Catalinas, 
por cobro de veinte y un mil dos cientos diez pesos oro sellado, 
importe de diez y siete cajones mercaderías, según se detalla en 
las facturas acompañadas á foja 16. 

Besulta : I"" Que por el vapor Buffon entrado á este puerto el 
dia24de Octubre de 1887, vinieron consignados á la orden de 
Juan Díaz, 18 cajones mercaderías marca C. B., numerados 1 
al 18, los cuales fueron girados por la Aduana junto con toda 
la carga del referido paquete, á los Depósitos de las Catalinas, 
en cuyos almacenes tuvieron entrada sólo 17 cajones, con fecha 
8 de Noviembre del mismo año, con los números 1 al 6, y 
8 al 18; 

2° Que, próximamente dos años después, en Octubre 9 de 1889, 
D. Francisco Blanco, titulándose dueño de esas mercaderías, se 
presentó á la Aduana con el manifiesto parcial, de que es copia 
auténtica el remitido por dicha repartición, á foja 75, pidiendo 
su despacho, con cuyo motivo se constató que ellas no existían 
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en los depósitos fiscales, así como la falta de documentación re- 
ferente á su salida de los mismos; 

S"* Que, fundándose en que la Empresa de los Muelles y De- 
pósitos de las Catalinas está sujeta, por sus reglamentos y ley 
de concesión á las mismas é idénticas responsabilidades que 
pesan sobre el Fisco en los casos de pérdidas ó extravío de 
mercaderías en los depósitos fiscales, D. Francisco Blanco ocu- 
rrió al Juzgado, con fecha 21 de Noviembre del año próximo 
pasado^ demandando á la referida Empresa para el pago de la 
suma antes mencionada, importe de las mercaderías contenidas 
en los diez y siete bultos, según los d^<^mento3 presentados 
como facturas, de foja 16 á foja 20, de los daños y perjuicios 
ocasionados por la falta de entrega de la mercadería y las costas 
y costos del juicio ; 

4° Que, según el representante de la Empresa demandada, los 
bultos referidos fueron desembarcados efectivamente en los 
Depósitos de las Catalinas, y se entregaron en la misma época 
de su desembarque al despachante D. A. M. Borzone, quien en 
calidad de propietario ó como representante del dueño de ellos, 
presentó documento que lo habilitaba para extraerlos, no exis- 
tiendo empero constancia de esa entrega en los libros de la Em- 
presa, porque en aquella época los recibos se dejaban en la Aduana. 

Objétase, además, al actor que no ha acompañado documento 
alguno que acredite la propiedad que invoca, ni indica siquiera 
de qué manera ha llegado á ser dueño de esas mercaderías: que 
el papel presentado con el nombre de factura carece de toda 
formalidad, pudiendo notarse además á su simple examen que 
no es copia de una factura extendida en Europa, sino una pieza 
redactada y arreglada en Buenos- Aires; qu3 el texto de esos 
documentos hace ver que todos los artículos se componían de 
tejidos de algodón, lana y seda de alto precio, llamando la 
atención que un comerciante deje transcurrir dos años sin dis- 
poner de esos valores. 
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5<» Que la causa fué recibida á prueba por auto de foja 37, 
para que el actor justifique tenor título legítimo á las mercade- 
rías que reclama, el valor de éstas y la autenticidad de las fac- 
turas presentadas : y la Empresa demandada los hechos alega- 
dos en la contestación, habiéndose producido en el término de 
ley la que expresa el certificado de foja 95. 

Y considerando: 1° Que para comprobar la propiedad de las 
mercaderías cuyo valor se demanda, el actor ha presentado: 1^ 
El documento simple, corriente á foja 54, de fecha 5 de Se- 
tiembre de 1889^ firmado con el nombre de Juan Díaz, por el 
cual éste declara que recibió de Blanco, la suma de veinte y un 
mil cuatrocientos treinta y nueve pesos oro sellado, importe de 
las mercaderías llegadas á este puerto en el vapor Buffon en 
Octubre del año 1887, según copia de factura del mismo año y 
endoso del conocimiento, con más la suma de mil setenta y un 
peso oro sellado por comisión de venta; 2^Elconocimientodefoja 
70; remitido por la Aduana á cuyo respaldo ó dorso aparece el 
nombre de Juan Díaz consignatario de las referidas i^^rcade- 
rías^ según el manifiesto general del buque. 

2^ Que desde luego llama la atención que un individuo que 
confiesa no haber sido nunca comerciante (1"^ posición del pliego 
de foja 40) aparezca comprando al contado por un valor consi- 
derable y en una forma que no es de uso en el comercio merca- 
derías depositadas desde dos años atrás en los depósitos fisca- 
les, pagando además al mismo vendedor una fuerte comisión de 
venta, en vez de hacer éste un descuento al comprador según 
costumbre universal, con tal desprendimiento que ni siquiera 
tiene la proligidad de averiguar si las mercaderías, que son ob- 
jeto del contrato, existen en los depósitos y en qué condiciones 
ó bajo el dotúinio del vendedor, del cual podían haber salido en 
la forma establecida por la ley de 5 de Agosto de 1878. 

3^ Que sorprende igualmente la atención, que el comprador 
de esas mercaderías, defraudado con la desaparición de ellas de 
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los depósitos fiscales por haberlas extraído segan debe supo- 
nerse alguien que presentó documentos ó título legítimo á ellas^ 
busque su reparación por medio de un pleito contra la empresa 
depositarla, en vez de reclamar lisa y llanamente la devolución 
d^l precio al vendedor, á quien no le era posible hacer tradición 
de la cosa vendida, pues había dejado de existir antes de la ven- 
ta. T, por último, que durante la substanciación del juicio en que 
se ha discutido el título del demandante y la autenticidad de 
las firmas del conocimiento y del recibo de foja 54, no se baya 
hecho comparecer al vendedor Díaz, interesado directamente en 
el resultado final, para establecer, cuando menos, la verdad de 
tales firmas, en vez de ocurrir al examen pericial, sin que se 
haya insinuado siquiera la causa de extraordinaria eliminación. 

4^ Que este conjunto de circunstancias constituyen otras 
tantas presunciones, que agregadas á la informalidad de los 
documentos presentados como facturas extendidas á nombre de 
Blanco dos años antes de la venta invocada, que bajo ningún 
concepto pueden considerarse comercialmente como tales, llevan 
al espíritu la convicción de que se tratado un acto simulado, en 
el que el demandante no es sino una persona interpuesta, emplea- 
da por el consignatario originario de las mercaderías ú otro po^ 
él para obtener un provecho de la circunstancia de haber sido 
extraídas de los depósitos sin la documentación correspondiente. 

h° Que del informe de la Aduana corriente á foja 87 resulta 
que los 17 bultos reclamados fueron entregados á medida que 
iban llegando á los depósitos por el guarda-almacén D. Faustino 
Martínez, empleado público perteneciente á dicha repartición, & 
quien por la ley (artículo 387 de las Ordenanzas) compete esa 
función, debiendo presumirse que la entrega se hizo á quien 
tenía título legítimo para reclamarlos, en conformidad al artí- 
culo 387 de las Orienanzas que se acaba de citar, lo que basta 
para eximir á la Empresa demandada de toda responsabilidad, 
pues aquella se limita á alquilar sus depósitos y efectuar las 
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operaciones materiales del despacho bajo la autoridad de los em- 
pleados ñscales, responsabilizándose únicamente de los actos ú 
omisiones de sus propios agentesen el camplimientode su misión. 
Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 97 
fallo: absolviendo á la Empresa de los Muelles y DepÓ8Ítos de 
las Catalinas de la demanda de foja 14, con costas al actor. — 
Notifíquese con el original, y repónganse las fojas. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de Ia Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 14 de 1893. 

Vistos: Considerando, en cuanto á la propiedad de las mer- 
caderías: que cualquiera que fuese el propietario de ellas, Don 
Juan Díaz, endosatario, ó el demandante Don Francisco Blanco, 
la responsabilidad de las Catalinas sería siempre la misma, 
siendo, por otra paite, esta una cuestión que no interesa direc- 
tamente á la Empresa demandada, por cuanto, en todo caso, 
tendría que reconocerse que Blanco ha procedido, por lo menos, 
Como mandatario de Díaz, según lo ha establecido esta Supre- 
ma Corte en diferentes resoluciones, en que la Aduana estaba 
interesada, en que así se reconociese. 

Considerando, en cuanto á la responsabilidad ¿de la Empresa 
de las Catalinas, por las mercaderías á que la demanda se 
refiere : 

Que el artículo diez del decreto de diez y seis de Agosto de 
mil ocho cientos setenta y dos, que autorizó la construcción de 
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los depósitos y muelles de esa Empresa, estableció que, cía Em- 
presa no podría entregar ningún bulto sin el permiso de los em- 
pleados de Aduana, siendo responsable de él en caso contrario»; 

Que la misma Empresa ha reconocido á foja treinta y dos 
que los bultos, materia de la cuestión, han entrado en sus depó- 
sitos, sin que haya probado que han salido con el correspon- 
diente permiso de los empleados de Aduana ; 

Que, por el contrario, de todas las actuaciones administrati- 
Tas resulta que ese permiso no ha existido, como tampoco existe 
la constancia de la salida de los bultos en los propios libros de 
la Empresa de las Catalinas; según ésta lo manifiesta á foja 
treinta y desvuelta, no siendo admisible la explicación que ella 
da, de tal omisión, afirmando que, en esa época, los recibos se 
dejaban en la Aduana, por cuanto consta de autos, que el reci- 
bo no se otorgó en oficina alguna; 

Que constando la entrada de las mercaderías en los depósitos 
délas Catalinas, y no constando su entrega en forma lega)^ in- 
dependientemente de todas las disposiciones que reglan las re- 
laciones del depositario y el depositante en el derecho común, 
en el ceíso sub judice la responsabilidad le está expresamente im- 
puesta á la Empresa de las Catalinas por las disposiciones que 
autorizaron su construcción y los depósitos de mercaderías en 
sus almacenes ; 

Que esa responsabilidad es directa para con el depositante y 
no para con la Aduana, como lo pretende el demandado, habién- 
dolo así establecido diferentes disposiciones administrativas y 
fallos de esta Suprema Corte, entre otros, el de Setiembre diez 
de mil ochocientos noventa y uno, análogo al ocurrente, en el 
que este Tribunal confirmó por sus fundamentos la sentencia 
que declaraba que «las disposiciones legales que rigen estos de- 
pósitos, no son otras, por cierto, que las Ordenanzas de Adua- 
na», haciendo aplicación al depositario particular del artículo 
doscientos ochenta y nueve de esas Ordenanzas^ que impone al 
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Fisco el deber de responder por el valor de las mercaderías que 
se pierdan de los depósitos fiscales. 

Considerando, en cuanto al precio de las mercaderías recia-* 
madas: que la clase y especie de éstas está señalada en la copia 
del manifiesto de foja setenta y seis, la que está de acuerdo 
con el conocimiento df^ foja setenta, sin que la Empresa de- 
mandada haya presentado prueba alguna que destruya las 
constancias de aquella, debiendo, por tanto, ser de aplicación el 
artículo doscientos ochenta y nueve délas Ordenanzas de Adua- 
na, que manda que el precio se fije por el «valor señalado en la 
tarifa de Avalúos al artículo perdido >. 

Y, considerando, finalmente, en cuanto á los intereses y daños 
y perjuicios reclamados por el demandante, que no se ha acre- 
ditado, en manera alguna, el fraude ó el dolo de la Empresa de 
las Catalinas, en cuyo caso las responsabilidades que se deri- 
van de la pérdida de las mercaderías reclamadas, son sólo 
aquéllas establecidas por las mismas Ordenanzas de Aduana que 
i>e invocan, y no las del derecho común. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento trece, y se declara que la Empresa de las Catalinas 
está obligada á devolver al actor las mercaderías A que se re- 
fieren estos autos, y en su defecto, á abonárselas, debiéndose 
estimar su valor por el aforo que deberá hacerse por la Aduana 
de la Capital, con arreglo á la copia del manifiesto de foja setenta 
y seis y á la tarifa actual, cuyo importe liquido deberá abonar la 
Empresa de las Catalinas, dentro de los diez dias de su notifica- 
ción por el Inferior, con más los intereses á estilo de Banco, 
desde la fecha de la demanda. Repónganse los sellos y devuél* 
vanse, pudiendo notificarse con el original. 

BENJAMÍN PAZ. — LüIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUMGE. 
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CAUSA lY 



D. Camilo Augier contra la Sucursal del Banco Nacional 
de Tucuman ; sobre cobro de pesos 



Sumario. — 1** Depositada una suma en cuenta corriente ban- 
caria, el Banco es responsable de ella, mientras no justifique 
su devolución. 

i^ El convenio por el cual se alegue que la sumaba sido tras- 
pasada á favor de un tercero, no puede ser probado por testigos, 
si dicha suma excede de 200 pesos. 

3*^ La prueba de libros producida por el Banco queda sin im- 
portancia, una vez que en ellos se consigne que la devolución se 
hizo por medio de un giro, y resulta que esta se entendió hecha 
por medio del mencionado traspaso sin haber existido el giro. 

4"^ La libreta en que se haya anotado la suma como devuelta 
no tiene los efectos de la cuenta corriente recibida con requeri- 
miento de conformidad, para poder oponer la prescripción esta- 
blecida por el artículo 793 del Código de Comercio. 



Caso.— Lo indica el 

T. I 
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FaIIo del Juez Fedeml 



TucumaD, Agosto 11 de 1891. 

Y Tistos: De los que resalta: Don Camilo Augier se presenta 
á foja una y expone: que la Sucursal del Banco Nacional esta- 
blecida en esta Ciudad le debe nueve mil pesos con más los inte- 
reses correspondientes según consta por el documento de depó- 
sito que corre á foja tres del expediente de juicio ejecutivo que 
inició por ante este Juzgado; que habiéndose resuelto en este 
juicio, que no correspondía la vía ejecutiva salvándosele sus 
derechos para que los hiciera valer en otra forma, entabla de- 
manda en via ordinaria contra la expresada sucursal, represen- 
tada por el Gerente Don Anselmo Nuñez; y pide que previos los 
trámites de la ley, se le ordene á dicho Gerente el pago de la 
referida suma de nueve mil pesos, intereses correspondientes y 
las costas del juicio. 

Corrido traslado al Gerente del Banco, contesta^ en resumen, 
del modo siguiente: que niega el hecho invocado en la demanda 
de que el Banco sea deudor al demandante y á la vez, que hace 
constar que nada debe y que es esa la razón por qué no paga; 
hace constar también que protesta contra el actor por los daños, 
perjuicios, costos y costas que la demanda le irrogue que los 
hará valer contra aquel á su tiempo; que la acción deducida, 
no sólo es infundada y temeraria por la razón dada de no ser 
deudor el Banco, sino que es á todas luces improcedente r que el 
documento con que se pretende demandar al Banco, es una sim- 
ple nota para imputar al haber de una cuenta corriente ; pero 
no hay nada en él que suponga una deuda ni compromiso ni 
plazo para que pague, ni nada en fin de aquello que constituye 
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una obligación ; que las cuentas corrientes no dan lugar á obli- 
gación, sino por el saldo que arrojan, una vez liquidadas ; que el 
artículo 771 del Código de Comercio define y clasifica la cuenta 
corriente en general fundándose en la esencia misma de ella, j 
allí se establece que sólo hay obligación por el saldo que resulte 
una vez liquidada; que entonces una nota de recibo» por si sola 
no puede servir de base á ninguna demanda^ y la acción dedu- 
cida en este juicio es improcedente; que en la suposición falsa é 
inadmisible, de que pudiera demandarse al Banco con el docu- 
mento que se ha presentado, la acción hubiera caducado ya, en 
mérito de lo dispuesto por el artículo 793 y demás del título 
sobre cuenta corriente, Código de Comercio, en virtud de la falta 
de observaciones en tiempo oportuno á las liquidaciones que 
trimestralmente pasa el Banco, y ha pasado al demandante; 
que en atención á U expuesto la demanda debe ser rechazada 
con costas. 

Recibida la causa á prueba las partes han producido las que 
instruye el certificado del Secretario, corriente de foja cincuenta 
y ocho vuelta á cincuenta y nueve, de que se hará mención en 
seguida. 

Y considerando: Que la presente cuestión dadas las constancias 
del expediente, puede plantearse en los siguientes términos: si 
habiendo Aogier depositado en el Banco en cuenta corriente, 
doce mil setecientos tres pesos sesenta y seis centavos existe en 
autos prueba legal de habérselos extraído, de manera á quedar 
el Banco desligado de toda responsabilidad por ese depósito 
hacia Augier. 

Que Augier reconoce haber extraído de ese depósito tres mil 
setecientos tres pesos con sesenta y seiscentavos, reclamando los 
nueve restantes por no haberlos retirado. 

Que el Banco ea la obligación de probar que estos nueve mil 
pesos también han sido retirados por Augier ha presentado en- 
tre otros elementos de juicio á este respecto la libreta exhibida 
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á foja treinta y siete en qne figuran los nueve mil pesos recla- 
mados y los dos cheques de fojas doce y trece abonados en 22 
de Enero de 1890 componiendo las demás partidas de la libreta 
los valores que Augier confiesa haber retirado en virtud del 
depósito. 

Que esta libreta, como consta de autos, ha estado en poder de 
Augier y es la misma que conforme al artículo 794 del Código 
de Comercio deben tener en su poder los que llevan cuentas co- 
rrientes con el Banco en la que se anotan todas las partidas de 
giros y de depósitos. 

Que el silencio de Augier guardado por mucho tiempo, antes 
de iniciar este juicio y aún antes también de promover la ejecu- 
ción que pretendió seguir sobre este mismo asunto, demuestra á 
las claras su conformidad con el contenido de la misma libreta 
y por consiguiente su conformidad también con la liquidación 
y saldo de que da cuenta dicha libreta. 

Que, en conclusión, la libreta de referencia en que están ano- 
tadas fecha por fecha las partidas de la cuenta de Augier en el 
Banco con los intereses liquidados cada tres meses y en la que 
se encuentran incluidos los nueve mil pesos demandados, prueba 
que él ha tenido perfecto conocimiento de las liquidaciones co- 
rrespondientes para cuyas observaciones la ley no concede sino 
cinco dias, artículo 793 del citado Código, término durante el 
cual, Augier no hizo ninguna reclamación y si acaso la hubiera 
hecho sería obligación suya probarla, cosa que ni siquiera ha 
intentado. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo al Banco de la de- 
manda contra él interpuesta por Don Camilo Augier^ con cos- 
tas. Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 

Delfin Oliva. 
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Fallo de IH Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 14 de 1893. 

Vistos: Considerando: Primero. Que según el documentó 
de foja tres, cuya autenticidad se halla reconocida, está debi- 
damente acreditado que el demandant} Augier depositó en la 
Sucursal del Banco Nacional de Tucuman, la suma de doce 
mil setecientos tres pesos con sesenta y seis centavos moneda 
nacional. 

Segundo, Que partiendo del mérito que arroja este hecho^ el 
Banco demandado se defiende afirmando haberse descargado de 
la obligación que el depósito le imponía mediante la entrega 
regular, en diversas partidas, del total de la cantidad depo- 
sitada. 

Tercero. Que desconociéndose por el demandante que él hu- 



biera dispuesto, á favor del Doctor Agustín López, de la suma 
de nueve mil pesos, que el Banco ha abonado en la cuenta de 
éste y que pretende haber obrado así en ejecución de órdenes de 
Augier, la cuestión ha quedado reducida á dar solución á esa 
divergencia, pues en lo demás hay conformidad de partes. 

Cuarto. Que la prueba testimonial producida por el deman- 
dado, para comprobar el contrato entre Augier, López y el 
Banco^ cuya existencia invoca, carece de valor jurídico, porque 
aún con presoindencia de las tachas opuestas á los testigos, es 
evidente que en el caso, la prueba de esa clase se halla desauto- 
rizada por lo dispuesto en el artículo 209 del Código de Comer- 
cio, concordante con el mil ciento noventa y tres del Código 
Civil. 

Quinto. Que, consistiendo solamente en el elemento proba- 
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torio & que se refiere el precedente considerando, la prueba 
rendida por el Banco, en sn descargo al objete de justificar el 
hecho de la convención que alega, debe darse por improbado tal 
hecho. 

Sesto. Que, aunque en la compulsa de los libros del Banco, 
corriente á foja treinta y dos, se dice haberse pagado^ en 22 de 
Enero de 1890, tres giros de Augier, por valor de nueve mil 
seiscientos cincuenta pesos, resulta averiguado por los compro- 
bantes de fojas doce á veinte, que sólo son dos los giros emana- 
dos del citado Augier y que suman seiscientos cincaenta pesos, 
constando á foja treinta y ocho que los nueve mil pesos restan- 
tes fueron traspasados á favor del Doctor López por disposicio- 
nes de la Gerencia, y sin que en ella parezca, en forma alguna^ 
la intervención de Augier, lo que quita toda importancia á los 
asientos de los libros y á las anotaciones consiguientes, hechas 
en la respectiva libreta, rechazadas por el demandante en lo que 
86 refiere á la cantidad en litigio. 

Considerando respecto de la prescripción opuesta por la parte 
del Banco: 

Primero. Que según lo afirma el actor y lo confiesa el deman- 
dado, absolviendo posiciones áfoja veintinueve vuelta, el Ban- 
co no ha pasado á Augier su cuenta corriente en los términos 
y condiciones establecidas por el artículo 793 del Código de 
Comercio. 

Segundo. Que, según lo dispone el mismo artículo, el tér- 
mino para la prescripción por él establecida, corre desde que el 
cliente del Banco hubiera recibido el aviso del estado de la 
cuenta, con requerimiento de su conformidad escrita. 

Tercero. Que, en consecuencia,carece de términos hábiles la 
prescripción alegada no pudiendo hacerse valer á ese objeto la 
disposición relativa & la libreta á la que la ley no da el efecto 
atribuido al aviso con requerimiento de que se ha hecho 
mención. 
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Por estos f andamentos: se revócala sentencia apelada do foja 
ochenta y seis y se declara que el Banco Nacional está obligado 
á abonar en la cuenta corriente de Don Camilo Augier, la suma 
de nueve mil pesos moneda nacional desde la fecha del docu- 
mento de fojas tres. Devuélvanse, reponiéndose el papel, pudién- 
dose notificar con el original. 



benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 



C'AVSA V 



D, Pedro César contra Guzman y Compañía, por cobro de pesos 
y reconvención; sobre competencia y de fecto en la demanda 



Sumario. — 1^ ElJuez competente para la acción lo es tam- 
bién de la reconvención, aunque no lo fuera si ésta se hubiese 
deducido como acción principal. 

2® No puede alegarse defecto en la demanda so protesto de no 
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ser la acción deducida la que fluye de la historia de los hechos 
contenidos en ella. 



Caso, — Don PedroCésar, vecino deBoenos Aires, demandó 
á Guzman y Compañía, vecino de Tacuman, por cobro de pesos 
procedentes de una negociación que habían hecho sobre un te- 
rreno sito en el partido de Matanzas. 

Gazman y Compañía contestaron la demanda, y reconvinieron 
á César para que se liquidara el negocio del terreno dé Matan- 
zas que se había hecho á partir de utilidades, y para que les 
abonara la suma de i 65000 ^ con intereses que le habían man- 
dado para la compra á medias de una quinta en la Capital 
Federal en la calle Santa Fe, cuya quinta fué escriturada á su 
nombre, con hipoteca por la parte de precio que le correspondía 
pagar, y vendida después en remate judicial por no haberla 
abonado. 

César opuso que la liquidación del terreno de Matanzas im- 
portaba una acción de división de condominio 6 sea una acción 
real, para la cual no era competente el Juzgado Federal de Tn- 
cuman, sino el de la Provincia de Buenos Aires, donde estaba 
situada la casa; y que en cuanto al dinero recibido para la com- 
pra de la quinta, la demanda era obscura, porque si ese dinero 
se hubiera perdido por su culpa, la acción á formularse era otra 
y no la deducida. 



Fallo del Suem Federal 



Tucuman, Febrero 12 de 1892. 

Vista la articulación deducida á foja 57 por don Pedro César 
á propÓHito de la contra-demanda interpuesta contra él á foja 
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47 porGuzmany Compañía sobre incompcteDcia de este juz- 
gado, poruña parte, y de obscuridad de la contra-demanda por 
otra. 

Y considerando: Con respecto á la incompetencia de este 
Juzgado, para conocer sobre el primer cargo ó acción en que se 
basa la contrademanda, que es uu punto resuelto por innu- 
merables fallo&de la Suprema Corte, que en la reconvención se 
aceptan acciones que no podrían intentarse como acción princi- 
pal ante el Juez que conoce de la demanda; jnriprudencia que 
se halla además consignada en la Ley 32, título S'', Parti- 
da 3». 

Considerando en cuanto á la excepción de obscuridad de la 
contrademanda sobre el segundo cargo ó reclamo de la misma: 
que tampoco ella es admisible por cuanto la contra-demanda 
sobre este punto contiene petición clara, consistente en la devo- 
lución de Í65000 pesos que los demandados aseveran haber ade- 
lantado al señor César, para una negociación que este condujo 
en detrimento de sus derechos y que por lo mismo es responsable 
de ellos, con sus intereses ; sin que á esta petición falte la rela- 
ción clara délos hechos en que se funda ; según puede verse de 
fojas 47 á 54. 

Si, dados los hechos que constituyen la historia de la nego- 
ciación de referencia no es la acción de devolución de la canti- 
dad que se dio al señor César para emprenderla, la que corres- 
ponde^ ella será materia de la sentencia que se dicte en defini- 
tiva. 

Por estos fundamentos: no se hace lugar á la presente articu* 
lucion, con costas; y el demandante señor César conteste direc- 
tamente el traslado de la contra-demanda en el término de ley. 
Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 



Delfin Oliva. 
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TISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 9 de 1893. 

Suprema Corte: 

La demandado foja 6 se inició por cobro de pesos procedente 
del pago de una cantidad satisfecha ségan el demandante, por 
cuenta de los demandados. 

La reconvención á foja 53 vuelta deriva de la responsabilidad 
que según los demandados afecta al demandante, por las pér- 
didas que dicen sufridas no sólo en el negocio que motiva la de- 
manda, sino en otro relativo á la compra de una quinta en la 
calle Santa-Fe. 

La contrademanda procede de los mismos hechos que auto- 
rizan la acción del demandado y otros relacionados con el mis- 
mo género de negocios. 

Pero aunque así no fuera, es un principio decl.^rado ya por 
Y. E. con sujeción & lo dispuesto en la ley 32, título ^, Par- 
tida 3^, que el Juez competente para conocer de la demanda, 
lo es también de la reconvención, aunque estaño pueda ser enta- 
blada ante él como acción principal (serie I*", tomo 8, pág. 170 
de los Fallos) . 

Por ello, limitando mi dictamen al punto de la competencia, 
pido áV. E. la confirmación del auto recurrido en esa parte. 

Sabiniano Kier. 
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Fullo lie ln Suprema Corie 



Buenos Aires, Enero 17 de 1893. 

Vistos: Por sus fundamentos y de conformidad con lo expues- 
to 7 pedido por el señor Procurador General en su vista de foja 
ochenta y una se confirma con costas el auto apelado de foja 
sesenta y ocho vuelta, y repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSEA ¥1 



La Enpresa del Ferrocarril de Bahía Blanca á Rio Cuarto 
contra D. Nicanor Méndez ; sobre expropiación 



Sumario. — £q las eipropiaciones la indemnización debe ser 
eqaitatiya. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del ^uez Federal 



T vistos: Los seguidos por Don Juan G.Meiggs hijo y Compa- 
ñía contra Don Nicanor Méndez, sobre expropiación de un te- 
rreno ubicado en el ejido del pueblo de Bahía Blanca; y 

Resultando: I"" Que, en seis de Setiembre de i889, se presen- 
tó el representante de los señores Meiggs y Compuñía ante este 
Juzgado, incohando el juicio de expropiación del caso, á fín de 
que en su tiempo se ordenara la escrituración de un terreno del 
señor Nicanor Méndez, ubicado en la traza del egido del pueblo 
de Bahía Blanca en la traza de las quintas, y que debía ser 
ocupado por la línea férrea concedida. . 
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2^ Qae á fin de tomar la posesión provisoria acordada por la 
ley, consignaron la suma de 5212 pesos moneda nacional, 
JQStipreciando el terreno á razón de un peso nacional el metro 
cuadrado, por cuanto el señor Méndez había rechazado el precio 
ofrecido. 

S"* Que habiendo comparecido las partes á juicio verbal, des- 
pués de un breve cambio de ideas, arribaron las partes al nom- 
bramiento de peritos, quedando nombrado por parte de la Em- 
presa, el señor Don Adolfo de la Serna, y por parte del señor 
Méndez el señor Adolfo Harris. 

4° Que expidiéndose los mencionados peritos una vez que hu- 
bieron aceptado el cargo en forma, lo hicieron el señor de La 
Serna por su informe de foja 26, y el señor Harris por el de fo- 
ja 30 justipreciando: el primero lo avalúa incluyendo daños y 
perjuicios en un peso moneda nacional el metro cuadrado, y ob- 
serva que igual suma se ha abonado por el terreno tomado á la 
quinta número 171; mas el perito Harris sostiene que debe abo- 
narse la suma de cinco pesos moneda nacional el metro cuadra- 
do, sin ocuparse de los daños y perjuicios. 

5° Que teniendo presente el Juzgado la notable diferencia de 
precio establecido, por los peritos, nombró al señor Don Dionisio 
y. Shoo para que hiciera una nueva estimación del precio del 
terreno y verificara los perjuicios que se alegan por las 
partes. 

6^ Que á foja 40 el mencionado perito especial se expide 
sosteniendo el precio de un peso treinta centavos moneda na- 
cional el metro cuadrado comprendiéndose la indemnización; y 

Considerando: I"" Que en el presente caso no se han llenado 
todos los requisitos de la ley de expropiación justipreciándose 
conjuntamente el valor de la tierra como los daños causados por 
fraccionamiento, sin que pueda decirse cuáles son los daños apre- 
ciables y cuáles no. 

2"^ Que el terreno mencionado del señor Méndez si bien se en- 
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cnentra situado dentro de la traza de las quintas, no por esto 
se ha ocupado, ni siquiera alambrado, encontrándose completa- 
mente baldío. 

3^ Que el señor Mendess en ningún momento ha podido soste- 

* 

ner, sea ni siquiera apto para la agricultura, por la naturaleza 
de la tierra y estar completamente alejado de todo riego á no ser 
el artificial, para lo cual tendría la construcción de pozos semí- 
surgentes. 

4"" Que el terreno de sn referencia/desde hace mucho tiempo 
se encuentra valdío completamente, sirviendo de vía pública en 
el camino que se llama del puerto. 

5^ Que el terreno no se puede ni siquiera comparar con el de 
Huser, lindero, j que falló este Juzgado, por cuanto aquel siquie- 
ra está con edificio y ocupado, y bajo alambrado; cuando en éste 
sucede todo lo contrario. 

6^ Que no puede decirse ni siquiera sospecharse se sostenga 
en él cultivo, pues en el ejido de Bahía Blanca es sumamente 
dificil conseguir formar plantaciones ó sembradíos, ya sea por 
los vientos, el clima ola naturaleza del terreno; y es ahí noto- 
rio que jamás se ha conseguido el cultivo. Que si tal opina el 
Juzgado es por conocer de visu propio el terreno de su referen- 
cia, cuando se constituyó al terreno de Huser, con motivo de la 
inspección ocular que decretó. 

T^ Que teniendo presente lo apuntado, cuanto lo informado 
por el perito especial, el precio del terreno á expropiar no puede 
exceder en ningún caso de un peso moneda nacional con los da- 
nos y perjuicios y no existen otros quelos de cruze del terreno, sin 
dejar fracción alguna inutilizada, por lo que se estiman estos en 
cinco centavos el metro cuadrado, ó sea, doscientos sesenta pe- 
sos moneda nacional. 

Por esto fallo: condenando á Don Juap Q. Meiggs y Compa- 
ñía á abonar al señor Nicanor Méndez la suma de cinco mil 
doscientos doce pesos moneda nacional por el terreno expropia- 
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doy por toda indemnización la suma de doscientos sesenta pesos 
moneda nacional qae deberán abonarlas dichos empresarios den- 
tro de diez dias de ejecutoriada la presente sentencia más los 
intereses á estilo de Banco desde el día de la posesión proviso- 
ria sobre la diferencia de lo ordenado pagar y la suma consig- 
nada y las costas del juicio que se circunscriben al honorario de 
los peritos y gastos de tramitación. Notifíquese original. Re- 
gístrese en él libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la sala del Juzgado en la ciudad de La 
Plata á los cuatro dias del mes de Noviembre de mil ochocientos 
noventa y uno. 

Mariano S. deAurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corto 



Baenos Aires, Enero 19 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito de autos y considerando equitativa 
la suma fijada por indemnización en la sentencia apelada de 
foja cincuenta y una: se confirma esta; y repuestos los sellos de- 
vuélvanse. 

benjamín paz.— luis y. yare- 
la . — ABEL BAZAN . — OCTA- 
VIO nUNGE. 
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CAIJI8A TU 



Don Amadeo Frugoli contra la Empresa del Ferrocarril Gran 

Oeste Argentino; sobre cobro de pesos 



Sumario.— i"" El acarreador responde de la pérdida de la 
carga sucedida por su colpa. 

3¡P Existe culpa, si la carga destruida por incendio fué colo- 
cada junto con artículos inflamables de otra procedencia, y se 
debió á ésta circunstancia que no pudo hacerse su salvamento. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del JíueaB Federal 



Mendoza, Noviembre 19 de 1889. 



Vistos: Don Amadeo Frugoli se presentó al Juzgado enta- 
blando demanda contra la Empresa del Ferro-Carril Gran Oeste 
Argentino por entrega de unas mercaderías y expone: 
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Que á fines del mes de Agosto del aSo próximo pasado, le 
fueron remitidas desde el Rosario por el Ferrocarril ciento cinco 
bolsas de papas, cuyo flete se había pagado adelantado por el 
remitente. 

Qae al presentarse á recibir su carga se le entregaron de ésta, 
veinte y cinco bolsas solamente, manifestándosele que las ochen- 
ta restantes se habían quemado ó perdido en el camino, pero 
que le serían indemnizadas, si no aparecían. 

Que después de gestionar la entrega de aquelhi ó su Talor 
que asciende á setecientos quince pesos nacionales, á razón de 
un peso setenta y cinco centavos por arroba, con el flete pagado^ 
se le cpntestó que la empresa no se creía obligada á indem- 
nizarla. 

Que la responsabilidad de ésta es evidente en el caso ante las 
disposiciones consignadas en los artículos i63 y 169 del Código 
de Comercio ; y sea que las mercaderías hayan sido hurtadas ó 
quemadas ello provendría de omisión ó descuido de la misma ó 
de sus factores, procediendo entonces la aplicación de los artí- 
culos citados y del 53 de la ley de Ferrocarriles Nacionales. 

Declarada la competencia del Juzgado, la empresa, por 
intermedio de su apoderado Don Teodoro Jauvin, contesta la 
demanda exponiendo : 

Que la carga en cuestión había sido recibida para conducirse 
sin responsabilidad como lo manifiesta la respectiva carta de 
porte y observaciones consignadas en la misma; 
' Que habiéndose perdido las mercaderías por un incendio que 
se produjo en el wagón que las conducía y debiendo suponerse 
que este accidente ha sido causado por caso fortuito ó fuerza 
mayor, la empresa se encuentra comprendida en la disposición 
del artículo 168, según la que, no mediando estipulación en 
contra; no corrende cuenta del cargador todos los daños que su- 
frieren los efectos por vicio propio ó causas expresadas ; 

Que no puede suponerse que el incendio proviniera de negli- 

T. 1 4 " 
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gencía ó culpa del acarreador, ni menos que él fuera voluntario, 
cuyas presunciones rechaza el Código citado estableciendo en 
su artículo 170 la necesidad de probar que la avería 6 pérdida 
fué debida á aquellas causas. 

Con los antecedentes expuestos se recibió la causa á prueba 
sobre los siguientes puntos : Si las mercaderías objeto de la de- 
manda fueron consumidas por un incendio y en su caso que éste 
fuera producido por caso fortuito 6 fuerza mayor. 

Y considerando: 1° Que es un principio inconcuso de derecho 
que toda excepción debe probarse por quien se deduce. 

2"* Que esto se halla expresamente consagrado por la Suprema 
Corte enjuicio análogo al presente al declarar que en caso de 
nn siniestro que ocasione la pérdida de la carga es obligación del 
acarreador probar que él ha sido producido por fuerza mayor ó 
caso fortuito (Fallos de la Suprema Corte, serie 2% tomo 14, 
págiua 709). 

3"" Que además y si bien por el artículo 168 del Código citado 
se establece que todos los daños que sufrieren por tales causas 
los efectos cargados, durante el transporte, ó por vicio propio de 
los mismos, son de cuenta del cargador, no mediando estipulación 
en coLtrario; el mismo artículo declara que la prueba de cual- 
quiera de estos hechos incumbe al acarreador ó comisionista de 
transporte. 

4^ Que en consecuencia y alegado por la empresa demandada, 
el hecho de que el incendio del wagón que conducía las merca- 
derías objeto déla demanda se produjo por fuerza mayor ó caso 
fortuito^ es á la misma á quien correspondía la prueba de tal 
aserción; sin que sea en manera alguna atendible la argumenta- 
ción que en contrario se hace de que no pudiendo suponerse vo- 
luntario tal accidente, es forzoso deducir que él s6 debe única- 
mente á alguna de las causas enunciadas, por cuanto él podía 
ser el resultado de nn descuido ó negligencia que responsabiliza- 
ría en todo caso á la Administración. 
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5"" Que .esto sentado, corresponde averigaar si la prueba rendi- 
da por el representante de la empresa es completa en el sentido 
de constatar los hechos alegados como excepción á la demanda. 

6® Que dicha pmeba consiste únicamente en las posiciones 
diferidas al demandante y absueltas por éste á foja treinta y 
dos vuelta y en los documentos corrientes á foja once, diecinue- 
ve, veinte y veintiuna. 

7® Que de las primeras no aparece comprobado como se añrma 
que el siniestro fuere ocasionado por las causas que se alegan, 
pues el absolvente lejos de confesar esto, manifiesta, por el con- 
trario, ignorar todas las preguntas que á tal proposito se le 
hacen. 

S^ Que en cuanto á las declaraciones que se contienen en los 
citados documentos de foja veinte y veintiuna, si bien es ver- 
dad que en ellos se da cuenta del incendio en la forma referida 
por el demandado, tales declaraciones no tienen importancia 
alguna legal por cuanto no han sido notificadas en forma; y á 
este respectóos de observarse también que la del señor Barras 
contenida en el de foja diecinueve, no ha sido tampoco producida 
en forma después de constatarse que el testigo no podía contes- 
tar con discernimiento al interrogatorio que se le dirigía, por 
ignorancia absoluta del castellano. 

9^ Que á la falta de esta formalidad indispensable para la 
validez de los testimonios invocados, se agrega también la cir- 
cunstanciado que los testigos son todos empleados de la empre- 
sa y acaso interesados en la causa por las responsabilidades que 
pudieran corresponderles por el siniestro. 

10** Que por lo que hace al documento de foja once y obser- 
vación de que la carga debía conducirse sin responsabilidad para 
la empresa como en él se manifiesta, tampoco es atendible, pues 
la anotación consignada en él al respecto no puede entenderse 
que signifique exonerar en absoluto y en todo caso á ésta de las 
responsabilidades que le impone la ley, si por su parte no ha 
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llenado las prescripciones que la misma establece en el artículo 
i 63 respecto ala conducción de la carga. 

11*^ Qae dicho artículo impone al porteador el deber de em- 
plear toda diligencia y cuidado en el transporte de los objetos á 
su cargo, y ya quedó dicho que es á los mismos á quienes in- 
cumbe la prueba de haber llenado esta exigencia de la ley para 
considerarse exonerados de las responsabilidades que se ocasio- 
nen á los interesados por su culpa 6 de sus factores, depen- 
dientes ú agentes. 

12° Que en el caso era aún más necesaria esa prueba cuanto 
que, según confesión de la misma empresa, el wagón que condu- 
cía la carga contenía una cantidad de azufre, materia esencial- 
mente inflamable, circunstancia que exigía un cuidado especial 
de parte de sus empleados ó dependientes á cuyo cargo se 
hallábala conducción del tren. 

IS"* Que en consecuencia de lo expuesto y no habiéndose jus- 
tificado por la empresa demandada que la pérdida de las merca- 
derías en cuestión, proviniera de alguna de las causas invocadas, 
ella se halla sujeta á las responsabilidades que establece el ar- 
tículo i69 del Código de Comercio. 

Portante: fallo definitivamente declarando á cargo de la 
Empresa del Ferro-Carril Gran Oeste Argentino, el pago de las 
mercaderías objeto de la demanda; cuyo valor será fijado por 
peritos en las condiciones que prescribe el artículo 171 del mismo 
Código, con costas. 

Hágase saber original y repóngase los sellos. 



Juan del Campillo. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 19 de 1893. 

Vistos: Considerando que, aun en la hipótesis de haberse pro- 
bado el hecho del incendio invocado por el demandado en sa 
descargo, resulta averiguado por la exposición del citado de- 
mandado, notan sólo que el cargamento de papas, cuya entrega 
se cobra, había sido colocado en un mismo wagón con artículos in- 
flamables de otra procedencia, sino que se debeá esa circunstan- 
cia que no haya podido hacerse el salvamento de las expresadas 
papas, sino en una proporción reducida. 

Que ese antecedente demuestra que ha habido culpa ó negli- 
gencia por parte de la empresa á la que debe atribuirse las ave- 
rías ó pérdidas experimentadas en el cargamento demandado, en 
cuyo caso procede la responsabilidad del acarreador, con arreglo 
al artículo ciento setenta del Código de Comercio vigente en la 
época del contrato, concordante con el ciento setenta y seis del 
Código actual. 

Por estos fundamentos y sus concordantes: se confirma con 
costas la sentencia apelada de foja treinta y siete vuelta; y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
OCTAVIO BUNGB. 
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CAVISA YIII 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra Don Carlos 

, Vernet; sobre expropiación 



Sumario. — En las expropiaciones, la indemnizacioii debe ser 
equitativa. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Fedeml 



La Plata, Mayo 18 de 1891. 

Vistos: Estos autos seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores contra Don Carlos Vernet, sobre ex- 
propiación de un terreno, resulta : 

Que la expresada Compañía demanda al señor Vernet por 
la expropiación de una área de mil ochocientos quince metros 
cuadrados, de un terreno situado en el partido de San Isidro, 
propiedad de dicho señor, para ocuparla con la vía férrea que 
construye en virtud de autorización concedida por la ley del 
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Honorable Congreso promulgada el diez de Octubre de 1887. 

Que convocadas las partes á juicio verbal, y no habiendo po- 
dido ponerse de acuerdo, respecto del precio é indemnización, 
nombraron los peritos, que con arreglo á las prescripciones de 
la ley de expropiación deben informar acerca de uno y de otra, 
designándose por la Compañía expropiante á Don Domingo La- 
rralde y por el propietario á Don Andrés Rolon. 

Que á juicio del primer informe, á foja 46, el valor del te- 
rreno expropiado es á razón de (30) treinta centavos el metro 
cuadrado, estimando la indemnización por fraccionamiento en 
un cincuenta por ciento sobre el valor de la (expropiación) de la 
parte expropiada, mientras que el perito Bolón lo avalúa en cinco 
pesos el metro cuadrado, incluyendo en ese precio la indemni- 
zación . 

Que el Juzgado, en vista de lo opuesto de esas estimaciones, 
decretó y verificó una vista ocular del terreno, en la que pudo 
constatar lo siguiente: Que el terreno que se trata de expropiar 
está situado bajo las barrancas de San Isidro, que la vía férrea 
lo cruza sobre un terraplén de quince á veinte centímetros de 
altura, quedando una fracción de cuarenta metros con frente al 
camino que pasa al pié de la Barranca; que no hay en él ningu- 
na clase de cultivo ni edificación (acta de foja 49). 

Y considerando: i*" Que en la vista ocular á que se ha hecho 
referencia, el Juzgado ha podido apreciar las condiciones, cali* 
dad y situación del terreno expropiado, y la forma en que la vía 
férrea lo fracciona, y por tanto la base para establecer su valor 
sería el precio corriente en ventas de terrenos análogos, y á fal- 
ta de estas la renta que él produce. 

2^ Que en cuanto á ventas análogas, es público y notorio que 
los terrenos situados bajo las barrancas de San Isidro, como el 
de que se trata, no han sido objeto de transacciones sino con- 
juntamente con los terrenos altos, por los que no puede esta- 
blecerse el valor venal de aquellos por ese medio; sucediendo 
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igual cosa respecto de la segunda forma, por cuanto como se ha 
constatado, el terreno en cuestión es en absoluto improductivo. 

3^ Que en estas condiciones sólo queda al Juzgado la facultad 
de asignar equitativamente ese valor; debiendo tener en cuenta 
al efecto el precio fijado al terreno de Don Pedro Vallejos, á 
razón de un peso el metro cuadrado (sentencia que ba quedado 
consentida), y al de Don Antonio Olaguer, por la Suprema Cor- 
te, á razón de ochenta centavos el metro, en los respectivos jui- 
cios ;^ue sobre expropiación sigue la misma Compañía expropian- 
te contra dichos señores, terrenos estos que por estar cultiva- 
dos 7 tener plantaciones son productivos. 

4" Que en cuanto al perjuicio que la vía férrea ocasiona á la 
propiedad queda reducido á la construcción del terraplén arriba 
mencionado y al fraccionamiento en la forma que se ha indica- 
do, que si bien no inutiliza el resto del terreno por razón de la 
extensión de las fracciones, ocasiona como en todos las casos de 
fraccionamiento, un daño 6 demérito, de que debe indemnizarse 
ampliamente al propietario en virtud del sacrificio qae se le im- 
pone en beneficio público. 

Por estas consideracienes, fallo: fijando en ochenta centavos 
moneda nacional el precio que deberá pagar la Compañía Na- 
cional de Ferrocarriles Pobladores, por cada metro cuadrado 
que expropia á Don Carlos Yernet, con más el treinta por ciento 
sobreel valor total de la expropiación, por indemnizsícion de 
perjuicios, siendo las costas del juicio á cargo de la Compañía 
expropiante. 

Repónganse los sellos y notífíquese con el original. 

Dada y firmada en la Sala de audiencias del Juzgado Fede- 
ral, en la Plata á diez y ocho de Mayo de mil ochocientos no- 
venta y uno. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Fallo de ln Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 19 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito de antos y considerando equitativa 
la suma fijada por el valor del terreno é indemnización, en la 
sentencia apelada de foja cincuenta y una: se confirma, con de- 
claración de que el demandante debe abonar^ además, los inte- 
reses correspondientes á estilo de Banco, sobre la suma que 
por aquella se manda pagar, en cuanto excedadla suma consig- 
nada & foja una á contar desde el día de la ocupación del terre- 
no hasta el de su efectivo abono, y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN.— OC- 
TAVIO BUNGE. 
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CAUSA IX 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra D. Manuel A. 

Aguirre; sobre expropiación 



Sumario. — En las expropiaciones la indemnización debe ser 
equitativa. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Fedemi 



La Plata, Enero 19 de 1892. 

Y vistos: £stos autos seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores, contra D. Manuel A. Aguirre, sobre 
expropiación de un terreno y resultando : 

1° Que vueltos los autos de la Suprema Corte, después de 
terminar allí por acuerdo de partes, las articulaciones promo- 
vidas por el demandado, el Juzgado convocó á las partes á 
comparendo verbal, en cuyo acto las partes convienen entrar al 
juicio de expropiación, y al efecto nombran los peritos que con 
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arreglo á la ley de la materia, debían iaformar sobre el valor 
del terreno, designándose por la Compañía expropiante áD. Do- 
mingo Larralde y á D. Andrés Bolón por parte del propietario 
(acta de foja 81). 

^ Que el último, en sn informe de foja 83 lo avalúa á 
razón de 6 pesos nacionales el metro cuadrado ó sea en la suma 
de 16.968 pesos la superficie de 2828 metros cuadrados sobre 
que versa la expropiación, comprendiendo en esa suma la in- 
demnización de perjuicios; y el perito Larralde estima en 35 
centavos el metro cuadrado y la indemnización de perjuicios en 
15 por ciento sobre el total de la expropiación, si no hubiese 
fracción menor y.en un 50 por ciento para el caso contrario (in- 
forme de foja 87). 

3"* Que para mejor proveer el Juzgado nombró un perito es- 
pecial, el que, á foja 91, presenta su dictamen, fijando el precio 
de la tierra á razón de 80 centavos moneda nacional, incluyendo 
en él toda indemnización. Después de este nuevo informe el 
Juzgado decretó y verificó una inspección ocular del terreno, de 
la que instruye el acta de foja 99 vuelta; y 

Considerando: 1*" Que después de verificada esa inspección 
el Juzgado ha podido darse exacta cuenta no sólo de las condi- 
ciones del terreno á f'xpropiar sino de la forma en que la línea 
férrea construida por la Empresa expropiante lo cruza, y llegar 
á formar juicio sobre su precio . ^ 

2^ Que á este respecto encuentra que tanto el que le asigna el 
perito del propietario como el de la Empresa expropiante, son 
exagerados, aquél estremad amenté alto, y sumamente bajo el 
otro, hallando más equitativo el de 80 centavos fijado por el pe- 
rito especial. 

3^ Que se afirma tanto más en esta opinión teniendo en encua- 
ta, ^los antecedentes establecidos por este Juzgado, y la Supre- 
ma Corte en diferentes casos de expropiación de terrenos análo- 
gos al de que se trata, en que los precios fijados han variado 
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entre setenta, ochenta y noventa centavos y un peso moneda na- 
cional y especialmente los de los señores D. Martin J. Haedo y 
Dr. Plácido Marin, á los que se asignó 80 centavos, y cuyas sen- 
tencias, han quedado ejecutoriadas por consentimiento de las 
'partes, consentimiento que demuestra la justicia y equidad de 
ellos. 

4*' Que respecto del fraccionamiento puede decirse que no lo 
sufre el terreno, pues como se ha podido constatar en la inspec- 
ción ocular, la superficie que se expropia limita por un costado 
con la calle pública, quedando por el otro como á ochenta y 
cinco metros de la barranca. 

S"" Que esto no obstante es fuera de duda que la disminución 
ó reducción que sufre el terreno, hace que la superficie restante 
desmerezca en su valor y dc^bese por ello indemnizar al propie- 
tario. 

Por estas consideraciones, fallo : que la Compañía Nacional 
de Ferrocarriles Pobladores, debe pagar y pague á D. Manue¡ 
A. Aguirre, ochenta centavos moneda nacional por cada metro 
cuadrado del terreno que le expropia y á más quinientos pesos 
nacionales por indemnización de perjuicios, con los intereses á 
estilo de Banco desde la fecha de la toma de posesión; siendo las 
costas del juicio á cargo de dicha Compañía con arreglo al artí- 
culo 18 de la ley de expropiación. 

Repónganse los sellos, notificándose con el original. 



Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Fiill» de In Supremii Corle 



Buenos ^ires, Enero 19 de 1893. 

Yistos: Atento el mérito de autos y considerando equitativa 
la sama fijada por el valor del terreno é indemnización en la 
sentencia de foja ciento diez y seis: se confirma, con declara- 
ción de que los intereses mandados pagar se refieren á la dife- 
rencia entre la suma consignada á foja una j la fijada para la 
expropiación á contar desde el día de la ocupación del terreno 
hasta el de su efectivo abono. Repuestos los sellos devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 
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Ü. Antonio Galarce contra D, Francisco M. Ibarra, sobre com- 
pra de un campo hipotecado al Banco Hipotecario de la 
Provincia de Buenos Aires 



Sumario. — La venta de bienes ordenada por el Banco Hi- 
potecario de la Provincia de Buenos Aires á consecuencia de 
inejecución de las obligaciones del deudor, puede hacerse legal- 
mente cargando el comprador con la hipoteca por el capital 
adeudado según ^u valor nominal, y abonando del precio ofreci- 
do el importe de los servicios atrasados con lo demás que exceda 
de dicho capital. 



Caso.— Lo indica el 



Fullo del Juem Federal 



Y vistos: los seguidos por Don Antonio Galarce contra Don 
[Francisco M. de Ibarra, sobre la forma del pago del precio de 
un campo que el demandado compró en remate; y 

Resultando: I"" Que .el demandante adquirió dicho campo 
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de Don Ramón Miró, con los gravámenes é hipotecas que rela- 
ciona en su demanda. 

2^ Que el Banco Hipotecario de la Provincia ordenó su 
venta, eu cumplimiento del artículo 29 de su ley orgánica y 
derechos expresamente convenidos en las respectivas escrituras 
de hipoteca, otorgada por sus deudores, en cuyo lugar se colo- 
có el demandante. 

3"" Que ordenado el remate, éste se efectuó el 4 de Abril 
del corriente año, teniendo por base la suma enunciada en el 
aviso de foja 3, base que fué excedida por la oferta hecha por 
D. Francisco M. de Ibarra, en cuya postura llegó á ciento 
treinta y dos mil seis cientos pesos m/n. 

4^ Que declarado á su favor dicho remate, se extendió por 
el martiliero el boleto de foja 38, en el cual el comprador ex- 
presa que pagará el precio, previo descuento del capital actual 
de la deuda, 'de la que se hace cargo, con arreglo á las cláusulas 
de la respectiva escritura de obligación. 

5*^ Que ateniéndose á esa reserva aceptada por el Banco, 
como se vé en la escritura que éste le otorgó, dedujo del precio 
el valor nominal ó escrito de las cédulas, tomándose éste como 
de la moneda que servía de precio. 

6^ Que, en previsión de que así sucediera, reclamóla parte 
demandante, reclamación que conoció el demandado ; 

Y considerando : 1" Que demandante y demandado están de 
acuerdo en que el remate se ha verificado por orden del Banco 
Hipotecario de la Provincia y cuenta del deudor y propietario, 
en cuyo caso aquel debe considerarse mantario de este último. 

2° Que admitida la postura por una cantidad determinada 
de moneda, como precio de la cosa que se vende, el comprador 
contrae la obligación de pagarla, obligación correlativa del de- 
recho del vendedor á exigirla. 

3^ Que esa obligación y ese derecho quedan fijados por la 
oferta y su aceptación y que la sustitución de otra cosa en pago 
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del precio importa una reDOvacion j la modificación del derecho 
del vendedor, lo qae no puede hacer el mandatario del vende- 
dor sin poder expreso. 

A"* Que el martiliero no tenía semejante autorización j el 
Banco Hipotecario admitiéndola por el hecho de aceptar, en vez 
de moneda las cédulas por su valor escrito , en pago del precio, 
ha excedido sus facultades y perjudicado á su mandante y deu- 
dor, que tiene derecho á recibir el exceso que queda de aquél^ 
después de cubierta su deuda. 

5** Que el artículo 1934 del Código Civil, citado en su 
defensa por parte del demandado, es inaplicable al pre- 
sente casOy por cuanto ella no entra en los términos de la pro- 
curación del Banco, pues importa una modificación que equivale 
á una renuncia. 

6^ Que el derecho acordado al* comprador para continuar 
con la hipoteca^ no lo faculta para descontar la deuda en cédulas 
por su valor escrito ó nominal, cuando la venta se ha hecho en 
remate, por orden del Banco, porque su obligación es la de pa- 
gar el precio ofrecido descontando el valor de las cédulas según 
el que tengan en plaza en el momento en que debe efectuar el 
pago, pues de otro modo no lo pagaría. 

7^ Que el artículo 16 de la Ley Orgánica del Banco no se 
refiere á los compradores en remate sino á los adquirentes de 
los bienes hipotecados del Banco, que se colocan en la misma 
condición que tenía el deudor, y supone que éste ha vendido y 
transferido su dominio y regla su posición respecto al Banco j 
no respecto al deudor, que voluntariamente se ha desprendido 
de los bienes dichos. 

8"^ Que la aceptación que ha hecho el Banco de las cédulas 
en pago del precio, no obliga al mandatario deudor, en cuanto 
el Banco ha excedido sus facultades. 

Por estas consideraciones, fallo : declarando que el demanda- 
do D. Francisco M. de Ibarra debe abonar el precio ofrecido en 
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moneda nacional ó bien la diferencia entre el precio y el impor- 
te del capital eii cédulas, según su valor corriente en plaza en 
el día del pago, sin perjuicio del derecho que pueda tener D. 
Francisco M. de Ibarra contra el Banco Hipotecario de la Pro- 
vincia de Buenos Aire&. Notifíquese con el original, regístrese 
en el libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la sala del Juzgado, en la ciudad de La 
Plata, á los cuatro días del mes de Diciembre de 1891. 



Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fullo de Ia Supremn Corte 



Buenos Aires, Enero 21 de 1893. 

Vistos y considerando : , 

Primero, Que á consecuencia de inejecución, por parte del 
deudor, de las obligaciones contraidae á favor del Banco Hi- 
potecario de la Provincia de Buenos Aires, éste dispuso la 
enajenación, en remate público de los bienes hipotecados 
para la seguridad del préstamo. 

Segundo. Que obrando así, y como sin contradicción se re- 
conoce por las partes, el citado Banco ejercitaba una facul- 
tad conferida por el deudor mismo, de acuerdo con la Ley 
Orgánica de esa institución de crédito, no estando en cues- 
tión, por consiguiente, la facultad misma, sino la manera 
cómo ha sido ejercitada. 

Tercero. Que, según se comprueba por el aviso de remate 
corriente á foja tres, la oferta se hizo reconociendo en el compra- 

T. I 5 
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dor el derecho de continuar con la hipoteca, abonando de con- 
tado únicamente lo correspondiente á servicios atrasados. 

Cuarto. Que sobre la base de esa oferta es que Ibarra hizo 
acto de Yol untad, al presentarse como ]jostor en el remate, d> 
manera que ella entra como uno de los elementos constitutivos 
del consentimiento, que, como dice el artículo once mil ciento 
cuarenta y cuatro del Código Civil, debe manifestarse 
por ofertas 6 propuestas de una de las partes j aceptación de 
la otra. 

QmnlQ. Que con tal antecedente, no puede dudarse que las 
obligaciones de Ibarra no van más allá que hasta donde su con- 
trato se l.is impone (artículo mil ciento noventa y siete del 
Código Civil). 

Sesto. Que* el Banco, al autorizar el derecho mencionado á 
favor del comprador, ejercía facultades que le están expresa- 
mente conferidas por la ley de veinte y uno de Julio de mil 
ochocientos setenta y cinco, según laque, y aunque nada se hu- 
biera expresado en el aviso de licitación, el Directorio admitirá 
que el adquirente de los bienes hipotecados vendidos, continúe, 
á su pedido, con la misma hipoteca nominal del anterior den* 
dor, siempre que ella sea menor que el precio de compra, como 
ha sucedido en el presente caso. 

Sétimo. Que según la misma ley, y sobre la base del derecho 
reconocido al comprador, al primitivo dueño se entregará el exce- 
dente que resulte de la venta de la propiedad, lo que implica no 
reconocerle derecho alguno, en relación á los valores nominal- 
mente representados por el monto de la deuda. 

Octavo, Que, en mérito de lo considerado, no puede ponerse en 
duda que el Banco no ha incurrido en exceso de sus facultades, 
al haber autorizado la oferta que sirvió de base para el remate 
y dispuesto el cumplimiento del contrato en los términos esti- 
pulados. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de 
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fojci sesenta y seis; j se declara no haber lugar á la demanda 
interpuesta á foja cuatro. Repónganselos sellos y devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



XI 



Don Octavio F. González contra el Banco Hipotecario de la 
Provincia de Buenos Aires, por consignación; sobre costas 



Sumario^ — Hecha una consignación judicial, el acreedor q^ue 
se opuso á ella y desiste después de la oposición, es responsable 
de las costas relativas. 



Caso.-^Lo indica el 
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\ 



Fallo del ^uez Fedeml 



La Plata, Junio 21 de 1892. 

Vistos: Estos autos seguidos por Don Octavio González con- 
tra el Banco Hipotecario de la Provincia, sobre consignación; y 
resultando que el señor González se presentó exponiendo: 

Que con fecha 14 de Julio de 1889 contrajo una obligación 
hipotecaria á favor del Banco Hipotecario de la Provincia, por 
valor de 150.000 pesos moneda nacional, en cédulas de la serie 
O; que acogiéndose ala ley de 14 de Julio del corriente año, 
dictada por la Legislatura de la Provincia, ha ofrecido al Banco 
chancelar su crédito, entregando en cédulas series O y N, la 
suma'de 145.400 pesos moneda nacional, y en cupones, por ser- 
vicios atrasados, de tres trimestres que adeuda, la cantidad de 
11.531 pesos con 25 centavos moneda nacional y en efectivo 27 
pesos con 55 centavos. 

Que el Banco se ha negado á aceptar el pago en esta forma, 
interpretando la ley de 14 de Julio invocada en un sentido 
distinto del que le da esta parte, y que no obstante reconocer la 
exactitud del monto total de la deuda, pretende que el pago 
debe hacerlo, en cédulas el capital, y los servicios atrasados de 
Abril en cupones, y los de Julio y Octubre, en cupones el 50 Voi 
y el otro 50 Vo en dinero efectivo; que, por esta dificultad sur- 
gida, se ha visto en la necesidad de consignar la suma adeudada 
en el Banco de la Provincia, acompañando los certificados que 
obran á fojas 2, 3, 4; y en su consecuencia, pide se haga saber la 
consignación al Banco, declarando el Juzgado oportunamente, 
que esa consignación surte los efectos del pago. 
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Acreditado que el caso cae bajo la jurisdicción de este Juzga- 
do, recaído traslado de la demanda (foja H vuelta) al B^nco 
Hipotecario, quien lo evacuó á foja i7. 

El representante del Banco manifiesta en dicho escrito ser 
exacto, todo lo manifestado por el demandante y estar confor- 
me con ello^ menos en cuanto á la interpretación que se quiere 
dar al artículo 14 d? la ley de 14 de Julio; é impugnando la 
consignación, pide no se haga lugar á lo solicitado en la de- 
manda. 

No habiendo hechos controvertidos sobre que deba recaer 
prueba, el Juzgado llamó autos á foja 20 por tratarse de una 
cuestión de puro derecho: la interpretación del artículo 14 de la 
Ley Provincial de 14 de Julio de 1891; y 

Considerando: 1° Que Don Octavio González, reconociéndose 
deudor al Banco Hipotecario de la suma de 156.958,80 pesos 
moneda nacional, de los cuales la suma de 145.427,55 pesos mo- 
neda nacional provienen del capital y 11.531.25 pesos mo- 
neda nacional por servicios de intereses, etc., correspondientes 
á los trimestres vencidos de Abril, Julio y Octubre de 1891, 
ofrece chancelar su deuda, dando en pago el importe del capi- 
tal en cédulas del mismo Banco, y por los servicios atrazados, 
bonos del mismo, acogiéndose á la disposición del artículo 14 de 
la recordada ley de 14 de Julio de 1891. 

2** Que el Banco reconoce á su vez ser cierto la existencia de 
esa deuda y exactas sus cantidades, siendo la dificultad para el 
pago la forma en que se ofrece el de los servicios por los tri- 
mestres de Julio y Octubre, lo que ha debido hacerse, mitad en 
cupones y mitad en dinero efectivo. 

3^ Q,ue colocada la cuestión subjudice en ul terreno plantea- 
do por las partes, su resolución depende, única y exclusivamen- 
te de la interpretación que se dé á la disposición contenida en 
el artículo 14 de la ley citada, pues de ella depende el derecho 
que se sostiene por ambas partes. £1 Juzgado, para interprets^r 
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esa disposision legal, tiene que recarrir á las reglas de la sana 
crítica y sobre ella fundar su opinión. 

Debemos primeramente examinar la disposición citada para 
llegar al conocimiento exacto, en cnanto se pueda, del espíritu 
de ella, de la intención del legislador al dictarla. 

Es fuera de duda que esa ley ha sido dictada con el objeto 
primordial de dar todas las facilidades á los deudores del Banco, 
para que estos puedan satisfacer sus obligaciones contiaidas, de 
donde resulta á la vez un beneficio para el mismo Banco, en 
cuanto le permite recoger el mayor número posible de cédulas 
en circulación, y por consiguiente disminuir su deuda. Este 
móvil de los legisladores está claramente demostrado, no sólo 
en la ley misma, sino también en la discusión que se tuvo en 
la Camarade Diputados de la Provincia al tratarse de elhi, co- 
mo puede verse en el Diario de sesiones. 

Ahora bien: tratándose de una ley en estas condiciones, 
cuando se trata de interpretar sus disposiciones, debe seguirse 
las reglas aconsejadas por las Leyes 27 y 29, título 18, Partida 
3", que se ajustan al principio favores convenít ampliari, y en 
este sentido, se ha de dar á los términos empleados su mayor 
latitud. 

La duda suscitada estriba sobre la palabra servicios atrasados, 
sosteniéndose por la parte actora que lo que se ha querido estable- 
cer por el artículo 14 es que, tratándose de chancelaciones, el 
pago de lo que se adeuda por servicio hasta el momento del pago, 
puede hacerse en cédulas, cupones, certificados, cheques, etc., 
y el Banco interpreta que esos servicios atrasados, sólo com- 
prenden los devengados hasta que se dictó la ley, y que los que 
lian vencido después, deben pagarse con arreglo alo establecido 
por el artículo 13, es decir, un 50 % ^n dinero efectivo y otro 
SO Vo en cédulas ó en los otros papeles. 

Ante el coxto expreso de la ley, no cabe otra interpretación 
-que la dada por su misma letra. 
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£1 artículo en cuestión se refiere al caso de chancelación de 
la obligación, estableciendo el principio general, de que se reci- 
birá los servicios atrasados en cédulas, cupones, etc., y para 
que esta regla rija, sólo en cuanto á lo que se adeudara basta 
el momento 6 fecha de la ley, ha debido establecerse expresa- 
mente, y no habiéndolo hecho, debe entenderse racionalmente 
que se ha tenido la intención de dar facultad al deudor de abonar 
los servicios atrasados, hasta el momento del pago, en los pa- 
peles que se enuncian, y no es posible hacer distinción ó excep- 
ción que la ley misma no hace. 

Ebta interpretación surge no sólo del espíritu mismo de la 
ley, sino de los términos empleados en la redacción del artículo 
14, que, ajuicio del Juzgado, son bien claros y terminantes, 
no dejando duda alguna. 

Bel espíritu de la ley, porque el móvil que se ha tenido en 
vista al dictarla, ha sido dar facilidades para que los deudores 
puedan solventar sus obligaciones, de una manera ventajosa, 
por medio de títulos del mismo Banco, cuja depreciación en el 
mercado ofrece una utilidad positiva, desde el momento que, 
con una cantidad relativamente insignificante, puede chancehr 
una obligación qne represente una fuerte suma de dinero; obte- 
niéndose, por este medio indirecto, que el Banco pueda recoger 
de la circulación el mayor número posible de cédulas, disminu- 
yendo, por consiguiente, los compromisos contraidos. La letra 
del artículo 14, siendo bien clara, está en consonancia con el es- 
píritu de la ley, y cuando se dice «servicios atrasados», no 
puede entenderse que el Legislador ha querido referirse á otros 
que álos que se adeuda al tiempo de hacer el pago, pues de la 
misma construcción gramatical se desprende esta interpre- 
tación. 

£1 Juzgado no vacila en aceptar la interpretación que le da 
la parte de González al referido artículo, no sólo por las razones 
apuntadas, sino porque es un principio consagrado por la cien- 
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cia del derecho qne ubi verba non sunt ambigua non esl locus 
interpretalioni. 

4** Qué si se aceptara la significación dada por el represen- 
tante del Banco, resultaría una distinción para los deudores, 
distinción que ñola ha establecido la ley, y que, por consi- 
guiente, no es racional se establezca, viniendo también á alte- 
rarse su espíritu manifiestamente demostrado y, por lo tanto, 
obstaculizando la fácil cancelación de las obligaciones hipote- 
carias. 

5"^ Qne aceptada la interpretación del artículo 14 de la Ley 
de 14de Julio de Í891, en el sentido que lo sostiene la parte 
actora, la cuestión traída al conocimiento de este Juzgado, que- 
da de hecho resuelta, pues que, oportunamente ha ofrecido hacer 
el pago de lo que adeuda, sujetándose á lo dispuesto por ese ar- 
tículo y el Banco Hipotecario ño ha podido negarse á recibir osas 
sumas en pago y, por consiguiente, la consignación surte ]os 
efectos del verdadero pago, de acuerdo á lo dispuesto por el ar- 
tículo 758 del Código Civil, desde el momento que se reconoce 
por el demandado, que todas las circunstancias enunciadas por 
el actor son exactas, defiriendo sólo en cuanto á la forma de^ 
pago por los servicios de los trimestres de Julio y Octubre. 

6** Que la consignación puede tener lugar, cuando el acreedor 
no quiere recibir el pago ofrecido por el deudor (artículo 757 in- 
ciso!" del Código Civil) circunstancia que concurre en el pre- 
sente caso y resuelto que la suma ofrecida por González es laque 
adeuda, ha podido legalmente hacer la consignación con fuerza 
de pago. 

Por estos fundamentos y los consignados en el escrito de foja 
9, fallo: declarando válida la consignación hecha por D. Octavio 
r. González con fuerza de pago; mandando, en su consecuencia, 
que el Banco Hipotecario de la Provincia se reciba de la canti- 
dad depositada en el Banco de la Provincia ¿ la orden de este 
Juzgado y como perteneciente á este juicio, debiendo otorgarse 
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la escritura de cancelación de la obligación hipotecaria número 
13,547 en el término de diez dias después de ejecutoriada esta 
sentencia, con costas. Notifíquese con el original, regístrese 
en el libro de sentencias y repónganse las fojas. 



Mariano S. de Anrrecoechea, 



El apoderado del Banco, después de haber expresado agra- 
vios desistió del recurso respecto de lo principal, dejándolo subsis- 
tente en cuanto á las cos¿as, respecto de las cuales pidió se re- 
vocara la sentencia apelada. 



FaIIo de lA SuiíremA Corte 



Buenos Aires, Enero 24 de 1893. 

Vistos: Coasiderando ; Primero. Que á mérito del desisti- 
miento de foja cuarenta y ocho, ha dejado de estar en cuestión 
la legitimidad de la consignación, en pago, hecha por el deman- 
dante, quedando únicamente á resolver lo que corresponda en lo 
relativo ai pago de las costas judiciales. 

Segundo. Que, conforme al artículo setecientos sesenta del 
Código Civil, las expresadas costas son á cargo del acreedor, 
cuando su oposición á la consignación fuere desestimada. 

Tercero. Que el citado artículo contiene una disposición es- 
pecial de precisa aplicación al presente caso. 

Por estos fundamentos y admitiéndose el mencionado desisti- 
miento de foja cuarenta y ocho, se confirma la sentencia apela- 
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da de foja veinte y cinco, en cuanto condena en costas al de- 
mandado, las qae se declaran á su cargo en ambas instancias. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN,— OCTA- 
VIO BUNGE. 



IHA XII 



D, José Martin contra el Banco Hipotecario de la Provincia de 
Buenos Aires , por consignación; sobre costas 



Sumario. — Hecha una consignación judicial, el acreedor que 
se opuso á ella, y desiste después de la oposición, es responsa- 
ble de las costas relativas. 



Caso. — Lo indica el 
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Fullo del Juex Fedeml 



La Plata, Julio 7 de 189?. 

Y vistos: estos autos promovidos por D. José M irtin contra 
el Banco Hipotecario de la Provincia, sobre chancelación de 
una hipoteca. 

Resultando: i^ Que á foja 4 se presentó D. José Martin di- 
ciendo que es deudor al Banco Hipotecario demandado por la 
suma de siete mil pesos moneda nacional, como préstamo hipo- 
tecario que éste le hizo en cédulas de la serie M sobre una finca 
de su propiedad situada en el pueblo de San Fernando, habien- 
bo hecho el servicio con religiosidad; quedando reducida la 
deuda á seis joiil setecientas cédulas según la liquidación hecha 
por el Banco en las tapas déla libreta que acompaña (foja i). 
Que, á la vez que es deudor, es acreedor del Banco, y que como 
éste no le paga, le obligó á atrasarse en lo que :i su vez le debía. 
Que, con fecha 28 de Diciembre del año pasado, y de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 14 de la ley de 14 de Julio de 
1891 ocurrió al Banco acreedor para chancelar totalmente su 
deuda entregando en cédulas seis mil setecientos pesos, en 
efectivo cuarenta y tres pesos con diez centavos, y en bonos el 
importe total de los servidos atrasados. Que el Banco se niega 
á recibirle el pago en esa forma y le exige que los servicios 
atrasados los pague mitad en dinero efectivo y la otra mitad 
en bonos, cosa que no acepta el demandante porque no tiene tal 
obligación. Que por ello viene á pedir se condene á dicho Banco 
á que le cháncele totalmente la expresada obligación hipoteca- 
ria y en caso de negarse á ello se otorgue de oticio por el Juz- 
gado y pe le imponga á aquel el pago de las costas. Acompaña 
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dos recibos del Banco de la Provincia acreditando haber hecho 
el pago por consignación y la protesta qae corre á foja 6. 

^'^ Que corrido traslado de la demanda al Banco Hipotecario, 
éste la contestó como consta á foja 12, diciendo: Que no acepta 
la consignación hecha por el deudor, porque éste no ha consig- 
nado el objeto que debe dar en pago, y pide al Juzgado se sirva 
declarar que no está obligado á aceptar tal consignación, con- 
denando en costas al deudor con arreglo á los artículos 758 y 
760 del Código Civil ; Que todos los antecedentes que relaciona 
el demandante en su escrito, son exactos, y difieren sólo en la 
interpretación qiie aquel da al artículo 14 de la ley de 14 de 
Julio de 1891 ; Que el Directorio sostiene que la palabra atra- 
sado que figura en ese artículo, se refiere á los servicios ante- 
riores á la fecha en que se dictó la ley y que los posteriores 
deben abonarse como dice el artículo 13: un 50 por ciento en 
cédulas, cupones, etc. y el otro 50 por ciento en dinero efecti- 
vo, y no como lo pretende el demandante. Agrega otras consi- 
. deraciones, para justificar su resistencia á la consignación. 

3"^ Que en vista de hallarse contestada la demanda y estando 
reconocidos los hechos, el Juzgado llamó autos para sen- 
tencia. 

Y considerando: 1** Que colocada la cuestión subjudiceen 
el terreno planteado por las partes, su resolución depende única 
y exclusivamente de la interpretación que se dé á la disposi- 
ción contenida en el artículo 14 de la ley citada, pues de ella 
depende el derecho que se sostiene por ambas partes. El Juz- 
gado, para interpretar esa disposición legal, tiene que recurrir 
á las reglas de la sana crítica y sobre ella fundar su resolución. 
Débese primeramente examinarla disposición citada para llegar 
al conocimiento exacto en cuanto sea posible, del espíritu de 
ella, de la intención del legislador al dictarla. Es fuera de 
duda que esa ley ha sido dictada con el objeto primordial de 
dar todas las facilidades á los deudores del Banco para que éstos 
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puedaa satisfacer sus obligaciones contraídas, de donde resulta 
á la vez un beneficio para el mismo Banco, en cuanto le permi- 
te recoger el mnyor número posible de cédulas en circulación y 
por consiguiente disminuir su deuda. Este móvil de los legisla- 
dores, está claramente demostrado, no sólo en la ley misma sino 
también en la discusión que se tuvo en la Cámara de Diputados 
de la Provincia al tratarse de ella, como puede verse en el Diario 
de Sesiones. Tratándose de una ley en estas condiciones, cuan- 
do se trata de interpretar sus disposiciones debe seguirse las 
reglas aconsejadas por las leyes 27 y 29, título 18, Partida 3% 
que se ajustan al principio, favores convenit ampliari, y en este 
sentido, se ha de dar álos términos empleados su mayor latitud. 
La duda suscitada estriba sobre las palabras servicios atrasa- 
doSf sosteniéndose por la parte actora, que, tratándose de chan- 
celaciones, el pago de lo que se adeuda por servicio hasta el 
momento del pago, puede hacerse en cédulas, cupones, certi- 
ficados, cheques, etc., y el Banco interpreta que esos servicios 
atrasados, sólo comprenden los devengados basta que so dictó la 
ley, y que los que han vencido después deben pagarse con arre- 
glo á lo establecido por el artículo 13, es decir, un 50 por ciento 
en dinero efectivo y otro 50 por ciento en cédulas ó en otros 
papeles. Ante el texto expreso de la ley no cabe otra interpreta- 
ción que la dada por su misma letra. El artículo en cuestión se 
refiere al caso de cancelación de la obligación, estableciendo el 
principio general de que se recibirá los servicios atrasados en 
cédulas, cupones, etc., y para que esta regla rija sólo en cuan- 
to á lo qne se adeudara hasta el momento ó fecha de la ley, ha 
debido establecerse expresamente y no habiéndolo hecho, debe 
entenderse racionalmente que se ha tenido la intención de dar 
facultad al deudor de abonar los servicios atrasados hasta el 
momento del pago en los papeles que se enuncian y no es posible 
hacer una distinción ó excepción qne la ley misma no hace. 
Esta interpretación surge no sólo del espíritu de la ley, sino de 
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los términos empleados en la redacción del articulo 14 que á 
juicio del Juzgado, son bien claros y terminantes, no dejando 
duda alguna. Del espíritu de la lej, porqae el móvil que se ha 
tenido en vista al dictarla, ha sido dar facilidades para que los 
deudores puedan solventar sus obligaciones de una manera ven- 
tajosa por medio de títulos del mismo Banco, cuya depreciación 
en el mercado ofrece una utilidad positiva, desde el momento qu3 
con una cantidad relativamente Insiguificante puede cancelar 
una obligación que represente una fuerte suma de dinero, obte- 
oiéndose por este medio indirecto que el Banco pueda recoger de 
la circulación el mayor número posible de cédulas, disminuyen- 
do por consiguiente los compromisos contraídos. La letra del 
artículo 14 siendo bien clara está en consonancia con el espíritu 
de la ley, y cuando se dice servicios atrasados, no puede enten- 
derse que el legísladar ha querido referirse á los que se adeuda 
al tiempo de hacer el pago, pues de la misma construcción gra- 
matical se desprende esta interpretación. El Juzgado no vacila 
eu aceptar la interpretación que le da la parte de Martin al refe- 
rido artículo, no sólo por las razones apuntadas, sino porque es 
un principio consagrado por la ciencia del derecho, que ubi verba 
non sunt ambigua, non est locus interpreta tioni. 

2^ Que si se aceptara la significación dada por el represen- 
tante del Banco, resultaría una distinción para los deudores; 
distinción que no la ha establecido la ley, y que por consiguien- 
te, no es racional que se establezca, viniendo también á alterar- 
se su espíritu manifiestamente demostrado y por lo tanto obs- 
taculizando la fácil cancelación délas obligaciones hipotecarias. 

3"^ Que aceptada la interpretación del artículo 14 de la ley 
de 14 de Jalio de 1891, en el sentido que lo sostiene la parte 
actora, la cuestión traída al conocimiento de este Juzgado, 
queda de hecho resuelta, pues que oportunamente ha ofrecido el 
pago de lo que adeuda, sujetándose á lo dispuesto por ese artí- 
culo, y el Banco Hipotecario no ha podido negarse á recibir esas 



DE JUSTICIA NACIONAL 79 

snmas en pago, y por consiguiente la consignación sarte los 
efectos del verdadero pago, de acuerdo á lo dispuesto por el ar- 
tículo 758 del Código Civil, desde el momento que se reconoce 
por el demandado que todas las circunstancias enunciadas por 
Martin son exactas, defiriendo sólo en la forma del pago. 

4° Que la consignación puede tener lugar cuando el acreedor 
no quiere recibir el pago ofrecido por el deudor (artículo 757, in- 
ciso 1^, Código Civil), circunstancia que concurre en el presente 
ciso, 7 resuelto que la suma ofrecida por el Sr. Martin es la 
que adeuda, ba podido legalmente hacer la consignación con 
fuerza de pago. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando válida la consigna- 
ción hecha por D. José Martin con fuerza de pago, mandando 
en su consecuencia que el Banco Hipotecario de la Provincia, se 
reciba déla cantidad depositada en el Banco de la Provincia á 
la orden de^ este Juzgado y como perteneciente á este juicio, 
debiendo otorgarse la escritura de cancelación de la obligación 
hipotecaria número 10.717, en el término de diez días después 
de ejecutoriada esta sentencia, con costas. Notifíquese con el 
original, regístrese en el libro de sentencias y repónganselas 
fojas. 

Mariano S. Atirrecoechea. 



El Banco Hipotecario después de haber expresado agravios 
desistió del recurso en lo principal, dejándolo subsistente en 
cuanto á las costas respecto de las cuales pidió la revocación 
de la sentencia apelada. 
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Fallo de ln Suprema Corte 



Buenos Aires. Enero 24 de 1893. 

Vistos: Considerando: Primero. Que á mérito del desisti- 
miento de foja treinta y caatro, ha dejado de estar en cuestión ' 
la legitimidad de la consignación en pago hecha por el denian- ' 
dante, quedando únicamente á resolver lo que corresponda en lo 
relativo al pago de las costas judiciales. 

Segundo. Que conforme al artículo setecientos sesenta del 
Código Civil, las expresadas costas son á cargo del acreedor 
cuando su oposición á la consignación fuere desestimada. 

Tercero. Que el citado artículo contiene una disposición es- 
pecial de precisa aplicación al presente caso. 

Por estos fundamentos, y admitiéndo!»e el mencionado desis- 
timiento de foja treinta y cuatro, se confirma la sentencia ape- 
lada de foja diez y siete, en cuanto condena en costas al deman- 
dado, las que se declaran á su cargo en ambas instancias. 
Bepuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 
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CAVSA XIII 



Criviinal contra José Chirino, por violación de correspondencia 

pública y sustracción de valores 



Sumario, — La violación de correspondencia y sustracción 
de valores cometida por un empleado de la administración de 
correos, es penada con cinco años de trabajos forzados é inhabi- 
litación para obtener cargos públicos. 



Caso, — Lo indica el 



l*Allo «leí ^uez Federal 



Córdoba, Abril 19 de 1892 



Y 



vistos: el juicio criminal deducido por el Procurador Fis- 
cal de Sección contra el ex-empleado de Correos José L. Chi- 
lino por violación de correspondencia, del que resulta : 

1*^ Que se denuncian los siguientes delitos^ como cometidos 
por Chirino: 

T. I 6 
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a) Violación de una carta con valor declarado procedente 
de Buenos Aires y dirigida á Córdoba, N"" 2396; 

b) Carta dirigida de Córdoba á Rio 4^, N^ 112; 

c) Otra carta con valor declarado como las anteriores diri- 
gida de Córdoba á Buenos Aires. 

2® Que el señor Procurador Fiscal pide la aplicación de la pena 
establecida en el artículo 53 de la Ley Penal Nacional de Se- 
tiembre del 63, y el defensor del reo que en mérito del artículo 
92 de dicha ley sólo debe condenársele á sufrir dos años de 
prisión. 

Y considerando : Prünero: Que no obstante las diligencias 
practicadas en el sumario tanto judicialmente por ante este 
Juzgado como administrativamente por el Correo, no resulta 
comprobado legalmente la violación de las cartas enunciadas en 
las letras 6 y c del anterior resultando. 

Segundo : Que si bien de los autos resultan presunciones en 
contra de Chirino por la violación de dichas cartas^ especialmente 
por la primera, estas presunciones son muy vagas y sobre todo 
muy equívocas y no pueden fundar una condenación. 

Además, no deja de servir de algún fundamento de descargo la 
circunstancia de la negativa formal del procesado en sus decla- 
raciones respecto á estos últimos valores, cuando tratándose del 
primero confesó paladinamente el hecho . 

Tercero: Que por los antecedentes del sumario y demás di- 
ligencias probatorias y en especial de la confesión de Chirino 
de foja... resulta plenamente comprobado ser él el autor de la vio- 
lación de una carta n^ 2396 dirigida desde Buenos Aires al señor 
Laureano A. Pizarro, la que contenía un valor declarado por 
500 pesos moneda nacional. 

Cuarto: Que por los artículos 52 y 53 de la Ley Penal del año 
63, cuando un empleado de la administración de Correos ó de 
Aduana oculte, destruya ó abra una carta que contenga billetes 
de Banco 6 letras de cambio, etc., sufrirá la pena de cinco años 
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de trabajos forzados é inhabilitación para obtener cargo pú- 
blico. 

Y omitiendo otras consideraciones, definitivamente juzgando, 
fallo: condenando al procesado José L. Chirino á sufrir la pena 
de cinco años de trabajos forzados con computación del tiempo 
de prisión sufrida. 

Hágase saber. Oficíese al señor Ministro de Justiciaponiendo 
á su disposición al penado y en su caso, archívese. 

C. Moyano Gacitúa. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

El delito imputado^ ha quedado limitado por la prueba, por 
la confesión del procesado y por las declaraciones uniformemen- 
te aceptadas de la sentencia de foja cincuenta y ocho, ala viola- 
ción de la carta n° 2396 y sustracción' de la suma de 200 pesos 
nacionales de 500 que conteníau los valores declarados. 

Este delito es punido en la sentencia recurrida con cinco años 
de trabajos forzados, con sujeción á lo prescrito en los artí- 
culos 52 y 53 de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

El recurso no niega el delito imputado, tampoco la designa- 
ción de la pena en la ley. Discurre sobre la necesidad de&rmu- 
nizar su aplicación en los principios de graduación equitativa 
en relación á las circunstancias del delito que son inseparables 
de la justicia en materia penal. 

Encuentro fundada áu argumentación bajo un aspecto pura- 
mente filosófico. 
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Pero el artículo 53 de la ley^ es esplícito, no admite distin- 
ciones, asigna la pena de cinco años de trabajos forzados cuan- 
do la carta detenida ó abierta contuviese billetes de banco, le- 
tras, etc. 7 asigna esa pena sin distinguir entre la importancia 
6 el valor de los documentos, porque parece que lo que constitu- 
ye en sí mismo el delito, en el caso, es la violación de la carta 
por el empleado á cuya fe ha sido confiada por la autoridad pú- 
blica la custodia de esos intereses. 

El crédito déla administración, la seguridad de las transac- 
ciones de que el correo se constituye intermediario, la necesidad 
de esforzar la fidelidad de sus agentes han requerido la aplica- 
ción de una legislación penal rigurosa contra violaciones que 
afectan no sólo el interés privado, sino también el orden público. 
Opino entonces que la disposición del artículo 53 es legalmente 
aplicable al caso, en que no sólo hubo violación de la corres- 
pondencia, sino también hurto de parte del valor contenido, y 
pido á Y. E. la confirmación del auto recurrido. 

Sabimano Kier. 



Falle de la tlupreni» Cerie 



Buenos Aires, Enero 24 de 1893. 

Yistos: De conformidad á lo pedido por el señor Procurador 
General y por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y ocho. 



benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA XIV 



El Procurador D. Juan Coronado, en el juicio de D. Domingo 
Fernandez, contra D. Julián SocaSy por honorarios ; sobre 
recusación. 



Sumario.— ^ o es admisible la recusación del Juez Federal 
sin expresarse la causa legal en que se funda. 



Co^o.— El Procurador Coronado, quejándose de una regula- 
ción, por baja, pidió que el Juez de la causa pasara los autos al 
otro señor Juez Federal al solo objeto de resolver el reclamo so- 
bre la regulación^ de conformidad al inciso 3^^ artículo 2 de la 
ley de 26 de Agosto de i 863. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Noviembre 23 de 1892. 

En lo principal, á juicio verbal el dia 1° del entrante á las dos 
de la tarde. 
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Al otrosí, no expresándose con claridad si se ha entendido 
recusar al juez proveyente, y caso afirmati?o no expresándose 
causal legal de recusación, no ha lugar al pedido de pasar los 
autos al otro Juzgado. 

Lalanne. 



Fallo de Ia Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 24 de 1893. 

Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad con lo dis- 
puesto en el artículo treinta y uno de la Ley deProcedimientos^ 
se confirma con costas el auto apelado de foja cuatrocientos se- 
senta y ocho. Bepuestos los sellos, de?uélyanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA.— 
OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA XY 



Lu Empresa de Ferrocarriles Pobladores, contra D. Manuel 

Uribelarrea; sobre expropiación 



Sumario. — En las expropiaciones, la indemnización debe ser 
equitativa. 



Caso. — Lo indica el 



Falle del «iuez Federal 



La Plata, Febrero 5 de 1893. 

T vistos: nuevamente estos autos seguidos por la Gompafiía 
Nacional de Ferrocarriles Pobladores contra D. Manuel Uribe- 
larrea sobre expropiación, de los que resulta: 

i^ Que deducida la demanda, y después de diversos trámites, 
se realizó como consta á foja cincuenta y nueve el cemparendo 
verbal que determina el artículo sexto de la Ley Nacional de 
expropiación, en el que no aviniéndose las partes á convenio 
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amistoso, se procedió al nombramiento de peritos, que aceptaron 
el cargo como consta á foja 59 vuelta y 60. 

2"^ Que se expidieron los nombrados, consta á foja sesenta y 
una el de la demanda, y á foja sesenta y cuatro el del deman- 
dado. El primero se produce estimando en ochenta centavos el 
metro cuadrado de terreno y en quinientos pesos la indemniza- 
ción por fraccionamiento. 

El perito del demandado á su vez aprecia en dos pesos moneda 
nacional el metro cuadrado de terreno, y los perjuicios en la 
suma de siete mil pesos. 

3"" Que para mejor proveer el Juzgado mandó practicar por 
el Secretario una inspección ocular del terreno, cuya diligencia 
se ha verificado como consta del acta precedente. 

Y considerando : 1^ Que en el caso de la misma Compañía 
contra D. Antonio Olaguer, lu Suprema Corte de Justicia Na- 
cional, ha fijado como precio definitivo, en ochenta centavos 
por metro cuadrado, por terrenos de igual importancia á la del 
de cuya expropiación se trata en este expediente; y este Juzgado 
partiendo de aquella resolución que viene á formar jurispru- 
dencia, ha resuelto en otros casos de la misma Compañía uno de 
D. Pedro Anchorena, fijando ese mismo precio. 

2^ Que en este expediente no resulta que el terreno del señor 
Uribelarrea se halle en mejores condiciones que los de los seño- 
res Anchorena y Olaguer, no habiendo por lo tanto razón que 
milite para señalar mayor precio, ni para reducirlo, desde que 
el mismo perito de la compañía expropiante lo estima equitativo, 
fundándose en la resolución invocada. 

3^ Que en cuanto al valor de los daños y perjuicios : estudia- 
dos los dictámenes periciales, resulta de la inspección ocular 
que no tienen la importancia que les atribuye el perito déla 
parte demandada, pues sí se dificulta la comunicación de las dos 
fracciones por la parte que toma la vía^ la tiene expedita por los 
costados, por medio de dos calles, y en cuanto á la construcción 
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de un edificio, es una ventaja hipotética que la ley prohibe to- 
mar en cuenta, qaedando por lo tanto reducido el perjuicio al 
fraccionamiento y & los árboles que se han destruido, lo que 
puede calificarse de poca importancia. 

Por todo ello, fallo: adoptando el informe del perito de la Com- 
pañía expropiante y fijando en consecuencia definitivamente el 
precio dt) ochenta centavos por el metro cuadrado de terreno^ y 
en quinientos pesos toda indemnización por expropiación, loque 
deberá pagar la Compañía de Ferrocarriles Pobladores, dentro 
de diez días de ejecutoriada esta sentencia, con sus intereses á 
estilo de Banco desde la posesión provisoria, y sobre la diferen- 
cia entre el precio depositado y el que resulte deberse, con más 
los honorarios de los peritos y gastos de actuación. Kotifíquese 
original, regístrese y repónganse las fojas sin más trámite. 

« 

Mariano S. de Aurrecoechea, 



WmlíB de la SupreiuA Corte 



Buenos Aires, Enero 38 de 1893. 



Vistos: Atento el mérito de autos y considerando equitativo 
el precio é inviemnizacion fijadas por la sentencia apelada de foja 
setenta y dos se confirma la mencionada sentencia. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA XVI 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra D, Cayetano 

Devoto; sobre expropiación 



Sumario. — En las expropiaciones, la indemnización debe ser 
equitativa. 

Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíues Federal 

La Plata, Julio 80 de 1892. 

Y vistos : Estos atos seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores contra Don Cayetano Devotto, sobre 
expropiación, de los quo resulta. 

Primero: Que á foja 5 se presenta dicha Compañía deman- 
dando la expropiación de mil trescientos metros cuadrados de 
terreno de propiedad del demandado ; por lo que á los efectos 
del artículo sexto de la ley nacional de expropiación, se convocó 
á las partes á juicio verbal. 

Segundo: Que ese comparendo se verificó como consta á foja 
33; en el que no aviniéndose las partes á un arreglo amistoso, 
procedieron al nombramiento de peritos, quienes aceptaron el 
cargo como consta á foja 34. 

Tercero: Que estos se expidieron como resulta á foja 35, el 
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del demandante, y á foja 45 el del demandado. El primero es- 
tima en un peso el metro cuadrado de terreno, y en mil tres- 
cientos pesos todo gasto é indemnización por el desarme y tras- 
lación de la casilla existente en el terreno. El segando á sa vez 
aprecia en seis pesos el metro cuadrado de terreno, en tres mil 
pesos el desarme y transporte de la casilla, y en quinientos pe- 
sos las plantaciones. 

Cuarto: Qne para mejor proveer el Juzgado encomendó al Se- 
cretario practicara una inspección ocular del terreno para cons- 
tatar las condiciones de éste y la naturaleza de los perjuicios : 
cuya diligencia fué practicada como lo instruye el acta de foja 
48 vuelta, con lo que la causa quedó conclusa para sentencia. 

Y considerando : 1"^ Que en cuanto al valor del terreno debe 
tenerse en cuenta que al demandado se le expropia el total y 
que la venta forzada en este caso es un verdadero perjuicio sin 
que el expropiado obtenga beneficio de ningún género. 

2"" Que los precios fijados por este Juzgado á terrenos conti- 
guos han variado en su casi totalidad entre dos y tres pesos; y 
debiendo también tenerse en cuenta que el que se trata en esta 
causa está rellenado artificialmente, lo que mejora positivamen- 
te sus condiciones, debe fijarse el valor venal de la tierra en 
proporción de su situación con relación á los demás casos á que 
se ha hecho referencia. 

Por lo tantOy el Juzgado considera equitativo fijar el precio 
de tres pesos por metro cuadrado de terreno en este juicio. 

3"* Que respecto de los perjuicios, ellos se hacen consistir es- 
pecialmente por los peritos en el desarme y traslación de la ca- 
silla de madera que se halla colocada en el terreno; y debe ob- 
servarse que este perjuicio si bien es real, está lejos de tener la 
importancia que le atribuye el perito del demandado como cons- 
ta de autos. 

4^ Que otro perjuicio que avalúa este último, es el de cuaren- 
ta plantas finas, que tampoco tiene la importancia que le atri- 
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buye en número y calidad como resulta de la inspección ocular. 

5^ Que por lo tanto y ateniéndose el Juzgado á las constan- 
cias de autos considera justa y equitativa la suma de mil tres- 
cientos pesos que determina el perito de la Compañía por toda 
clase de indemnización. 

Por todas estas consideraciones, fallo : fijando en definitiva 
como precio venal del terreno á expropiar en estos autos, el de 
tres pesos el metro cuadrado; y en mil trescientos pesos toda 
clase de indemnizaciones ; todo lo que deberá pagar la Compa- 
ñía Nacional de Ferrocarriles Pobladores, con sus intereses á 
estilo de Banco dentro de diez días de ejecutoriada la presente, 
desde la ocupación provisoria y sobre la diferencia entre lo de- 
positado y lo que resulte por liquidación, con más los gastos de 
actuación y honorario de los peritos. Notifíquese con el origi- 
nal, regístrese y repónganse los sellos. 

Mariano 5. de Aurrecoechea, 



Falle de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 31 de 1893. 

Vistos : por el mérito que arrojan los autos y considerando 
equitativo el precio fijado al terreno y la indemnización manda- 
da pagar por perjuicios, por la sentencia de foja cincuenta y dos, 
se confirma. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín PAZ. — ABEL 
BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE . 
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CAUSA XVII 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra D. Pedro iw- 

chorena; sobre eccpropiacion 



Sumario. — La mejor sitaacion de los terrenos á expropiar 
autoriza una indemnización mayor que la fijada para terrenos 
análogos. 



Caso, — Lo indica el 



ralle del Jíuez Federal 



La PlaU, Julio 22 de 1892. 

T vistos los presentes autos seguidos por la Compañía Nacio- 
nal de Ferrocarriles Pobladores contra Don Pedro Anchorena 
sobre expropiación de un terreno; y 

Considerando: 1** Que no habiéndose acordado las partes en 
el juicio verbal de que instruye el acta de foja 28^ sobre el pre- 
cio de la expropiación nombraron los peritos, que determina el 
artículo 6 de la ley de la materia, conviniendo al propio tiempo 
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en que los mismos nombraran un tercero para el caso de discon* 
formidad. 

S'' Que habiendo vencido el tiempo que se acordó á los peri* 
tos para la designación del tercero, sin que la hubieran hecho> 
el Juzgado hizo ese nombramiento que recayó en el Doctor 
José Nicolás Matit^nzo. 

3"^ Que reunidos los tres peritos, se expiden en el acta co- 
rriente & foja 56 en la forma siguiente; el de la Compañía ex- 
propiante, Don Vicente M. González, avalúa el terreno del Se- 
ñor Anchorena, á razón de 75 centavos moneda nacional el 
metro cuadrado, j 25 centavos más por indemnización por frac- 
cionamiento. El perito del demandado fija á su vez como valor 
del terreno 6 pesos moneda nacional por metro cuadrado, y 2 
pesos más también por metro cuadrado, por indemnización de 
perjuicios. El tercero. Doctor Matienzo, estima el metro cua- 
drado en 3 pesos moneda nacional, más 75 centavos para la in- 
demnización por fraccionamiento. 

4^ Que los tres peritos están de acuerdo, como resulta de la 
citada acta, respecto de la ubicación del terreno que es bajo las 
barrancas de San Isidro, así como el fraccionamiento que él 
sufre. 

5^ Que si bien, en general, los informes de los peritos deben 
servir de base al Juez para formar juicio respecto al valor de la 
tierra que se expropia; en el presente caso no puede ni debe 
tomarse en cuenta porque sería apartarse de los precedentes 
establecidos por este Juzgado en muchos casos de expropiación 
de terrenos en un todo análogos al de que se trata. 

6° Que los precios asignados á esos terrenos han variado entre 
70 y 90 centavos, precios que han sido confirmados unos por la 
Suprema Corte, y otros consentidos por las partes, por lo que 
deben ser tenidos como justos y equitativos. 

7"^ Que, como se deja dicho» el terreno del señor Anchorcna 
queda fraccionado por causa de la expropiación y debe por lo 
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tanto, de conformidad á la ley y á la jurisprudencia estableci- 
da, indemnizársele ese perjuicio. . 

Por estas consideraciones, fallo: Fijando el precio de 80 
centavos moneda nacional por cada metro cuadrado que se ex- 
propie, que deberá pagar la Compañía demandante, con más 
800 pesos como indemnización por fraccionamiento, los intere- 
ses á estilo de Banco, desde la fecha de la ocupación del terre- 
no, sobre la diferencia entre la suma consignada y la que se 
manda abonar y las costas del juicio. Bepónganse los sellos y 
notifíquese con el original. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Enero 31 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito de autos, los precedentes estableci- 
dos y teniendo en consideración la mayor proximidad relativa 
del terreno á expropiarse con referencia á la plaza del pueblo de 
San Isidro, lo que hace presumir que su valor sea en algún tanto 
superior á los que, con ubicación en el mismo bajo, se hallan más 
distanciados, se resuelve fijar en un peso moneda nacional por 
metro cuadrado por toda indemnización, lu que deberá ser paga- 
da con los intereses correspondientes en la forma establecida 
por la sentencia apelada de foja setenta y ocho, siendo, además, 
á cargo de la Empresa las costas del juicio, conforme á la ley, 
en cuyos términos queda modificada la mencionada sentencia. 
Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BUNGE 

(en disidencia). 
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DISIDENCIA 



Teniendo presente las consideraciones aducidas en la pericia 
de foja treinta y ocho^ estimo el valor del metro cuadrado en 
dos pesos cincuenta centavos moneda nacional. 



OCTAVIO BCNGE. 



CAUSA XVIII 



La Empresa del Ferrocarril Central Argentino contra Don 

Claudio Bourdet; sobre expropiación 



Sumario. — En las expropiaciones, la indemnización debe ser 
equitativa. 



Caso.— Lo indica el 
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Valle del Juez Pederal 



La PlaU, Agosto 29 de 1891. 

T vistos : Estos autos seguidos por el Ferrocarril Central 
Argentino contra Don Claudio Bourdet, sobre expropiación. 

Besulta: 1^ Que reproducida la demanda y contestada como 
consta á foja 17, las partes no pudieron avenirse á un arreglo 
amistoso; por lo que y en conformidad al artículo B"" de la ley 
nacional de expropiación se procedió al nombramiento de pe- 
ritos, los que aceptaron el cargo como consta á fojas 17 vuelta 
y 18. 

S"* Que estos se expidieron en la forma siguiente: á foja 19 el 
del demandado^ enumerando los perjuicios que sufre el expro- 
piado, estima en un peso el metro cuadrado el valor de la tie- 
rra; el del expropiante, á foja 21^ se expide á su vez estimando 
la hectárea de terreno en trescientos pesos moneda nacional; y 
los daños y perjuicios en veinte y cinco por ciento por toda in- 
demnización. 

3^ Que el Juzgado en vistadela diferencia entre la apreciación 
de los peritos nombró uno especial de oficio con calidad de me- 
jor proveer para hacer una nueva apreciación, debiendo previa- 
mente, asociado del Secretario, hacer una inspección ocular y 
verificar la exactitud de lo aseverado por los peritos. 

4^ Que el nombrado de oficio se expidió como consta á foja 
A% apreciando en cuatrocientos cincuenta pesos la hectárea de 
tierra y en un treinta por ciento sobre el valor de lo expropiado 
por toda indemnización, con cayo informe quedó listo el expe- 
diente para sentencia. 

&" Que hecha saber la providencia de mandar agregar ese in- 

T. I 7 
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forme, el representante del demandado se opuso por el acta 
de f... 

Y considerando: I"" Que el informe del perito del demandado, 
hace consistir los perjuicios : i"" en la mala traza de la linea; 
2^ en la pérdida casi completa, de una extensión de diez cuadras 
cuadradas, por quedar dividido en forma triangular ; 3"^ en la de- 
preciación de la parte restante, por quedar en forma poco pro- 
yechosa; 4^ por el resultado déla forma irregular del campo res- 
tante que queda dificultado para dividirlo en lotes propios como 
tenia el propósito de hacerlo el demandado; y 5® en que la pér- 
dida es tanto mayor por tratarse de un campo de los mejores 
por su suelo y feracidad. 

En cuanto al informe de este perito debe observarse que la 
enumeración de los perjuicios que hace se condensan en uno, 
que es el de la depreciación que sufre el terreno por la forma en 
que lo cruza la via férrea; pues en cuanto á la fracción menor, 
ella no queda por su extensión, privada del uso de su destino. 
En cuanto al perjuicio que se alega de estar el terreno destina- 
á ser dividido en lotes para su venta, es de tenerse presente lo 
dispuesto por el articulo 16, in fine de la ley de expropiación 
que determina no tomarse en consideración las ganancias hipo- 
téticas. Por todo ello, este informe no debe ser tenido en 
cuenta. 

2"" Que en cuanto al informe del perito de la demanda se 
funda su dictamen, en términos generales, citando algunos ca- 
sos de ventas para justificar el precio que le asigna á la tierra. 

En cuanto á los perjuicios, no los analiza. 

3"^ Que del informe del perito de oficio, se debe tener en cuen- 
ta lo razonado de sus opiniones para expedirse, tanto en el va- 
lor de la tierra, como en los daños y perjuicios. Y de los tres es 
el único que se ajusta al objeto de su nombramiento y debe por 
lo tanto tenerse por exento de todo apasionamiento y el Juz- 
gado lo adopta como resolución. 
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4"^ Que si bien es cierto que la parte demandada ha observa- 
do el informe del perito especial, no es menos cierto, que ha- 
biéndose llamado autos para definitÍTa, como consta á foja 30 
Tuelta, quedaba cerrada toda discusión sobre el fondo del 
asunto. 

Por todas estas consideraciones, fallo: fijandoen definitÍTa co- 
mo precio del terreno, el de cuatrocientos cincunnta pesos mo- 
neda nacional por cada hectárea y en un treinta por ciento sobre 
el valor de lo expropiado por toda indemnización, que deberá 
pagar el expropiante dentro de diez dias de ejecutoriada esta 
sentencia con sus intereses á estilo de Banco, desde la posesión 
provisoria sobre la cantidad excedente de la suma depositada, 
con más las costas del juicio reducidos al honorario de los peri- 
tos y gastos de actuación. Notifíquese con el original, regístre- 
se y repónganse las fojas . 

Mariano S. de Anrrecoechea. 



Fallo de Ia Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 4 de 1893. 

Yistos: Atento el mérito de autos y considerando equitativos 
en relación á la Empresa tanto el precio asignado al terreno á 
expropiarse como la indemnización por perjuicios mandada pa- 
gar por la sentencia apelada de foja cuarenta y ocho vuelta, 
se confirma con costas. Bepuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. 
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CAIJ8A XIX 



La Empresa del Ferrocarril Central Argentino y contra don 

Andrés Veliera; sobre expropiaciofi 



Sumario. — Ea las expropiaciones, la indemnización debe ser 
equitativa. 

Caso.— Lo indica el 



Fallo «leí Jíueas Federal 



La Plata, Febrero 25 de 1892. 

Y vistos estos autos seguidos por el Ferrocarril Central Ar- 
gentino contra D. Andrés Yeliera, sobre expropiación. 

Besulta: 1^ Que á foja cuatro se presenta el representante 
del expresado Ferrocarril demandando á D. Andrés Yeliera por 
expropiación de sesenta y nueve mil metros cuadrados, más ó 
menos, de terreno de propiedad del demandado en el partido deV 
Pilar, para la vía férrea. 

Y de acuerdo con el artículo sexto de la ley nacional de ex- 
propiación, se convocó á las partes á juicios verbal; el que tuvo 
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lagar como consta á foja diez y siete, en el que no aviniéndose 
las partes^' á un convenio amistoso, procedieron al nombramien- 
to de peritos, los que aceptaron el cargo como se ve á foja diez 
y siete vuelta . 

"¡P Que los nombrados se expidieron, el de la demanda á foja 
diez y ocho y el del demandado á foja veintitrés. El primero 
estima el valor de la tierra en doscientos pesos la hectárea y en 
veinticinco por ciento por indemnización. 

El segando á su vez estima en cuarenta centavos el metro 
cuadrado de terreno'á expropiar; por depreciación de la fracción 
menor, treinta y seis mil pesos ; por depreciación de lo que cree 
autorizado por la ley, cuatro mil quinientos pesos; población, 
alambrado, etc. , mil seiscientos pesos; total sesenta y nueve mil 
doscientos treinta y ocho pesos noventa y siete centavos. 

3^ Que en vista de la diferencia enorme con que se habían 
expedido los peritos, el Juzgado resolvió para mejor proveer 
nombrar uno de oficio para que, previa una inspección ocular 
con el Secretario, hiciera una nueva pericia, cuya diligencia se 
constata á foja caarenta y tres vuelta. 

4^ Que el perito nombrado de oficio se expidió á foja cuarenta 
y cinco, estimando en novecientos pesos la hectárea de terreno, 
y en mil cien pesos por cada hectárea como indemnización por 
la expropiación. 

T considerando : 1^ Que en cuanto al valor del terreno, to- 
mando como base el que asignó en definitiva la Suprema Corte 
Nacional en el caso de la misma Empresa contra D. Pedro Far- 
ra, no puede asignarle ninguno de los precios que establecen los 
peritos; pues el terreno de Farra es alto y de excelentes condi- 
ciones para la agricultura, mientras que el de Vellera, según lo 
ha establecido la inspección de foja cuarenta y tres vuelta, d más 
de ser más lejano, es bajo, destinado sólo al pastoreo; y ninguno 
de los tres precios guarda armonía con el valor venal de la tierra 
á expropiar. 



102 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

2° Que en este caso teniendo en cuenta el Juzgarlo las condi- 
ciones geológicas del terreno que se toma como tipo (el de Par- 
ra) y el de cuya expropiación se trata; y sugetándose á la regla 
de proporción, estima justo y equitativo el precio de cuatrocien- 
tos pesos por hectárea. 

3^ Que en cuanto á los perjuicios, en vista del modo con que 
se producen los tres peritos^ debe estarse á lo que resulta de la 
inspección ocular de foja cuarenta y tres vuelta, pues si bien el 
perito nombrado de oficio para reveer las pericias de sus colegas, 
debe considerársele ajeno á toda sujestion de las partes ó interés 
en la causa; no deja por eso. de llamar la atención que fija por 
indemnización, mayor precio por hectárea que el que le asignad 
la tierra. 

4^ Que esto sólo podría^tener lugar cuando hubiese destruccio- 
nes de edificios ú otros valiosos; pero nunca, ni aproximadamen- 
te en el caso ocurrente que sólo se trata de un campo bajo y de 
pastoreo como lo ha constatado la inspección ocular y que el per- 
jaicio sólo se reduce al fraccionamiento como lo reconoce el perito 
de oficio al establecer la razón de su veredicto, como también los 
terraplenes que acusan la poca altura del terreno. 

5^ Que en este caso como en el de la fijación del precio, el Juz- 
gado se ve en la necesidad para determinar la indemnización de 
los perjuicios de establecer ací libitum el quantum de lo que 
por tal concepto debe asignarse. 

Por estas consideraciones, fallo: fijando en definitiva como 
justo precio del terreno á expropiar, la suma de cuatrocien- 
tos pesos la hectárea, y por toda indemnización la suma de 
ochocientos pesos, todo lo que deberá pagar el expropiante 
dentro de diez dias de ejecutoriada la presente con sus inte- 
reses á estilo de Banco desde la ocupación provisoria, sobre 
la diferencia entre la suma depositada y la que resulte por li- 
quidación, con más los gastos de actuación y honorarios de los 
peritos; 
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Notifíquese con el original , regístrese y repónganse las fojas 
sin más trámite. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero '4 de 1893. 

Vistos: Siendo equitativa la indemnización fijada por la sen- 
tencia apelada de foja sesenta y dos: se confirma ésta con costas, 
con arreglo á lo dispuesto por el artículo 18 de la ley de la 
materia. Repuestos los sellos devuélvanse. 



benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA XX 



D. Manuel C. Salinas contra Bianchi, Molinariy Compañía, 
por cobro de alquileres ; sobre personería 



Sumario. — No tiene que justificar personería quien litiga 
en su nombre . 



Caso. — Salinas demandó á Bianchi, Molinari y Compañía 
por cobro de alquileres. 
Estos exigieron que acreditase su personería. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Agosto 16 de 1893. 

No habiendo la parte de Salinas invocado representación y no 
teniendo por lo tanto personería que justificar, pues litiga en 
su propio nombre y representación, estése á lo resuelto, debiendo 
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hacerse la entrega de las llaves con las formalidades solicitadas 
en el escrito precedente. 

Lalanne. 



FmIIo de lA Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 4 de 1893. 

Vistos : Por sus f andamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja yeintidos ; y repuestos los sellos devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABELBAZAN. —OCTA- 
VIO BUNGE. 
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CAUSA XXI 



La Empresa del Ferrocarril Central Argentino contra Don 
Evangelista Casco; sobre expropiación 



Sumario. — En las expropiaciones, la indemnización debe ser 
equitativa. 



Caso. — Lo indica el 



Ffillo del Jíues Federal 



La Plata, Febrero 11 de 1892. 

Y vistos nuevamente estos autos seguidos por el Ferrocarril 
Central Argentino contra Don Evangelista Casco, por expropia- 
ción ; resultando : 

I"* Que á foja 3, la Compañía del expresado ferrocarril de- 
manda al señor Casco por expropiación de 7280 metros cuadra- 
dos de terreno en la Exaltación de la Cruz, y por no haberse 
avenido las partes en el comparendo verbal que tuvo lugar, 
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como consta á foja 8, de acuerdo con lo designado en el artículo 
6 de la ley nacional de expropiación, se procedió al nombra- 
miento de peritos^ los que aceptaron el cargo, como consta á 
fojas 9 y 13 vuelta. 

2^ Que los peritos se expidieron en la forma siguiente : el de 
la demanda á foja 15, estimando en 30 centavos el metro cuadra- 
do de terreno, más diez centavos por indemnización. El perito 
del demandado, á su vez, á foja 19, estima en tres pesos y me- 
dio el valor del metro cuadrado de terreno y en 909 pesos 95 
centavos el precio que debe indemnizarse por depreciación. 

3** Que en vista de la divergencia de los peritos en sus obser- 
vaciones^ el Juzgado nombró otro de' oficio, para que, previa 
una inspección ocular practicada con el Secretario, hiciera una 
nueva apreciación. Se expidió el nombrado de oficio, como 
consta á foja 34, estimando en 3 pesos el metro cuadrado de 
tierra, y en 1 peso 50 centavos, el metro cuadrado por deprecia- 
ción del sobrante del terreno. 

Y considerando: 1"^ Que en cuanto al valor del terreno este 
Juzgado ha sentado, como jurisprudencia, en los casos de la 
misma Compañía expropiante contra Doña Nieves Camelis, 
Doña Loreto Peralta, Don Gregrorio Rodriguez y otros que po- 
seen terrenos linderos &1 de cuya expropiación se trata en estos 
autos, que el justo precio es de 60 centavos el metro cuadrado 
de terreno. 

2^ Que, en el caso ocurrente, no existe razón alguna para al- 
terar ese precio, desde que no concurre ninguna circunstancia 
que lo mejoro en condiciones á los ya referidos; antes, por el con- 
trario, y aunque, en seguida, se halla más lejos del pueblo que 
aquellos^ ni es razón bastante para modificar esa jurispruden- 
cia los alegatos del perito de oficio, desde que razones idénticas 
han sido desechadas en los juicios á que se ha hecho referencia. 

3^ Que, en cuanto á los perjuicios, ellos deben concretarse á 
la simple depreciación del sobrante del terreno, pues al fondo 
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de éste es donde toma la vía la porción que expropia, como 
consta de autos, y no hay destrucciones de ningún género. 

Por todo lo expuesto, fallo : fijando en definitiva como precio 
del terreno á expropiar el de 60 centavos por metro cuadrado, 
y ]a suma de 200 pesos por toda indemnización, que deberá 
pagar el Ferrocarril expropiante á Dou Evangelista Casco, 
dentro de diez dias de ejecutoriada esta sentencia, con sus in- 
tereses á estilo de Banco, sobre la diferencia entre el valor de- 
positado y el que resulte por liquidación y desde la ocupación 
provisoria, con más los gastos de actuación y honorario de los 
peritos. Notifíquese con el original ; regístrese y repónganse 
las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de Ia Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 4 de 1893. 

Vistos : Atento el mérito de autos y considerando equitativo 
en relación ala Empresa el precio del terreno á expropiarse y la 
suma fijada por indemnización de perjuicios en la sentencia ape- 
lada de foja doscientos cuarenta y seis; se confirma esta con cos- 
tas, con arreglo á lo dispuesto por el artículo diez y ocho de la 
ley de la materia. Bepónganso los sellos y devuélvanse. 



benjamín paz. — ABEL BAZAN . — 
OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA XXH 



La Empresa del Ferrocarril Central Argentino contra D. José 

Pintos; sobre expropiación 



Sumario. — En las expropiaciones, la indemnización debe ser 
equitatiTa. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuex Federal 



Y Tistos: Estos autos seguidos por el Ferrocarril Central 
Argentino contra Don José Pintos, por expropiación. 

1^ Qae como consta á foja 3 D. Marcelo T. Bosch, se presen- 
tó como apoderado del Ferrocarril Central Angentino deman- 
dando á D. José Pintos por expropiación de 720 metros cuadra- 
dos de terreno, propiedad del demandado, ubicados en el partido 
de la Exaltación de la Cruz. 

i"* Que por todo precio é indemnización la empresa consignó 
la sumado 180 pesos moneda nacional, como consta del recibo 
de foja 1, 7 en virtud délo que á petición se le concedió la pose- 
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sion proTisoria para comenzar los trabajos de la vía férrea del 
Pergamino á San Fernando. 

3° Que citadas las partes á juicio verbal como lo dispone el 
artículo G*' de la ley nacional de expropiación, tuvo lagar ese 
acto en rebeldía del demandado, como consta del acta de foja 
16 vuelta, nombrando el demandante perito y haciéndolo el 
Juzgado de oficio por la parte demandada por su inasistencia. 

4^ Que los peritos se expidieron como así consta á foja 20, e I 
del demandante, y á foja 2i el de la parte del demandado, esti- 
mando el primero en 75 centavos moneda nacional el metro cua- 
drado y 25 centavos moneda nacional por metro como indemni* 
zacion; el segundo perito á su vez cree que debe expropiarse toda 
la propiedad que, según él, consta de 1687 metros cuadrados y que 
estima en un peso cincuenta centavos moneda nacional el me- 
tro cuadrado y en 843 pesos 50 centavos los daños y perjuicios 

Y considerando : I'' Que con arreglo á la ley 13 de Setiembre 
de 1866, el concesionario no está obligado á expropiar mayor 
área que la que necesita y se le acordó por la ley expropiaría 
que autorizó la obra. 

2^ Que en tal concepto el perito del demandado ha debido li- 
mitarse á la cantidad de terreno porque ha sido deducida la de- 
manda y no otra arbitraria inadjudicable por derecho. 

3^ Que respecto del precio del terreno que ha sido fijado por 
el perito de la Empresa en 75 centavos el metro cuadrado y por 
el del demandado en un peso y cincuenta centavos, es de tener- 
se presente que á la altura donde se halla ubicado el terreno no 
puede menos de calificarse de excesivo, este último, y más si se 
ha de tener presente que este Juzgado, ha mandado pagar menor 
suma por terrenos en mejores condiciones, en asuntos del mismo 
Ferrocarril y mucho más cerca de la Capital y en parajes más 
ventajosos. 

4" Que en tal virtud y debiendo el Juzgado ser consecuente 
con sus propias resoluciones halla que el justiprecio apuntado 
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por el perito del demandante es evidentemente equitativo si so 
tiene igualmente en cuenta los considerandos qne preceden. 

5' Qne desde laegü debe Sjar como fija la suma de 75 centa- 
vos moneda nacional como precio, por metro cuadrndo, limitan- 
do la expropiación á lo que se tiene demandado. 

6° Que en cnanto ¿ los daños y perjuicios que el perito del 
demandante estima en un 25 °/g sin determinar en qué consisten, 
j qne á su vez el demandado estima en 843 pesos moneda nacio- 
nal, es denotar que este último incluye fuera de esa suma, y 
en un peso cinonenta centavos, un edificio sobre el cual no dice 
nada, ni ha hecho referencia alguna su colega, luego entonces 
es justo pensar que el tal edificio quedaría comprendido sí se 
hiciera la expropiación del todo del terreno y así se desprende 
del informe del perito del demandado y del escrito de foja i% 
que aun cuando nu ha podido ni debido tenerse en cuenta, acla- 
ra el punto dudoso. 

7° Que tampoco ni se ha probaJo ni aun siquiera se ha ale- 
gado que en la expropiación demandada se comprenda el tal edi- 
ficio ni su importancia, lo que vale tanto como que no lo afecta y 
por consiguiente la partida que el perito de la defensa establece 
por loa daños y perjuicios no tiene razou de ser. 

S" Que reconociéndose existir perjuicios como lo estima el 
perito de la parte demandante, no puede desconocerse qne es- 
tos existan j por lo tanto, toca al Juzgado estimarlos por lo que 
resulte de autos. 

9° Que al fin indicado se nota que ninguna ilustración arrojan 
estos, y en este caso debe tomarse una base equitativa en pro- 
porción con el valor del terreno á expropiar; por lo tanto fijo el 
monto de los perjuicios en la suma de 400 pesos moneda nacio- 
nal por cansa de la expropiación. 

Definitivamente senteciando, mando que los precios fijados de- 
berá abonarlos la Empresa del Terrocarríl Central Argentino, 
dentro de diez días de ejecutoriada la presente, sos intftrPHPn A 
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estilo de Banco y las costas del jaicio en la forma ya ordenada 
en casos análogos, por haberse mandado pagar mayor suma qae 
la ofrecida y depositada. Hágase saber con el original, regís- 
trese y repónganse los sellos. 

Dada y firmada en la sala del Juzgado en la ciudad de La 
Plata álos 5 días del mes de Noviembre de 1890. 



Mariano S. de Aurrecoechea . 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 4 de 1893. 

Tistes: Atento el mérito de autos y considerando equitativo 
en relación á la Empresa el precio asignado al terreno y la in- 
demnización mandada pagar en la sentencia de foja treinta y 
una, se confirma con costas. Repuestos los sellos devuélvanse. 



benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. 
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CAUSA XXllI 



1). Francisco Buttafoco, y después /)' Elisa Slenger, con 
Pascual Magliocca, capilan del buque •iViedma»; sobre 
ejecutivo de pesos. 



Sumario. — 1° La cuenta con conforme es título hábi 
ejecotar sa importe contra el firmante. 

2° Loa documentos privados aobre pago de partidas coi 
das en la caeuta no pueden tomarse en coneideracion, si í 
fecha anterior á la del conforme. 

3° La cesioD de an crédito común hecha por el coacreedi 
cargado de cobrarla necosita la ratificación del otro acr 
cuando es hecha por un precio menor de su importe. 



Cajo.— Lo indica el 



Fall» del Jues Federal 



BueDOS Aires. Jualo 13 de 1 



Y vistos los presentes autos ejecutivos promovidos po 
Anglea Boglio, en representación de D. Francisco Butl 
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contra el capitán del buque «Yiedma», por cobro de nueve mil 
quinientos ochenta y seis pesos setenta y siete centayos moneda 
nacional, saldo que arroja la cuenta corriente presentada á foja 
primera con el conforme del demandado. 

Besulta: 1"" Que esta ejecución fué iniciada, el 2 de Mayo 
de 1890, por el expresado Broglio, en virtud del poder general 
conferido por Buttafoco, corriente á foja cinco, cuyo cobro lo 
efectuaba, como miembro de la disuelta razón social Massalin 
y Buttafoco, á cayo nombre está la cuenta de foja primera, en 
TÍrtud de la autorización especial contenida en la cláusula sexta 
del contrato de disolución, que, en testimonio obra á foja dos. 

2^ Que, cuatro días después de iniciada la ejecución, ó sea el 
6 de Mayo, Buttafoco, cedió todo el. crédito en gestión, por me- 
dio del documento privado, corriente á foja diez, por la suma 
de mil quinientos pesos moneda nacional á favor de D^ Elisa 
Stenger, quien ha proseguido la ejecución, después de ratifica- 
do Buttafoco de la cesión. 

3^ Que, citado de remate el ejecutado, se presentó á foja 
treinta y seis, oponiendo excepciones de inhabilidad del título 
con que se prosigue la ejecución y pago parcial ó compensación 
de la deuda que se reclama. Fúndase la primera en qoe el do- 
cumento de cesión á favor de D'' Elisa Stenger no ha sido ex- 
tendido en la forma legal que prescribe el artículo 1455 del 
Código Civil; en que Buttafoco no podía, en la fecha en que 
suscribió dicha cesión, otorgar esa clase de documentos, por 
haber sido declarado en quiebra y encarcelado en el mismo mes 
de Mayo de mil ochocientos noventa; en que D' Elisa Stenger 
no ha podido ser cesionaria del crédito que reclama sin haber 
justificado en el instrumento de cesión si es soltera, casada 6 
viuda y tiene la edad requerida para contraer y adquirir obliga- 
ciones, requisitos de importancia capital, tratándose de una 
mujer que puede ocultar su estado para eludir la venia del 
esposo. 
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En cuanto á laseguada excepción alega el ejecutado: Que de 
la cuenta de foja una^ deben deducirse: l^ una partida de qui- 
nientos pesos á favor de Badaracco é hijos que en dicha cuenta 
figura como pagada por Massalin y Buttafoco, habiéndola paga- 
do él, según ]o comprueba el documento de foja treinta y tres; 
2^ una partida de ochocientos veinte y cuatro pesos que 
también aparece pagada por ^!assa1iny Buttafoco cuando en 
realidad la pagó él, como lo comprueba el documento que pre- 
senta á foja treinta y cuatro; S"* la partida de treinta y cinco 
pesos referente á un recibo de la Capitanía que también pagó 
el ejecutado y no Massalin y Buttafoco, como lo prueba el docu- 
mento de foja treinta y cinco; 4"* el importe de dos giros, el 
uno por doscientos setenta pesos y otro por mil que los hizo á 
Massalin y Buttafoco como lo comprobará oportunamente; S"" 
el importe del flete de tres viajes que el buque «Yiedma» hizo 
para los señores Massalin y Buttafoco, que estos no hacen figu- 
rar en su cuenta; agregando que á su vez tiene que reclamar la 
suma de doce mil siete pesos con ochenta y tres centavos mo- 
neda nacional por salarios devengados como capitán del expresa- 
do buque y varioH otros gastos producidos en beneficio del mis- 
mo, así como los salarios que se devenguen y gastos que se 
produzcan en adelante. 

Y considerando: i^ Que el título en que se funda la ejecución 
es una cuenta con el conforme del ejecutado, cuya firma ha sido 
debidamente reconocida, según consta en la diligencia corriente 
á foja quince vuelta, constituyendo por lo tanto, un título per- 
fectamente hábil para la ejecución, atento lo dispuesto en el 
inciso T'^, artículos 249, 250 y 251 de la ley nacional de Proce- 
dimientos. 

2° Que los fundamentos aducidos por el ejecutado, en apoyo 
de la inhabilidad del título, en realidad no afectan á éste sino á 
la personería de D* Elisa Stenger para proseguir la ejecución, 
como cesionaria del crédito, cuyo cobro inició Buttafoco, en re- 
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presentación de la disuelta razón social Massalin y Buttafoco 
á quien pertenece, como lo revela el mismo encabezamiento de 
la cuenta donde él consta. 

3° Que si bien no figura entre las excepciones que la ley per- 
mite oponer en el juicio ejecutivo la de falta de personería, ella 
está implicada como condición esencial de forma en toda clase 
de juicio, como la faltado jurisdicción, que tampoco figura en la 
ley; pero que es indiscutible puede oponer todo demandado para 
evitar las consecuencias de un proceso nulo. 

4^ Que en este caso es absolutamente necesario dejar esta- 
blecido si D* Elisa Stenger tiene título legal para gestionar á su 
favor el pago de la cuenta de foja primera y derecho para per- 
cibir su importe tenida en vista el documento de foja diez, pues 
si lo efectuase indebidamente el ejecutado no podría después 
contestar un reclamo de Massalin desde que el acto de disolu- 
ción de la sociedad aparece inscripto en el Begístro Público de 
Comercio, porque la ignorancia de las leyes 6 el error de dere- 
cho en ningún caso impide los efectos legales de los actos lícitos 
ni escusa la responsabilidad por los ilícitos (artículo 927 del 
Código Civil), siendo en la citación de remate cuando el deman- 
dado tiene por primera vez la oportunidad de alegar sus defen- 
sas de forma para regularizar el procedimiento y de fondo para 
enervar 6 destruir la acción. 

5^ Que según la escritura de disolución déla sociedad Mas- 
salin y Buttafoco que el mismo ejecutante ha presentado al jui- 
cio, el crédito cedido por D. Francisco Buttafoco sólo, pertenece 
por partes iguales á él y á D. Santiago Massalin, estando sim- 
plemente autorizado para cobrar y percibir su importe con fa- 
cultad de conferir poder á otras personas y exigir judicialmente 
el pago adeudado, según el mismo convenio de disolución, por 
lo que respecta á la parte de Massalin, pero no para cederlo ó 
enajenarlo, por la décima parte próximamente de su valor no- 
minal. 
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6^ Que, según el artículo 1884 del Código Civil, el mandato 
para ciertos actos de una naturaleza determinada, debe limitarse 
á los actos para los cuales ha sido dado, y no puede extenderse 
á otros actos análogos, aunque estos pudieran considerarse, co- 
mo consecuencia natural de los que el mandante ha encargado 
hacer; y así, según el artículo 1888, el poder para cobrar deudas 
no comprende, por sí sólo, el de demandar á los deudores, ni 
recibir una cosa por otra, ni hacer novacio7ieSy remisiones 6 
quitas; de donde se desprende que la cesión hecha á favor de D" 
Elisa Stenger, en cuanto á la parte del crédito correspondiente 
á Massalin, es nula y de ningún valor, mientras éste no laratifi- 
que formalmente. 

7^ Que, en cuanto á las demás objeciones respecto á la capa- 
cidad de Buttafaco para hacer la cesión y á la personería y ca- 
pacidad de la ejecútame para aceptarla, así como en cuanto á 
la forma en que se efectuó, resulta : que no se ha probado que 
aquel haya sido declarado en estado de quiebra antes de efec- 
tuarlo; qué si bien aparece que la cesionaria era casada al tiem- 
po déla cesión, loque invalida el acto, la venia del esposo con- 
tenida en el poder de foja cuarenta y ocho para perseguir el co- 
bro, constituye una ratificación implícita del acto, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 196 del Código Civil; que si bien 
es cierto que la cesión fué hecha por documento privado ha sido 
ratificada judicialmente en el expediente, según consta á foja 
quince. Considerando en cuanto á la 2' excepción : 

8^ Que el ejecutado no ha producido prueba alguna para jus- 
tificar las deducciones que pretende hacer á la cuenta presenta- 
da, pues los documentos por él exhibidos no son bastantes á ese 
objetOy prescindiendo de su falta de autenticidad, por ser de fe- 
cha anterior á la de su conforme, puesto en la referida cuenta, 
pudiendo explicarse razonablemente la posesión de ellos en la 
forma que lo hace la ejecutante. 

9° Que el hecho de ser acreedor del buque « Viedma» con pri- 
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TÍlegio especial y superior al del crédito perseguido, puede darle 
derecho para deducir tercería coadyuvante de mejor derecho; 
pero no es causa legal para enervar la acción de otros acree- 
dores. 

Por estos fundamentos: fallo no haciendo lugar á las excep- 
ciones opuestas y mandando llevar adelanto la ejecución hasta 
hacer trance y remate del bien embargado y con su producto ín- 
tegro pago á la ejecutante de la mitad del importe de la cuenta 
de foja primera, mientras D. Santiago Massalin no ratifique la 
cesión por la parte que á él le pertenece en dicho crédito y de 
las costas de la ejecución. Bepónganse las fojas y notifíquese 
con el original. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Torte 



Buenos Aires, Febrero 7 de 1893. 

Yistos: Por sus fundamentos concernientes á la materia trai- 
da en apelación ante esta Suprema Corte: se confirma con costas 
la sentencia apelada de foja sesenta y repuestos los sellos de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BaZAN.— OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA XXIV 



Criminal contra Francisco Vrtubey, sobre sustracción de 
correspondencia pública con valores declarados 



Sumario. — No existiendo elementos suficientes para hacer 
recaer sobre el procesado las responsabilidades penales proce- 
dentes del hecho deducido en juicio, debe absolverse á aquel de 
la acusación, sin perjuicio de las acciones civiles á que haya 
lugar por razón del citado hecho. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jues Federal 



Córdoba, Mayo 4 de 1892. 

Y vistos : el juicio criminal precedente y resultando: 
1® Que de lo expuesto él sólo se dirige contra el señor Fran- 
cisco ürtubey, auxiliar de la Oficina de Expedición con motivo 
déla pérdida de un saco de correspondencia cerrado de Mendoza 
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para Tucuman y conteniendo valores declarados por tres mil 
pesos nacionales. 

S'' El referido saco entró á la Oficina de Clasificación el día 
23 de Agosto del año próximo pasado y luego de hacerse la clasi- 
ficación se enyió á la Oficina de Expedición por un buzonista 
cayo nombre no se recaerda por baber varios. Que en la Oficina 
de Expedición firmó en el libro correspondiente el auxiliar don 
Francisco Urtubey el recibo del caso, comprendiendo en él el 
saco. 

Esa misma tarde dictóse la correspondencia al Jefe, señor 
Lamisque la ponía en los libros, y fué despachada al dia siguien- 
te por la mañana . 

El dictado lo hizo el mismo Urtubey que recibió los sacos en 
la Oficina. Enviada la correspondencia á su destino se re- 
clama que el saco A número 1310 con un valor declarado por 
tres mil pesos^ no ha llegado y se procede entonces á instruir 
el sumario administrativo, terminado el cual se dio principio á 
éste, y 

Considerando: 1^ Que á estar á la naturaleza del hecho en 
cuestión y á las declaraciones de los señores M. Qarcía, foja 79, 
Diego Garzón, foja 76, el procesado Lami, foja 70 y siguientes: 
el saco conteniendo el valor declarado perdido no debió entrar 
á la Oficina de Expedición. 

Y además « en atención á la udturaleza de los hechos > por- 
que tratándose de un objeto de grandes dimensiones y en un 
número pequeño de ellos (5) hubiera sido visto; y el testigo señor 
García dice que él vio los sacos y qué entre ellos no venía 
el letra A, número 1310, perdido, lo que puede asegurar. 

La declaración del procesado de que entró el saco, no puede 
prevalecer al lado de la de los señores Garzón y García, pues 
aparte de que ella no asegura la entrada, ella como se compren- 
de, puede tener por causa el interés de vindicarse, del procesa- 
do, diciendo que si firmó el recibo, el saco entró á la Oficina. 
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Esté mismo inconveniente tiene la decldracion del señor Bigoli, 
quien está interesado en alejar de la Oficina de Clasificación, 
de que era Jefe, el saco perdido, dando á comprender que debió 
entrar á la otra^ sin decirlo. Pero de los testigos que declaran 
que entró ninguno lo afirma, y de los que lo niegan hay uno que 
dice vio en ]a Oficina los otros sacos, pero no el perdido. De 
todo ello resulta que si no es indubitable por lo menos es muy 
probable que el saco no entró á la Oficina. Además, si hubiera 
entrado, hubiera sido dictado, y no se puede pensar en una omi- 
sión involuntaria al respecto, porque el dictado se hace varias 
veces para varios libros y si se puede pensar en una omisión 
no se puede pensaren varias. 

2^ Que á estar á las declaraciones de los señores García y 
Garzón, el saco debe haberse caído en el patio ó ser transportado 
por los buzonistas, como ha sucedido en otras ocasiones; pero 
aunque esto es hoy, como observa el Fiscal, muy difícil^ por 
conducirse los sacos en canastas para prevenir se caigan, ello, 
sin embargo, no es imposible. De manera que es más probable, 
á estar á las constancias de autos, que el saco desapareciera a! 
ser transportado que el que entrara á la Oficina. 

3^ Que el saco perdido puede también no haberse enviado de 
laOficina de Clasificación, no obstante el recibo firmado por 
TJrtubey, que ello se explicaría teniendo en consideración que el 
hecho del recibo es un acto momentáneo que consiste sólo en fir- 
marlo, pues viene ya hecho en el libro, firma que pudo poner el 
empleado de la clasificación, sin verificar el número de bolsas. 
Que asi sucedió en varias ocasiones en que los sacos aparecieron 
caídos en el patio. Esta posibilidad la corrobora los dichos del 
procesado Lami y del testigo Garzón. 

4'' Que el hecho de haber Urtubey firmado el recibo del saco, 
no prueba en manera alguna que él lo haya sustraído, ni oculta- 
do, desde que no hay nadie que afirme tal creencia, ni menos lo 
haya demostrado ó visto. Al contrario, todos los testigos mani- 
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fiestan no oreerlo, en razón de la imposibilidad de hacerlo sin 
ser visto, como en razón de las condiciones personales del fir- 
mante Urtubey ; y dados estos antecedentes, sería forzar todas 
las reglas de la inculpación en materia criminal el deducir por 
el recibo el hurto. 

Esta conclusión no admite réplica y más aún si se tiene en 
cuenta las siguientes consideraciones nacidas de la prueba : 

1* Que hay prueba casi plena de que el saco no entró á la 
oficina del señor TJrtubey, es decir, que él no lo tocó; 

2* Que hay motivos para creer que el saco se perdió durante 
el traslado de la Oficina de Clasificación á la de Expedición; 

3* Que conteniendo dinero el saco perdido, caso de haber 
sido sustraído, el autor debe haber sido persona conocedora de 
tal circunstancia, y no Urtubey, que la ignoraba; 

4* Que siendo en su exterioridad igual á los otros, Urtubey, 
aun animado de propósitos criminales^ no hubiera dado con el 
que contenía dinero; 

5' Y, por último, que los antecedentes personales del inculpa- 
do y de su familia honrada y laboriosa alejan toda sospecha de 
culpabilidad sobre él. 

5® Que si bien el hecho del recibo firmado por el procesado 
de ser mayor el número de sacos que el que aparece en los libros, 
demuestra en él falta de diligencia y atención, pues omitió con- 
tarlos al ser traídos á la Oficina, este hecho, que no puede cons- 
tituir la culpa del derecho criminal, por faltar el delito de que 
esta omisión sería la cu^pa — no hay delito de pérdida ó extra- 
vío — no puede haber estos delitos por culpa; esta omisión, sin 
embargo de dar lugar, tal vez, al resarcimiento de daños é inte- 
reses, no habiendo sido motivo de este juicio, debe dejarse á 
salvo las acciones correspondientes para un juicio civil. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, definitiva- 
mente juzgando, se resuelve, absolver á don Francisco Urtubey 
del delito de sustracción, detención ó destrucción de correspon- 



DE JUSTICIA NACIONAL 123 

dencia con valores que se le impata, sin perjuicio de las accio- 
nes civiles á que hubiere lugar. Debiendo, en consecuencia j en 
la oportunidad debida, ponerse en libertad al procesado^ librán- 
dose los oficios del caso. Hágase saber con el original, y ejecu- 
toriada, archívese. 

C. moyana Gacitúa, 



VISTA DEL SENOIl PROCURADOR GENERAL 



Buenos^ Aires, Setiembre 14 de 1892. 
Suprema Corte: 

Este proceso tiene por origen la pérdida ó sustracción de un 
saco de correspondencia procedente de Mendoza con destino á 
Tucuman, con un valor declarado de tres mil pesos. 

La sentencia de pTimera instancia absuelve al procesado Fran- 
cisco IJrtubey de la responsabilidad criminal. Y aun cuando 
justifica el celo con que el Procurador Fiscal la ha recurrido 
para ante Vuestra Excelencia no encuentro en lo actuado, mé- 
rito bastante para establecer la criminalidad y el conveniente 
castigo. 

ITrtubey, auxiliar de la Oficina de Expediciones en Córdoba, 
confesó á foja 74 que él dio el recibo que aparece en los libros, 
y agrega que, aun cuando no recuerda precisamente la entrada 
del saco en cuestión, desde que aparece conforme y no ha sido 
falsificada debe haberlo recibido. 

Beconoce también que él dictaba la entrada de la correspon- 
dencia unas veces al Jefe de la Oficina, otras al auxiliar Gar- 
zón; y que no puede recordar cuál de los dos la dictara aquel 
día. No existen otros antecedentes al respecto. 
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Si bien el recibo impone responsabilidades á su autor, esa 
responsabilidad se atenúa por las circunstancias expresadas por 
el Jefe mismo de la Oficina á foja 71. Él no cree que el saco 
perdido haya tenido entrada en la Oficina, á pesar del recibo: 
porque esos recibos hánse dado algunas veces sin tener delan- 
te los sacos de correspondencia, j ha sucedido encontrarse caído 
en el patio un saco de correspondencia que no había entrado en 
la Oficina, y del que, sin embargo, aparecía firmado el recibo 
de entrada. Por otra parte^ ninguno de los otros empleados, 
Diego Garzón que declara á foja 76 y Manuel García á foja 80, 
han visto el saco en la Oficina; tampoco el Jefe, señor Lami, 
no obstante que por sus dimensiones no podía pasar desapercibi- 
da su existencia. 

Besulta, entonces, que el único hecho del procesado, el recibo 
firmado en el libro de correspondencia, no es una prueba capaz 
de determinar la imputación del delito de sustracción de corres- 
pondencia. Y si á ello se agrega la honradez que ha justificado 
el procesado y la ignorancia de los empleados de su clase res- 
pecto del contenido de los paquetes, loque aleja la sospecha de 
interés en la pérdida, opino que la apelación debe ser desechada 
y la sentencia de foja 95 confirmada en virtud de la prescripción 
del artículo 13 del Código de Procedimientos ea lo Criminal. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de Ia Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 7 de 1893, 

Vistos y considerando: Primero. Que si bien resulta com- 
probado por el recibo otorgado por el empleado Francisco TJrtu- 
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bey, que el saco de correspondencia f oé recibido en la Adminis- 
tración de Correos de Córdoba y tuvo entrada en la Oficina de 
Expedición déla misma, no se ha averignado que haya sido sus- 
traído por el procesado. 

Segundo. Que, por consiguiente, no hay en autos elementos 
suficientes para hacer recaer sobre el dicho procesado las res- 
ponsabilidades penales que se persiguen en este juicio, y mucho 
menos cuando conforme al artículo trece del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal^ en caso de duda debe estarse siempre 
á lo que sea más favorable al reo. 

Por esto, de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General y por sus fundamentos concordantes, 
se confirma la sentencia apelada corriente á foja noventa y 
cinco, incitándose al Procurador Fiscal á que deduzca las accio- 
nes civiles á que haya lugar, por razón del hecho que ha moti- 
vado este proceso, y devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN.-— OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TOBRENT. 



Tk V' ■ 
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CAU^A XX\ 



El Dt\ D. Marcelino Freiré contra D. Rodolfo Meyer ; sobre re- 

clamacion de un terreno 



Sumario. — 1^ Reclamado un terreno en virtud de título 
expedido por el G-obierno de la Provincia, y oponiéndose por el 
demandado que él es dueño de dicho terreno por razón de título 
legítimo y de prescripción, queda fuera de discusión la legitimi- 
dad del título del demandado, y solamente pertenece al juicio 
el examen de la eficacia del título y de la prescripción opuesta 
por el demandado. 

S"" El título no es eficaz para transferir el dominio, si el que 
vendió el terreno á los causantes del demandado no tenía su 
propiedad sino la de un terreno distinto. 

3^ La prescripción respecto del terreno vendido no puede 
contarse sino desde la posesión del primer adquirente de éste, 
sin poderse unir á ella la posesión del primitivo vendedor á los 
causantes del demandado. 



Caso, — Lo indica el 
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Palla *lcl Juez Federal 



Rosario. Ma 

YTÍstos: los presentes inicisdos por el I 
no Freiré contra D. Eodolfo Meyer. 

Resulta: Que el actor por medio de sus escril 
53 solicita se le declare < ser el único j excli 
del terreno de dos leguas superficiales cuya ubi 
roa detalla en el primer escrito, declarándose á 
cia absoluta de dere.cho & esa propiedad por 
Meyer y sus cansantes los señores Fa8:jo, Am 
trongí 

Líi deducción de esta demanda se funda en 
cion de campo, con fecha 6 de Diciembre de 18í 
foja 132), le fué entregadaal actor por el Gobii 
Tincia en indemnización de otro terreno de bu i 
dicho Gobierno dispuso para plitntear la coloni 

La demanda agrega que Armstrong, con ac 
entrega j por medio de la compra que hiciera e 
bre de 1877 li doña Manuela Gambeta d< 
sentando á su hijo menor Francisco Boero, se I 
do indebidamente de ese terreno, pues el compr 
Armstrong era otro distinto conocido por la I: 
centro tenia y que se llamaba c Isleta de Marti 

En 25 de Enero de 1881 el campo de la cue 
por Armstrong á Amelong haciéndost) constar e 
venta que Amelong se encontraba en posesión 
desde más de dos años antes de sa compra, es d 

El actor doctor Freiré entró á ocupar desput 
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de Amelong á Armstrong el mismo campo en calidad de arren- 
datario de Amelo'jg, reconociendo áéste como propietario y po- 
seedor del campo predichü (expediente agregado ad efeclum 
videndi). Luego pasa esta misma propiedad por ventas sucesi- 
vas á Passo á Meyer y nuevamente á Passo. 

Todo lo anterior se halla probado en autos por las escrituras 
correspondientes (foja 85) y por las confesiones de la misma 
parte del doctor Freiré. 

Y considerando: Que no obstante decir el actor en los párra- 
fos 22, 23, 27 y 28 de su escrito de demanda que prescinde de 
la acción reivindicatoria aunque podría optar por ella, invocan- 
do al efecto en su favor la posesión de su causante el Gobierno 
de la Provincia, á quien siempre perteneció el terreno en litigio 
«y que deduce la que tiende á que se declare ser él el único y 
exclusivo propietario del terreno materia de la cuestión y se de- 
clare á la vez la carencia absoluta de derecho á esa propiedad por 
parte de su contrario », en verdad no es otra la acción deducida 
que la misma reinvindicatoria,pues el objeto y fín quesepropo 
ne es el de adquirir el dominio y propiedad del predio disputado, 
y carece por otra parte de importancia la denominación más 
ó menos técnica que se dé á la acción instaurada desde el mo- 
mento que ella se desprende de su misma naturaleza caracteri- 
zando su existencia. 

Ahora bien, siendo la acción reinvindicatoria una acción real 
que nace del dominio, por la cual el propietario que ha perdido 
la posesión la reclama y reinvindica, artículos 2756, 2757 y 
2758, Código Civil, no es posible deducir lalegalmente si no exis- 
ten en poder de la persona que la instaura, los elementos cons- 
titutivos de la misma. Y en el caso sub-judice falta al actor el 
elemento indispensable de una posesión anterior perdida para 
tratar por su medio de reivindicar un dominio no existente con 
precedencia á su favor, pues esa posesión y dominio, como se 
prueba en autos, no la ha tenido el reinvindicante doctor Freiré 
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ni su causante el Gobierno de la Provincia, sino por el contrario 
y sucesivamejite los señores Armstrong, Amelong, Meyer y 
Fasso. 

La posesión del Dr. Freiré como ocupante del terreno en liti- 
gio en calidad de arrendatario de Amelong, es evidente no pro- 
cede ni es eficaz para la deducción de la acción reivindicatoria, 
pues esa posesión no es propiedad del que la ejerce sino de 
aquel por quien la misma se tiene, nopndiendo nadie cambiar 
por su propia voluntad la clase de posesión legal que se ejer- 
cita. 

Nuestra legislación civil se aparta de la Francesa en este 
punto de una manera radical; por esta (artículo 1158) el do- 
minio se perfecciona por el solo consentimiento de los contratan- 
tes y así éste, prestado por las partes, pone la cosa materia del 
contrato en poder del adquireute de aquella, haciéndolo pro- 
pietario de la misma desde el instante de que esa cosa debió 
entregársele y aun cuando no se hubiera verificado la tra- 
dición. 

Por nuestra legislación sucede lo contrario, y así^ según lo pre- 
ceptúa el artículo 577 de naestra legislación civil, antes de la 
tradición de la cosa el acreedor no adquiere sobre ella ningún 
derecho real. 

£1 artículo 2468 de nuestro Código basado en la teoría ex- 
puesta, declara que un título válido no da sino un derecho á la 
posesión de la cosa pero no la posesión misma. 

El artículo 3265 preceptúa asimismo que todos los derechos 
que una persona transmite por contrato á otra sólo pasan al ad- 
quiriente de esos derechos por la tradición con excepción de I o 
que se dispone respecto á las sucesiones. 

La aparente contradicción que podría notarse entre la dispo- 
sición del artículo 2758 y 2772 desaparece por completo ante 
lo dispuesto por el artículo 2789, que claramente estatuye que : 
«Si el titulo del reivindicante que probase su derecho á poseer la 

T. I 9 
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cosa f aese posterior á la posesión que tiene el demandado, aun- 
que éste no presente título alguno no es suficiente para fundar 
la demanda >. Y como el titulo del Dr. Freiré data sólo del seis 
de Diciembre de 1881 (escritura de foja 132), mientras que el 
título de Amelong á quien arrendó Freiré el terreno de la cues- 
tión y á quien se entregó por Armstrong este mismo terreno^ bien 
determinado en su ubicación, tiene una fecha anterior (25 de 
Enero de 1881) datando su posesión desdé el año 1878, claro es 
que el caso sub-judice cae bajo la disposición expresa del artí- 
culo 2789, que, como hemos visto, dispone que siendo posterior 
el título del demandante á la posesión que tuviese el demandado, 
aunque éste no presente título alguno, prevalece su derecho so- 
bre el del reivindicante que dedujese la enunciada acción. 

De manera que ni aun dado el caso de haber tenido posesión 
en este terreno el Gobierno de la Provincia, causante del Dr. 
Freiré, hecho hipotético, pues se ha visto que por el contrario 
esa posesión la han tenido los antecesores del demandado seño- 
res Armstrong, Amelong, Meyer y Fasso, aun dado ese caso hipo- 
tético, la acción reivindicatoría no es viable en el caso presente 
y para ser ella rechazada ni aun necesitaba el demandado haber 
presentado, como lo ha hecho, título alguno que compruebe su 
derecho. 

Por estos fundamentos: fallo y declaro, no debe hacerse lugar 
á la acción reivindicatoría instaurada con costas. 

Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 



G. Escalera yZuviría. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 7 de 1893. 

Vistos y considerando: Primero. Que el Doctor Don Marce- 
lino Freiré, haciendo valer el título otorgado á su favor por el 
Gobierno de la Provincia de Santa-Fé, corriente á foja ciento 
treinta y dos, intentó demanda á objeto de que se declare ser de 
SQ propiedad el terreno poseído por el demandado en el Departa- 
mento de San Jerónimo, Provincia citada, y á que dicho título 
se refiere. 

Segundo, Queeldemandado^ contestando á la demanda á fo- 
ja noventa, pide el rechazo de ella, invocando tanto el dominio, 
que afirma tener sobre el campo en cuestión en virtud de título 
legítimo, como la prescripción que pretende haberse operado á 
su favor. 

Tercero. Que trabado así el pleito, ha quedado precisada la 
materia sobre que debe recaer la sentencia, pues que, como lo 
dice la Ley tercera,título diez,Partida tercera, «comenzamiento 
é raíz sobre que debe seer dado juicio, es cuando entran en el 
por demanda et por respuesta ante el judgador»; correspondien- 
do, en consecuencia, apreciar y resolver sobre el fondo del de- 
recho en litigio. 

Cuarto. Que, de acuerdo con la legislación anteriormente en 
vigor, y con lo dispuesto en el inciso primero del artículo dos 
mil trescientos cuarenta y dos del Código Civil, no se discute el 
dominio originario de la Provincia de Santa-Fe sobre las tierras 
situadas dentro de sus límites; ó lo que es lo mismo, no se dis- 
cute que ellas le pertenecen, siempre que carezcan de otro dueño. 

Quinto. Que, como consecuencia del principio sentado en el 
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precedente considerando, no se contesta, igualmente, que Freí- 
re, en 8U calidad de sucesor singular de los derechos de la Pro- 
Tincia de Santa-Fe, los tendría á la propiedad del campo liti- 
gado, á no haber de por medio el dominio del demandado, ya 
adquirido legítimamente, ó ya consolidado por la prescripción. 

Sexto. Que, planteado en esos términos el pleito, correspon- 
de averiguar si el derecho alegado por Don Eduardo Fasso está 
debidamente acreditado. 

Y considerando respecto á los títulos de propiedad: 

Séptimo. Que el demandado hace derivar el dominio que invo- 
ca, de las trasmisiones sucesivas de Boero á Don Tomás San 
Jorge Armstrong, de Armstrong á Amelong, de Amelong á Fasso, 
de Fasso á Meyer, y de Meyer al mismo Fasso. 

Octavo. Que la escritura de venta de foja ciento diez y siete 
otorgada por Don Tomás San Jorge Armstrong á favor de Ame- 
long, en veinte y unode Enero de mil ochocientos ochenta y uno, 
y las sucesivas á favor de Fasso, Meyer y Fasso, se refieren al 
inmueble demandado, sobre lo que no hay contradicción de par- 
tes y resulta de las constancias de autos. 

Noveno. Que tampoco se contesta el dominio que Boero tenía 
sobre el inmueble transmitido por él á favor de Armstrong, ver- 
sando el litigio á este propósito sobre si hay identidad de cosas 
entre la vendida por Boero á Armstrong y la enajenada por éste 
á Amelong. 

Décimo. Que la negativa se impone por el texto de las res- 
pectivas escrituras; pues que, mientras la otorgada en quince de 
Setiembre de mil ochocientos setenta y siete, por Doña Manuela 
Gambeta de Boero, en representación de su hijo menor Fran- 
cisco á favor de Don Tomás San Jorge Armstrong, se refiere 
á un terreno que, teniendo en su centro la Isleta de Martinez, 
linda por el frente con Don Florencio Acosta (sucesión de 
Armstrong) y por los demás rumbos con la testamentaría del 
mismo Armstrong, según se vé á fojas ciento veinte y una y 
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ciento veinte y dos ; la formalizada por el comprador Don To- 
más San Jorge á favor de Amelong, ubica la propiedad que se 
enajena, señalando como linderos al Este y Sud, al Doctor Don 
Marcelino Freiré, al Oeste Doña Juana Stemberg, y al Norte la 
sucesión de Don Tomás Armstrong, resultando así que, debien- 
do, según la primera de esas escrituras y las constancias del ex- 
pediente en relación á la propiedad que fué de Acosta, encon- 
trarse la tierra vendida circundada por inmuebles delasucesion 
de Don Tomás Armstrong y con la Isleta de Martínez en su 
centro; la segunda hace caso omiso de esta Isleta, y coloca los 
campos de la expresada sucesión, tan sólo á uno de los rumbos 
del enajenado (al Norte). 

Undécimo, Que la comparación entre las respectivas conven- 
ciones y declaraciones detalladas en el anterior considerando, no 
deja duda de no haber identidad de cosa, aunque se trate de 
igual superficie, entre la adquirida por Armstrong y la por él 
vendida áAmelong,por existir diferencias substanciales de ubi- 
cación entre ambas, no pudiendo, tampoco, dudarse sobre el va- 
lor jurídico de la prueba que los citados instrumentos auténti- 
cos llevan aparejada (artículo naevecientos noventa y cuatro, 
Código Civil). 

Duodécimo. Que la verdad de la conclusión expuesta se halla 
reconocida en términos precisos por el mismo demandado que, 
en su alegato de bien probado á foja cincuenta y dos vuelta al 
fin, dice que, apareciendo en el centro del campo de la fami^ 
Un Armstrong, que ya estaba certado y alambrado, una pro- 
piedad que se decía particular y que era la Isleta de Martínez 
precisamente, se decidieron á comprarla; exposición que guar- 
da consonancia con la escritura de venta de Boero á favor de 
Armstrong, y cuya importancia es positiva. 

Décimo tercero. Que hay conformidad departes en reconocer, 
como exacta, la ubicación que los diferentes deslindes han asig- 
nado álos campos déla sucesión de Armstrong en su límite Sud, 
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de manera que no existe base, ni siqoiera para abrigar sospecha 
de que modificaciones en la expresada ubicación sean causa de 
encontrarse fuera de esos campos una propiedad que debía estar 
dentro, y mucho menos, cuando Don Tomás San Jorge Arms- 
trong hacía la compra á Boero, estando ya amojonadas y alam- 
bradas las tierras de la mencionada sucesión, lo que se halla 
plenamente averiguado, tanto por la confesión de las partes, sin 
discrepancia alguna, como por las constancias de autos. 

Décimo cuarto. Que revelando la escritura otorgada por 
Armstrong á favor de Amelcng, diferencias substanciales con el 
título del enajenante, la ubicación consignada en aquella se 
hace desprender del hecho afirmado en la misma, como lo dicen 
sus términos esplícitos, de ser conforme con la indicada por los 
agrimensores Bustinza y Levi, comisionados por el Gobierno 
de Santa-Fe y con la señalada en el plano del Departamento To- 
pográfico de esa provincia. 

Declino quinto. Que lapartedePasso no ha probado, ni tra- 
tado de probar en el término de prueba ese hecho, y que lejos 
de estar él acreditado, lo contrario resulta de las diligencias 
que ordenó esta Suprema Corte, por auto de foja doscientas 
treinta y seis, con la calidad de para mejor proveer, y con el 
objeto de investigar la existencia de antecedentes que pudieran 
influir en el éxito final de esta causa. 

Decimosexto, Que, en efecto, de las citadas diligencias cons- 
ta que Bustinza y Levi no han practicado en uno operación al- 
guna referente al hecho aseverado; que Levi la verificó en mil 
ochocientos sesenta y seis, por orden del Gobierno de la Provin- 
cia; que, según la enunciada operación de Levi, las afirmaciones 
de Armstrong quedan completamente desautorizadas, pues que, 
conforme á ella, los terrenos déla sucesión de Armstrong lin- 
dan al Sud, con el Fisco y Laffone, existiendo dentro de aque- 
llos terrenos la Isleta de Martínez; que la referencia al plano del 
Departamento Topográfico es igualmente inexacta, notándose 
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que ese plano que existe como oficial, sólo desde mil ochocientos 
ochenta y seis (foja doscientos cuarenta 7 ocho vuelta) guarda 
perfecto acuerdo, en la materia sub judice^ con las conclusiones 
déla citada operación de Levi. 

Décimo séptimo. Que debe notarse también, que la mensura 
de Len, y las posteriormente practicadas por el mismo Leti, en 
mil ochocientos ochenta y uno, y por Bayona, en mil ochocien- 
tos ochenta y dos, y por Warner, en mil ochocientos ochenta y 
cuatro, guardan conformidad entre sí y con el plano del Depar- 
tamento Topográfico, en relación á la ubicación de la Isleta de 
Martínez, que colocan uniformemente, de la misma manera que 
la escritura de venta de Boero á Armstrong, limitada á todos 
rumbos por los campos de la sucesión de Don Tomás Arms- 
trong. 

Décimo octavo. Que, aparte de la escritura otorgada por 
Don Tomás San Jorge Armstrong, á favor de Amelong,hay, co- 
mo antecedente instrumental en apoyo de las pretensiones del 
demandado, la venta hecha por el Gobierno de la Provincia de 
Santa-Fe, á favor del Doctor Freiré, de otro terreno, y la men- 
sura judicial practicada, en sn mérito, por el agrimensor Don 
Pelegrin Baltasar, en Mayo de mil ochocientos setenta y dos, 
que, con el plano de su referencia, se registra de foja doscien- 
tos sesenta y seis á foja doscientos setenta y una. 

Decimonoveno. Que esa mensura carece de valor jurídico 
probatorio, no obstante ubicarse en ella el terreno de Boero fue- 
ra de la línea alambrada de la sucecion de Don Tomás Arms- 
trong, porque tal operación se hizo sin la intervención del ex- 
presado Boero, y es indudable que éste no la aceptó, desde que 
en el contrato de venta posteriormente concluido (año de mil 
ochocientos setenta y siete ) con Don Tomás San Jorge Arms- 
trong, se establece una ubicación diferente ; ubicación ésta que 
no puede ser contestada por el adquirente, sin venir contra su 
propio título y hecho, no habiendo comprobado que se hizo 
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después de un otro título legítimo que lo autorizase para modi- 
ficar su posesión anterior. 

Vigésimo, Que la conformidad de freiré con la mensurada 
Felegrin Baltasar y los límites por aquél fijados al terreno de- 
nunciado, sólo prueban que dicho Freiré creía, que Boero era 
propietario de un campo situado fuera de los de la sucesión de 
D. Tomás ArmstroDg, creencia equivocada y de la que partió 
más tarde, al ocupar en calidad de arrendatario de Amelong el 
inmueble en cuestión. 

Vigésimo primero. Que nada se opone á que el locatario, con 
el conocimiento adquirido de no pertenecer al locador la cosa 
locada, convenga con el propietario en la celebración de un con- 
trato traslativo del dominio, contrato que importaría un nuevo 
título y surtiría efectos propios, no obstante las relaciones sur- 
gidas de una convención ó acto diferente y con diferentes pro- 
pósitos. 

Vigésimo segundo. Que no pertenece á esta causa juzgar so- 
bre si existe, ó no, dentro de los límites poseídos por la sucesión 
de D. Tomás Armstrong, la extensión total de los terrenos que 
le acuerdan sus respectivos títulos, ni de los derechos que, en 
caso negativo, le pudieran corresponder, porque el pleito á re- 
solverse es entre otros, y sobre cosa adquirida con posterioridad 
á la escritura de la mencionada sucesión y sin expresarse que se 
adquiriesen para ella. 

Vigésimo tercero. Que carece de importancia la defensa del 
demandado, consistente en que, según lo pretende, el terreno 
comprado por Amelong sería, en todo caso, integrante de los 
déla sucesión de B. Tomás Armstrong, porque el enajenado 
tiene otro origen, y porque, á mayor abundamiento, está bien 
averig/uado que el término Sud de los campos de la expresada 
sucesión deja fuera el inmueble en litigio, según resulta de 
los límites reconocidos antes y después de la compra á Boero, 
por el heredero D. Tomás San Jorge Armstrong, y lo revelan 
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las dos mensuras de Levi, la de Felegrin Baltasar^ Bayona y 
Warner, el Registro Gráfico de la Provincia y las diferentes es- 
crituras que corren en autos. 

Vigésimo cuarto. Que, resultando evidenciado^ por el mé- 
rito de los antecedentes considerados, que el terreno vendido 
por D. Tomás San Jorge Armstrong á B. Enrique Amelong, no 
es el que aquel compró á Boero, lo está igualmente, que el men- 
cionado Armstrong carecía de título legítimo para realizar la 
trasmisión de la propiedad sobre la cosa que vendió, en cuyo 
caso la tradición no ha podido hacer adquirir el dominio al com- 
prador^ Amelong, porque, para que tal efecto se produzca, es 
necesario que la entrega sea hecha por el propietario (artículo 
dos mil seiscientos uno, Código Civil). 

Vigésimo quinto. Que no habiendo Amelong adquirido el 
dominio de la cosa en cuestión, por efecto de la enajenación he- 
cha á su favor por Armstrong, no ha podido transmitirlo á sus 
sucesores Passo, Meyer y Passo, con arreglo alo dispuesto en el 
citado artículo dos mil seiscientos uno, y su concordante tres 
mil doscientos setenta del mismo Código. 

Vigésimo sexto. Que ante la falta de títulos por parte de 
Passo y el dominio originario de la Provincia de Santa-Fé, sobre 
todas las tierras situadas dentro de sus límites, la posesión del 
demandado es insuficiente I ara ampararlo en sus pretensiones, 
según lo establecen los principios generales y se desprende cla- 
ramente a contrario sensu^ del artículo dos mil setecientos no- 
venta y dos. Código Civil. 

Y considerando, en cuanto á la prescripción invocada por el 
demandado: 

Vigésimo séptimo. Que partiendo de las premisas ya esta- 
blecidas en esta sentencia, la posesión de Passo y su antecesor 
B. Tomás San Jorge Armstrong no puede unirse á la que ha te- 
nido Amelong, y sus sucesores, por referirse á cosas diferentes. 

Vigésimo octavo. Que, en tal caso, el punto de partida de 
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la posesión es, y no puede ser otro que la iniciada por la ocupa- 
ción del inmueble por Amelong, mediante el título otorgado á su 
favor (artículos cuatro mil tres y cuatro mil diez, Código 
Civil). 

Vigésimo noveno. Que llevando ese título la fecha de mil 
ochocientos ochenta y uno, é interrumpida la prescripción en 
mil ochocientos ochenta y ocho, por razón del presente juicio, 
no ha transcurrido el término requerido para adquirir por la 
prescripción ordinaria con título y buena fé, según lo dispone el 
artículo tres mil novecientos noventa y nueve, Código Civil. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento cincuenta y nueve, y se declara que el demandante ha 
justificado la acción deducida á foja veinte, debiendo, en con- 
secuencia, ponérsele en posesión del campo cuestionado. Be- 
pónganse los sellos y devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

benjamín paz.— LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE (en 

disidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos y resultando : Primero. Que en el documento de foja 
diez y siete se expresan los nombres de los dueños que ha te- 
nido el terreno conocido por « Isleta de Martínez » desde el año 
de mil ochocientos cincuenta y ocho hasta mil ochocientos se- 
tenta y siete, fecha de la venta verificada por el menor Fran- 
cisco Boero á los herederos de don Tomás Armstrong, hacién- 
dose al final la observación de que no hay datos sobre la trans- 
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ferencia de los señores Armstrong á favor de Amelong y de la 
de éste á los señores Fasso. 

Segundo. Que en quince de Setiembre de mil ochocientos se- 
tenta 7 siete la señora Manuela G. de Boero, con la debida au- 
torización, vende á Tomás San Jorge Armstrong el campo de 
propiedad de su hijo menor Francisco Miguel Boero situado en 
la provincia de Santa-Féen las isletas de Martínez, departamen- 
to de San Gerónimo, comprendiéndose en el centro la dicha 
« isleta » . 

Tercero. Que en veinte y cinco de Enero de mil ochocientos 
ochenta y uno Tomás San Jorge Armstrong vende á Enrique 
Amelong el mismo terreno que sucesivamente pasa á ser pro- 
piedad de don Rodolfo Meyer y de don Eduardo Passo, escritu- 
ra de foja ochenta y cinco y testimonio de foja ciento diez 
y siete. 

Cuarto. Que en seis de Diciembre de mil ochocientos ochenta 
y uno el Gobierno de Santa-Fé otorga escritura de propiedad á 
favor del doctor don Marcelino Freiré, de dos fracciones de cam- 
po designándose como linderos de la segunda : al Norte don 
Tomás Armstrong, al Sur y al Este el mismo doctor Freiré 
(foja ciento treinta y dos). 

Quinto. Que en Julio de mil ochocientos ochenta y cuatro se 
practica por el agrimensor Rodolfo Warner una mensura de 
cuatro fracciones de terreno pertenecientes á los herederos de 
don Tomás Armstrong, expresándose en ella respecto de la 
cuarta fracción, que se compone de dos leguas de campo, com- 
prado por los herederos al menor Francisco Boero, con la adver- 
tencia de hallarse en el centro la isleta de Martínez, creyendo 
dichos herederos por una mala interpretación, que el terreno 
estaba ubicado fuera del área que tenían alambrada^ siendo ven- 
dido en tal concepto, foja cuatro. 

Sexto. Que según la citada mensura, este campo ubicado 
fuera del área de don Tomás Armstrong y denunciado por 
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Freiré, le fué vendido por el Gobierno, y dándosele hoy, en ella, 
su verdadera ubicación forma parte integrante del terreno total de 
la estancia, por cuya razón se ha tomado en cuenta su superficie. 
Séptimo. Que al practicarse la mensura, los vecinos más anti- 
guos señalaron dos chañares como centro de la isleta, marcán- 
dose este punto con la letra L en el plano de foja diez y ocho, y 
que ubicada la fracción cuarta fué protestada por el señor Lea 
por sobreponerse ala tercera fracción (foja diez). 

» 

Octavo. Que ubicadas las fracciones según sus títulos y resul- 
tando una falta de más de ciento cincuenta y dos millones de 
metros cuadrados por la mensura, el señor Lea hizo presente 
que parte del terreno poseído por don Tomás Armstrong, hacía 
diez y ocho años, quedaba excluida en la ubicación parcial de 
las fracciones y que en vista de la falta de terreno se integrase 
con el área poseída; procediendo Warner, por no considerarse 
facultado para esta integración, á averiguar la superficie poseída 
por los herederos, excluida en la mensura de las fracciones (foja 
diez vuelta). 

Noveno. Que practicada la averiguación resultó todavía una 
falta de más de treinta y cinco millones de metros cuadrados 6 
sea de una legua y trescientos seis milésimos de otra. 

Décimo, Que al medirse la segunda fracción protestó el apo- 
derado de los herederos de Armstrong, señor Lea, por superpo- 
nerse á la de la primera, antes ubicada en una superficie de 
más de ciento cuarenta millones de metros cuadrados; y pro- 
testaron también Los señores Fraili Hermanos y el señor 
Jhonson, esto último por cuanto se superponía á su terreno en 
más de ocho millones de metros cuadrados. 

T considerando : Primero. Que, según consta por la escritu- 
ra de foja ciento veinte y dos, el campo de Boero fué vendido á 
don Tomás San Jorge Armstrong, sin explicarse en autos el 
motivo por qué se incluyó en la mensura de Warner, ni el de la 
referencia final del documento de foja diez y siete. 



X 
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Segundo, Que en esa escritura se dice que el campo vendido 
está situado en las isleftas de Martinez, de donde podría inferir- 
se que existía más de una isleta con ese nombre, ó que e^a deno- 
minación abarcaba mayor espacio, aun cuando en ella se agre- 
gue que la referida isleta queda comprendida en el Qiedio del 
campo. 

Tercero, Que la posesión y dominio sobre ese campo, desde 
Mosqueda en mil ochocientos cincuenta y ocho, se comprueba 
por el certificado de foja diez y siete, no haciéndose sobre este 
particular otra observación por parte del demandante, que la de 
que el campo en cuestión no es el mismo que poseyeron los an- 
tecesores de Tomás San Jorge Armstrong y que le fué vendido 
por la señora de Boero en representación de su hijo Francisco 
Miguel, sino otro que queda fuera del alambrado de la estancia 
según la mensura de Warner. 

Cuarto. Que de esta mensura resulta una falta considerable 
en el terreno que por sus títulos le pertenece á los herederos de 
Armstrong y que no obstante esta circunstancia el agrimensor 
desatendió la observación de Lea, de hallarse en posesión el 
señor Tomás Armstrong de una área de terreno que quedaba ex- 
cluida, con la cual se integrase la falta resultante. 

Quinto. Que Warner, por no creerse facultado para la inte- 
gración indicada por Lea, procedió á averiguar la superficie 
comprendida por el área poseída, resultando siempre, á pesar 
do la nueva operación la misma falta, sí bien de menor exten- 
sión (una legua y trescientos seis milésimos de otra). 

Sexto. Que la mensura de Warner demuestra que aun en el 
caso de haberse justificado la razón de incluir en la estancia de 
los herederos de don Tomás Armstrong el terreno comprado in- 
dividualmente por don Tomás San Jorge, habría siempre que 
buscar, prescindiendo de la protesta de Jhonson por más de 
ocho millones de metros cuadrados y de la de Fraill, la falta de 
una legua y pico que les dan sus títulos y posesión y que ha- 
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bíendo recaído ésta sobre la fracción caestionada es evidente 
que es con ella que correspondería completar lafalta. . 

Séptimo. Que considerando correcta la ubicación del terreno 
de Boero, se demostraría la posesión por don Tomás Armstrong 
ó sus herederos del campo que está en litigio ; aun por la desig- 
nación de linderos hecha en la escritura de foja ciento veinte 
j dos, pues allí se establece que el campo de Boero linda, por 
su frente al Este con Acosta, y en los demás rumbos con la t:}s- 
tamentaría de don Tomás Armstrong, de modo que hasta mil 
ochocientos setenta y siete ese terreno litigado, con situación 
al Sur, era como perteneciente á los sucesores de Armstrong. 

Octavo, Que la vaga enunciación hecha en las diligencias 
de mensura, respecto á la situación de la «Isleta de Martincz », 
sin nombrar siquiera á los testigos en cuyas referencias se apo- 
ya, no constituye prueba acabada y que, por consiguiente, no 
hay razón para desestimar la explicación que, sobre este parti- 
ticular, hace el demandado, mayormente, cuando, según la 
escritura de foja ciento veinte y dos, el campo situado en las 
isletas de Martínez, desprendiéndose de esto que la Isleta de 
Martínez del terreno de Boero ha podido ser el punto marcado 
con la letra L en el plano de foja diez y ocho, úotro cualquiera 
comprendido dentro del área que se señala como del doctor 
Marcelino Freiré concordando lo último con la designación de 
linderos hecha en aquella escritura y con la referencia á la 
mensura de Bustinza y Levi y á los planos del Departamento 
Topográfico de la Provincia de Santa*Fé en la de foja ciento 
diez y siete. 

Noveno. Que reconocido como perteneciente á la testamenta- 
ría de Armstrong, el terreno de Boero, su ubicación debía ha- 
berse hecho en la mensura, conforme á sus linderos, y que ex- 
presándose en la escritura de foja ciento veinte y dos, que lin- 
da por su frente, al Este con D. Florencio Acosta, no se le men- 
ciona en los antecedentes ala tercera fracción, que es laque 
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por ese rombo limita al campo indicado^ á pesar de nombrarse 
sos dueños sncesores desde don José Basaaldo, que la obtuvo 
del Fisco en mil ochocientos cincaentay siete, lo caal demues- 
tra que la ubicación dada por Warner no es exacta. 

Décimo. Que de los antecedentes agregados para mejor pro- 
veer resulta demostrada la exactitud de las anteriores conclu- 
siones, pues en el plano de la mensura practicada por Levi en 
mil ochocientos sesenta y seis (anexo segundo) la isleta de 
Martínez está incluida en el área perteneciente á don Tomás 
Armstrong con idéntica ubicación que la que le da Warner y en 
el informe del Departamento Topográfico se dice: c Fijada así 
la línea Sud del campo de Armstrong se vé que el año mil ocho- 
cientos sesenta y seis sus linderos eran por esta parte el Fisco 
(hoy Marcelino Freiré) y don Samuel Laffone», evidenciándose 
por estas constancias que el campo de Boero no es la Isleta de 
Martínez designada en el plano referido, desde que está com- 
probado en autos que Tomás San Jorge lo compró mucho des- 
pués, en mil ochocientos setenta y siete y que antes de esta 
fecha no perteneció á don Tomás Armstrong ni á su testamen- 
taria. 

Undécimo. Que por la mensura del terreno de Freiré practi- 
cada por Peiegrin Baltasar en mil ochocientos setenta y dos, 
cinco años antes de la venta hecha á Tomás San Jorge, se da al 
terreno de Boero, conocido por el de Bergara, la ubicación pre- 
tendida por el demandado, sirviéndose de señales fijadas por el 
agrimensor Levi, y que si bien este último afirma más tarde, 
en mil ochocientos ochenta y uno (anexo ocho) que dentro del 
área que cierra los límites de Armstrong existe no sólo toda su 
propiedad sino también un exceso de dos leguas cuadradas pro- 
cedentes de Mosqueda (Boero) y que ha considerado de propie- 
dad fiscal el campo deslindado por Peiegrin Baltasar para doña 
Manuela G. de Boero, sus conclusiones están contradichas por 
la mensura de Warner, posterior en fecha, y según la cual para 
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completar la superficie gue corresponde á los herederos de Arm- 
strong por sos títulos, falta además de los ciento diez y siete 
millones de metros cuadrados señalados como del Fisco, una 
extensión de más de treinta y cinco millones y también por la 
concesión hecha por el Gobierno de Santa-Fe á dichos herederos 
para indemnizarlos por la falta de la mayor de esas fracciones 
(anexo cinco). 

Duodécimo, Que apareciendo de las mensuras de Pelegrin 
Baltasar y de Warner, que Bustinza practicó otra mensura en 
el Departamento de San Jerónimo judicialmente, según Baltasar 
y. del informe del Departamento Topográfico, que Levi fué co- 
misionado para medir los campos fiscales los que midió fijando 
señales que después sirvieron á Pelegrin Baltasar para des- 
lindar el terreno de propiedad de Freiré y de doña Manuela Gr. 
de Boero (anexo siete), hapodido decirse en la escritura de foja 
ciento diecisiete que Bustinza y Levi fueron comisionados por el 
Gobierno, aun cuando se hubiera incurrido en error respecto al 
carácter atribuido á Bustinza, siendo equivocada la interpreta- 
ción que se hace en el anexo ocho, de haberse supuesto que 
Levi fuese comisionado para ubicar el terreno de Boero, pues 
no se asegura tal cosa en la escritura sino simplemente que la 
ubicación es conforme con la indicada por el comisionado Levi, 
conformidad que consta por la mensura contenida en el anexo 
siete, que tiene por base las señales hechas por este agrimensor. 

Décimo tercero. Que respecto de la mensura de Bayona (ane- 
xo tercero y plano del anexo seis) son aplicables las mismas ob- 
servaciones aducidas en los considerandos precedentes encentra 
de "Warner y de lo expuesto por Levi. 

Decimocuarto. Que en vista de los antecedentes mencionados 
se explica la cláusula de la escritura de foja ciento diecisiete, 
referente, no al derecho de don Enrique Amelong sino al que pu- 
diera corresponder á Tomás San Jorge Armstrong como sucesor 
de don Tomás Armstrong, independientemente del que hubiese 
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adquirido por compra, según se comprende y se especifica que el 
terreno le corresponde por haberlo comprado al menor Boero. 

Décimo quinto. Que Amelong estuvo en posesión del terreno 
en litigio desde mil ochocientos setenta y ocho y lo compró des- 
pués en Setiembre de mil ochocientos ochenta y uno habiéndolo 
arrendado antes, en Abril del mismo ano, al doctor Freiré, se- 
gún se comprueba por los autos agregados. 

Décimo sexto. Que el demandado, prescindiendo de la mensura 
hecha por Pelegrin Baltasar en su propio terreno, no podía 
ignorar, cuando Be le otorgó la escritura por el Gobierno de San- 
ta-Fe, que la segunda fracción que se le reconocía era el campo 
ocupado por Amelong desde que allí se designa como linderos al 
Norte don Tomás Armstrong y al Sud y al Este el mismo Frei- 
ré, no obstante lo cual sólo pretendió hacer valer derechos de 
propiedad en mil ochocientos ochenta y tres, cuando se le deman- 
dó por desalojo. 

Décimo séptimo. Que de lo anteriormente expuesto resulta 
que el campo en litigio es el que fué vendido por la señora de 
Boero á Tomás San Jorge Armstrong y que en caso contrario 
habría pertenecido á don Tomás Armstrong en virtud de esos 
títulos ó de la posesión ejercida. 

Décimo octavo. Que no habiéndose discutido la posesión del 
menor Boero ni la de sus causantes desde mil ochocientos cin- 
cuenta y ocho, la que por otr& parte etit'á acreditada en autos y 
estándolo también la de los sucesores de Armstrong, está pros- 
cripta toda acción que se intente contra ellas con arreglo á lo 
dispuesto por el artículo cuatrocientos cuatro del Código Civil. 

Por estos fundamentos: se declara inprocedente la acción de- 
ducida por el demandante Doctor Don Marcelino Freiré confir- 
mándose con costas la seíitencia apelada, corriente á foja ciento 
cincuenta y nueve. 

OCTAVIO fiUNGE. 

T. I 10 
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CAUSA XXTI 



La Emprem de Ferrocarriles Pobladores contra don Lorenzo 

Sissa; sobre expropiación 



Sumario. — La sitnacion y condiciones idénticas de terrenos 
qae puede dar logar á fijar un precio igual por su valor, no au- 
toriza á establecer una misma indemnización por los perjuicios, 
que sean snbstancialmente distintos. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Jíues Pedcmi 



La Plata, Febrero 15 de 18S3. 



Y vistos : estos autos seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores contra don Lorenzo Sissa, por expro- 
piación, de los que resulta : 

lo Que modificada la demanda por el acta de foja i2 qaedó 
por expropiación de 317 metros más ó menos; y habiéndose 
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convoeado á las partes á compareado verbal como lo determina 
el articulo 6 de la ley nacional respectiva, cayo acto turo lugar 
como consta á foja..., en el que no habiéndose avenido las partes 
á un arreglo amistoso, procedieron al nombramiento de peritos 
como consta á foja... 

S*' Que á foja... se expidió el perito del demandado, estiman- 
do en 5 pesos el metro cuadrado de terreno y un treinta por 
ciento sobre el valor total por toda indemnización. El déla parte 
expropiante se expide á foja... estimando á su vez el precio de 
la tierra en i peso y 20 centavos el metro cuadrado, no estiman- 
do indemnización alguna, por no existir, según él, ningún per- 
juicio. 

3® Que para mejor proveer, el Juzgado mandó practicar por el 
Secretario una inspección ocular del terreno á expropiar, cuyo 
acto se verificó como consta á foja... 

T considerando: 1® Que respecto del precio del terreno^ este 
Juzgado en el caso del mismo expropiante contra don Ernesto 
Tornquist ha fijado el de 2 pesos por metro cuadrado como defini- 
tivo; ese terreno ha sido levantado ó rellenado artificialmente 
con tierra, poniéndolo en condiciones que lo salvan de inunda- 
ciones. 

2f* Que en el caso ocurrente el terreno se halla á su ni- 
vel natural, sin que la mano del hombre lo haya mejorado en 
nada, que pueda colocarlo en las condiciones del en que se halla 
el del señor Tornquist. 

3"* Que en cuanto al perjuicio que le causa la vía del Poblado- 
res, ¿1 sólo se limita al fraccionamiento, pues á la distancia que 
pasa de la edificación ninguno causa á ésta. En este caso el Juz- 
gado considera justo compensar el perjuicio que pueda causarse 
con la suma de 600 pesos, que ofrece por tal concepto el expro- 
piante en su demanda. 

Por estas consideraciones, fallo: fijando en definitiva como 
precio del terreno, el de 1 peso y 60 centavos moneda nacional 
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por metro cuadrado en este expediente coa la suma de 600 pesos 
por perjuicios, que deberá pagar la Compañía expropiante al 
señor Sissa dentro de 10 días de ejecutoriada esta sentencia, 
con más sus intereses desde la ocupación proyiaoria j sobre la 
diferencia entre la suma depositada y la que resulte de la liqui-^ 
dación que se practique, con más los gastos de.actuacion y Jio- 
norario de los peritos. Notifíquese cop el original, regístrese y 
repónganse las fojas. 

Mariano S. de Áurrecoechea. 



FaIIo de lA Suprcmii Corte 

Buenos Aires, Febrero 9 de 189B. 

Vistos: Atento al mérito que arrojan los autos y teniendo en 
consideración, en cuanto al precio, el antecedente en el caso de 
Quintana con esta misma Empresa, por tratarse en ese y en el 
presente asunto de terrenos con igual situación é idénticas con- 
diciones generales,— que el citado caso de Quintana no puede 
invocarse para la fijación de los perjuicios, porque los motivos 
que decidieron á esta Corte en cuanto á las causas materiales 
del perjuicio son substancialmente distintas. 

Por estos fundamentos: se fija en cuatro pesos moneda na- 
cional el precio de cada metro cuadrado de terreno á expropiarse 
y se confirma en lo demás la sentencia apelada de foja cuarenta. 
Repuestos los sellos/devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARÓ- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BÜNCE.— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA .l^XVII 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra Don Ernesto 

Tornquisi; sobre expropiación 



Sumario. — La situación y condiciones idénticas de terrenos 
que pueden dar lugar. á fijar un precio igual por su valor, no 
autoriza á establecer una fiisma indemnización por los perjui- 
cios que sean substancialmente distintos. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuess Federal 



La Plata, Diciembre 4 de 1891. 

T vistos: Estos autos seguidos por la Empresa Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores, contra Don Ernesto Tornquist sobre 
expropiación, resulta: 

1° Que la expresada Compañía se presenta á foja 2 deducien- 
do demanda contra el señor Tornquist por expropiación de 957 
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metros cuadrados del terreno que en mayor porción posee el úl- 
timo en el pueblo de Las Conchas en frente al río Lujan, como 
lo instruye el plano de foja 1, consignando á foja 7 la suma de 
382 pesos ochenta centavos por todo precio é indemnización . 

2"^ Que convocadas las partes á juicio verbal con arreglo al 
artículo 6° de la ley nacional de expropiación se verificó ese 
comparendo como consta á foja 17 vuelta, en el que no pudien- 
do avenirse las partes sobre el precio se procedió al nombra- 
miento de peritos, como lo dispone el recordado artículo, nom- 
brando por su parte la Compañía expropiante á Don Domingo 
Larralde y el demandado á Don Andrés Bolón. Los peritos 
aceptaron el cargo como consta á foja 18 vuelta. 

S"" Que el perito del demandado se expidió á foja 20 y el de la 
demanda á foja 25, £1 primero estima en 15 pesos moneda na- 
cional el metro cuadrado por la extensión á expropiar y como 
indemnización por la fracción inutilizada al fondo de la propie- 
dad y depreciación de la fracción mayor , 10 pesos moneda na- 
cional por metro cuadrado. El perito de la demanda á su vez se 
expideapreciando en 80 centavos el metro cuadrado de terreno 
y en 40 centavos moneda nacional por vía de indemnización. 

4° Que el Juzgado en vista de la diferencia con que se han 
producido los peritos y para mejor proveer nombró otro perito 
de oficio, para que previa una inspección ocular hiciera una 
nueva estimación, debiendo acompañarse del Secretario. 

Aceptado el cargo por el nombrado de oficio se expidió como 
consta á foja 33 estimando en 4 pesos el metro cuadrado de te- 
rreno y todo perjuicio resultante de la expropiación en un 
25 Vo por el resto del terreno que queda al expropiado. 

Con ese informe queda el expediente listo para sentencia. 

Y considerando : I"" Que en cuanto al precio, él perito del de- 
mandado hace su estimación fundándose en las compras hechas 
por Don Felipe Maden á Don Sántigo Colas en 10 pesos vara 
cuadrada y la de Don Mariano Sabéz á la Empresa expropiante 
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á 6 pesos 7 medio la vara cuadrada y en otras ventas hechas in- 
mediatas al Tigre Hotel á los precios de 10, 15 y 20 pesos mo- 
neda nacional vara cuadrada. A este informe debe observarse, 
que no se citan épocas, que es lo que debe tenerse presente, pues 
el precio del terreno debe estimarse por el que realmente tenía 
cuando se decretó la expropiación. Que á este respecto el pe- 
rito de la Compañía á su vez se funda en precios que dice ser 
ciertos, en tanto entre otros casos, uno de nn terreno contiguo 
al del señor Tornquist, cuyo precio dice haber sido el de un peso 
y medio y dos pesos el metro cuadrado. Es verdad que ese infor- 
me fué impugnado por el representante del demandado en el 
sentido de ser sumamente baja la tasación, pero sin alegar la 
falsedad de las citas que en ese informe se hace. Para que fue- 
ra eficaz la oposición era necesario haberse alegado que la renta 
referida que se dice hecha en el año siguiente al que se decretó 
la expropiación, era falsa en el valor por el que se dice se ve- 
rificó. 

2^* Que este Juzgado ha fijado en el caso de expropiación de 
la misma Compañía, contra Don Domingo Giudice, por terrena 
en mejores condiciones el precio de 3 pesos moneda nacional 
por metro cuadrado y por consiguiente si el Juzgado ha de ser 
consecuente en sus resoluciones, este debe ser el punto de par- 
tida para que el Juzgado fije el precio en definitiva. 

3^ Que al señor Tornquist se le cruza por el fondo el terreno 
con la vía y ese fondo tiene frente á dos calles, lo que disminu- 
ye la importancia del terreno á expropiar: el del señor Giudice 
tiene un destino y está ocupado productivamente, mientras que 
el de que se trata en este asunto no tiene destino aparente; y 
aun cuando lo tuviera, entraría en la categoría de las ventajas 
hipotéticas, que no deben ser tenidas en cuenta por el ministe- 
rio de la ley. Por consiguiente el terreno del señor Tornquist, 
se halla en inferioras condiciones para la estimación que el del 
señor Giudice, desde que la fracción mayor que á aquel le queda, 
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puede se utilizada mientras que á éste se le expropia el todo. 

4® Que como fesulta de autos el perjuicio por causa de la ex- 
propiación, se encuentra en el presente caso ea la depreciación 
por fraccionainie&tpy especialmente á la fracción menor que no 
ha podido determiaa^rse por la falta de exhibición de los títulos. 

El perito del demandadojlp estima en 10 pesos el metro cua- 
drado; el de la demanda en 4p centavos como precio de indem- 
nización sobre cada metro que la línei ocupa, 7 el de oficia 
en25<»/o. 

5^ Que respecto de la desvalorizacion de la moneda circulante 
que nadie ha argüido y que invoca el perito de oficio, no es ra- 
sen legal que ha podido hacer yale^c óste, pues no estaba en sus 
facultades tenerla presente, habiendo debido concretarse á la 
apreciación ó estimación de lo cuestionado y no á la calidad de 
moneda chaucelatoria. 

Por todo ello, fallo: fijando en definitiva el precio de 2 pesos 
moneda nacional por cada metro cuadrado de terreno á expro- 
piar en esta causa y por toda indemnización la suma de 300 pe- 
sos moneda nacional que deberá pagar el expropiante al señor 
Tornquist, dentro de 10 dias de ejecutoriada esta sentencia con 
sus intereses á estilo de Banco desde la posesión provisoria y 
sobre el excedente de la suma depositada con más los gastos de 
actuación y honorarios de los peritos. 

Notifíquese original, regístrese y repónganse los sellos. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Vallo df) la Suprenm €)orte 



Buenos Aires, Febrero 9 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito que arrojan los autos y teniendo en 
consideración en cuanto al precio^ el antecedente en el caso de 
Quintana con esta misma Empresa, por tratarse en ese y en el 
presente asunto de terrenos con igual situación y en idénticas 
condiciones generales; que el citado caso de Quintana no puede .. 
iuYocarse para la fijación de los perjuicios porque los motivos 
que decidieron á esta Corte, en cuanto á las causas materiales, 
son substancialmente distintos. 

Por estos fundamentos se fija en cuatro pesos moneda na- 
cional el precia de cada metro cuadrado de terreno á expropiar- 
se, y se confirma en lo demasía sentencia apelada de foja trein- 
ta y seis. Bepuestos los sellos devuélvanse • 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. YARE- 
LA. — ABEL BA2AN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 



i 54 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAVSA XXYIIl 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra la Compañía 
de Mandatos y Préstamos del Rio de la Plata ; sobre ex- 
propiación. 



Sumario. — La sítuacioa y condiciones idénticas dé terrenos 
que pueden dar lugar á fijar un precio igual por su yalor, no au- 
toriza á establecer una misma indemnización por los perjuicios 
que sean substancialmente distintos. 



Caso . — Lo indica el 



Fallo del Jíuex Federal 



La Plata, Abril 19 de 1892. 

T yistos : Estos autos seguidos por la Compañía Nacional 
de Ferrocarriles Pobladores contra la Compañía de Préstamos 
7 Mandatos del Río de la Plata, Limitada, sobre expropiación; y 

Resultando : i"* Que á foja 2 se presenta el apoderado de di- 
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cho Ferrocarril demandando á la Compañía de Préstamos j 
Mandatos por expropiación de trescientos veinte y cinco metros 
cuadrados de terreno situado en el Partido de Las Conchas; y 
en su virtud y de acuerdo con el artículo sexto de la ley nacio- 
nal de expropiación, se convocó á las partes á juicio verbal. 

^'^ Que realizado ese coihparendo como consta á foja i 3, y no 
aviniéndose las partes á un arreglo amistoso, se procedió al 
nombramiento de peritos, los que aceptaron el cargo como cons- 
ta á foja i 4. 

S*' Que áfoja 15, se expide el perito del expropiante, esti- 
mando en ochenta centavo^s el metro cuadrado de terreno, y el 
veinte por ciento de este precio como indemnización. El perito 
del demandado por su parte, á foja 20, estima en siete pesos el 
metro cuadrado de terreno y en diez mil pesos las indemniza- 
ciones. 

4"^ Que en vista de las divergencias de los peritos de las par- 
tes, el Juzgado nombró otro de oficio para mejor proveer, para 
que, previa una inspección con el Secretario, hiciera una nueva 
pericia. 

5° Que aceptado el cargo por el nombrado de oficio, y practi-^ 
cada la inspección como consta á foja 30, se expidió á foja 40 
estimando en siete pesos el metro cuadrado de terreno y en dos 
mil quinientos pesos toda indemnización. 

Y considerando: 1° Que en cuanto al precio del terreno, á pe- 
sar de hallarse de acuerdo el perito de la parte demandada con el 
nombrado de oficio, existe jurisprudencia en este Juzgado sobre 
el valor venal de la tierra, en los casos de Giudice, Boca, Torn- 
quist. Liza y Penard, que se hallan en mejores condiciones que 
el de cuya expropiación se trata. 

2^ Que el precio que costó al expropiado, no debe servir de 
base parala resolución del Juzgado, porque si bien se ha pa- 
gado un precio que debe conceptuarse alto, la misma considera- 
ción sería de tenerse en cuenta, si se hubiese pagado un precio 
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ínfimo ; y a&í resulta en el caso de la misma Compañía expro- 
piante contra la sociedad «La Tejedora » y Newmaa, en que 
este Tribunal, se separó del precio de venta á los expropiados, 
para determinar un valor en razón y justicia; resolución que 
acaba de ser confirmada por la Suprema Corte de Justicia Na- 
cional/ 

3^ Que aun cuando puede' argúirse que habiendo dos peritos 
conforme con el precio, y esta conformidad debe tomarse como 
justa apreciación, debe oponerse á ello la jurisprudencia que se 
ha establecido en los casos citados, y á cuya consecuencia debe 
el|Juzgado sujetarsus resoluciones en casos análogos; y en el pre- 
sente no existe razón alguna que obligue á desviar su juicio en 
igualdad de condiciones. 

4'' Que tampoco es razón de tenerse en cuenta el objeto[para 
que adquirió el expropiado su fundo, porque cualquiera que él 
fuese no podría ante la necesidad de utilidad pública aumentar 
los quilates de su valor venal, que es intrínseco, y no estrín- 
seco. 

5^ Que en ese orden de ideas es facultativo en el Juzgado 
separarse de la opinión de los peritos, cuando éstos se han ne- 
párado visiblemente en sus estimaciones, de las consideracio- 
nes que quedan apuntadas, y que son las que deben servirles de 
regla absoluta para sus veredictos, pues á ser de otra manera 
serían los peritos los que fallasen, y noel Juez que busca ilus- 
traran juicio en ellos, encontrando un punto departida, que en 
este caso legalmente no se halla. 

6® Que respecto de los perjuicios alegados, consta de autos 
que positivamente consiste en la privación de la parte expropia- 
da, limitando el ensanche de los galpones que sirve para el de- 
pósito ó guarda de los elementos del « Tigre Boat Club ». Estos 
perjuicio^ pueden y deben conceptuarse fuera de toda estima- 
ción, porque según la escritura de foja 35, la Sociedad deman- 
dada adquirió la propiedad en cuatro de Mayo de mil ocho- 
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cientos oohenta y nueve, y la ley de concesión es de diez de 
Octubre dé mil ochocientos ochenta y siete, por consiguiente el 
demandado adquirió el fundo, cuando ya existía la obligación 
de sujetarse á esa ley que restringía 6 podría restringir el do- 
minio privado, y fundada en causa de utilidad pública; restric- 
ción que el derecho común admite perfectamente. 

7^ Que aun cuando las consideraciones precedentes no exis- 
tiesen, no podría primar una razón de solaz ó recreo como^ se 
alega contra una necesidad pública de beneficiar á la comuni- 
dad ; porque la privación es infinitamente menos considerada 
legalmente^ que la de realizar una obra benéfica á la comuni- 
dad en una forma tangible, cuyas ventajas no deben conside- 
rarse hipotéticas con relación al expropiado^ desde que al esta- 
blecerse por el rerro-carríl expropiante una Estación á una 
cuadra próximamente del fundo en cuestión, no sólo valoriza su 
propiedad restante, sino que presta . á sus asociados facilidad 
para la comunicación cpn la Capital Federal. 

Por todas estas consideraciones, fallo : separándome del dic- 
tamen de los tres peritos y fijando en definitiva como justo pre- 
cio del terreno á expropiar, el de tres pesos m/n por metro cua- 
drado, y por toda indemnización la suma de quinientos pesos 
de igual moneda con sus intereses á estilo de banco por el saldo 
que resulte deudor sobre lo depositado y desde el día de la po- 
sesión .provisoria, todo lo que deberá pagar el expropiante den- 
tro de diez días de ejecutoriada esta sentencia, con más los 
gastos de actuación y honorarios de los peritos. 

Hágase saber con el original^ regístrese, y repónganse los 
sellos. 

Mariano 5. Aurrecoechea. 
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Palto lie I» Svpreifia C^rte 



Buenos Aires, Febrero 9 de 1893. 

Vistos: atento el mérito que arrojan los autos, y teniendo en 
consideración, en cnanto al precio^ el antecedente en el caso de 
Quintana con esta misma Empresa, por tratarse en ese y en el 
presente asunto, de terrenos con igual situación y en idénticas 
condiciones generales ; que el citado caso de Quintana no puede 
invocarse para la fijación de los perjuicios, porque los motivos 
que decidieron á esta Corte en cuanto á las causas materiales 
del perjuicio son substancialmente distintas.' 

Por estos fundamentos : se fija en cuatro pesos moneda na- 
cional el precio dé cada metro cuadrado de terreno á expropiar, 
y se confirma en lo demás la sentencia apelada de foja cincuen- 
ta. Repuestos los sellos devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA XXIX 



El Fisco Nacional contra don M. C, Gonzalesí^por cobro de 

pesos; sobre excusación 



Sumario. — Es causa legal de excusación el haber el Juez in- 
tervenido en el proceso como fiscal. 



Caso. — Lo indica el 



Fall« del ^ues Federal 



La PlaU, Octubre 15 de 1892. 

Notando el Juzgado que ha actuado en la presente acción, en 
categoría de Procurador Fiscal, según se Te á fojas 8 y 9 — por 
esto se inhibe de continuar conociendo y pase al señor juez en 
turno doctor don Eduardo Guido para que previo juramento en 
forma, proceda lo que al estado de la causa corresponda. 

Aurrecoechea. 
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VISTA DEL SEÍ90R PROCURADOR GENERAL 



• • . 



Buenos Aires, Enero 33 de 1893, 
Suprema Corte : 

El señor Juez Federal de la sección de Buenos Aires, no ha 
compromejtido opinión ni emitido juicio sobre el fondo de la 
causa, cuando ejerciendo el cargo de Procurador Fiscal, limitó 
su acción á pedir las diligencias de fojas 8 vuelta y 9. No está in- 
hibido de conocer y resolver en ejercicio de su jurisdicción actual; 
y pido á la Suprema Corte se sirva así declararlo, revocando 
en consecuencia el auto recurrido de foia i2. 

Sabiniano Kier, 



Fiill« de la Siipremii Corte 



Buenos Aires, Febrero 9 de 1893. 

Y vistos, considerando: Que según lo prescribe el artículo se- 
tenta y siete del Código de Procedimientos en lo Criminal, los 
Jueces que se encuentren en algunos de los casos del artículo 
setenta y cinco deben inhibirse de oficio, j que en el inciso 
cuarto de este último se establece como causa de recusación la 
de haber intervenido en el proceso como Fiscal, caso eii que se 
encuentra el doctor Aurrecoechea continuando las gestiones de 
su antecesor. 
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Por esto, y no obstante lo expuesto por el señor Procurador 
General, se confírma el auto apelado corriente á foja doce vuelta 
y devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LITIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA X\X 



Garrido y Compañía contra la Compañía General de Fósforos, 
por usurpación de patente; sobre embargo 



Sumario. — El demandado por explotación indebida de in- 
vento puede evitar la suspensión de ella, y el embargo de los 
efectos que forman su objeto dando caución bastante á juicio 
del Juez. 



Caso. — Don Manuel Copello, en representación de los acto 
resy ocurrió al Juzgado exponiendo: que sus mandantes obtu 

T. 1 11 
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vieron en la oficina respectiva, patente de invención por un 
nuevo sistema de avisos para colocar en toda clase de cajas de 
fósforos. 

Que hacia algún tiempo que la Compañía General de Fósfo* 
ros, venía usando el privilegio, haciéndole una gran compe- 
tencia. 

En esta virtud y usando del derecho que le acuerda la ley, 
entabla demanda contra la referida Sociedad, por indemniza- 
ción de daños y perjuicios, que se estiman en 90.000 pesos mo- 
neda nacional. 

Fundado en el artículo 58 de la ley de patentes, pidió, bajo la 
responsabilidad de sus mandantes, embargo de las cajas objeto 
de la falsificación, como también de las piedras litográficas y 
dibujos que se encuentran en los establecimientos de la Compa- 
ñía demandada. 

El Juzgado proveyó de conformidad y mandó librar manda- 
miento de embargo, el que se verificó. 

Don Ernesto J. Borré, por la Compañía General de Fósforos, 
se presentó al Juzgado pidiendo el levantamiento del embar- 
go, bajo la caución de don Cayetano Dellaohá, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 58 de la ley de patentes. 



I 
Fallo del Suem Federal 



fiueuos Aires, Marzo 5 de 1893. 



Como se pide: en su consecuencia acéptase la fianza y el fia- 
dor propuesto, de acuerdo al artículo 58 de la ley de patentes 
de invención y previa la escritura correspondiente en la que el 
fiador se responsabilizará por las resultas del juicio; notifíquese 



DE JUSTiaA NACIONAL 163 

al Oficial de Justicia para que suspenda la ejecncion de los em- 
bargos mandados trabar, librándose los exhortes solicitados si 
necesario fuere. 

Ugarriza, 



Fallo lie la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 9 de 1893. 

T vistos: Por sus fundamentos se confirma el auto apelado 
de foja treinta y cuatro vuelta, reiterado á foja noventa y una. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA x.i;.iíi 



Don Alberto Manno contra la Fábrica Nacional de dinamita, 
por cobro de pesos; sobre fianza de arraigo 



Sumario. — El demandante extranjero que reside en el país 
desde más de dos años no está obligado á dar fianza de arraigo. 



Caso. — Lo indica el 



FaIIo del Jueas Federal 



Buenos Aires, Mayo 5 de 1892. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito 7 teniendo además en consideración: que según lo reconoce 
la misma parte demandada, el actor ha ejercido su profesión 
industrial en el país por más de dos años, en los cuales dice éste 
haber devengado los salarios que se cobran. Que según el artí- 
culo 11 de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
n.'iles Nacionales, la vecindad en una provincia se adquiere para 
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los efectos del fuero por ana residencia coatinuada de dos años, 
disposición que puede aplicarse por analogía, para establecer la 
domiciliacion del extranjero, en ausencia de otras reglas de 
criterio, á efecto de considerarse eximido de la obligación de 
arraigar el juicio, á que se refiere el artículo 74 de la Ley Na- 
cional de Procedimientos. Que esta disposición sólo comprende 
al demandante extranjero transeúnte, y que en ningún mo- 
mento ha tenido domicilio y arraigo en el país, por el ejercicio 
del comercio ó industria, siendo la mejor prueba de no encon- 
trarse el actor en este caso, el hecho de haber tenido contratos 
con la Sociedad demandada, y prestádole sus servicios durante 
más de dos años. 

Por esto: no ha lugar con costas ala excepción opuesta y con- 
téstese derechamente la demanda en el término de ley. Notifí- 
quese con el original y repónganse los sellos. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corle 



Buenos Aires, Febrero 9 de 1893. 

Y vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas el au- 
to apelado de foja diez y seis vuelta. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse, 

benjamín paz.— luis V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN.-— OC- 
TAVIO BUNGE.--JUAN E. TO- 
RBENT. 
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CAUSA XX.l^ II 



Do7i Salvador Andreu y Grau^ de Barcelona, contra don Rómulo 
Minoszi, por falsificación de marca; sobre fianza de arraigo. 



Sumario.— 'L^ fianza de arraigo no procede en los jnicios 

■ 

criminales. 



Caso,— Lo indica el 



Fallo ilel Suem Federal 



Buenos Aires, Noviembre 24 de 1892. 

Yyistos: Para resolver sobre la excepción de arraigo del jui- 
cio interpuesto por el demandado señor Minozzi, y conside- 
rando: 

1^ Que los presentes autos versan sobre infracción á In ley de 
Marcas de Fábricas y de Comercio y que se ha entablado por el 
demandante la acción criminal á que esa ley se refiere para obte- 
ner la aplicación de las penas establecidas en el artículo 28 de la 
misma. 
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2° Que tratándose en consecuencia de una causa criminal, no 
tiene aplicación el artículo 74 de la ley de Procedimientos de 
lide Setiembre de 1863. 

3^ Que el Código de Procedimientos en materia penal no 
menciona tal excepción en ninguna de sus disposiciones. 

4"^ Que no es posible, dada la naturaleza del juicio, hacer una 
aplicación extensiva por analogía de las disposiciones de la ley 
de Procedimientos Civiles. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con la resolución de la 
Suprema Corte que se registra en la página 181, tomo 2"", serie 
3* de sus Fallos, resuelvo : no hacer lugar á la excepción de 
arraigo del juicio interpuesto por la parte de Minozzi y Zanon, 
y mando que el demandado conteste derechamente la demanda 

en el término legal, siendo las costas á cargo del demandado. 

• 

J. V. Lalanne. 



Fallo de la Suiírema Corte 



Buenos Aires, Febrero 9 de 1893. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja diez y ocho. Eepuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS V. VAR£LA. 
—ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 
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X.\XIII 



El Ferrocarril Central Árf/entíno contra Don Andrés 

Deveaud; sobre expropiación 



Sumario. — Eu las expropiacíoaes, la indemnizaciün debe ser 
equitativa. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del ^ueas Federal 



La Plata, Agoslo 28 de 1891. 

Y vistos : Estos autos seguidos por el Ferrocarril Central 
Argentino contra Don Andrés Deveaud sobre expropiación ; y 

Resultando: I"" Que formalizada la demanda por el acta 
de foja 17 en la que las partes no aviniéndose á un arreglo 
amistoso procedieron al nombramiento de peritos, de conformi* 
dad con el artículo 6 de la ley nacional de expropiación, cuyos 
peritos aceptaron el cargo como consta á foja 17 vuelta. 

2^ Que á foja 18 se expidió el perito de la parte demandada 
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estimando en 80 centavos moneda nacional el metro cuadrado sin 
determinar perjuicios. El del demandante, por sa parte, se ex- 
pide á foja 20 apreciando en 0.03 el metro cuadrado ó sea 300 
pesos ]a hectárea con más el 25 por ciento por indemnización. 

3^ Que el Juzgado en vista de las observaciones hechas por 
las partes á esos dictámenes y de la notable diferencia en las 
apreciaciones de los peritos: resolvió, pañi mejor proveer, el 
nombramiento de otro perito especial para que hiciese una nue- 
va apreciación debiendo con el Secretario de la causa hacer una 
inspección ocular del terreno y veriñcar la exactitud de las 
afirmacioues de los primeros peritos; cuya inspección ocular 
consta á foja 38. 

i^ Que el perito nombrado de oficio se expidió como consta 
á foja 39 estimando en 500 pesos moneda macional la hectárea 
y como indemnización la mitad equivalente al señalado por 
hectárea por depreciación de la fracción menor. Con lo que el 
Juzgado llamó nuevamente autos; y 

Considerando : 1"^ Que tratándose del informe pericial de 
la parte del demandado, el Juzgado observa que él no se ha- 
lla concebido en términos que puedan ilustrar los autos; pues 
se limita á términos generales para dar mayor valor á la 
tierra y sin determinar perjuicios ni su naturaleza y por lo tan- 
to debe tenerse como una simple opinión. 

2*^ Que el perito del expropiante por su parte prestigia su 
informe cuyos puntos de apoyo no obtante débese tener pre- 
sente lo hacen colocar en condiciones que no admiten formar 
criterio entre la opinión de este perito y el del demandado. 

3*" Que en cuanto al dictamen del perito especial y estudia- 
dos debidamente los dos primeros, resulta el último que es el 
que más so aproxima al objeto de su nombramiento en razón 
de sus fundamentos basados en resoluciones ejecutoriadas y 
en consideraciones que no son de desestimarse por el Juzgado 
porque priman sobre las razoies invocadas por sus colegas. 
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4^ Que si bien es cierto que la parte demandada ha obserra- 
do el informe del perito especial ; no es menos cierto que tra- 
tándose de un informe ordenado para me/orpro{;eer y estan- 
do llamados autos ha quedado cerrada toda discusión. 

Por todo ello, fallo: adoptando como resolución el dictamen 
del perito especial corriente á foja 39 y fijando en su conse- 
cuencia definitivamente el valor de la tierra á expropiar en es- 
ta causa en 500 pesos moneda nacional y toda indemnización 
en la mitad equivalente al señalado por hectárea con relación 
á la fracción menor, que deberá pagar el Ferrocarril Central 
Argentino dentro de diez dias de ejecutoriada esta sentencia 
con sus intereses á estilo de Banco desde la ocupación de la tierra 
y sobre lo excedente de lo depositado y las costas del juicio re- 
ducidas al honorario de los peritos y gastos de actuación. No- 
tifíquese con el original ; regístrese y repónganse los sellos. 

Mariano S. de Aurrecoechea , 



Fallo de laSuiireiia Corte 



Buenos Aires, Febrero 11 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito de autos y considerando equitati- 
vos^ en relación á la Empresa, el precio asignado al terreno y la 
indemnización por- perjuicios, mandadas pagar en la sentencia 
de foja cuarenta y siete, se confirma con costas. Repuestos los 
sellos devuélvanse. 

benjamín paz. — luis V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN.— OC- 
TAVIO BUNGE. 
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XX^IV 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra Dona 
Mercedes C. de Ánchorena; sobre expropiación 



Sumario. — £n las expropiaciones, la indemnizacioQ debe ser 
equitativa. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del JTuez Federal 



La Plata, Febrero 12 de 1892. 

. Vistos: Nuevamente los autos seguidos por la Compañía Na- 
cional de Ferrocarriles Pobladores contra Doña Mercedes C. de 
Anchorena, sobre expropiación. 

Y considerando: i'' Que vueltos losantes de la Suprema Cor* 
te después del acuerdo celebrado por las partes, dando por ter- 
minadas las articulaciones promovidas por la demandada, se con- 
voca á comparendo verbal, acto que tuvo lugar y de que instruye 
el acta de foja 93 y en el que los interesados nombraron los pe- 
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ritos que determina el artículo 6° de la ley de expropiación, 
designándose por parte de la Empresa expropiante á Don Do- 
mingo Larralde, y por la propietaria á Don Andrés Bolón. 

^ Que el último, en su informe corriente de fojas 94 á 96, ava- 
lúa en 34.200 pesos nacionales el área que se expropia á la seiio- 
ra de Anchorena, 6 sea á razón, de 6 pesos el metro cuadrado, 
comprendiendo en ese precio la indemnización de los perjuicios. 
Y el perito Larralde, por su parte, en su informe]de fojas 97 á 
100, avalúa en 16 centavos cada metro cuadrado de la superficie 
expropiada, opinando que el resto del terreno no sufre perjui- 
cio y que por el contrario las obras que se construyen para la 
línea férrea, le benefician. 

3° Que en vista de la disparidad de precios fijados por di- 
chos peritos y del desacuerdo de los mismos respecto de los per- 
juicios que sufro por su fraccionamiento, el Juzgado, para me- 
jor proveer, nombró un perito especial á fin de que hiciera un 
nuevo justiprecio, recayendo ese nombramiento en la persona 
de Don José Mendoza, el cual se expide á foja 107 avaluando el 
terreno á razón de 30 centavos el metro cuadrado, y estimando 
en un 10 por ciento sobre el valor de la fracción que se expro- 
pia, la indemnización de perjuicios. 

4° Que no obstante ese nuevo informe, el Juzgado á £n de 
poder formar más exacto juicio sobre el valor del terreno de que 
se trata, examinándolo en sus condiciones de posición, pro- 
ducción, etc., y darse cuenta de la forma en que la línea férrea 
lo fracciona, decretó y practicó una inspección ocular del mis- 
mo, de cuyo resultado instruye el acta de foja 111. 

5^ Que respecto del valor de los terrenos situados como el de 
la señora de Anchorena, bajo las barrancas de San Isidro, no 
existen otros antecedentes que los precios fijados por esto Juz- 
gado y la Suprema Corte en diversos casos de expropiación de 
terrenos análogos en situación y condiciones; pues no se conocen 
ventas voluntarias de ellos sino conjuntamente con la parte alta. 
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las que no podrían servir de base para establecerlo en este caso, 
por cuanto su ubicación sobre las barrancas, en que están si- 
tuadas las quintas de verano de sus propietarios, hace que su 
valor sea muy superior bajo todo punto de vista, al de la parte 
del bajo. 

6"" Que esos precios han variado entre 70, 80 y 90 centavos 
y nn peso moneda nacional; debiendo para el presente caso te- 
nerse en cuenta el de 80 centavos fijados á los terrenos de Don 
Martin Haedo, por la igualdad de condiciones y situación como 
por no haber las partes recurrido de esas sentencias, lo que ha- 
ce presumir su equidad. 

7® Que respecto de los perjuicios, ellos consisten en la división 
que sufre el terreno que deja una fracción del costado de la ribe- 
ra^ en todo el ancho de él (véase acta de la inspección ocular, 
foja 111 vuelta) por completo incomunicada del resto de la pro- 
piedad ¿causado los altos terraplenes sobre que se extiende la 
línea férrea, loque le trae un gran demérito, y de que debe ser 
indemnizado el propietario. 

Por estas consideraciones, fallo : fijando en 80 centavos el me- 
tro cuadrado del terreno de la señora Mercedes C. de Anchorena, 
y que la Compañía expropiante deberá pagarle con más la su- 
ma de 900 pesos nacionales como indemnización por fracciona- 
miento, con los intereses de Banco^ desde el día de la ocupación 
del terreno, sobre el fallo, que resulte deducida la consigna- 
ción de foja 1 , siendo las costas del juicio á cargo de dieha 
Compañía, de conformidad al artículo 18 de la ley de expropia- 
ción. Repónganse los sellos y notifíqueso con el original. 



Mariano S. de Áurrecoec/iea. 
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Fallo «le %m gaprew n fc Corte 



Buenos Aires, Febrero 11 de 1893. 

Vistos : Atento el mérito de autos y considerando equitati- 
vo el precio asignado al terreno y la indemnización por per- 
juicios, mandada pagar por la sentencia de foja ciento trece» se 
confirma. Bepuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VÁRE- 
LA.-- ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 
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CAVSA ]KX.¥Y 



La Empresa del Ferrocarril Noroeste Argentino contra don 
Miguel Muluverría; sobre expropiación 



Sumario, — En las expropiaciones, la indemnización debe ser 
equitativa. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Jueae Federal 



La Piala, Abril 10 de 1891. 

Y vistos: estos antos seguidos por los señores Joan Gr. 
Meiggs Son y Compañía contra don Miguel Mutuverría, sobre 
expropiación, y resultando: 

1^ Que formalizado el juicio de expropiación por el acta de 
foja 6 vuelta en el que no hubo avenimiento, se procedió al 
nombramiento de peritos para la estimación del terreno y los 
perjuicios causados por la expropiación. 
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^'^ Que aceptado el cargo por los peritos, éstos se han expedí- 
docomo consta á foja 10 j foja 11, estimando el del deman- 
dado en 90 pesos moneda nacional de curso legal la hectá- 
rea, inspirándose para ello en las razones alegadas en el compa- 
rendo verbal por el abogado representante del demandado. £1 
perito del demandante estima, á su vez, en 8 pesos moneda na* 
cional la hectárea. 

S"" Que en vista de la divergencia de los peritos, y para mejor 
proveer, elJuzgado decretó una vista ocular del terreno á expro- 
piar, cuya diligencia se practicó como consta del acta precedente. 

Y considerando: 1^ Que las razones en que se funda el perito 
del demandado para apreciar en 90 pesos la hectárea del terreno 
á expropiar, no sonde tenerse en cuenta, por cuanto son las ale- 
gadas por la parte interesada, y que el perito no ha debido ha- 
cer suyas dado el carácter que investía de Juez de hecho y asesor 
del Juzgado, debiendo sólo proceder á verdad sabida. 

2° Que el perito de los demandantes tampoco se ha producido 
en la forma que deben expedirse los peritos de su clase, pues, 
como queda dicho, su misión es asesorar al Juzgado, ilustrán- 
dolo con la demostración razonada de la calidad, naturaleza y 
quantum de los perjuicios, así como del por qué del valor que fija 
á la tierra á expropiar. 

3^ Que del escrito de demanda, resulta: que los demandantes 
han ofrecido al demandado el precio de 12 pesos moneda nacio- 
nal la hectárea de tierra á expropiar, y es éste, entonces, el 
precio que debe primar, y no el fijado por su perito. 

4^ Que de la vista ocular practicada, resulta: que los perjui- 
cios que se producen por la expropiación no son tangibles, y, 
por lo tanto, no son de tenerse en cuenta. 

Por estas consideraciones, fallo: fijando como precio la suma 
consignada á foja 1, que le será entregada al demandado ejecu- 
toriada que sea esta sentencia, con los intereses que hubiera de- 
vengado, sin especial condenación en costas. 
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Hágase saber coa el original, regístrese y repónganse los 
sellos. 

Mariano 5. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires^ Febrero 11 de 1893. 

Vistos : Atento el mérito de autos j la ubicación del terreno 
á expropiarse, verificada en el mapa de los Ferrocarriles de la Re- 
pública, 7 considerando equitatiTO el precio asignado en la sen- 
tencia de foja veinte j tres vueltn, se confirma. Bepu estos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. -^ LUIS V. 
VAIIELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BLNGE. 



T. I 12 
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CAUí^A \XW1 



El Ferrocarril Central Argenlino contra fl* Loreto Peralta; 

sobre expropiación 



Sumario. — En las expropiaciones, la indemnización debe 
ser equitativa. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuez Fedeml 



Y vistos estos autos seguidos por el Ferrocarril Central Ar- 
gentino contra D" Loreto Peralta, sobre expropiación : 

Eesultando: I"" Que deducida la dtmandaporel Ferrocarril 
expropiante, se convocó á las partes al comparendo verbal que 
determina el artículo 6° de la ley nacional de expropiación, 
cuyo acto tuvo lugar, como consta del acta que corre á foja 
H, no aviniéndose sobre el precio é indemnizaciones, procedió- 
se en consecuencia al nombramiento de peritos, los que acepta- 
ron el cargo, como consta á fojas 11 vuelta y 12. 

2° Que el perito de la demandada se expide á foja 14, esti- 
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mando en dos pesos moneda nacional poi cada metro cuadie 
el valor del terreno, ; por indemnización de daños j perjui 
la suma de nueve mil nuevecientos ochenta pesos m/n, que 1: 
un total de veinticuatro mil doscientos cuarenta posos m/n. 

3° Que el perito de la demanda se espide á su vez, apreci 
do en 40 centavos por metro cuadrado de tierra, en vista 
desperfeccionamiento, ven 15 centavos también por metro < 
drado por daños y perjuicios, ó sea un total de cuatro mil c 
to noventa j seis con 50 centavos m/n. 

i" Queen presencia deesos informes ; dn la notable difei 
cia de apreciaciones, el Juzgado, para mejor proveer, nom 
nn perito de oñcio, para que previa una inspección ocular hi 
ra una nneva estimación. Esta diligencia fué practicada, ct 
consta á fojas 40 y 41 , estimándose en un peso j 50 centt 
y los daños y perjuicios en ochenta centavos el metro cuadn 

Y considerando : 1" Que en cuanto al precio del terreno ri 
tenerse eu cuenta, como punto de partida, que éste se halls 
toado en los suburbios del puehlo de la Exaltación de la C 

2° Que la estimación que de él hacen los peritos, varfa ei 
40 centavos, 1 y 50, y 2 pesos por metro cuadrado. El 
rito de la demanda, no da un solo fundamento de la razón 
ha tenido en cuenta para su valuación, ni refiere el preci 
época determinada ; tampoco c\ perito de oBcio expone mayí 
datos; y es indispensable conocer los precios que esos terrt 
tenfaii en la época en que se dicta la ley de concesión para 
terminar su verdadero valor. 

3° Qoe en este caso, no queda mis que el informe del pe 
del demandado, que, aun cuando expone lan razones que 
omitido sus colegas; por razón de su singularidad y por si 
de la parte expropiadn, sus conclusiones no deben admitiré 
absoluto. 

4" Que este Juzgado, en el caso del mismo Ferrocarril < 
tra D. Torciiatode Alvear, por terrenos inmediatos al puebl 
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San Fernando, ha fijado como precio á razón de 24 centavos, 
el metro cuadrado (dos mil cuatrocientos pesos hectárea) y en 
terrenos en San Isidro, inmediatos á la Capital, en el caso de 
los Ferrocarriles Pobladores, contra los doctores D. Martín 
Bustos y D, Adolfo Insiarte, la Suprema Corte Nacional ha fi- 
jado el precio de un peso y veinte centavos; por el terreno de 
que se trata en este expediente no puede pretenderse igual valor 
por razón de su situación y distancia de la Capital Federal. 

5^ Que en cuanto á los perjuicios que se alegan, resulta del 
acta de foja 40, y del informe de foja 41, el perjuicio real, que 
aparece, es el de la división del terreno por el cruce de la vía, y 
la incomunicación de una fracción á la otra; y que se trata de 
un terreno sin edificación ni cultivo. 

6^ Que respecto del perjuicio que se causa, es de alguna con- 
sideración, por la forma en que queda dividido el terreno, aun 
cuando está lejos detenerla imp)rtancia estimativa que le atri- 
buye el perito del demandado y el nombrado de oficio; debiendo 
en este caso el Juzgado determinar un valor prudencial, que 
esté en armonía con ese perjuicio. 

Por todoesto, fallo: fijando en definitiva, como precio del te- 
rreno á expropiar á D*" Loreto Peralta el de sesenta centavos el 
metro cuadrado y en dos mil pesos m/n, toda indemnización 
por perjuicios; todo lo que deberá pagar el Ferrocarril dentro 
de diez días de ejecutoriada esta sentencia, con sus intereses 
á estilo de Banco, sobre la diferencia del valor depositado, y las 
costas del juicio, reducidos á los gastos de actuación y honora- 
rio de los peritos. Hágase saber con el original, regístrese y 
repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la sala del Juzgado, en la ciudad de La 
Plata, á los diez y ocho días del mes de Novienmbre de mil 
ochocientos noventa y uno. 

Mariano 5. de Aurrecoec/iea. 
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Falltt de I» Snprcm» Corle 



Buenos Aires, Febrero 11 do 1893. 

Vistos; Atento el mérito de aulos f considerando equitati- 
To e D relación á la Empresa, el precio asignado al terreno y la 
indemnización por perjuicios mandada pagar por la sentencia 
de foja cuarenta y siete, se confirma con costas. Repuestos Jos 
sellos, devuélvanse. 

DENJAHIN PAZ. — LUIS V. VARB- 
LA.— ABEI, BA7,»N. — OCTAVIO 
BUNGE. 
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HA X.'iX^lI 



El Ferrocarril Centy^al Argenlino contra dona Nieves Camelis ; 

sobre expropiación 



Sumario. — En las expropiaciones, la indemnización debe ser 
equitativa. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del Jlueae Federal 



Y vistos : estos autos seguidos por el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, sobre expropiación de los que resulta: 

1** Que habiéndose presentado á foja 3 la Empresa del Ferro- 
carril Central Argentino demandando á doña Nieves Camelis 
por expropiación de 2165 metros cuadrados de terreno que ne- 
cesita parala vía férrea; se citó á las partes para el coniparen- 
do verbal que determina el artículo 6"^ de la ley nacional de 
expropiación, cuyo acto tuvo lugar como consta á foja 12 vuelta. 

2^ Que no habiendo podido avenirse las partes á un arreglo 
amistoso, se procedió al nombramiento de peritos de acuerdo 



DE JUSTICIA NACIONAL 183 

coa el recordado artícalo, los que aceptaron el cargo como consta 
á foja 13 vaelta. 

3^ Que los nombrados se expidieron, como consta á foja 15 el 
de la demandada, j á foja 21 el del expropiante. £1 primero es- 
tima en 4 pesos el metro cuadrado de terreno, jlos perjuicios en 
la forma siguiente : 

Por 58 árboles de acacia 7 paraíso^ 1160 pesos. Por casa j 
cocina, 3000 pesos. Por depreciación de la fracción que resta á 
la demandada, 3 pesos por metro cuadrado. Y por destrucción de 
postes de ñandubay para el alambrado j 2 quintales de alam- 
bre, 51 pesos moneda nacional. 

El perito de la demanda, por su parte, estima en 50 centavos 
el metro cuadrado, más 10 centavos por daños y perjuicios. 

4® Que en vista de la divergencia de los peritos, y para mejor 
proveer, el Juzgado nombró uno de oficio, para que, previa una 
inspección con el Secretario^ hiciera una nueva estimación. El 
nombrado de oficio se expidió como consta á foja ..., apreciando 
en 3 pesos el metro cuadrado de terreno, y en 5000 pesos todos 
los daños y perjuicios. 

Y considerando : 1^ Que ya este Juzgado ha fijado en definitiva 
álos terrenos de doñaLoreto Peralta y don Gregorio Bodriguez, 
contiguos al de cuya expropiación se trata en este expediente, 
el precio de 60 centavos moneda nacional. Y en el presente caso 
se trata de un terreno en igualdad de condiciones, en las que no 
concurre ninguna razón legal que autorice al Juzgado á hacer 
una excepción en el precio, y la diferencia sólo puede, en un 
caso y otro, consistir en la importancia ó gravedad de los perjui- 
cios que se irroguen. 

2^ Que tratándose de los perjuicios, el perito de la demanda- 
da los hace consistir especialmente en los árboles, que dice en 
8u dictamen se destruyen, en la depreciación del sobrante que 
queda y en la destrucción de una casa y cocina. 

Respecto de los árboles, la inspección ha constatado que sólo 
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se reducen á seis paraísos grandes y siete plantas de acacia pe- 
queñas, lo que demuestra su poco valor, lejos del que le asigna 
el perito en su dictamen de foja 18; en cuanto á la casa y coci- 
na, resulta de la misma inspección, que lo que destruye la Tía 
es una cocina de paja y barro vieja mal conservada, y que, ade- 
más, no han existido tales postes de ñandubay por confesión de 
la misma demandada. 

3^ Que, como se ve, el perjuicio no tiene la importancia que 
se pretende; y el perito de oficio, si bien corrobora en parte las 
pretensiones de su colega, su principal esfuerzo se reduce al 
precio de afección que no debe tomarse en cuenta por carecer de 
consistencia legal, ni estar sometido á su apreciación. 

4"" Que, en mérito de las razones que se anotan en los consi- 
derandos anteriores, toca al Juzgado apreciar prudencialmente, 
el valor que debe asignarse á la indemnización por razón de la 
expropiación, por no haberlo hecho los peritos en la forma de- 
bida: esto es, sujetándose á la verdad sabida y bien demostrada. 

Por estas consideraciones, fallo: fijando en definitiva como 
precio del terreno á expropiar, el de 60 centavos por cada metro 
cuadrado, y en 500 pesos moneda nacional todo perjuicio que 
pueda resultar por razón de la expropiación ; todo lo que la Em- 
presa expropiante deberá pagar dentro de diez días de ejecuto- 
riada esta sentencia, con más los intereses á estilo de Banco 
sobre la diferencia entre lo depositado y lo que exceda, y las 
costas de actuación y honorarios de los peritos. Notifíquese con 
el original, regístrese y repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la Sala del Juzgado en la ciudad de La 
Plata, á los 27 días del mes de Noviembre de 1891. 



Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Fnlls de In Supremn Cnrte 



Buenos Aires, Febrero 

Tistos : Atento el mérito de autos y siendo eqo 
lacion i la Empresa el precio asignado al terreno ; 
zacion por perjuicios mandada pagar en la sentenci 
cuenta ; tras, se confirma con costai;. Kepuestos 
vuélvanse. 

BENJAMIS PAZ.- 
LA. — ABKL E 
VIO BUKGE. 
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CAVILA AX¥VIII 



El Ferrocarril Central Argentino contra Don Agustín iXazarre; 

sobre expropiación 



Sumario. — Para fijar el precio en las expropiaciones, debe 
tenerse presente el 'asignado á terrenos análogos. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Jíiieae Pederal 



La Plata, Marzo 7 de 1892. 

Y vistos: En este expediente seguido por la Compañía del 
Ferrocarril Central Argentino contra Don Agustín Nazarre, 
sobre expropiación. 

Y resultando : 1^ Que á foja 85 se presenta el apoderado del 
Central Argentino demandando áDon Agustín Nazarre por ex- 
propiación de 92.222 metros cuadrados de terreno en el partido 
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del Pilar, y con arreglo al artículo sexto de la ley nacional de 
expropiación, se convocó á las partes á juicio verbal. 

2^ Que realizado el comparendo como consta á foja 19, y no 
aviniéndose las partes á un arreglo amistoso, procedieron al 
nombramiento de peritos de acuerdo con el recordado artículo, 
y los cuales aceptaron el cargo como consta á fojus 25 y 29. 

3"" Que á foja 31 se expidió el perito de la parte demandada, 
haciendo su estimación en la. forma siguiente: 

Por valor del terreno á expropiar, un peso y cincuenta centa- 
vos por metro cuadrado. Por perjuicio efectivo sóbrela fracción 
menor, sesenta mil pesos. Por desperfeccionamiento de la frac- 
ción mayor, treinta mil pesos. ídem destrucción de alambrados, 
sementeras, y demás perjuicios de que es pasible el propietario 
hacia sus arrendatarios cuarenta mil pesos. 

Total doscientos sesenta y ocho mil treinta y tres pesos mo- 
neda nacional , 

4° Que el perito de la demanda se expide estimando á su vez 
á foja 44, que el depósito hecho por el expropiante es el verda- 
dero valor del terreno á expropiar, agregándose un veintey cin- 
co por ciento por toda indemnización de daños y perjuicios. 

5"" Que envista de la notable diferencia con que se han pro- 
ducido los peritos de las partes, el Juzgado nombró otro de ofi- 
cio, que hiciera una nueva pericia, previa inspección que co.i el 
Secretario de la causa debía hacer previamente del terreno á ex- 
propiar, y de cuya diligencia se da cuenta á foja... 

6*^ Que el perito de oficio se expide á su vez á foja..., estiman- 
do el terreno á expropiar á razón de cuatrocientos pesos moneda 
nacional la hectárea y en un cincuenta por ciento por toda cla- 
se de indemnización. 

Y considerando: 1" Que en cuanto al valor venal del terreno, 
y estudiados los tres dictámenes periciales, el precio que resul- 
ta más equitativo, es el que ha fijado el perito de oficio por estar 
en armonía con los que este Juzgado ha determinado en otros 
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juicios análogos de la misma Compañía, por terrenos contiguos 
al del señor Nazarre, como ser los de Deveaud, Bourdet, Fer- 
nandez y otros. 

2" Que el dictamen de ese perito debe primar sobre el de sus 
colegas nombrados por las partes, porque ajeno á todo influjo 
de estas y sin interés alguno en la causa, no debe ser sospecha- 
do de parcialidad; y esta circunstancia unida á la ya expresada 
en el considerando anterior, hacen que ese dictamen pueda ser 
estimado como justo. 

3"" Que en cuanto á los perjuicios que reclama el señor Naza- 
rre en el acta de foja 19 y con relación á sus arrendatarios, sólo 
se acredita d arrendamiento de Semerena por el contrato de fo- 
ja 23, que no aparece inscripto en el registro de la propiedad, 
no es suficiente para los efectos de la indemnización, aunque sea 
hecho en escritura pública,y con fecha anterior ala en que se de- 
cretó la expropiación, porque no se ha acreditado el área que le 
tómala TÍa. 

4^ Que respecto á los otros arrendatarios cuyos nombres se 
enumeran en el acta referida, no se ha justificado la existencia 
de tales contratos, y por lo tanto debe desecharse toda preten- 
sión de indemnización con relación á ellos. 

5^ Que los demás perjuicios como resulta de autos, se con- 
cretan alfraccionamienroporel cruze de la vía, y este perjuicio 
es relativo desde que la fracción menor, no lo es menos deciento 
cincuenta cuadras cuadradas y no queda inutilizada para sudes- 
tino. 

6"^ Que en vista de todos esos antecedentes, queda librado al 
arbitrio delJnzgado determinar una suma equitativa como in- 
demnización de los perjuicios que puedan resultar por la expro- 
piación. 

Por todo ello, fallo: fijando en definitiva como justo precio del 
terreno á expropiar en este expediente, el de cuatrocientos pesos 
la hectárea; y en nuevecientos pesos por toda indemnización que 
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deberá pagar el expropiante á Don Agustin Nazarre dentro de 
diez días de ejecutoriada esta sentencia, con sus intereses á estilo 
de Banco desde la ocupación provisoria y sobre el saldo deudor 
que resulte entre la suma depositada y lo que se manda pagar, 
con más los gastos de actuación y honorario de los peritos. No- 
tifíquese con el original, regístrese y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



t^allo de In Siiprenn Corte 



Buenos Aires, Febrero 11 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito de autos y teniendo en considera- 
ción, por lo que hace al precio del terreno á expropiarse, el caso 
de Deveaud con la misma Empresa, se fija en quinientos pesos 
moneda nacional el precio correspondiente á cada hectárea, 
confirmándose en lo demás la sentencia apelada de foja sesen- 
ta y una. Repuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE . — JUAN E. TO- 
l\RENT. 
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u 



l§(A \X\1X 



El Ferrocarril Central Argentino contra Don Zenon Díaz; 

sobre cjcpropiacion. 



Sumario, — La indemnizacióa en las expropiaciones debe 
fijarse según el mérito de autos. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo útil Juez Federal 



La Plata, Julio 5 de 1892 

Y vistos: Los seguidos por la Empresa del Ferrocarril Cen- 
tral Argentino contra lá sucesión de Don Zenon Diaz sobre 
expropiación, de los que resulta: 

1^ Que Á foja 3 Don Marcelo T. Bosch en representación de 
la Empresa del Ferrocarril Central Argentino demanda la 
expropiación de una extensión de ciento cincuenta y dos mil 
quinientos cincuenta metros cuadrados más ó menos de campo 
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perteneciente á los herederos de Don Zenon Diaz, situado en 
el parti'lo del Pilar, que necesita para la vía y estación de la 
línea férrea mencionada, depositando la suma de (pesos 3610 
moneda nacional) tres mil seiscientos diez pesos nacionales 
para tomar posesión, de acuerdo con la ley de la materia de 
Setiembre 13 de 1863. 

2"^ Convocadas las partes á juicio verbal, se realizó el que ins- 
truye el acta de foja 16 en que rechazándose el precio aprecia- 
do, los demandados pidieron el de un peso moneda nacional, 
por metro cuadrado. Manifestada la disconformidad se nom- 
braron peritos tasadores del campo, designando el representan- 
te de la Empresa expropiante á Don Pedro Becco y los deman- 
dados al Doctor Narciso Sosa. Dichos peritos se expidieron 
dentro del termino estipulado, fijando el primero la estimación 
de (600 pesos moneda nacional) seiscientos pesos moneda na- 
cional por hectárea ó sean (9153 pesos moneda nacional) nue- 
ve mil ciento cincuenta y tres pesos moneda nacional por toda 
indemnización de daños y perjuicios, y el segnndo á foja 24 
asignando un peso moneda nacional por metro cuadrado, dando 
lugar la diversidad de precio á qne interviniera el perito ter^ 
cero nombrado por el Juzgado, Doctor Martin Meyer, quien en 
su informe de foja 44 estima en (1000 pesos moneda nacional) 
mil pesos moneda nacional la hectárea, como precio é indemni- 
zación. 

Y considerando: 1"" Que constatada la utilidad pública de 
la obra que proyecta la Compañía del Ferrocarril Central 
Argentino cor arreglo á los artículos 1, 2 y 3 de la ley de ex- 
propiación de Setiembre 13 de 1863, con los justificativos que 
acompaña á la demanda el representante de la referida Empresa, 
corresponde establecer el otro extremo fijando elpr.cio defini- 
tivo en que ha de pagarse el campo, incluyendo en aquel la 
indemnización á que tiene derecho la parte expropiada en la 
forma que se determina en la disposición del artículo 16. 
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2*^ Que si bien el precio ofrecido y no aceptado es considera- 
do inferior á lo que realmente vale el campo, tampoco pueden 
servir de base las tasaciones hechas por los peritos que no guar- 
dan relación con ventas hechas en terrenos linderos al que mo- 
tiva esta cuestión, loque obliga á desecharlos para estudiar el 
dictamen del tercero encargado de ilustrar al Juzgado sobre el 
verdadero precio que debe asignarse teniendo en cuenta las con- 
diciones del terreno en orden á la ubicación, desmérito de las 
fracciones restantes por la ejecución de la obra en proyecto é 
indemnización por los perjuicios reales que irroga al propieta- 
rio. En tal concepto el perito Doctot Meyer, en armonía con 
el expropiante y opinión de su tasador, destruye las apreciacio- 
nes del perito Doctor Sosa, demostrando que los fundamentos 
de su informe carecen de verdad desde que el terraplén no se 
ha construido aún, desde que ei campo no es en su totalidad 
bajo, sino solamente trescientos metros de los ciento cincuenta 
y dos mil quinientos cincuenta que forman la materia de la ex- 
propiación, desde que no es campo de quinta ni siquiera de 
chacra, sino abierto, apto para la agricultura, desde que los 
desagües, la Empresa más que nadie está interesada en practi- 
carlos, porque son un medio de garantir la solidez y conserva- 
ción de los terraplenes, y sólo se pierde el trigo sembrado en 
una pequeña extensión como lo demuestra el mismo plano de 
foja 23 que es lo iinico de valor que se levanta sobre el suelo, 
pues los ranchos que existen á sesenta metros del trazado de la 
línea son de insignificante importancia, indigna de tomarse en 
cuenta. 

3^ La circunstancia de ser uniforme la tasación hecha por el 
Doctor Sosa con el precio pedido por los expropiados en el jui- 
cio verbal, revela más el deseo de complacer que un dictamen 
equitativo de acuerdo con el verdadero costo del terreno, pues 
es indudable que para los propietarios el valor de afección in- 
fluye mucho en el precio quo reclaman, lo que nunca puede 
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suceder en un perito que debe fijar el precio con entera inde- 
pendencia de toda circunstancia extraña; por consiguiente en 
ningún caso, ha podido aceptar para su informe el precio pedi- 
do por los demandados. 

4^ Desapareciendo así el juicio del perito del demandado, el 
Juzgado debe establecer el precio definitivo con los datos del 
tercero y siendo aquellos respecto de la importancia del terre- 
no en ubicación^ depreciación é indemnización ajustados & 
bases más equitativas, no deben aceptarse en absoluto porque 
la distancia de todo centro de población y la de declinación del 
terreno en trescientos metros que obligará á la Empiesa á le- 
vantar terraplenes basta de dos metros de elevación, disminuye 
considerablemente la apreciación (Je las causas que indujeron 
al perito tercero Doctor Meyer á consignar la suma de un mil 
pesos por hectárea, encontrándose el suscrito en el caso de 
adoptar el término medio de (pesos 800) ochocientos pesos mone- 
da nacional por hectárea como único precio de estimación é 
indemnización conjunta que Va Empresa del Ferrocarril Cen- 
tral Argentino deberá abonar á los herederos de Don Zenon 
Diaz. 

Por lo expuesto y de acuerdo con la dispuesto en el artículo 
8 de la ley de expropiación citada, fallo: declarando que la 
Empresa del Ferrocarril Central Argentino pague en el plazo 
de diez días á los herederos de Don Zenon Diaz á razón de 
(800 pesos moneda nacional) ochocientos pesos moneda nacio- 
nal la hectárea el campo do que es materia el presente juicio 
y los intereses á estilo de Banco, desde la toma de posesión 
sobre la diferencia que resulte éntrela suma mandada pagar y 
•la consignada con las costas del juicio. Notifíquese con el ori- 
ginal, regístrese en el libro de sentencias y repónganse los 
sellos. Sobre raspado, uniforme, vale. 

Mariano S. de Aurrecoechea . 

T. I 13 



194 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 11 de 1893. 
■ 

Vistos: Alentó el mérito de antos, se confírmala sentencia 
apelada de foja cuarenta y ocho, con declaración deque en el 
Talor asignado á la hectárea de terreno, queda comprendida 
la indemnización de daños y perjuicios. Repuestos los sellos 
dcTuélvase. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL DAZAN.— OC- 
TAVIO BÜKGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA XI. 



D. Julio Sclielkly contra D, Guillermo Lippold, por ci 
pesos; sobre competencia 



Sumario. — La demandadean argentino contra un i 
jero por cobro deservicios, no deja de corresponder al ft 
deral por alegar el demandado qne los servicios han sid' 
tados á una testamentaría ; á otras personaü. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Juez Feíicral 



Buenos Aires, Julio 5 de 

Y vistos: Resultando de la misma cuenta acompaña 
los servicios que se cobran han sido prestados, en joicio! 
dos ante otra jurisdicción, ó con ocasión de esos juicios, r. 
que es ante las respectivas jurisdicciones donde debe díscí 
legitimidad de su cobro; y por los f andamentos consignad 
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escrito... de foja por D. Guillermo Lippold, declárase iacompe- 
tente este Jazgado para entender de la demanda de foja... 



. Virgilio M. Tedin 



VISTA ÜEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 14 de 1890. 

Suprema Corle : 

D. Julio Schelkly demanda á D. Guillermo Lippold por ri- 
muneracion de servicios que dice haberle prestado en ciertos 
actos referentes á dos sucesiones . 

Schelkly nada pide contradichas sucesiones, y nada, al pa- 
recer, tiene que ver con ellas. Ha prestado servicios personales 
á Lippold^ de que éste, y no las sucesiones, es responsable para 
con él. Si algo deben dichas sucesiones, es á Lippold que pare- 
ce obraba en su beneficio, y no á Schelkly, simple agente ó co- 
misionado de Lippold. 

Las relaciones de derecho de las expresadas sucesiones son, 
por consiguiente, con Lippold, no con Schelkly. 

Pido en consecuencia la revocación de la sentencia apelada. 

Eduardo Cosía. 



DE JDSTICIA RACIONAL 



Folio de la Sli|ir«nn Corle 



Buenos Aires, Febrero 16 t 

Yístos 7 considerando : Que Don Julio Schelkly 
acción contra Don Guillermo Lippold, prctendieudo 
está personalmente obligado al pago de la sQma que 
Qae la excepción del demandante, fundado en qae U 
bilídad DO paede hacerse recaer sobre él, sino sobr 
importa ana excepción de fondo que debe ser apreciat 
ta en la sentencia definitiva. Qub esa conclusión, 
los principios del procedimiento, se halla, además, < 
en diferentes casos, por la jurisprudencia constan 
Suprema Corte. Que las constancias de los autos 
autorizan para alterar, en el presente caso, la menci 
risprndenoia . Que el fuero federal está acreditado 
de la diversa nacionalidad de las partes. Por esto, j 
do con lo dictaminado por el señor Procurador Gener 
Yoeaelanto apelado de foja diez vneUa; declaránd' 
conocimiento de la cansa corresponde al Juez de Sei 
mftase el expediente traído ad efeetum videndi y re^ 
sellos, devuélvanse. 

RENIAHIN PAZ. — LUIS 
LA. — ABEL BAZAN. - 
BUNGE. 
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CAUISA X1.I 



1 

Don Juan E. Clark contra los herederos de doña María F. Cha- 
ravel de Iribarnegaray, por expropiación; sobre intereses 



Sumario. — Consentida la sentencia que por toda indemniza- 
ción m^nda pagar al expropiado una suma fija sin contener de- 
claración alguna que imponga al expropiante el deber de pagar 
intereses, el expropiado nc puede exigir que se le abonen. 



Caso, — Lo indica el 



FaIIo del Jiieae Federal 



Buenos Aires, Diciembre 5 de 1891. 

Consideraudo: Que la ley de expropiación al facultar al ex- 
propiante para pedir la posesión del inmueble, previa consigna- 
ción del precio en que est-me su valor, ha creado un privilegio 
exclusivo para aquel, derivado de la naturaleza misma de la ac- 
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cion por tratarse de la ejecucioa de obras de utilidad nacional ; 
que aquello no implica determinar el valor real del inmueble 
cuya resolución está librada al informe de peritos que las partes 
nombren para apoyar sus pretensiones y que el Juzgado toma 
en cuenta al pronunciarse en definitiva; que despojado el pro- 
pietario, el expropiante entra al goce y usufructo del inmueble 
y no sería justo privar al primero de los beneficios de la indem- 
nización durante el curso del juicio si de la sentencia resulta 
una diferencia entre la suma designada y el valor fijado al bien 
raiz expropiado. 

Que el silencio de la sentencia de primera instancia y el fallo ' 
de la Excelentísima Suprema Corte no excluyen en el presente 
caso el pago de intereses, puesto que el despojado se ha visto 
privado durante el juicio de disponer del valor real asignado al 
inmueble por la sentencia definitiva. 

Por estos fundamentos y los aducidos por el representante 
del expropiado en el acta de foja 84, se declara: que la Empresa 
del Ferrocarril de Buenos-Aires á Mercedes está obligada á sa- 
tisfacer á los herederos de doña María F. Charavel de Iribarne- 
garay los intereses que se devenguen á estilo de Banco sobre el 
valor del bien raiz expropiado con deducción de la suma consig- 
nada por la Empresa al solicitar la posesión. Eepónganse las 
fojas. 

\ ir guio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 16 de 1892. 

Vistos y considerando : Que resuelto el juicio de expropiación 
áque estos autos se refieren, el expropiado solicitó á foja seten- 
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ta 7 ocho que se practicara la correspondiente liquidación con 
arreglo á los términos de la sentencia, decretándose así por el 
auto de foja setenta y ocho vuelta. ^ 

Que la sentencia que dio fin al juicio, según se ve á foja 
setenta y tres, fija por toda indemnización la suma de cinco pesos 
y cincuenta centavos moneda nacional por metro cuadrado de 
os terrenos á expropiarse sin contener declaración alguna que 

f 

imponga al expiopiante el deber de pagar intereses. 

Que el expropiado no hizo gestión alguna en el sentido de al- 
canzar la ampliación de dicha sentencia, como debió hacerlo en 
caso de considerarse con derecho á ello, según lo prescribe en 
términos precisos la ley trece, titulo veinte y dos, partida terce- 
ra, consintiendo en consecuencia que la mencionada sentencia 
quedase ejecutoriada. 

Por estas consideraciones : se revoca el auto apelado de foja 
ochenta y nueve declarándose que los intereses liquidados á 
foja ochenta no deben ser pagados por el expropiante. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUMGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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€AUÍ§(A .11:1.11 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra Don Hernán 

Ayerza; sobre expropiación 



Sumario. — La indemnización en las expropiaciones debe fi- 
jarse según el mérito que arrojan los autos. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Y vistos: Los seguidos por la Compañía Nacional de Ferro- 
carriles Pobladores contra Don Hernán Ajerza, sobre expro- 
piación. 

Y resultando : i"" Que á foja 2 se presentó la Compañía de- 
mandando al señor Ayerza por expropiación de 1906 metros 
cuadrados de terreno de propiedad del demandado, ubicado en 
San Fernando, jurisdicción de esta Provincia. 

2° Que convocadas las partes ajuicio verbal, de acuerdo con 
el artículo O'' de la ley nacional de expropiación, éste tuvo 
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lugar, como consta á foja 6, sometiendo á jueces arbitros el jus- 
tiprecio del valor del terreno, como los daños y perjuicios á re- 
sarcir por la expropiación, procedimiento qne fué cambiado á 
foja 30, sustituyéndole por el ordinario ó común marcado por la 
ley citada. Ten virtud de haber quedado subsistentes los infor- 
mes periciales y para mejor proveer, se nombró un perito espe- 
cial para qne, asociado al Secretario, practícase una inspección 
ocular, en el terreno dicho, comprobando la realidad délos per- 
juicios, en virtud de la diferencia de apreciaciones de los nom- 
brados por las partes, se expidiese un tercer informe. 

3"* Que de los dictámenes resulta: Que el perito del señor 
Ayerza se expide á foja 16 estimando en diez pesos metro cua- 
drado, para el caso de que se obligue al demandante á expro- 
piar el total de terreno, en^uince pesos para el de que sólo se 
expropie lo necesario para la vía con inclusión de daños y perjui- 
cios. El perito del demandante estima en 80 centavos metro 
cuadrado de terreno con inclusión de daños y perjuicios, y el 
nombrado de oficio, por las razones que expone, en un peso 70 
centavos el metro cuadrado de tierra, y en un 30 % el valor 
total por toda indemnización. 

Y considerando : 1** Que el dictamen del perito de Ayerza no 
se apoya en más fundamento que el de la forma en que la vía 
férrea corta el terreno, lo que sólo le da el carácter de simple 
opinión, que no debe tomarse en cuenta en razón de que los peri- 
tos deben ilustrar al Juzgado, motivando sus informaciones en 
hechos que hagan apreciables sus consideraciones ú opiniones. 

2° Que el perito de la parte expropiante, si bien dice basarse 
para la estimación del terreno en los precios fijados para el pago 
de la Contribución Directa ala Provincia, exagera las condicio- 
nas del terreno que dice ser anegadizo, lo que no resulta del 
acta de inspección de foja 37, ni del informe del perito de 
oficio. 

3" Que, en cuanto al informe de este último es el que resul- 
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ta más razonado, por las explicaciones y fundamentos en que se 
apoya. 

Este informe es el que resulta más equitativo entre los tres y 
debe considerarse libre de sugestión por ser de un nombramien- 
to de oñcio^ que no ha sido observado por las partes, ni contra- 
dicho. 

4*^ Qne el precio alternativo que establece el perito del señor 
Ayerza no tiene razón legal^ por lo que se pueda tener en cuen- 
ta, pues no hay ley alguna en el fuero federal que obligue al ex- 
propiante á tomar mayor área por expropiación que la que le 
acuerda la lev de su concesión. 

S*» Que en vista de lo expuesto y del modo con que se han ex- 
pedido los otros dos peritos, y á estar el Juzgado á los precios 
que ellos determinan para la fijación definitiva de la tierra y los 
perjuicios inherentes á la expropiación, debe sólo tomarse en 
cujnta el del que haya demostrado mayor sinceridad en el de- 
sempeño de su cometido y mayor demostración de las razones 
en que se apoye. 

G"" Que los tres peritos concuerdan en la forma en que se atra- 
viesa el terreno por la vía, y en que no ha y ni plantaciones ni cul- 
tivo alguno, quedando reducido el perjuicio al fraccionamiento. 

Por todo ello, y estimando equitativo el precio determinado 
por el perito de oficio^, fallo: fijando en definitiva el precio de 
un peso y setenta centavos por metro cuadrado de tierra á ex- 
propiar, y en quinientos setenta y cinco pesos moneda nacional 
por toda indemnización, que deberá pagar la Compañía Nacional 
de Ferrocarriles Pobladores dentro de diez días de ejecutoriada 
esta bentencia, á Don Hernán Ayerza, con sus intereses á estilo 
de Banco, desde el día de la ocupación hasta el día del efectivo 
pago, sobre la diferencia entre el valor depositado y el que se 
manda pagar con más los gastos de actuación y honorario de los 
peritos. Hágase saber con el original, regístrese y repónganse 
los sellos. 




204 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Daday firmada en la sala del Juzgado en la ciudad de La 
Plata á los veinte días del mes de Octubre de mil ochocientos 
noventa y uno. 

Mariano S. de Aurrecoechea 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 16 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito que arrojan los autos, fijase en dos 
pesos moneda nacional el precio de cada metro cuadrado á ex- 
propiar y en la suma de mil pesos moneda nacional los perjui- 
cios que ocasiona la expropiación, quedando en estos términos 
modificada la sentencia apelada de foja cuarenta y tres, que se 
confirma en lo demás. Repónganse los sellos y devuélvanse. 



BANJAMIN PAZ. — LUIS V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN. 
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CAUí^^A X 1.1 II 



Don Justino Romero reclamando de un auto por el cual se sus- 
pende el pago de sus sueldos como fiscal 



Sumario. — No puede aplicarse ninguna pena sin previa au- 
diencia del interesado, y menos cuando ésta es ajena á las facul- 
tades del juez que la aplica. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jueae lietrado 



Resistencia, Enero 20 de 1893. 

Teniendo por objeto crecido sueldo por la Nación asignado: 
pagar servicios reales y no el dar elementos para vida holgada, 
— visto el artículo 16 del Código Civil y por muy odioso que sea 
imponer á cada cual el lleno de su misión, — odiosidad que no 
debe retraer al Juez: — declaro que el Juzgado no debe entre- 
gar su sueldo á empleado que no trabaja ; y menos cuando su 
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acción es necesarísima para el buen funcionamiento de la justi- 
cia en este Territorio, de la que hay hambre y sed. 

Si el señor Fiscal no se pone al día dentro de dos semanas, re- 
cordándole que tiene mucho que hacer ea cumplimiento de la 
misión que le impone la Ley Orgánica (artículos i 17, incisos 3® 
y 4'*; li8, incisos I*' y S"", etc.) se devolverá á Contaduría, como 
está prevenido, su sueldo por Noviembre. 

Siendo gravoso á los intereses del señor Fiscal el auto de que 
recurre, concédese el recurso interpuesto; y elévense sin más 
trámite todos los antecedentes del casoá la Excelentísima Corte 
Suprema Federal. 

Parodié. 
Anie mí: 

José R. Navarro. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos >ires, Febrero 6 de 1893. 
Suprema Corle: 

El auto traído en apelación se refiere á un funcionario del Po- 
der Judicial que ejerce tanto las funciones meramente departa- 
mentales como las inherentes á la Justicia Federal. Procede en 
consecuencia el recurso que e! Juez a quo ha otorgado para ante 
vuestra excelencia. 

En cuanto al mandato recurrido me parece insostenible. No 
sólo ninguna ley dispone ni puede disponer que un funcionario 
esté al día, ni castigarle con pérdida de sueldo, porque no lo 
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esté sino que aan en los casos de verdadero retardo, el funcio- 
nario tiene derecho á excusarse por causa» legales ó imposibili- 
dad material. Por otra parte, ni aua entre las limitadas atribu- 
ciones de la Superintendencia atribuida á las Cámaras en el 
artículo 103 de la ley de organización de los Tribunales de la 
Capital, se encuentra la de suprimir ó privar de sueldo á ningún 
funcionario. 

Sírvase la Suprema Corte revocar el auto recurrido, dispo- 
niendo continúen abonándose los sueldos al Procurador Fiscal, 
sin perjuicio de que el Juez pueda dirigir sus quejas si hubiere 
lugar por retardo, á la autoridad competente según derecho. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 16 de 1893. 

Vistos en el acuerdo : Importando la resolución de foja cinco 
la aplicación de una pena improcedente por la forma, en cuanto 
ha sido impuesta sin audiencia, y ajena en el fondo á las facul- 
tades del Juez que la ha aplicado; por ésto, y de acuerdo con lo 
pedido por el señor Procurador General, se revoca el auto ape- 
lado de foja una vuelta, declarándose, en consecuencia, que debe 
abonarse al Agente Fiscal sus sueldos devengados, sin perjuicio 
de las facultades legales que en cada caso corresponden al Juez 
para imponer correcciones disciplinarias. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. —JUAN E. 
TORBENT. 
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jínv 



D. Eugenio Minvielle por defraudación al Banco ¡nacional; 

sobre escarce! ación 



Sumario. — La escarcelacion bajo fianza depende de la 
naturaleza del delito encausado, y no de los motivos que pue- 
dan en definitiva fundar la inocencia del procesado. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Corrientes, Enero 13 de 1893. 

Vistos 7 considerando : Que el delito que motiva la prisión 
del procesado Eugenio Minvielle es el de defraudación al Banco 
Nacional en una suma mayor de 6000 pesos ; qué de las cir- 
cunstancias de los autos resulta semi-plena prueba no sólo de 
^a existencia del delito sino también que Minvielle es su autor, 



I 
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como así lo tiene resuelto el proveyente en auto de foja 34 vuelta, 
confirmado por la Suprema Corte en su sentencia de foja 307, B"" 
cuerpo; que ese delito tiene por la ley la pena de penitenciaria 
de 3 á 6 años ; que por consiguiente tanto por la naturaleza de 
la pena como por su duración no entra en la prescripción del 
artículo 376 del Código de Procedimientos en lo criminal; que 
aunquefuese aceptadalateoríaconsagrada en los fallos que men- 
ciona el solicitante, ella no sería aplicable al presente caso, aun 
suponiendo que la pena sólo fuese de prisión, porque disminu- 
yendo la pena á aplicarse por ese delito, en el supuesto que exis- 
tiesen circunstancias atenuantes y precediéndole de conformidad 
al artículo 52 del Código Penal se llegaría sólo hasta su míni- 
mum ó sea tres años, quedando así también la petición fuera 
del alcance del artículo 376 citado. Que las conclusiones del 
Ministerio Fiscal no pueden ser aceptadas á los efectos de la 
excarcelación: í'^ Porque ellos están en contradicción con lo re- 
suelto por éste Juzgado y la Suprema Corte que falló con la vista 
de todos los elementos que aquel tuvo en cuenta para su dicta- 
men; y 2® porque la escarcelacion no procede en virtud de funda- 
mentos no probados aún. Por estos fundamentos no ha lugar con 
costas á la libertad bajo caución solicitada por el defensor del 
procesado Minvielle. Hágase saber y repóngase. 



E. A, Lujambio 



T. I U 
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VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 6 de 1893. 
Suprema Corte: 

El delito porque se procesa al recurrente es la supuesta de- 
fraudación al Banco Nacional. 

Es verdad que el Procurador Fiscal coincidiendo con la opi- 
nión del Procurador General, no lo encuentra justificado y pide 
sobreseimiento respecto del procesado. 

Es verdad también que la querella de parte interesada no bas- 
ta á caracterizar de una manera indiscutible^ el hecho quemo- 
tivala causa, por cuanto sus apreciaciones pueden imprimirle 
el sello de pasión que es comprensible tratándose de intereses 
dagnificados. 

Pero sobre todas estas apreciaciones prima la declaración de 
V. E. en el incidente sobre prisión preventiva, que reconocía 
la existencia de un principio de prueba del delito imputado. 

Si ese principio de prueba se desvirtuara por justificaciones 
posteriores, es punto que corresponde resolver al tratar el fondo 
déla causa, para fundar una resolución absolutoria 5 condena- 
toria. Entre tanto que subista la causa del proceso, supucbta 
defraudación al Banco, y que no obstante las opiniones del acu- 
sador público, se ha declarado semi-plenamente justificada por 
resolución de V. E. confirmatoria de la del Juez a quo, opino 
que la excarcelación no procede con arreglo á los términos del 
artículo 376 del Código de Procedimientos en lo criminal y que 
la confirmación del auto recurrido se impone, como consecuen- 
cia délas precedentes consideraciones, y no existe ni se demuestra 
la nulidad invocada. 

Sabiniano Kier 
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F«ll* de In SMpremí» L'OPie 



Bueoos Aires, Febrero 18 di 

Vistos j considerando : Que según lo ha e%tablecid< 
prema Corte, de acuerdo con el mérito de antos, en 
cion de cinco de Diciembre próximo pisado prouuncia< 
misma causa, incidente sobre prisión preventi?a, el de 
tado al recnrrente ; para cuyo juzgamiento se sigue e 
es el dedefraudiicion al Banco Nacional. 

Que la excarcelación pedida en este incidente se 
sólo en motivos tendentes ádemostrar la inocencia del 
Minvielle, sin invocnrsu hechos y circunstancias co 
á modificar la naturaleza del delito expresado y su pe 

Que conforme ni artículo trescientos setenta y seis 
gode Procedimientos en lo criminal, la excarcelación 
no según el hecho quemotiralaprision del procesado , 
lidal déla ley, correspondiendo la lesolncion sobre el 
la causa, ala sentencia que debe recaer en ella. 

Por esto, y de conformidad con la jurisprudencia e 
por esta Suprema Corte en casos análogos, lo pi'dido | 
ñor Procurador General y por sus fundamentos concoi 
conñrma con costas el auto apelado de fnja q 
haciéndose lugar al recurso de nulidad por carecer de f 
to en autos. Repuestos loss-íllos devuélvunse. 

benjamín paz. — 

ZAN. — OCTA\ 
— J. E. TOHlll 
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f^A \E.V 



La Municipalidad del Paraná contra don Carlos Caslayno^ por 

cobro de pesos; sobre competencia 



Sumario. — El cobro de una suma menor de 500 pesos, no cae 
bajo la sanción de la ley de 3 de Setiembre de 1878, si es parte 
de una obligación mayor de esa suma, cuya eficacia se descono- 
ce en su totalidad. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Paraoá. Junio 13 de 1892. 

Visto lo solicitado por el representante de don Carlos Cas- 
tagno, de lo que resulta: 

Que el Procurador don Martin Nim, en repretentacion de don 
Luís Rossi, demanda ejecutivamente á Castagno ante el Juez 
de Paz de la Sección Sud, por la suma de 171 pesos con 60 cen- 
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taTos, valor de tres mensualidades de diez en que dice fué dividi- 
do el pago del valor de 228 metros de cuneta, construidos en el 
frente de la propiedad del ejecutado, sobre la calle que conduce 
al matadero público (copia de la demanda de foja 10 vuelta). 

Que Castagno ocurre ante este Juzgado, promoviendo com- 
petencia al Juez de Paz, en este juicio, y so funda en que 
por la ordenanza municipal de 9 de Agosto de 1891 , se autori- 
zaba al Intendente para hacer construir varias cunetas, en- 
tre otras, la que se le cobra ; que esas cunetas debían ser con- 
tratadas por dicho Intendente y pagadas por los propietarios ; 
que las facultades atribuidas al Intendente se extendían no 
sólo á apreciar el mérito de la obra sino también á fijarle el 
precio, establecer condiciones y aprobar liquidaciones, tutela- 
je que Castagno no está dispuesto á aceptar teniendo que dedu- 
cir excepciones al cobro que en virtud de esta oficiosa gestión de 
sus negocios se le haga. 

Que en virtud de esa ordenanza se contrató y supone que se 
terminóla cuneta cuyo precio se le cobra, pues el Intendente ha 
firmado documentos por 573 pesos moneda nacional para que se 
le cobre á Castagno. 

Que como la misma ordenanza faculta al empresario para co- 
brar ejecutivamente á los propietarios el valor de la obra, don 
Luis Bossi le ha puesto demanda ejecutiva á Castagno. 

Que haciéndose el cobro por orden de esta Municipalidad y 
siendo Castagno extranjero, no compete al Juez de Paz enten- 
der en la ej?cucion, por tratarse de un asunto de mayor cuan- 
tía, sino al Juez Federal, y pide que, declarándose éste compe- 
tente, se libre oficio al Juez de Provincia para que se inhiba y 
envíe los antecedentes. 

A foja ... prueba por testigos la calidad de extranjero de Cas- 
tagno. 

El Procurador Fiscal se opone á que se declare la competencia 
porque la sumademandada no alcanza á 500 pesos;y considerando: 
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Que la demaada puesta por Bossi contra Castagao versa só- 
brela suma de 171 pesos con 60 centavos, según se ve en el testi- 
monio presentado á foja ... por el mismo ocurrente. 

Que por ley nacional de 3 de Setiembre de 1878 quedaron ex- 
cluidas de la competencia de los Jueces Federales de Sección 
aquellas causas de jurisdicción concurrente, en que el valor dis- 
putado no exceda de 500 pesos fuertes, cuando por otra parte el 
conocimiento de esas causas caigan bajo la jurisdicción de la 
justicia de paz local. 

Que estando en esta Provincia atribuido por ley á los Jueces 
de Paz el conocimiento de causas cuyo v¿\Ior no exceda de 500 
pesos, es manifiesto que la ejecución que forma la materia de 
esta gestión no es de la competencia del Juzgado Federal, por 
más que Rossi fuese argentino, lo que justiGcado ó que siendo ex- 
tranjero, ejecutase la acción como cesionario de la Municipalidad. 

Que en el supuesto de que Castagno tuviese que excepcionar 
contra la ordenanza, esas excepciones no han sido puestas aún 
y no pueden ser fuentes de jurisdicción. 

Por estas consideraciones y en conformidad con lo pedido por 
el señor Procurador Fiscal, declaro : que este Juzgado no es com- 
petente para entender en esta causa y por lo tanto no se hace lu- 
gar al oficio de inhibición que se solicita. 

T. Pinto. 



VISTA DEL SEÑOR mOCURADOR GENERAL 



BDenos Aires, Julio S9 de 1892. 
Suprema Corle : 

El representante de don Carlos Castagno funda la jurisdic- 
ción del Juzgado de Sección, en que la demanda procede de 
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documeotos cuyo importe es de 573 pi'sos moneda nacional á 
foja 5 vaelta, pagaderos en diez mensualidades. 

Si según las actuaciones adjuntas en copia 
cion se limita por ahora á los 171 pesos con 6 
mensualidades vencidas; de esta circunstancÍ! 
incompetencia declarada por el auto de foja i 

La ejecución ps sólo por las tres mensua 
pero el instrumento en que se funda, es por 
monto supera la cantidad de 500 pesos, hasta 
nooer loa Jueces de Paz. 

Lo que se desconoce por el demandado, es 
Municipalidad para celebrar contratos á nom 
el contrato mismo que le impone obligacio 
más de 500 pesos. Si el hecho de suhdividirse 
sos plazos, pudiere desvirtuar la jurisdicción c 
resultaría que las obligaciones aun por fuerl 
decidirse por Iüs Jueces de Paz, lo que es co 
pósitos de la lej. Por ello, j tratándose de un 
do por la Municipalidad, comprometiendo dcTi 
ro, lo que cae bajo el régimen contencios 
pienso que el conocimiento de la gestión sosci 
petentiadel JuezTederal. 

Sal 



Fnllo de la 



Buenos Aires, Febr 



Vistos y considerando: Que el juicio segui< 
Paz de la Sección Sud de la ciudad del Paraná 
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Castagno, tiene por objefco el cobro de una suma de pesos, que 
es parte de laque el actor pretende tener derecho á exigir, por 
razón de uu contrato celebrado con ¡a Municipalidad de la ex- 
presada ciudad. 

•Que Castagno al ocurrir ante el Jaez de Sección promoviendo 
la competencia por inhibitoria, discute y desconoce que el cita- 
do contrato sea un acto que lo obligue, desconociendo en conse- 
cuencia y en absoluto los deberes que se pretende hacer recaer 
sobre él. 

Que así, la cuestión afecta no sólo una parte sino el valor total 
del contrato. 

Que excediendo éste de la suma de quinientos pesos^ el caso 
no ésta comprendido en la exclusión de la competencia de los 
Juzgados de Sección sancionada por la ley de tres de Setiembre 
de mil ochocientos setentayocho, pues que dicha exclusión sólo 
comprende las causas de jurisdicción concurrente, cuando el 
valor del objeto litigado no excede de quinientos pesos. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se revoca el auto apelado de foja quince 
vuelta, declarándose que por razón de la cuantía corresponde al 
Juez de Sección el conocimiento de esta causa, debiendo el Juz- 
gado pronunciarse respecto de su competencia en cuanto alas per- 
sonas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BüNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUNA XLVE 



Don Juan E. Clark cciHra fíon Vúmaso Sánchez; 
sobre erpropiacion 



Sumario. — La indemnización en liis expropiaciones <Ieb 
jarse según el mérito que arrojen los autos. 



Cuso. — Lo indicíi el 



FaIIo del Juez Federal 



Vistos: Los seguidos entre el Feírocanil Buenos Aire 
Pacltico contra Don DimasO Sánchez sobre expropiacioD, ] 
soltando: 

1' Que la dicha Empresa demandó á Don Dámaso San 
por laespropiaciún de mil trescientos treinta y seis metrc 
longitud por treinta metros de latitud, que constituyen ct 
ana superficie de cuarenta mil ochenta metros cnadrados, d 
campo de su propiedad, ubicado en el partido del Filar . 
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2^ Que al solicitar la meacionada superficie, fué para ocupar- 
la con la línea férrea, ofreciendo por ello, ciento veinte pesos 
moneda nacional por cuadra cuadrada con otro tanto igual por 
indemnización de daños y perjuicios. 

3*^ Que no habiéndose aceptado por el demandado el precio 
ofrecido, se procedió ásu consignación j citadas las partes á 
juicio verbal, en él se procedió al nombramiento de peritos con 
arreglo á lo preceptuado por el artículo 6<* de la ley de expro- 
piación. 

4° Que según consta á foja 20 el Doctor Sarmiento y á foja 
27 el señor Cruz, peritos nombrados por las partes, se ex- 
piden en completo desacuerdo : el primero avalúa el campo á ra- 
zón de cien pesos moneda nacional la hectárea y en un cincuen- 
ta por ciento sobre el valor de la fracción expropiada, debiéndo- 
se agregar áesta indemnización el costo del alambrado á uno 
y otro lado de la línea; el segundo perito justiprecia la cuadra 
cuadrada á razón de setecientos pesos moneda nacional y cinco 
7m7pe505 la indemnización por perjuicios y fraccionamiento. 

5° Que para mejor proveer fueron, á foja 53, llamadas las 
partes á absolver preguntas^ para establecer el destino del campo 
en cuestión y hechos que constan en el acta de comparendo de 
foja 61 á foja 62. 

6^* Que mediante el Juzgado al llamar al despacho el expe- 
diente para dictar sentencia, ordena igualmente y con calidad 
áe para mejor piweer]ü resolución de foja 65, señalando día 
para una inspección ocular , la que no habiendo podido efectuar 
el Juzgado, se recomendó al Secretario señor Jerónimo P. Ba- 
rros paraque la efectuara, produciendo éste el informe de fojas 75 
y 76, dando cuenta de su cometido. 

T considerando : 1"* Que el campo á expropiar según confe- 
sión de las partes, está destinado á la labranza y es de buena 
calidad como se desprende clara y precisamente de los informes 
producidos por esos peritos. 
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2° Que á falta de precios fijados en ventas snáli 
alejados de toda sospecha de parcialidad y ajusta 
id.éDtÍcos, tiene que estarse al que se determina i 
(ia por tos efectos ó alqne se haya fijado por persoí 
tes (Fallos, serie 2', tomo 17, página -421). 

3° Que fuera de las razones señaladas por los 
justipreciar la tierra expropiuda, debe tenerse eni 
precio de espropiacion la equidad j la razón (F. 
tomo 17,página'i22)como asimismo su valor intríi 
cío de costo. 

i" Que estando á la ei¡uidad y razón aconsejad 
criterio y contenido por la Suprema Corte, y teui 
la divergencia en que se colocan los peritos, e» ou 
ciacion del valor de la tierra, el Juzgado está en 
mar nn promedio como base de 1» sentencia. 

b" Quedada la situación de lo expropiado, su 
ntendo en cuéntalos precios que en I.i época de e 
construcción férrea, lenían las tierras de chacras 
debo apreciar prudencialmente en doscientos noví 
neda nacional la hectárea del campo ocupado por 
mencionada, pues tal es la devaloracíon que fija t 
de la ley de 13 de Setiembre de 1866. 

6° Que en cuanto á los daños y perjuicios, es e 
sufren por el expropiado, tanto más cuanto está ci 
el informe de los peritos de foja 61 é informe del 
foja 75,que el campo queda dividido en dos fracci 
res, en la forma señalada en el plano de foja 26. 

7° Qne si bien esas dos fracciones no quedan 
incomunicadas, por habérseles construido un paE 
innegable que esa división dificulta la c^municaci 
riza la propiedad, lo que se reconoce en lademande 
indemnización igual suma de la consignada po 
campo(foja5) y aslmism-j la construcción de 
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dos laterales, ala línea que reconoce el perito del expropiante 
(informe pericial de foja 20 vuelta), 

8** Que desde luego el Juzgado no puede apreciar menos que 
lo ofrecido en la demanda por indemnización, así es que estima 
en doscientos noventa pesos moneda nacional la hectárea expro- 
piada y como precio de indemnización. 

Por esto, fallo: fijando en la suma de doscientos noventa pe- 
sos moneda nacional la hectárea del terreno expropiado y en 
cuanto á los daños y perjuicios causados por la expropiación en 
igual suma por hectárea que la fijada por el terreno, que deberá 
pagar el Ferrocarril de Buenos Aires ;il Pacífico á Don Dámaso 
Sánchez dentro de diez días con sus intereses desde el día que to- 
mó la Empresa la posesión provisoria y costos, ^reducidos estos á 
los gastos de actuación y honorarios de los peritos con arreglo a 
lo resuelto por la Suprema Corteen casos análogos, en que se ha 
depositado menor suma que la que se manda pagar. Notifíquese 
con el original, regístrese en el libro de sentencias y repóngan- 
se los sellos. 

Dada y firmada en la sala del Juzgado en la ciudad de La 
Plata á los cuatro dias del mes de Noviembre de mil ochocientos 
noventa. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



FrIIo de Ir Kuprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 23 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito que arrojan las autos y teniendo en 
consideración en cuanto al precio del terreno á expropiarse que 
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la estimación hecha por el perito mismo del expropiado le asig- 
na tan sólo la suma de ciento setenta y cinco pesos aproximada- 
mente por hectárea: se resuelve fijar en mil quinientos pesos el 
monto total de la indemnización que debe pagar el expropiante, 
comprendiéndose en esa suma el precio del terreno y todos los 
perjuicios, y se confirma en lo demás la sentencia apelada de 
foja setenta y nueve. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. 
VÁRELA. — ABELBAZAN. 
— OCTAVIO BÜNGE. 



CAIJÍ^A XliVII 



El Banco nacional contra Hodriguez Ordoñez y Compañía; 

sobre cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — El Banco Nacional puede ejecutar á sus deudo- 
res por el importe de intereses y amortizaciones vencidas con 
arreglo á la ley de liquidación de dicho Banco. 
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Caso. — Lo indica el 



Fallo del Suem Federal 



Rosario, Marzo 22 de 1892. 

Elcaso sub-judice en el que el Banco Nacional cobra á los 
señores Bodrignez, Ordoñez y Compañía las ¡etras de fojas 8, 9 
y 10, valor de 17,657 pesos moneda nacional, debidos por estos 
á aquel, llevando dichas letras las fechas de Diciembre 19 del 
año 1890, Octubres del mismo año y Octubre 18 del mismo; 
con vencimiento á noventa dias, se encuentra regido espe- 
cialmente por la ley de liquidación de aquel establecimiento 
de fecha 16 de Octubre de 1891. — Dicha ley en su artículo 
42 preceptuado una manera clara y terminante lo siguiente : 
<E1 Banco Nacional podrá exigir de sus deudores actuales el 
afianzamiento de sus créditos; pero no podrá exigir el pago de 
éstos, con amortizaciones mayores, que las que á continuación 
se expresan: primer año, solamente los interesas; segundo año, 
los intereses y una amortización de diez por ciento etc. » 

De tal prescripción se desprende, entonces, de manera evi- 
dente, que el derecho del Banco Nacional, sólo va, en la actua- 
lidad, hasta poder exigir de sus deudores el afianzamiento de 
sus créditos y el pago de los intereses y amortización de diez por 
ciento, mientras que la acción deducida á foja II, lo ha sido 
indebidamente por todo el capital é intereses adeudados; pro- 
cedimiento que, como se ha visto, no está autorizado por la ley 
del Banco á seguir. — Y encontrándose, por otra parte, afianzado 
el crédito que se cobra por el embargo trabado á fojas 19 y 20 
en los bienes de los deudores que ha querido el acreedor denun- 
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ciar al efecto, ao ha lugar á llevarse adelante la ejecución como 
se solicita. 

(1. Escalera y Zuviria. 



Fallo de In Suiírema Corte 



Buenos Airej?, Febrero 23 de 1893. 

Vistos y considerando : Que si bien es cierto que conforme 
al artículo cuarenta y dos de la ley námero dos mil cuatrocien- 
tos ochenta y uno, el Banco Nacional en liquidación no puede 
exigir el pago de los créditos demanlados sino hasta donde 
monta la amortización de plazo vencido determinada en el ci- 
tado artículo, no lo es menos que seguu se reconoce en la sen- 
tencia apelada, los deudores están en mora en relación á algu- 
nas de esas amortizaciones é intereses. 

Por esto y sus fundamentos concordantes: se reforma la sen- 
tencia apelada de foja veinte y cuatro, declarándose que la eje- 
cución debe llevarse adelante hasta hacerse pago efectivo de 
las sumas adeudadas por amortizaciones vencidas é intereses 
devengados. Bepuestos los sellos devuélvanse. 



benjamín paz. — LUÍS V. VA- 
HELA. — ABEL BAZAN.— OC- 
TAVIO BUNGE. ~ JUAN E. 
TORUENT. 
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CAUSA ]¥K.YIII 



I). Primo Rivera contra D, José M, Juárez, por laudo 

arbitral; sobre ejecución 



Sumario.— 1° El laudo es ejecutable á condición de presentar- 
se el compromiso y sentencia signada de escribano público, y 
pareciendo que fué dada dentro del término y sobre las cosas 
contenidas en el compromiso. 

S"" El Juez debe examinar si estas condiciones se verifican, 
antes de mandar cumplir el laudo. 



Caso. — Dictado un laudo por el cual se declaró que D. José 
M. Juárez era deudor y debía pagar á D. Primo Bivera la suma 
de 1716 pesos dentro de diez días, Juárez entabló recurso de 
nulidad contra el laudo, alegando que había sido dictado fuera 
del término designado en el compromiso. 
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Auto del Juez Federal 



Córdoba. Abril 15 de 1891. 

No pudiendo tramitarse ua recurso sobre jnicio arbitral 
mientras ellaado no se halla cumplido, iiotifíquese á los intere- 
sados para que le de n cumplimiento depositando á la orden de 
este Juzgado la suma líquida que deba la parte co ndenada, la 
que sólo podrá retirar el acreedor señor Rivera cuando haya 
dado la fianz:^ de devolver dicha suma si el lando arbitral fuese 
revocado (Ley 4% título 21, libro4® Recopilación Castellana), y 
fecho póngase al despacho para tramitar el recurso. 

C. Moyana Gacilúa, 



No habiéndose hecho el depósito, á pedido de Rivera se dictó 
este 



Fallo del Juez Federal 



Córdoba, Abril 25 de 1891. 

Autos vistos: el recurso de apelación interpuesto del decre- 
to de fojas.,.; y 
Considerando : 1^ Que en el decreto de fecha 15 y en el de 

fecha 17 apelado se ha resuelto no concederse recurso alguno 
T. 1 m 
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del laudo arbitral mientras no se deposite ante el Tribunal la 
suma á que el apelante ha sido condenado en dicho laudo, de 
la que el señor Bivero podrá pagarse previa ñanza de devolu- 
ción. 

S** Que además el recurso de apelación no procede por tra- 
tarse de un auto de mero trámite que no causa gravamen 
irreparable. 

3° Que no obstante lo dicho, no procede declararse ejecuto- 
riado el laudo, como lo pide la contraria, en razón del nuevo re- 
curso 7 mientras no se venza un nuevo plazo. 

4^ Que si bien es verdad que la omisión de secretaría de la 
notificación del decreto de fecha 15 al señor Juárez ó su apo- 
derado es una informalidad reprensible, lo que se observa al se- 
cretario, ello no ha podido traer perjuicio á la parte, por estar 
bien notificado del auto del i7 que es una repetición de aquel. 
Se resuelve : no hacer lugar al recurso de apelación deducido 
del decreto de foja... y se acuerda al señor Juárez el nuevo pe- 
rentorio plazo de veinte y cuatro horas para que haga el depó- 
sito ordenado bajo apercibimiento de tenerse por ejecutoriado 
dicho laudo. 

C. Moyano Gacilúa. 



FrIIo de Ir Supremn Corte 



Buenos Aires, Febrero 23 de 1893, 

Vistos y considerando : Que, conforme al inciso segundo del 
artículo doscientos cuarenta y nueve de la ley de Procedimien- 
tos, los laudos arbitrales han de estar revestidos de los requisi- 
tos de derecho, para traer aparejada ejecución. 
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Que, con arreglo á lá ley cuarta, título veinte y uno, libro 
cuarto, Becopilacion Castellana, las sentencias arbitrales son 
ejecutables, no obstante cualquier remedio ó recurso que se de* 
duzca contra ellas^ á condición de presentarse el compromiso y 
sentencia signada de Escribano Páblico y pareciendo que fué 
dada dentro del término del compromiso y sobre las cosas so- 
bre que fué comprometido. 

Que. la nulidad deducida por el recurrente se funda, en que el 
laudo, materia de la cuestión^ se ha pronunciado fuera del tér- 
mino del compromiso. 

Que, en consecuencia, y tanto por lo dispuesto en la citada 
ley de la Recopilación, como por lo mandado en el artículo 
doscientos cincuenta y dos de la ley de Procedimientos, el Juez 
de la causa, aún pedida la ejecución, ha debido examinar el tí- 
tulo y apreciar si él reviste los requisitos de ley. 

Que así lo tiene declarado esta Suprema Corte, como se vé en 
el fundamento tercero de la sentencia pronunciada en la causa 
ochenta, serie primera, tomo novenj, página doscientas setenta 
y tres. 

Por estos fundamentos : se revocan los autos apelados de fojas 
treinta y siete vuelta y treinta y nueve vuelta; y apareciendo 
de autos estar ya substanciado el recurso de nulidad interpuesto á 
foja treinta y siete, devuélvanse, paraque sea resuelto con arre- 
glo á derecho, reponiéndose los sellos. 



benjamín paz. —ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TOnUENT. 



2!28 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA XlilX 



La Empresa del Ferrocarriles Pobladores contra Don Pedro 
Vallejo y Üoña Justina Alfonsin de Gutiérrez ; sobre expro- 
piación. 



Sumario. — La situacioa y condiciones análogas autorizan á 
fijar las expropiaciones de varios terrenos con precio ignal. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Suem Federal 



La Piala, Julio 7 de 1892. 

Yistos: Losantes seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores contra Doña Justina Alfonsin de Gu- 
tiérrez y Don Pedro Vallejo sobre expropiación de un terreno. 

Y considerando : 1^ Que convocadas las partes á juicio ver- 
bal y no habiéndose aceptado por los demandados el precio 
ofrecido por la Empresa expropiante, procedieron á nombrar 
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^os peritos de acuerdo á la prescripción de la ley de la materia 
designándose por los primeros á Don Elias Martínez y por la 
Empresa á Don Domingo Larralde. 

2** Que el perito Martínez (informe de foja 17) avalúa el terre- 
no á expropiar á razón de cinco pesos nacionales el metro cuadra- 
do y en un mil pesos la ítidemnízicion por fraccionamiento, 
en tanto que el otro perito en su informe de foja doce lo 
estima á razón de cuarenta centayos moneda nacional el metro 
cuadrado sin ninguna indemnización, por cuanto cualquier per- 
juicio que pudieran sufrir los propietarios por razón de la ex- 
propiación queda compensado con el establecimiento de una 
Estación en el límite del terreno. 

3"^ Que en vista de esta notable divergencia de opiniones en 
la apreciación de una misma cosa, el Juzgado decretó para me- 
jor proveer, una inspección ocular del terreno á expropiarse, 
diligencia que cometió al Secretario actuario y de la que ins- 
truye el sumario de este, corriente A fojas 22 vuelta y 23. 

4"^ Que del informe, que no ha sido en manera alguna obser- 
vado por las partes, resulta que el terreno deque se trata está 
situado bajo la barranca de San Isidro, que no existe en él edi- 
ficación ni plantación algunas y que la línea férrea lo divide en 
dos porciones, habiendo construido en la parte expropiada una 
estación. ^ 

5^ Que en cuanto al valor del terreno pueden y deben servir 
de base para establecerlo en este caso los precios lijados por el 
Juzgado á muchos otros análogos en situación y condiciones 
que han variado entre 70, 80 y 90 centavos en infinidad de 
juicios de expropiación de la misma compañía demandante, pre- 
cios que han sido confirmados unos por la Suprema Corte y 
otros consentidos por los interesados, lo que hace presumir de 
su equidad. 

6"" Que en cuanto á la indemnización si bien ella correspon- 
dería en razón del fraccionamiento que sufre el terreno, debe 
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estimarse como compensado este perjaicio con la ventaja real y 
positiva qae reportan los propietarios con el establecimiento 
de una Estación en el límite mismo de su propiedad, de acuer- 
do al espirita del artículo 16 de la ley de expropiación y á la 
jurisprudencia establecida por la Suprema Corte. 

Por estos fundamentos, fallo: mandando que la Compañía Na- 
cional de Ferrocarriles Pobladores debe pagar y pague á los 
demandados el terreno que les expropia á razón de ochenta y 
cinco centavos moneda nacional el metro cuadrado con los in- 
tereses á estilo de Banco desde la ocupación del terreno sin 
otra alguna indemnización y siendo las costas del juicio á car- 
go de dicha Compañía. Repónganse los sellos notificándose con 
el original y regístrese en el libro de sentencias. 

Marianos, de Avrrecoechea, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 23 de 1893. 

Vistos y teniendo en consideración los precedentes que vie- 
ne estableciendo esta Suprema Corte en relación al precio de 
terrenos en situación y condiciones análogas al que es materia 
del presente juicio, se resuelve fijar en un peso moneda nacio- 
nal por metro cuadrado por toda indemnización, en cuyo sen- 
tido queda modificada la sentencia apelada de foja veinticinoo, 
que se confirma en cuanto á los intereses y costas. Repuestos los 
sellos devuélvanle. c.. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
- - OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA li 



Escudero y Lindozo contra Güemes y Apatie, por cobro de 
pesos; sobre falsedad y prisión de un testigo 



Sumario. — No puede precederse á la prisión de un testigo 
sobre cuya falsedad no resulte de autos mérito bastante. 



Caso. — Lo indica el 



FaIIo del Jíues Federal 



Salta, Noviembre 29 de 1892. 

Vistos y considerando : Que el artículo 134 de la ley nacio- 
nal de procedimientos, para su estricta aplicación requiere que 
el falso testimonio esté demostrado ó por la concurrencia de in- 
dicios graves, es decir, vehementes é inequívocos de manera 
que necesariamente se deduzca de ellos la comisión de tal de- 
lito (Fallos de la Suprema Corte Nacional, serie 2% tomo 9% pá- 
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gina 465 y tomo 10, págiüa 159) ; si asi no faese, si la ley or- 
denase la prisión del testigo por sólo la proeba de circunstan- 
cias que, si bien indujesen á presumir la falsedad^ no escluye- 
sen tampoco la sinceridad de la declaración, su precepto sería 
repugnante á las garantías personales, pues en nuichos casos 
serían sindicados de perjurio testigos inocentes á quienes, des- 
de luego, se impondría la prisión preventiva con el consi- 
guiente vejamen irreparable. Que de los hechos alegados por 
los señores Escudero y Lindozo, para pedir la prisión del tes- 
tigo Don. Emilio Silvester, no se desprende necesariamente que 
éste haya incurrido en falso testimonio: primero, porque la 
afirmación del testigo, de que los ejecutados nunca fueron ga- 
rantes de Güemes y Apatie, está más bien confirmada por el re- 
conocimiento de la solicitud de foja 237 (antes 229) hecho por 
el Doctor Martin Güemes, quien dice, á foja 260, que así esta- 
ba concebida por ser ese el formulario del Banco, y porque 
había sido para contraer una deuda común, pues que el des- 
cuento ofrecido era de un documento á cargo de Escudero y 
Lindozoi ; es decir, que estos, en vez de fiadores, eran deudores 
de los endosantes Güemes y Apatie; segundo, porque el remi- 
tido cLa causa es buena », publicado en el número 429 de 
<La Union», foja 249, aunque expusiera á sus autores al 
trance de un duelo, demostraría el alto grado de estimación y 
simpatía que por el Doctor Güemes tienen Silvester y demás 
firmantes, pero no la amistad íntima entre ambos, que fué lo 
negado por Silvester, y lo cual no se manifiesta sino por el he- 
cho del trato frecuente y familiar; tercero, porque los in- 
sultos cambiados entre Lindozo y Silvester en los números 
262, 268, 269 y 270 de «La Conciliación», sin embargo, de 
ser bastantes graves para haber determinado entre ellos un 
verdadero odio, como este sentimiento puede únicamente re- 
sidir en la conciencia del testigo, no debe suponerse que for- 
zosamente exista, ni afirmar que haya cometido falsedad, al 
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decir que no le conserva, mientras no demuestre que mantiene 
aquella pasión por actos posteriores que revelen rencor 6 de- 
seo de venganza, pues es verosímil que los hava desechado 
de su espíritu, y sea sincera su declaración si no se prueba lo 
contrario. En consecuencia, declaro que las circunstancias in- 
vocadas por Escudero y Lindozo, no constituyen los indicios 
graves que la lay exige, para ordenar sin más tramite la 
prisión del testigo^ por lo cual no se hace lugar á la revoca- 
toria pedida y por cuanto los efectos del auto de diez y ocho 
del mes pasado, no pueden ser modiñcados por la definitiva, 
se concede en relación para ante la Suprema Corte Nacional 
la apelación interpuesta en subsidio. Desglósense á este fin 
todas las piezas relativas y elévese, emplazando á las partes, 
para que comparezcan á oir resolución en el término de quin- 
ce días. Notifíquese con el original. 

Zarnbrano. 



VISTA DEL SEÑOn PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 9 de 1893. 
Suprema Corle : 

Déla afirmación del testigo Silvester, de no comprenderle las 
generales de la ley, para declarar como testigo en un juicio 
comercial, se ha deducido el perjurio de que se le acusa, por 
asegurarse existir enemistad capital con el querellante, é ín- 
tima amistad con sus contrarios. 

Los hechos invocados, no alcanzan á establecer la existencia 
del perjurio como lo demuestra el auto de foja 20 que no hizo 
lugar á Id revocatoria, y cuya confirmación á mi juicio se im- 
pone, por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier, 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 23 de 1893. 

Vistos : No resultando de autos mérito bastaute para proce- 
der á la prisión del testigo Don Emilio Silvester; por ello, y de 
acuerdo con lo pedido por el 3eñor Procurador General en su 
precedente vista : se conñrma con costas el auto apelado de 
foja once vuelta, y devuélvanse, debiendo reponerse los sellos 
ante el inferior. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN.— 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA I.I 



L. Gaminara y C contra Santiago Mezzera y hermano, 
faUi/icacion de marca de fábrica; sobre presentación de ■ 
ligos, y reposición de papel sellado. 



Sumario. — i° Los testigos deben ser presentados, eipres 

do sn propio Dombre, piolesion y domicilio. 
2° Una razoa social no puede ser presentada como testi 
3" El podei general extendido faera de la capital en el pi 

sellado de la localidad correspondíento, no está sujeto i la 

posición del papel sellado nacional. 



Caso. — Se babfa ordenado la citación de varias casas socii 
para declarar como testigos. 
Mezzera; hermano reclamaron. 
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Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Noviembre 28 de 1892. 

Y Tistes: atento lo manifestado por esta parte, déjase sin 
efecto el auto de foja 110 vuelta en cuanto admitía los pedidos 
del escrito de foja 109» señalados con la letra (A), pedido S'', y 
el pedido 3^ en lo referente á la citación como testigos deles 
señores Mezzera y hermano; y por las razones expuestas en el 
escrito de foja 115 que el Juzgado encuentra ajustadas, déjase 
asimismo sin efecto el referido auto en cuanto admitía la cita- 
ción solicitada en el pedido 3° relativa á diversas razones socia* 
les ó sus gerentes. 

J. V. Lalanne. • 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenps Aires, Febrero 9 de 1803. 

Suprema Corle : 

El artículo 45 de la ley de sellos vigentes, prescribe que se- 
rán aceptados y tramitados, sin exigirse reposición de sellos, 
todos los documentóse actuaciones provinciales que se presen- 
ten ante los Tribunales Federales extendidos ú otorgados en los 
sellos provinciales correspondientes. Deduzco en consecuencia 
que con sujeción á ese artículo el poder y legalizaciones de 
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s 

fojas 182 y 186, no requieren la reposición con sellos na- 
cionales. 

Sabiniano Kier. 



Fallo lie la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 23 de 1893. 

Y vistos : considerando : que por lo expuesto en el escrito de 
foja ciento cuarenta y nueve, respecto ala declaración de la ca- 
sa demandada é informe del Departamento de Obras Públicas, 
está limitado el recurso ante esta Suprema Corte al último pun- 
to resuelto por el auto de foja ciento cincuenta y dos, y tenien- 
do presente que, según lodispuesto por el artículo cuatrocientos 
ochenta y tres del Código de Procedimientos en lo Criminal, que 
es el aplicable al caso, concordante con el ciento veinte de la 
Ley de Procedimientos de los Tribunales Nacionales, debe ex- 
presarse en la lista respectiva el nombre, profesión y domicilio 
de los testigos, sin autorizársela designación en la forma que se 
hace á foja ciento ocho; se confirma con costas el auto mencio- 
nado en la parte apelada; y 

Considerando en cuanto á lo solicitado en el segundo otrosí 
del escrito corriente á foja ciento ochenta y siete : que el poder 
general presentado está extendido en el papel correspondiente á 
esa clase de documentos^ y de acuerdo con lo expuesto por el se- 
ñor Procurador G-eneral se declara que no corresponde la repo- 
sición de sellos. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TOttRENT. 
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CAUSA lili 



El Banco Nacional contra D. Andrés Dassori; sobre acción 

ejecutiva. 



Sumario» — No procede la ejecución por letras protestadas, 
cuando el protesto no está en debida forma y la letra no ha sido 
reconocida en juicio. 



Caso» — Lo indica el 



fallo del Jues liCtmdo 



Posadas, Julio 5 de 1892. 

Vistos : la escritura de protesto presentada, en la que se ob- 
serva : 1° no haberse copiado literalmente y en la misma forma 
el documento de foja \ ; S"" haberse omitido la interpelación, 
para que el protestado firmara el acta y los motivos por qué no 
la firmó; y 3^ no haberse espresado la hora en que se verificó el 
protesto; y siendo estos requisitos esenciales parala validez del 
protesto, con arreglo á los principios del Código de Comercio, 
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se declara que el título con que se demanda no trae aparejada 
ejecución, y, en consecuencia, no se hace lugar á lo solicitado 
en el escrito de foja 3. Devuélvase el nombramiento solicitado 
en el otrosí del escrito de foja 3 dejando constdncia en autos. 

Quiroga. 
Ante mi : 

Augusto V. Blanco, 
Escribano Secretario. 



Auto del Jíuez lietmdo 



Posadas, Julio 19 de 1892. 

Autos y vistos: considerando que la acción entablada por el 
peticionante en el escrito de foja 3 ba sido en mérito de la apa- 
rcada ejecución del documento presentado, según claramente 
lo expresa, j en consecuencia pide el afianzamiento de la deuda, 
ó en su defecto el embargo de los bienes del deudor. 

Que en tal virtud y examinado por el infrascrito el documento 
con que se deduce esta acción, encuentra que no es de los títu- 
los que traen aparejada ejecución. 

Que, por otra parte, cualquiera que sea el objeto del peticionan- 
te, al formular su acción, ha debido justificar los extremos ne- 
cesarios, sin lo cual el Juez no está autorizado á considerar deu- 
dor moroso del Banco, á aquel á quien se atribuye un documento 
que no se halla revestido de las formalidades debidas para me- 
recer fé. 

Por lo expuesto, no ha lugar á la revocatoria solicitada. Se 
concede en relación el recurso de apelación subsidiariamente in- 
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terpuestó y elévense los autos á la Saprema Corte con noticia 
del interesado. 

D. Quiroga^ 

Ante mi: 

Augusto V. BlancOy 
Escribano Secretario. 



de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 28 de 1893. 

Vistos: Atenta la naturaleza de la petición de foja tres, j no 
fundándose en un protesto en debida forma, ni en el reconoci- 
miento judicial del documento cuya deuda se pretende afianzar; 
por ello y fundamentos de los autos de fojas siete vuelta y nueve, 
se confirma aquel. Repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUISV. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA lili I 



D.SÍarcelina Henavidez contra D. José Gaíii; por cobro de 

pesos; sobre absolución de posiciones. 



Sumario. — Faera del término establecido por el artículo 108 
de la ley de Procedimieatos en lo federal, no procede la absolu- 
ción de posiciones. 



Caso. — Llamados autos para sentencia, el actor pidió quo el 
demandado absolviera posiciones. 



Fallo del Jiies redera! 



Buenos Aires, Octubre 20 de 1892. 

No estando esta petición de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 108 de la ley nacional de procedimientos, no ha lugar. 

Tedin. 

T. I IG 
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terpuestó y elévense los autos á la Saprema Corte con noticia 
del interesado. 

i). Quiroga. 

Ante mi: 

Augusto V, BlancOy 
Escribano Secretario. 



Ful lo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 28 de 1893. 

Vistos: Atenta la naturaleza de la petición de foja tres, y no 
fundándose en un protesto en debida forma, ni en el reconoci- 
miento judicial del documento cuya deuda se pretende afianzar; 
por ello y fundamentos de los autos de fojas siete vuelta y nueve, 
se confirma aquel. Repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUISV. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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24t 



CAUSA I4III 



ü. Marcelino Henavidez contra D. José Galti; por cobro de 

pesos; sobre absolución de posiciones. 



Sumario, — Fuera del término establecido por el artículo 108 
de la ley de Procedimientos en lo federal, no procede la absolu- 
ción de posiciones. 



Caso. — Llamados autos para sentencia, el actor pidió quo el 
demandado absolviera posiciones. 



Fallo del Jiies Federal 






Buenos Aires, Octubre :30 de 1892. 

No estando esta petición de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 108 de la ley nacional de procedimientos, no ha lugar. 



1 



Tedin. 



T. I 



IG 



í 






/ 
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de 1880 Io3 señores Benjamín A. Dávalos y Juan M. Leguiza- 
mon giraron á cargo de ellos mismos y á noventa dias vista la le- 
tra de foja dos, por la suma de mil pesos bolivianos de cuatro- 
cientos gramos á favor del señorTamayo, quien inició juicio eje- 
cutivo por esta cantidad contra el señor Dávalos en Junio de 
1885; que citado de remate el ejecutado opuso las excepciones 
de inhabilidad del título y de prescripción, fundando la primera 
en qne no estando justificadas la presentación, aceptación y 
protesto, la letra no tenía aparejada ejecución, y en que por es- 
ta razón tampoco producía acción solidaria, sino simplemente 
mancomunada y divisible entre los dos libradores, y la segunda 
en que, habiendo transcurrido más de los cuatro anos fijados en 
el artículo 1003 del anterior Código de Comercio para prescribir 
el pago de una letra de cambio. 

Y considerando : Que estas ex<>epciones deben resolverse con 
sujeción á las disposiciones del Código Mercantil vigente al tiem- 
po en que se dedujeron. 

Que en cuanto á la primera no ha podido legalmente oponerse 
la falta de presentación y acept icion expresa ni de protesto, 
porque ni es verdadera letra de cambio el documento de foja 
dos, pues para que la orden escrita de pagar una suma de di- 
nero se considere tal es necesario que por ella una persona en- 
cargue el pago á otra (artículo 775 del citado Código), y porque 
siendo los libradores los mismos á cuyo cargo la giraron, por el 
hecho de suscribirla, estos quedaron prevenidos y aceptaron su 
pago en el plazo estipulado, siendo también innecesario el pro- 
testo, salvo al efecto sólo de cobrar intereses, desde que no exis- 
tía la persona de un librador distinta del girado contra quien el 
tenedor debiera salvar su acción. 

Qne si el documento de foja dos fuese verdadera letra de 
cambio, como lo pretende el ejecutado, tampoco podría oponer el 
hecho de estar perjudicada respecto de los libradores, porque no 
ha justificado que al vencimiento de la letra tenía suficiente 



DE JUSTICIA NACIONAL 245 

provisión de fondos para su pago (artículo 794 y última parte 
del 798 del mismo Código). 

'Que si la solidaridad no emana de la naturaleza intrínseca del 
documento ejecutado, por no ser letra de cambio, según la ley, 
la forma adoptada al contraer la obligación demuestra que fué 
estipulada por los deudores con sujeción al convenio que ante- 
riormente tenían celebrado con sus coherederos en la sucesión 
de D. Juan Galo Leguízamon, judicialmente aprobada el dos de 
Setiembre de 1877, y que en tal carácter tomaron del ejecutante 
la suma demandada para cumplir el encargo de albaceas^ según 
lo prueban planamente los testimonios de foja 14-5 vuelta, 160 
vuelta y 170 vuelta de los instrumentos que se registran de fo- 
jas 140 á 150 y de 160 á 174 del expediente original traído 
adefectum videndi, y las piezas agregadas en testimonio á 
fojas 32 y 33 de estos autos. 

Considerando respecto á la segunda excepción : que el artículo 
1003 del Código citado establecía sin restricción ni distinción 
alguna, que la prescripción era interrumpida por el reconoci- 
miento de la deuda en documento separado, interpretación san- 
cionada por la jurisprudencia de la Suprema Corte en la serie 2", 
tomo 5*^, página 45, y tomo 12, página 85 desús Fallos, sin que 
fuera necesario que el reconocimiento importara una novación 
como lo exige ahora el Código de Comercio reformado. 

Que aun en la hipótesis de ser dudosa la inteligencia del cita- 
do artículo 1003, debe seguirse el principio de que la ley que. 
establece la prescripción ha de interpretarse siempre en sentido 
restrictivo en favor de la existencia del título, y de acuerdo con 
la máxima: favorabilia amplianday odiosa vero restringenda. 

Por estas y otras razones, fallo: declarando que no sehan jus- 
tificado las excepciones opuestas, y ordeno se lleve adelante la 
ejecución hasta el trance de remate y completo pago de la deuda 
ejecutada, intereses desde la demanda, á razón del nueve por 
ciento anual, y de las costas causadas. Repónganse ; revalídense 



246 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

las notificaciones del decreto de « autos », y los de foja 35 y 
vuelta, y notifíquese con el original. 

David Zambrano, 



FaIIo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 28 de 1893. 

Vistos: considerando : Que entre las defensas que ha opuesto 
el ejecutado á la acción del ejecutante en la presente causa, se 
halla la de prescripcioi, que la ha basado entre otras razones 
alegadas en el informe in toce habido en esta Corte, en haber 
paralizado el juicio desde Octubre de mil ochocientos ochenta y 
cinco hasta Mayo de mil ochocientos noventa y uno, dejando 
así transcurrir, eiin proseguir la acción entablada, mayor tér- 
mino que el que establece el artículo mil tres del Código 
de Comercio, vigente á la época en que se produjeron los hechos 
que fundsnla prescripción. 

Que esos hechos se justifican por las constancias de autos se- 
gún se vé por la diligenciado foja doce vuelta, in fine, y el car- 
go que se registra al pié del escrito de foja diez y ocho, de que 
resulta cumplido con exceso el término de la prescripción alega- 
da contraía ejecución deducida con el pagaré de foja dos. 

Por esto, y de conformidad á lo dispuesto por el artículo mil 
diez del citado Código : se revoca la sentencia apelada de foja cin - 
cuenta y dos, declarándose probada la excepción de prescripción, 
y no haber lugar, en consecuencia, á la ejecución. Bepuestos 
los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL B A ZAN.— OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



í 
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CAUSA I4Y 



D. Gervasio J. Paez contra el Banco Hipotecario de la Provin- 
cia de Buenos Aires; sobre consignación. 



Sumario. — £1 importe de amortización é intereses vencidos, 
adeudado al Banco Hipotecario déla Provincia de Buenos Aires, 
puede compensarse con el de cupones de plazo vencido de las 
cédulas emitidas por dicho Banco. 



Caso. — Lo indica el 



FaIIo del Jíuez Federal 



Y vistos : los seguidos por D. 6. J. Paez contra el Banco Hi- 
potecario de la Provincia, sobre suspensión de una venta j con- 
cursacion de un crédito hipotecario. 

Resultando: I"* Que en 28 de Abril de 1891,80 presentó D. 6. J. 
Paez deduciendo acción contra el mencionado Banco (foja 10), 



'- ■- 
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sobre suspensión de un remate de un terreno situado en Barra- 
cas al Sud, expropiado por la Compañía de Ferrocarriles y pi- 
diendo se declare concursado su débito á dicho establecimien- 
to, procedente de intereses y amortizaciones devengadas con el 
importe de cupones de plazo vencido, que el dicho estableci- 
miento le adeudaba, que se había negado á pagarle, no habien- 
do querido recibirlos en pago, por cuyo motivo, había formulado 
la protesta cuyo testimonio acompañaba y consignado los cupo- 
nes referidos. 

^'^ Que notiñcado el Banco del decreto de suspensión del re- 
mate y traslado de la demanda, pidió revocatoria de la suspen- 
sión ordena^'a, interponiendo á la vez el recurso de apelación (v. 
escrito de foja 14). 

3^ Que oido el demandante acerca de los recursos deducidos 
be expidió á foja 18. 

4"* Que fueron resueltos por el auto de foja 22 rechazán- 
dolos. 

&° Que el demandado contestó la demanda á foja 32 expre- 
sando que la compensación en la época en que se opuso, no po- 
día ser admitida: a) porque según el artículo 1 1 de la ley or- 
gánica del Banco, las anualidades é intereses de las cédulas 
debían ser abonadas en moneda; b) porque en la época en que 
se presentó, los cupones estaban gravados con un impuesto ; 
c) porque la Provincia se hizo cargo de la deuda del Banco, y la 
consolidó, concluyendo por manifestar que en la fecha en que 
contesta la demanda ésta no tiene lugar de ser, por cuanto, por 
el artículo 14 de la ley de 14 de Julio^ se permite la chancela- 
ción de las hipotecas entregando las cédulas con el cupón res- 
pectivo al último trimestre, y el servicio atrasado puede pagar- 
se en cédulas, cupones, etc. 

6^ Que llamado autos, la parte del Banco promovió la articu- 
lación de nulidad de todo lo obrado, por cuanto la hipoteca ha- 
bía sido constituida por don Daniel C. Amadeo y Modesto Molí, 
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á quienes había vendido el terreno don G. J. Faez y que sólo 
por .terror había admitido la personería del mencionado Faez. 

T'^ Que corrido traslado, lo evacuó este último, negando que 
el Banco pudiera promover la articulación estando la causa para 
sentencia. Que no existía el error que alegaba, pues al Banco 
le constaba que era dueño del terreno y que la escritura de ven- 
ta que presentaba era simulada^ y sólo había tenido por objeto 
facilitar el préstamo en cédulas, y en prueba acompañaba la 
escritura de declaratoria otorgada por don Daniel C. Amadeo, 
é invocaba las constancias del expediente que seguía contra don 
Modesto Mol). 

Considerando: 1"^ Que respecto á la nulidad alegada, esta 
articulación no puede ser atendible en el estado en que se halla 
esta causa, pues, llamado los autos para sentencia y admitida 
la personería de don 6. J. Faez, para iniciar el juicio, ella im- 
plica ana excepción que ha debido ser opuesta antes de contes- 
tar la demanda ó al tiempo da contestarla. 

2*" Que prescindiendo de esa circunstancia, se ha demostrado 
por don G. J. Faez, que es el verdadero dueño del terreno y 
que el préstamo hipotecario' se hizo por él y con su anuencia, 
razón por la cual reconoce la validez de la hipoteca, lo que re- 
sulta probado por la escritura do declaratoria y constancias del 
expediente seguido contra don Modesto Molí, que se tiene á la 
vista, de modo que su personería se halla plenamente justifi- 
cada. 

3^ Que en el ejercicio de sus derechos de dueño, inició este 
juicio, y en ese carácter ha sido reconocido por el Banco, no obs- 
tante hallarse las escrituras á nombre de Amadeo y Molí, pre- 
valeciendo en el caso, la verdad de los hechos sobre la simula- 
ción, lo que supone que el establecimiento tenía conocimiento 
de aquellas, y no ha procedido por ignorancia ó error que no ad- 
mitiera explicación alguna satisfactoria. 

4^ Que por consiguiente don G. J. Faez usó de un derecho 
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propio reconocido por el Banco, al ofrecer el pago de su deuda 
atrasada en obligaciones de pago vencidas que su acreedor de- 
bia abonarle en moneda compensando asi su deuda. 

5® Que los artículos 8i8 y 820 del Código, son claros y pre- 
cisos como aplicables al presente caso. 

6^ Que no es exacto que se trate de una deuda consolidada 
del Estado ó Pro?incia, ni ley alguna se ha dictado á ese res- 
pecto, pues la ley de 14 de Julio de 1891 se limitó en su artí- 
culo 6 á proveer á los acreedores de una constancia de lo que se le 
dejaba de pagar, y la misma en su artículo 14 admite el pago 
en cupones de los servicios atrásalos, que es lo que ha preten- 
dido don G. J. Faez, y no la cancelación déla hipoteca como se 
ha dado á entender por el representante del Banco. 

7° Que la expresada ley en la parte referente al recibo de los 
cupones en pago de servicios atrasados, consagra la doctrina ge- 
neral, y se conforma á la ley civil nacional que la Legislatura de 
la Provincia no puede modifícar. 

8^ Que los cupones ofrecidos en pago y consignados en forma 
legal, importa el pago de lo debidohasta la cantidad concurrente 
(artículo 818 del Código Civil). 

Por estos fundamentos y lo alegado por el demandante, fallo : 
No haciendo lugar á la articulación de nulidad y declarando 
extinguida la deuda de don G. J. Paez por servicios atrasados 
hasta la cantidad concurrente de los cupones consignados, de 
los que deberá recibirse el Banco y hacer las anotaciones con- 
venientes, todo con costas. Notifíquese con el original, regís- 
trese en el libro de sentencias, repónganse las fojas. Dada y fir- 
mada en la sala del Juzgado en la ciudad de La Plata á los 19 
días del mes de Marzo de 1892. 

Mariano S. de Aurrccocchea, 
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Fallo 4e la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 2 de 1893. 

Vistos y considerando: Primero. Que la personería del deman- 
dante está reconocida por la parte demandada en su expresión 
de agravios, lo que importa su conformidad con loque la senten- 
cia apelada ha resuelto sobre este punto. 

Segundo, Que la compensación de las obligaciones, tiene lu- 
gar siempre que dos personas reúnan en sí por derecho propio 
la calidad de acreedor y deudor, según lo dispuesto por el artí- 
culo setecientos diez y ocho del Código Civil, y que la cosa de- 
bida por una de las partes pueda ser dada en pago por la otra, 
siendo ambas deudas líquidas y exigibles, con arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo sietecientos diez y nueve del mismo Código. 

Tercero. Que don Gervacio J . Paez estaba oblígadoá abonar al 
Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires en moneda 
legal, los servicios por amortización é intereses del crédito que 
este le otorgó^ como se halla reconocido por ambas partes, estan- 
do á su turno el Banco en la obligación de abonar en la misma 
moneda los cupones vencidos, y de recibir estos mismos en pago 
de los créditos de esa naturaleza. 

Cuarto. Que la parte de Paez consignó judicialmente á dis- 
posición del expresado Banco, en cupones vencidos, la cantidad 
de pesos treinta y cinco mil doscientos cinco moneda nacional 
que representaba en la fecha la suma por este adeudada, sin 
que respecto á su monto se haya hecho objeción ninguna. 

Quinto. Que no desvirtúa el derecho del deudor para verifi- 
car el pago en la forma que lo ha hecho, la circunstanciado ha- 
ber sido gravados los cupones con un impuesto de veinte por 
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ciento, por cuanto suponiendo la legalidad y subsistencia de éste, 
la ley provincial de diez y ocho de Abril de mil ochocientos no- 
venta y uno suspendió los efectos de la de veintisiete de Di- 
ciembre de mil ochocientos noventa que lo establecía. 

Forestes fundamentos, los concordantes de la sentancia ape- 
lada y lo dispuesto también por el artículo setecientos veintiséis 
del Código Civil, se confirma con costas dicha sentencia. Noti- 
fíquesecon el original y repuestos los sellos devuélvanse. 



benjamín paz. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TOURENT. 



CAUSA I.VI 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra los herederos de 
ly Clara García Zúñiga de Anchorena, por expropiación; 
sobre rescicion, daños y perjuicios. 



Sumario. — i^ El nombramiento de defensor excluye el con- 
cepto del procedimiento en rebeldía, y queda sin efecto por el 
hecho de presentarse en juicio el demandado. 
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S'^ Las diligencias jadiciales que no comprometen los dere- 
chos del demandado no dan lagar á reclamo por perjuicios. 



Caso. — En el juicio de expropiación contra la finada D* Clara 
Z. de Anchorena, fueron citados por edictos^ sus herederos, á 
quienes se les nombró defensor^ y se dio la posesión provisoria. 

El señor don Tomás Anchorena, heredero de la señora García 
Zúñiga, entabló recurso de rescisión para que se anulase lo obra- 
do y reclamó daños y perjuicios por la posesión dada indebida- 
mente. 



Fallo del Jueas Federal 

La Plata, Abril 19 de 189'2. 

T vistos: considerando: 1^ Que el recurso de rescisión de- 
ducido por la parte demandada, sólo procede contra las senten- 
cias definitivas, que se han dictado, violando las solemnidades 
del procedimiento. 

2"* Que en el presente caso, ese recurso se opone contra un au- 
to interlocutorio que esteriliza la defensa de la parte demanda- 
da, para pedir lo que en derecho corresponda al fondo de la 
cuestión. 

Por estos y concordantes alegados por el Ferrocarril expro- 
piante en el comparendo de foja treinta y cinco, no ha lugar al 
recurso de rescicion opuesto por la parte demandada y se con- 
cede en relación el recurso de apelación interpuesto, debiendo 
elevarse los autos al Superior en la forma de estilo. Repónganse 
las fojas. 

íM. S. de Aurrecoechea, 
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Fallo de la Suprema Carie 



Buenos Aires, Marzo 2 de 1898. ' 

Y vistos: considerando: Que aceptada perla parte de Ancho- 
rena la posesión acordada á la Empresa por el auto de foja seis 
Tuelta, según lo ha manifestado su representante en el informe 
in voce pronunciado ante esta Suprema Corte, el recurso de res- 
cisión deducido por uquella no tiene otro objeto que dejar sin 
efecto el auto de foja diez y ocho, que nombra defensor á los 
herederos de Doña Clara Z. de Anchorena; nombramiento que 
implica que no se trata de un procedimiento en rebeldía, á pesar 
de haberse empleado con impropiedad esa calificación en el auto 
referido. Que con tal motivo el único agravio en que podría fon- 
dar el apelante su recurso sería la subsistencia de ese auto, el 
cual quedó sin efecto por el hecho mismo de haberse presentado 
en el juicio. 

Y considerando en cuanto á la indemnización de daños y 
perjuicios que ha reclamado el recurrente : que según lo demues- 
tran los autos no se ha irrogado perjuicio alguno apreciable, 
para la misma parte, desde que sus derechos no quedan en ma- 
nera alguna comprometidos con las diligencias practicadas hasta 
el presente. 

Por estas consideraciones se confirma el anto apelado cor- 
riente á foja cuarenta y tres vuelta, no haciéndose lugar á la 
condenación en costas solicitada por ambas partes, por no haber 
mérito para ello, y devuélvanse reponiéndose los sellos. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN.— OC- 
TAVIO BLNGE.— JUAN E. TOURENT. 
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CAUSA £.TII 



Sorazú y C contra Alanasio Rodríguez, por cobro ejecutivo de 

pesos; sobre inhabilidad del titulo. 



5t/mano.-- Debe ser rechazada la excepción de inhabilidad 
del titulo ejecutiTo, cuando se funda sobre la nulidad del pro- 
testo, y resulte que éste ha sido verificado en debida forma. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del «Incas Federal 

Santiago, Junio 3 de 1892. 

Y vistos: La excepción de inhabilidad del título ejecutivo 
opuesto por la parte de Rodríguez, en la ejecución que U siguen 
los señores Francisco Sorazú y C", como gerente del señor Clo- 
domiro Ruiz Pereyra, estudiando el escrito en que la opone, 
resulta : que la funda en la nulidad del protesto del pagaré, por 
cuanto, en su entender, no se observaron, al formalizarlo, las 
prescripciones del Código de Comercio sobre el particular. Con- 
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testando el ejecutante sostiene & su vez, ser improcedentes 
los argumentos aducidos por Rodríguez, por cuanto no son exac- 
tos y se observaron las formalidades legales al hacer el pro- 
testo. Y considerando: Que del estudio de los autos resulta: 
que el Escribano observó los trámites que el Código de Comercio 
fija para efectuar el protesto, por cuanto buscó al señor Buiz 
Pereyra y al señor Rodríguez en sus respectivos domicilios, en- 
contrando al primero y no al segundo. Que en este líltimo caso 
ocurrió ante la autoridad Municipal, conforme lo prescribe el 
citado Código. 

Por tanto, y de acuerdo con las consideraciones concordantes 
del escrito que precede, no se hace lugar á la excepción opuesta, 
por ser improcedente, con costas al ejecutado, y debiendo en su 
mérito llevarse adelante la ejecución. 

P.Olaecheay Alcoría, 



Fallo tie la Suprema Corle 

Buenos Aires, Marzo 3 de 1893. 

Y vistos: Considerando: que el ejecutado no ha demostrado la 
nulidad del protesto en que funda la excepción opuesta, resul- 
tando, por el contrario, que al practicarlo se han observado las 
prescripciones del Código de Comercio que le son relativas; por 
esto y sus fundamentos se confirma con costas la sentencia ape- 
lada de foja sesenta y dos. 

Devuélvanse reponiéndose los sellos. 

DENIAMIN PAZ. — ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BCJNGE. 
— JUAN E. TORREJiT. 
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CAV8A LVIII 



El Banco Nacional contra D. ISanuelA.Ferré, por defraudación; 
sobre embargo de bienes 



Sumario. — Ko es apelable el auto por el caal el Jaez manda 
tasai los bienes ofrecidos por el procesado á efecto de asegurar 
con sn embargo las responsabilidades del juicio. 



Caso. — Lo indica el 



Fnlls del Jues FedeFal 



Corrientes, Febrero i de 189). 

Vistas: Considerando: Que importando la petición de foja 1 
el señalamientode propiedades por el procesado coa el objeto de 
que sean embargadas á las resaltas de sns responsabilidades en 
el proceso, las que con las dadas en hipoteca cree qae cubrirá 
la cantidad determinada en autos, de doscientos mil pesos; qne 
con ese objeto pidió y el Juzgado nombró los peritos, por el auto 
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de que se recarre, como único medio de reconocer el valor de las 
propiedades señaladas y con el propósito de ajustar el embargo 
al valor de doscientos mil pesos, teniendo en oaenta los bienes 
hipotecados al Banco, de conformidad á lo resuelto por la Supre- 
ma Corte á foja 173 de los autos, cuerpo 6 n^ 134, para poder de- 
cidir si los bienes embargados juntamente con los hipotecados 
son suficientes 6 no; sin que eso importe negar al querellante 
ni el derecho de nombrar nuevos peritos, si cree procedente, ni 
el de recusar á los nombrados por el Juez, ni ningún otro dere- 
cho que la ley le acuerda, desde que el auto en que dichos nom- 
bramientos se hacen le ha sido notificado de conformidad al ar- 
tículo 330 del Código de Procedimientos en lo Criminal. Que es 
estemporáneo el razonamiento que hace el querellante acerca 
del monto de la tasación de los bienes hipotecados practicada 
por los peritos, desde que el Juzgado no ha hecho en el auto de 
que se pide revocatoria^ pronunciamiento alguno á ese respecto. 
El proveyente oportunamente resolverá, teniendo en cuenta los 
bienes hipotecados y los presentados á embargo, si son ó no su- 
ficientes para cubrir la cantidad en que se ha estimado la res- 
ponsabilidad del procesado Ferré, sin que esa resolución importe, 
como cree el querellante, un prejuzgamiento acerca de las tasa- 
ciones de los peritos, sino el uso de la facultad concedida por 
los artículos 413 y 414 del Código citado. Por estas considera- 
ciones : no se hace lugar á la nulidad ni á la revocatoria solicitada 
y de conformidad al artículo 423, concédese la apejacion solici- 
tada en el efecto devolutivo. Saqúese testimonio de todo lo 
obrado de fojas 48 á 54 y remítase á la Suprema Corte á costa 
del apelante dentro de tercero día. 

» 

E. A. Lujambio. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 22 de 1893. 

Suprema Corte : 

El auto testimoniado á foja dos se circunscribe á mandar practi- 
car una tasación de bienes. No importa negar al recurrente el de- 
recho de nombrar tasador por su parte : no prejuzga cosa alguna 
respecto al valor de los bienes hipotecados^ ni á la limitación 
de las responsabilidades establecidas; según aclaración de foja 
cinco no causa gravamen irreparable, ni es por consiguiente re- 
currible según prescripción del artículo 501 del CódigDde Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

Si no obstante, V. E , creyere bien concedido el recurso, la 
confirmación del auto de foja dos se impone, pues una diligen- 
cia previa ha podido dictarse aun de oficio y sin más trámite fOT 
el Juez que la juzga necesaria para fundar el punto llamado á 
resolver en el incidente promovido. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 4 de 1893. 

Vistos : Con lo expuesto y pedido por el señor Procurador Ge- 
neral en la primera parte de su precedente vista y de conformi- 
dad con lo dispuesto en el artículo quinientos cinco del Código 
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de Procedimientos en lo Criminal : se declara improcedente el 
recurso de apelación concedido á foja seis. Devuélvanse, de* 
biendo reponerse el papel en el Juzgado de su procedencia. 



benjamín paz. — mis v. 

VÁRELA . — ABEL BAZAPi . 
—JUAN E. TORRENT. 



CAUSA I.IX 



Criminal contra Luis Y, Jocod, por malversación de dineros 

públicos; sobre prueba. 



Sumario. — En los juicios criminales, la prueba de testigos es 
inadmisible si se presenta después de los primeros diez días del 
término probatorio . 



Caso,— Lo indica el 
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Fulla del Juez Feden 



Jujuy, 

Fresoribiendo el artículo 483 del Código 
en lo Criminal, qae la prneba testimonial se¡ 
mente dentro de los primeros diez días del 
no permite que lo seadespaee de dicho tért 
ha lugar & la ofrecida por el defensor de doi 
de transcurridos 18 días de abierto el jaicio 
Tase el pliego cerrado qoe contiene el interr 



A«t»d«IJucs Fedcri 



Jujuy, ) 

Estando fundado el auto recurrido en el I 
tfculo 483 del Código de Procedimientos en 
lugar á la revocatoria solicitada, concedía: 
ambos efectos el recurso de apelación intei 
mente para ante la Suprema Corte, á quien 
diente por el primer correo en la forma de e 
maniñeste en el acto de la notificación i qni 
en la Capital Federal, sobreentendiéndose e 
que lo será el defensor oficial. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 22 de 1893. 
Suprema Corle: 

El artícalo 483 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
prescribe que la prueba testimonial será ofrecida necesariamen- 
te dentro de los primeros diez días del término de prueba. Ne- 
cesariamente implica un término fatal, improrrogable. £1 ar- 
tículo 477 del mismo Código, citado en la defensa, no creo que 
desvirtúe prescripción tan esplícita. 

Solóse refiere ala ejecución de las diligencias, pedidas dentro 
del término legal. 

Por ello pido á Y. E. la confirmación del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 4 de 1893. 

Yistos : Considerando respecto del recurso de nulidad : que él 
carece de fundamento por no encontrarse dentro de las condicio- 
nes establecidas por el artículo quinientos nueve del Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 

Y considerando en cuanto á la apelación : que el auto de foja 
treinta y seis vuelta está fundado en prescripciones expresas de 
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la ley de procedimientos, & la que debe sujetarse el ejercic 
loa derechos en juicio. 

Por esto y de conformidad á lo espuesto y pedido por el ; 
Procurador General y por sus fundamentos: secoañrma coi 
tas el auto apelado de foja treinta y seis vuelta, no haciéndoi 
gar al recurso do nulidad conjuntamente deducido por el 
lante. Devuélvanse. 

benjamín paz. — lv 
várela.-— abel b 

—juan e. tobbeh 



CACHA DC 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra D" Rosa A<¡ 
de Balcarce; sobre expropiación . 



Sumario. — La indemnización en las expropiaciones, del 
equitativa. 



Caso. — Lo indica e 
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Fallo del Suex Fcdeml 



Y vistos : los autos seguidos por la Compañía de Ferroca- 
riles Pobladores contra D*^ Rosa Aguírre de Balcarce, sobre ex- 
propiación de un terreno ubicado en el partido de San Isidro, y 
resultando: 

i"* Que en 25 de Abril de i889, se presentó la mencionada 
Compafiía, solicitando la expropiación de tres mil cuatrocientos 
cuare:itay siete metros cuadrados áeÜQrTSLy de propiedad déla 
señora Aguirre de Balcarce, y, al efecto de la posesión proviso- 
ria que pretendía, consignó en el Banco á la orden del Juzgado, 
la suma de ochocientos sesenta y un pesos con setenta y cinco 
centavos moneda nacional, según su apreciación, como precio 
é indemnización de perjuicios. 

9p Que la demandada al comparecer al juicio verbal decreta- 
do, se opuso í la posesión ordenada y substanciado el caso, fué 
resuelto por sentencia de 17 de Marzo de 1890, manteniendo la 
doctrina encuadrada en el auto que acordó la posesión, y citóá 
las partes, con arreglo al precepto de la ley de la materia á jui- 
cio verbal^ declarando al sólo efecto devolutivo los recursos de 
apelación y nulidad interpuestos de dicha sentencia, los que tra- 
mitados en forma, se falló por la interlocutoria de 30 de Junio 
del mismo año, en sentido negativo. 

3® Que, deducido recurso de hecho, la Suprema Corte cono- 
ció de él y durante su substanciación, se produjo la transacción de 
que da cuenta el acta de foja 77, devolviéndose los autos pa- 
ra que continuara el caso que por derecho correspondía. 

4"" Que en i 5 de Octubre del año corriente, se procedió al 
nombramiento de peritos, los que aceptando el cargo, procedie- 
ron á llenar su cometido como se desprende de los informes co- 
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Tientes á fojas 83 y 87, donde el primero estima en seis pesos 
moneda nacional el metro cuadrado de tierra, incluyendo en él 
la indemnización por ios daños y perjuicios qne se origin 
el segundo, justipreciando la tierra, estima el metro cuai 
en veinte centavos moneda national y como precio de tod 
demnizacion cincuenta centavos por ciento sobre el valor 
de la expropiación. 

5° Qne teniendo presente el Juzgado, la disparidad de 
cios, que surgía de los establecidos por los peritos, y ce 
lidad de mejor proveer nombró al doctor Eduardo Guido ] 
especial, ei que espidiéndose á foja 95, sostiene el prec 
un peso moneda nacional el metro cuadrado, y en un vei 
cinco por ciento sobre el total del precio por vía de indeni 
cion. 

Gonsíderaado : i ' Que l05 peritos nombrados por las i ar 
acnerdan sobre el bocho principal, necesario á servir de 
para la apreciación venal del terreno, cual es, ubicación, 
dad y condiciones especiales del mismo. 

2" Que de ambos informes se desprende, que el terreno 
lia de esta expropiación, se encnentra situado bajo la bar 
en niveles inundables, que si bien pueden ser apropiados p 
cultivo, ellos son por ahora inadecuados, porque será c 
tiempo el tiab.ijo del hombre el que les prestará tal cond 
lo que también se comprueba se)i;un la fundada opinión d 
rito especial, que al ocnparse de ello dice: el terreno si no 
los más apropiados para la agricultura en general, es apt 
ra el cultivo segiin la especialidad á i¡ue se destine... Su 
tibie al riego por las periódicas mareas del i-io. 

3" Qne es el caso de tomarse en cuenta, muy especialme 
expuesto en el anterior considerando sobre la calidad inun 
del suelo, como se desprende de la ubicación que presen 
plano de foja 2, el informe del perito de foja 87 y lo ex[ 
i foja 96 por el especial, cuando se ocupadelos terrenos i 
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dos del bajo ó propiamente hablando los denominados anega- 
dizos del Rio de la Plata. 

4** Que convenidos y clasificados precisamente en el informe 
de foja 95 la ubicación y condiciones del terreno, bastaría para 
su justiprecio tener en cuenta los obtenidos en casos análogos, 
retrotrayendo al momento déla expropiación (que fué en 1887) ó 
en el que se haya determinado dentro de los límites de la oferta 
y la demanda j á falta de estos casos, la renta que hubiere pro- 
ducido ( V. Fallos, serie 2% tomo 17, página 421 ]. 

5^ Que es de pública notoriedad, que en terrenos situados en 
los bajos de San Isidro, en la parte propiamente conocida por el 
anegadizo, las transacciones han sido tan esco^a^ y más aún, ra^ 
ras, que no podrían servir de base, para determinar un valor 
real á esos terrenos y desde luego sólo quedaría la renta ó pro- 
ducción, como punto departida para tal fijación. 

6*^ Que pretender proporcionar el valor efectivo de la tierra, 
. del precio que costó el todo del área constitutiva del fundo, 
cuando esa superficie la constituyen terrenos sobre barranca y 
terrenos ribereños ó anegadizos, no es dado sostenerlo, ni puede 
la sentencia tomarlo en consideración, pues mientras que aque- 
llos son cultivables y aptos para la agricultura, éstos son inú- 
tiles y la mayor parte impropios para todo uso y si sólo acepta- 
bles como márgenes limítrofes de una propiedad de recreo. 

7<^ Que teniendo en cuéntalos hechos apuntados, como los fun- 
damentos correctos del perito especial, en su informe de foja 
95, que acepto en todas sus partes, y los casos análogos resueltos 
por elJuzgado, como el de los señores Vernet^YallejoSfAguirre 
y otros, estimo que puede fijarse como precio equitativo al ter- 
reno expropiado á la señora Rosa A. de Balcarce, la suma de 
ochenta centavos moneda nacional por cada metro cuadrado. 

8^ Que el perito señor Rolon, hace notar en su informe, que 
el terreno ha sido levantado á fuerza de serias erogaciones del 
propietario, como lo demuestra la existencia de plantas y alfal- 
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fa quf) actualmente contiene ( v. foja 84) y estandoá U práctica 
inconcusa sobre la materia, en lo de terrenos de alfalfa d 
nene presente para la avaluación la ubicación, regabilida 
lindad y montuosidad del terreno en las costas del culti 
Fallos, serie 2^, tomo 19, página 205) debe tenerse tales ! 
en cnenta. 

9° Que poi su paite el perito señor Larralde, niega est 
ellos, pues asegura en su informe estar constituido el t 
que cruza la vía, en partes por arenas, en otras por tierra: 
cas fangosas, siendo en general malo para plantaciones 6 ( 
7 completamente inadecuado para edificación ( f. 87) j, 
núa, la línea corta al fondo paralelamente á su cerco sobre 
y tanpióximoá élqneno es posibledeterminarsi quedar 
cion menor. 

10° Que el perito especial, en su informe defoja 95, na 
al respecto, pnes en él se ha contraido únicamente á justij 
el valor de la tierra y los daños causados por el cruce de i 
como igualmente el representante de la señora Aguirre di 
caree, se contrae en su exposición de foja 90 & mantener e 
de la tierra y dañus apuntados por su perito, sin hacer ot 
servacion al producido á foja 87 por parte de la Empresa. 

11° Que el Juzgado, en tal casu, no tiene para pronuí 
sobre este punto, qnelos antecedentes del juicio y no ob: 
ellos otros que los apuntados, los que inducen á pensar fue 
eccislen plantaciones y alfalfares, será en la parte del t 
que no ocupa la linea, pnes no se ha negado sea su ubi 
otra que sobre la margen misma del rio y así se desprenda 
bien del hecho, qne sólo llega al fundo hasta el Rio de La 
no mencionarlo el perito especial y callarlo la parte ' 
piada. 

12° Qne en cnanto al cruce de la vía y su fraccioiíamier 
cabe duda que en cualquier condición que se veriñque oc 
perjuicios al propietario y debe por lo tanto ser indemn 



268 FALLOS DE LA SCPREHA CORTE 

pero tomáadose en cuenta el beneñcio que recibe el fando con 
las obras que se construyen según lo tiene resuelto la Suprema 
Corte (Fallos, serie 2*, tomo 21, página 47) y sucede en el 
caso sub-judice, que los terraplenes sobre el nivel de las altas 
mareas hacen de un terreno anegadizo uno aceptable por ha- 
llarse sustraído alas inundaciones; por esto se abonará como 
indemnización por fraccionamiento la suma de ochocientos 
setenta y un pesos con setenta y cinco centavos moneda na- 
cional. 

Por todo lo expuesto, fallo: fijando ^u ochenta centavos mone- 
da nacional el metro cuadrado del terreno demandado y en 
ochocientos sesenta y un pesos con sesenta y cinco centavos mo- 
neda nacional como indemnización por fraccionamiento^ más 
los intereses de Banco desde la fecha de la ocupación del terre- 
no^ siendo á cargo de la dicha Compañía las costas del juicio 
con arreglo á lo dispuesto en el artículo 18 de la ley de expro- 
piación. Notifíquese con el original. Regístrese en el libro de 
sentencias y repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la sala del Juzgado, en la ciudad de La 
Plata á los diez y siete días del mes de Setiembre de mil ocho- 
cientos noventa y uno. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 7 de 1893. 

Vistos: atento el mérito que arrojan los autos y considerando 
einitativa la indemnización mandada pagar por precio del ter- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



leno y perjuicios, se confirma la sentencia apelada i 
venta y ocbo. Repuestos los sellos, deTaélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. 

— ABEL BAJIAH.— OCTA\ 

— JÜAK E. TORREBT. 



CAUSA IjXí 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra D 
Vivanco; sobre expropiación. 



Sumario. — Para la iademaizacioo en las expropiad 
atenderse .i los precedentes en casos análogos. 



Caso. — Lo indica el 
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Pallo del Juez Fedeml 



La Plata, Abril 23 de 1892. 

Vistos : estos autos seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores contra don Hilario Vivanco, por ex- 
propiación. 

Y considerando: I"" Quo después de corridos todos los trámi- 
tes del procedimiento, se han presentado los informes periciales 
de foja 50 j foja 54, en que cada uno de los peritos nombrados 
por las partes, aprecia de un punto de vista bien distinto el va- 
lor del terreno cuya expropiación se gestiona, llegando á valo- 
rarlo en veinte pesos y en veinte y cinco centavos el. metro cua- 
drado respectivamente, lo que colocaba al Juzgado en la imposi- 
bilidad absoluta de encontrar el término razonable de apreciación. 

2^ Que en vista de esta notable divergencia de opiniones, se 
hacía indispensable nombrar un tercero que, con ánimo desapa- 
sionado, informara al Juzgado dándole la base cierta de estima- 
ción que le era indispensable para formar juicio. 

S"" Que tanto de los informes de los peritos de las partes, 
como del tercero surge evidenciado el hecho de que el terreno 
de Vivanco, es bajo, inundable y de muy inferior calidad como 
tierra de producción, no pudiendo emplearse entonces sino en 
la construcción de casas de recreo, en razón de su proximidad á 
los ríos del Tigre y Lujan. 

4^ Que este destino es sólo accidental y ha tenido una época 
que ha desaparecido con la crisis del valor de la propiedad, 
comprobando que ésta sólo puede valorarse por la renta que es 
susceptible de producir, y no por sus oscilaciones accidentales 
de valor; lo que ha indacido á los peritos á creer, que debe ha- 
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cerse la estimación con arreglo á precios transitorios, sin tener 

en cuenta que en épocas normales esos terrenos no son su ^' 

bles de población, con excepción de la parte inmediat 
ríos navegables, que lo limitan, esto es en la parte de la 

5° Qaa por estas razones el terreno de cuja eipropiai 
trata, debe dividirse para su estimacio : tn doi secciones: 
está inmediata al Tigre j la que está más lejos; la piimei 
ceptible de ser edificada á pesar de la ¿poca actual, ; la 
da fuera de todo destino próximo. 

6° Que bajo este pnnto de vista, el Juzgado debe te 
cuenta para la primera división, los precios fijados á t( 
de ribera, como lo son los de la margen opuesta del misi 
ó sea un término medio de dos p^sos, y por el resto, s 
reül, qne no tiene otia base de estimación qne los fijados 
versos juicios, por espropiacion de terrenos análogos. 

7° Que tomando como base esta forma de apreciación, 
establecerse que el terreno lindero con la ribera, es ra2 
apreciarlo en dos pesos, mientras que él no se aparte i 
metros de la misma, en tanto qne el resto del mismo, ap 
puede estimarse en setenta centavos, teniendo en cue 
fallos de Newman, Avelino Yedro y otros, dictados por eS' 
gado. 

S" Que dada la traza de la línea ; la fracción dennm 
la expropiación, la reducción proporcional de los dos 
mencionados, da un término medio de noventa centavos 
da nacional por cada metro cnadrado. 

9° Que debe beneficiarse al expropiado eo razón del f 
namiento y de la venta forzosa, eu ud tanto por ciento s 
valor mencionado. 

Fot estas consideraciones, fallo : mandando que la Coi 
Nacional de Ferrocarriles Pobladores, pague á don '. 
Vivanco, noventa centavos moneda nacional por cada 
cuadrado del terreno que se expropia, con más un quii 
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ciento sobre el total de la expropiación como indemnización por 
fraccionamiento, dentro de diez dias de ejecutoriada la presente, 
los intereses desde la toma de posesión^ sobre la sama que su- 
pere á la consignada, y las costas del juicio, de conformidad al 
artículo 18 de la ley de expropiación. Notifíquese con el ori- 
ginal, regístrese y repónganse los sellos. 



Marianos, de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 7 de 1893. 

Vistos: atento el mérito de antos y teniendo en consideración 
los precedentes establecidos en casos análogos, se fija en tres 
pesos moneda nacional por metro cuadrado la indemnización 
que debe pagarse al expropiado por precio del terreno y perjui- 
cios de la expropiación, quedando en estos términos modificada 
la sentencia apelada de foja setenta, la que se confirma en lo 
demás qae contiene. 

Bepuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUMGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA I.X1I 



D. Camilo Camestro por recurso de hateas corpvs, á favor de 

D. Manuel Camesíro; sobre apelación 



Sumario .—Jjb, Soprema Corte no puede conocer en grado del 
apelacian de sentencia pronunciada en el recurso de habeos cor- 
pus^ si ba sido apelada después del término de 24 horas de no- 
tificida. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del ^lues Federal 



Buenos Aires, Febrero 28 de 1893. 

Autos y vistos: Resultando del precedente informe y copia del 
auto respectivo que corre agregado á foja % que la detención de 
don Manuel Camestro, en cuyo favor se ha deducido el recurso 
de habeas Corpus, ha sido ordenada por el Juez de Faz de la 
Sección 11*, por haberse negado á hacer entrega de la suma de 
480 pesos moneda nacional, procedente de un remate de merca- 

T. 1 18 
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derías y otros objetos, efectuado en el juicio seguido por don 
Hijinio Vallejos contra D® Emilia Paz de Pelle, de cuya sama 
fué constituido depositario por auto de fecha 9 de Marzo de 
1892, notificado al detenido. 

Y considerando: 1® Que el recurso de amparo de la libertad, 
sólo procede contra las órdenes ó procedimientos de los funcio- 
narios públicos, tendentes á restringir sin derecho la libertad 
de una persona. 

2<^ Que en este caso no se encuentra el detenido Gamestro, 
pues su detención se halla autorizada por el artículo 459 de la 
ley de Procedimientos de la Capital, según el cual el deposita- 
rio de objetos embargados á la orden judicial, está obligado á 
presentarlos dentro de 24 horas de cualquiera intimación judi- 
cial, pudiendo ser compelído á ello con arresto personal. 

S"" Que según el artículo 60 de la ley de Justicia de Paz de 
la Capital, los Jueces de Paz deben observar en las causas eje- 
cutivas y demás juicios sumarios, las disposiciones de las leyes 
generales, siendo por consiguiente ajustado á derecho ía aplica- 
ción que el de la Sección ll"* ha hecho del artículo 459 antes 
recordado, 

AP Que si los procedimientos observados en el juicio que dio 
lugar al depósito son nulos ó infieren agravio á las partes ó al 
mismo detenido en su calidad de rematador ó depositario, debe 
buscar la reparación ante el superior de dicho funcionario por 
medio de los recursos que las leyes establecen. 

Por estos fundamentos : no ha lugar al recurso de babeas cor- 
pus y comuniqúese al Juez de Paz de !a Sección 11' á sus 
efectos. 

Kepónganse las fojas. 

Virgilio M. Tcdin, 
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FaIIo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Man:o 7 de 1893. 

Autos y vistos; y resaltando, que el recurso de apelacJor 
sido iuterpaesto después de vencido b) térmÍDo que en cali 
de perentoiio establece la ley para ese objeto (artíonlo s 
cientos treintay nueve del Código de Piocedimientos en 1o1 
minal}j se declara mal concedido el recurso. Devuélvase. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VABEU 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGI 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA I.XIII 



D. Abraham Grossi contra la Empresa de los « ¡Suevos Matade- 
ros de la Capital y> y por cobro ejecutivo de pesos; sobre mo- 
ratorias. 



Sumario. — La excepción de espera, fnndada sobre la suspen 
sion provisoria de las ejecuciones concedida por el Juez de Co- 
mercio, debe ser recibida á prueba. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jiick Federal 



Buenos Aires, Agosto 4 de 1892. 

Vistos 7 considerando: Que según resulta de la misma expo- 
sición de la parte ejecutada, la moratoria que invoca para solici- 
tar la suspensión del juicio, ha sido pedida al Juez competente, 
no estando aún concedida. Que pendiente la tramitación de la 
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solicitud de moratoria, sólo el Juez qae conoce en i 
espedir Criea para la suspensión provisoria de los pro 
tos ejecutivos, pendieotes ó que se iniciasen contra e 
conforme á lo dispuesto en el artículo 1586 del Gódi 
mercio, y siendo esto así, mientras tal orden se haya i 
el deudor no puede ampararse á los efectos de la n 
Que la suspensión por derecho de toda ejecución, á exc 
las que menciona el artículo 1600 del Código de Come 
tiene lugar cuando la moratoria ha sido ya concedi 
Tribunal. 

Por estos fundamentos: no ha lugar á lo pedido en 
de foja 25 y fallo mandando llevar adelante la ejecuc 
hacer trance y remate de los bienes embargados y co 
ducto integro pago al acreedor ejecutante del capital, 
y costas. rr. 

Repónganse los sellos. 

Virgilio M. Ti 



FüIIq de Im SupreniM C^rte 

Buenos Aires, Marzo 7 d€ 

Yistos: Considerando: Que la excepción de espete 
por el ejecutado está autorizada por el articulo doscíen 
ta de la ley de Procedimientos para los Tribunales Na 

Que estando ella fundada en la circnnstancia do ha 
dado el Juez de Comercio la suspensión provisoria de 
clones, ha debido recibirse á prneba el hecho de la r< 
sin peijnicio del derecho que pueda hacer valer el e 
acerca de la exigibilídad de su crédito, no obstante la a 
como lo pretende. 
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Por estos f andamentos : se deja sin efecto la sentencia apelada 
corriente á foja treinta y dos y devuélvanse al Juzgado de su 
procedencia para que abriendo la causa á prueba, resuelva la 
excepción opuesta, como fuere de derecho. 

Bepónganse los sellos. 

BENJAMÍN PAZ. — LUÍS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.-— JUAN E. TORRENT. 



C AVISA liXIT 



Contra Gielz y ISavarro^ sobre infracción de las Ordenanzas de 

Aduana y pago de dobles derechos 



Sumario. — V La resolución administrativa sobre la clasifi- 
cación de mercaderías es inapelable. 

2** Es justa la pena de dobles derechos, por la diferencia en 
más sobre el valor de los artículos manifestados . 



f 



I'"- 
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Caso. — Lo indica la 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 



Rosario, Mayo 14 de 1892. 

Vistos, consta: 1^ Que los señores G-ietzy Navarro pidieron 
despacho á plaza por permiso número 6745, de lo siguiente ve- 
nido á su consignación en el vapor 'cUrognay» procedente de 
Hambargo: número 21 96^ ^15: 20 cajones pez resina con peso 
de 1291 kilogramos. 2° Qoe el vista, al efectuar su despacho, 
encontró que era pez de Borgoña en vez del manifestado: di- 
ferencia que excede á la tolerancia que acuerda el artículo i28 
de las Ordenanzas de Aduana. 3° Que los interesados en su 
declaración de fojas 1 y 2, expresan que no están conformes con 
la clasificación puesta por el Vista, y que se rectifican en su 
manifestación. 4"* Que según lo dictaminado por el Tribunal de 
Vistas de esta Aduana á foja 3, el artículo en cuestión es efecti* 
vamente pez de Borgoña, estando comprendido en la Tarifa de 
Avalúos vigente bajo el número 4647, resultando en consecuen* 
cia perfectamente aplicado el aforo del Vista despachante. 

Y considerando : que este hecho importa una infracción de lo 
que dispone el artículo 104 de las citadas ordenanzas, punible 
según lo prescribe el 1025, y que no atenúa la causa expuesta 
por los interesados: esta Administración, cumpliendo con lo que 
manda el 930, resuelve condenar á la pena del pago de dobles 
derecho á la diferencia denunciada. 

Notifíquese y, encontrándose entregada bajo fianza la mer- 
cancía penada, pase á Contaduría y Tesorería á los efectos de 
los artículos 1029 y 1030. Repóngase los sellos. 

José A . Broches. 
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Fallo del Juez Federal (ad hoc) 



Rosario^ Octubre 31 de 1893. 

Y vistos: Los traídos á la jarisdiccion de este Juzgado por 
los señores Gietz j Navarro, reclamando de la resolución pro- 
nunciada á fojas 374 por -la Aduana, referente á nna partida 
de mercaderías qne se denunció por los recurrentes en el permiso 
de despacho á plaza número 6745 como «pez de resina» 7 que 
se clasificó por el Tribunal de Vistas y resolución predicha 
como «pez de Borgoña», la cual tiene mayor valor que la ma- 
nifestada y en exceso á la tolerancia acordada por el artículo 
128 de las Ordenanzas respectivas. 

Y considerando: 1^ Que 1% disposición contenida en el ar- 
tículo 137 de las referidas Ordenanzas, prescribe terminante- 
mente que el fallo de que recurre, por lo que hace á la clasifica- 
ción de las mercaderías, es inapelable para los comerciantes á 
quienes se perjudica. 

2° Que la jurisprudencia constante de la Suprema Corte Fe- 
deral en casos exactamente análogos, ha también declarado, de 
conformidad al artículo recordado en el considerando que pre- 
cede, ser inapelable la resolución de la Administración de Ren- 
tas en punto que se refiera á la clase, calidad ó estado de alguna 
mercadería (serie 2"*, tomo 2"", página 327; tomo 17, página 
267; serie S", tomo 5"", página 18; tomo 6^, página 382; tomo 
7'', páginas 177, 188 y 317 y resolución recaída con fecha 26 
de Marzo del corriente año, en el reclamo délos señores Pínasco 
y Castagnino sobre aforo de mercancías). 

3"^ Que en cuanto á la pena impuesta sobre pago de dobles 
derechos, subsidiariamente reclamado y sobre lo único que en 
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el caso ocarrente tiene competencia este Juzgado, ella está per- 
fectamente de acaerdo con los claros y csplícitos términos de 
los artículos 930 y 1026 de las mismas ordenanzas. Por tanto : 
confírmase la resolución de fojas 3 y 4 y ejecntotiada que sea 
la presente y repuestos los sellos, devuélvanse los autos á la 
Administración de Rentas. 

M. Salvó. 



VISTA DEL SE^On PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 24 de 1893. 

Suprema Corte: 

Ningún fundamento legal apoya el recurso instaurado contra 
la sentencia corriente á foja 21. Bástame invocar sus sólidos 
fundamentos, para tener el derecho de solicitar de Y. E. su 
confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 7 de 1893 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y por sus Jnndamentos se confirma con 
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costas el auto apelado de foja veinte y ana. Devuélvanse, de 
biendo reponerse los sellos en el Juzgado de su procedencia. 



BENJAMÍN PAZ.— lUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN— OCTAVIO BUNGE.— 
JUAN E. TORRENT. 



CAVíSA IaXT 



D, Pedro Saroli contra D, Fernando Rodríguez y oíros; sobre 

oposición á una mensura. 



Sumario. — Debe rechazarse la oposición á una mensura, 
que se funde en el dominio, cuando el opositor no presenta las 
correspondientes escrituras públicas de propiedad debidamente 
protocolizadas, ni prueba la posesión del área mensurada. 



Caso. — Lo indica el 
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ralto del Jl«cs rcdter»! 



Rosario, Octubre ^ de 1^^. 

Y Tistes: estos autos iniciados por doo Pedro Saroli, prime- 
ramente contra don Joan Bantista López Luqae, sobre mensu- 
ra de ana área de terreno, nbicaida en el distrito Villa Constitu- 
ción, depaitamento General López de esta Prorineia, practica- 
da por el agrimensor Warner, á foja 12, j proseguidos poste- 
riormente contra don Juan M. Dursi, don Antonio Fossati ydon 
Fernando Bodrignez. 

Besnlta: Que habiéndose opuesto don Juan B. López Lüqne, 
á la mencionada mensura, j despnes de seguidas las tramitacio- 
nes de ler, fué declarado rebelde y contumaz por el auto pro- 
nunciado i foja 107, con fecha trece de Mayo del año próximo 
pasado. 

Que el señor Saroli pidió, despnes de pronunciado aquel auto, 
que la mensura citada del agrimensor Warner, fuese notifica- 
da á los señores Dossi y Fossati, proYeyendo el Juzgado de con- 
formidad, señalándoseles término para sus comparendos. 

Que no habiendo comparecido estos en el plazo legal fijado 
por el decreto de foja i i% fueron también declarados contuma- 
ces, pero á mérito de la oposición deducida por don Femando 
Bodrignez se suspendieron, á foja 122 Tuelta, los efectos de 
aquella declaratoria. 

Que la citada oposición de don Fernando Bodrignez fué hecha 
á foja 118, titulándose dueño y poseedor del terreno de la cues- 
tión, pidiendo en consecuencia la Jesaprobacion de esa mensura 
con las costas de ley al señor Saroli. 

Que corrido traslado de esa oposición á foja 139, don Pedro 
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Saroli lo evacuó y negando el doble carácter que invocaba el se- 
ñor Rodríguez, solicitó el recbazo de la petición de este y la apro* 
baoion de la mensura, con costas, costos, daños y perjuicios. 

Que llamados los autos á foja... y abierta la causa á prueba el 
señor Saroli, produjo la corriente de fojas 171 á 174, y el opo- 
nente señor Rodríguez, á pesar de haber ofrecido la práctica de 
varías diligencias, sólo produjo la de posiciones de foja 194. 

Y considerando : 1® Que la operación geodésica verificada por 
el agrimensor don Rodolfo Warner con fecha 13 de Enero de 
1885, debidamente comisionado al efecto por resolución del se- 
ñor Juez de 1° instancia, de 9 de Octubre de 1884, corriento á 
foja 11 é instrucciones dadas por el Departamento Topográfico 
áfoja 11 vuelta, reviste todos los caracteres necesarios para ser 
considerada como válida, no solamente por el minucioso examen 
y relación de los títulos presentados por el señor Saroli desde la 
foja 2 á la 9, sino también por la práctica misma déla diligen- 
cia en sí, hecha con las correspondientes formalidades de ley. 

2"^ Que si alguna objeción pudiesb hacerse respecto de la men- 
cionada mensura, el Departamento Topográfico, oficina técnica 
al respecto y única competente para conocer si se encontraba ó 
no hecha con arreglo á las instrucciones legales, lo hubiera he- 
cho presente al dictaminar sobre ella cuando le fué sometida á 
su aprobación. 

3** Que del informe de foja 14 vuelta del Departamento To- 
pográfico, se desprende la perfecta validez de la citada opera- 
ción, de manera que aun cuando protestada por los señores Dossi 
y Fossati, sin embargo no fué objetada por esa oficina en razón 
de no conocer los títulos de los oponentes, quienes por otra par- 
te, se encontraban obligados á efectuar tal presentación. 

4** Que el título del cual hace derivar el señor Rodriguez'sus 
derechos de propiedad, es otorgado al señor López Luque y 
Pombo en 29 de Setiembre de 1884, mientras que estas dili- 
gencias han sido iniciadas casi simultáneamente, no estando 



DE JUSTICIA NACIONAL 285 

tampoco aqael protocolizado en razón de liaber sido otorgado en 
la provincia de Baenos Aires, y encontrarse el terreno de la 
cuestión en estade Santa-Fe, y sí, por el contrario, los presenta- 
dos por el señor Saroli, circunstancias que influyen en demos- 
trar plenamente la preferencia que estos merecen sobre aque- 
llos. 

5" Que la manifestación hecha por el seiior Pombo á foja 103, 
no puede dar derecho de propiedad alguno al señor Rodríguez, 
siendo otros los medios que las leyes acuerdan á los propietarios 
para que hagan \aler sus derechos en juicio, no encontrándose 
entre ellos el expresado, que no reviste los caracteres de instru- 
mento público que pueda oponerse á terceros. 

6" Que aparte de las precedentes consideraciones legales, sur- 
gen otras que establecen una vez más la improcedencia de la 
oposición del señor Rodríguez, tales como su falta de personería 
en este litigio, la ninguna posesión que éste haya tenido sobre 
el terreno de la cuestión y la prescripción sustentada por el se- 
ñor Saroli. 

V Que en cuanto á lo primero se desprende de la prueba de 
fojas 149á 155, que el señor Rodríguez si algún derecho de pro- 
piedad tuvo sobre el terreno, lo traspasó como él lo dice al se- 
ñor Saroli haciéndole entrega del campo, viniéndose así más 
bien en conocimiento que si alguno debiera oponerse á la men- 
sura era el señor Saroli y no Rodríguez^ quien, como se ha dicho, 
conñesa en esa prueba haber hecho tradición completa á aquel 
del bien raíz cuestionado. 

8^ Que por otra parte, siendo sucesor del señor López Luque, 
forma á los objetos jurídicos una sola y misma persona con aquel, 
no pudiendo invocar los derechos del mismo por un acto poste- 
rior á la demanda, cuando su enajenante ha sido declarado re- 
belde y contumaz. 

9^ Que no ha sido tampoco poseedor del terreno mensurado 
por el agrimensor Warner, desde que al invocar, como se ha he- 



286 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

cho, los derechos de López Lnque, no se ha probado que éste lo 
haya poseído^ resaltando por el contrario de la prueba de foja 
160^ qne caando trató de ejercitar actos posesorios con violen- 
cia^ fué preso, siendo además de derecho que una posesión de 
ese género no puede servir de base á una acción en juicio, con 
excepción de los casos especiales determinados por el Código 
Civil, en el título de la prescripción. 

10^ Que la posesión del señor Saroli ha sido á título público, 
en calidad de propietario y continúa desde su principio ó sea, 
cuando menos^ desde su compra por don Rufino Nuñez, hecha 
ésta desde más de veinte años antes de las oposiciones de López 
Laque, Fossati, Dossi y Rodríguez, y posesión que en tal sentido 
le da el derecho perfecto para alegar la prescripción de diez 
años entre presentes y veinte entre ausentes á que se refiere el 
artículo 3999 del Código Civil. 

Por tantOj fallo declarando : no haber lugar á las oposiciones 
deducidas por don Juan M. Dcíssi, don Antonio Fossati y don 
Fernando Rodriguez, con especial condenación en costas, apro- 
bándose en consecuencia y por lo que á estos respecta la mensu- 
ra en cuestión. 

Hágase saber con el original y repóngase el papel. 

Cr. Escalera y Zuviria. 



Fallo de l« Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 7 de 1893. 

Vistos y considerando : Primero, Que, practicado en Enero 
de mil ochocientos ochenta y cinco, á pedido de don Pedro Saro- 
li, el deslinde judicial que ha motivado esta causa, tan sólo £6 
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opusieron, á U opencion, eo el acto de ejecoUrse, don Jojkii 
Hkría Dossi j don Antonio Fossati, por considerarse dueños de 
parte de los terrenos comprendidos en la mensura, aleando ti- 
tulo de compra hecha i la Empresa de las chacras de Tilla Cons- 
titución. 

Segundo. Que, antes de llevarse adelante el trámite corres- 
pondiente i la oposición mencionada, el doctor don Juan B. 
López Luque, en diez de Abril del mismo año ochenta j cinco, 
deduce acción contra la mensura, afirmando que el terreno des- 
lindado pertenecía en so totalidad á él y á su condómino el doc- 
tor don Gregorio M. Pombo, según escritura de foja diez y nue- 
Te, por compra i doña Celedonia Espinosa de Basualdo, 7 i sus 
hijos don Juan j doña Irene Basualdo, cuyo derecho, por tras- 
misiones sncesiras por título hereditario, se hace dcríTar de 
Tenta hecha por el doctor don Marcelino Ugarte i favor de don 
Mariano Basualdo. 

Tercero. Que desechada la oposición de López Luque por la 
sentencia de foja ciento siete, que aprueba la mensura á su res« 
pecto, y habiendo ya manifestado el doctor Pombo que con an- 
telación había enajenado el campo de la cuestión a faTor de don 
Fernando Bodriguez, se presenta éste, en Junio de mil ocho- 
cientos ochenta y siete 1 foja ciento diez y ocho, y diciéndose 
sucesor singular de los doctores Pombo y López Luque, preten- 
de como anteriormente lo hizo éste, é inTocando los mismos an- 
tecedentes, ser el propietario del campo medido, que afirma es 
parte de uno de mayor extensión que le pertenece, no obstante 
declarar en el mismo escrito, que había ya Tendido el terreno a 
don Juan Solarí. 

Cuarto. Que Bodrignez, al deducir su acción, no ha acompa- 
ñado instrumento alguno en comprobación de los hechos en que 
la funda, limitándose á referirse á la escritora presentada por 
el doctor López Luque, de que se ha hecho mención, la que, es 
de notar, otorgada en San Nicolás de los Arroyos, no ha sido 
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protocolizada en la Provincia de Santa-Fe, en donde está situa- 
do el inmueble á que se refiere. 

Quinto. Que en lo tocante á la venta que se pretende reali- 
zada por el doctor ligarte á favor de don Mariano Basualdo, no 
sólo no se presenta con la demanda la escritura en que conste 
el acto, sino que, ni se indica el registro en que esté extendida, 
y lo que es más, ni siquiera se dice que se hubiese otorgado. 

Sexto. Que, recibida la causa á prueba, el demandante So- 
driguez no la ha producido en el sentido de adelantar los ele- 
mentos comprobantes de las trasmisiones sucesivas que invoca 
hasta llegar áél inclusive. 

Séptimo. Que de los antecedentes relacionados resulta, que 
el actor no ha presentado en la debida oportunidad, con arreglo 
al artículo diez de la ley de Procedimientos, los instrumentos 
que justifiquen el derecho que deduce, no habiéndolos siquiera 
producido durante el curso ulterior del juicio, lo que pone fuera 
de toda duda que deben reputarse inexistentes, y como conse- 
cuencia, que carece de base legal la acción intentada, que, por 
otra parte, y en lo referente ala venta, que se dice hecha por el 
doctor ligarte, se apoya en la simple afirmación de las partes 
interesadas. 

Octavo. Que, además, el derecho del demandado está demos- 
trado por la compra hecha en San Nicolás de los Arroyos, con 
fecha Febrero cinco de mil ochocientos sesenta y cuatro, por 
don Rufino Nuñez á dona Micaela Aguirre de Lima, y por el re- 
conocimiento formalizado en la misma ciudad por el citado Nu- 
ñez^ en Diciembre doce de mil ochocientos sesenta y siete, de 
haber realizado la compra referida para don Pedro Saroli, según 
consta de las escrituras públicas debidamente protocolizadas en 
el Rosario de Santa Fe, en veintidós de 3!ayo de mil ochocien- 
tos setenta y cinco, que, con la prueba de su protocolización, 
corre en testimonio de fojas tres & nueve, y que dado el mérito 
de los autos, se refieren al terreno en cuestión. 
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Noveno. Que, en la hipótesis de qae, como lo pretende el de- 
mandante, la Tendedora dona Micaela Aguirre de Lima hubiese 
celebrado la venta, sin estar autorizada por su marido^ la nuli- 
dad que de tal hecho resultare, sería relativa y á reclamarse 
únicamente por la mujer, el marido 7 los herederos de ambos, 
conforme á lo dispuesto por el artículo ciento noventa y dos del 
Código Civil. 

Décimo. Que Rodríguez no ha producido prueba alguna, para 
acreditar que tenga ó hubiese tenido la posesión de la cosa, 
posesión que, al contrario, está bien averiguado existir á favor 
de Saroli, bastando, para llegar áesa conclusión, el hecho au- 
ténticamente probado del deslinde de foja doce, anterior, en más 
de dos años á la deducción de la acción en litigio y que importa 
un acto posesorio incontestable, de acuerdo con el artículo dos 
mil trescientos ochenta y cuatro del Código Civil. 

Ü7idéctmo. Que aunque DossTi y Fodsati se opusieron parcial- 
mente á los resultados de la mensura, esa oposición limitada y 
de carácter personal y relativa á los opositores y sus sucesores, 
no puede invocarse con derecho por Bodriguez (artículo dos mil 
novecientos noventa y uno. Código Civil), no pudiendo invocar- 
se tampoco la demanda intentada por López Luque, que se dice 
ser causante del citado Bodriguez, porque habiendo sido ella 
desestimada, vale como si no hubiese sido promovida, observa- 
ción extensiva, en cuanto le es aplicable, á la oposición de Dossi 
y Fossati, que también ha sido rechazada (artículo tres mil 
novecientos ochenta y siete del Código citado).* 

Por estos fundamentos y sus concordantes, se confirma con 
costas la sentencia apelada corriente á foja doscientos cincuen- 
ta y cinco y repuestos los sellos devuélvanse, pudiendo notifi- 
carse con el original. 

BENJAMINPAZ.— LUIS V. VÁRELA. — 

ABEL BAZAN.— OCTAVIO BÜNGB. 

T. I 19 
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CAUSA I.\TI 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra D. Manuel A. 

Aguirre; sobre expropiación 



Sumario. — Para fijar la indemnización en las expropiaciones 
debe atenderse á los precedentes establecidos en casos análogos. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jues Federal 



Y vistos: Los seguidos por la Compañía de Ferrocarriles Po- 
bladores, contra don Manuel A. Aguirre, sobre expropiación 
de un terreno ubicado en San Isidro, lindando al de la señora 
Rosa Aguirre de Balcarce, j 

Resultando: 1^ Que en veinte y cinco de Abril de 1889, por 
intermedio de su representante, demandó la mencionada com- 
pañía la expropiación de dos mil novecientos ochenta y seis me- 
tros cuadrados de tierra, de propiedad del señor Aguirre, fun- 
dándose en la ley de concesión de 10 de Octubre de mil ocho- 



■ 
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cientos ochenta j siete; & los efectos de la posesión provisoTía 
que le acuerda la ley de 13 de Setiembre de 1866, consignó en 
el Banco de la Provincia, á la orden del Juzgado, la suma de 746 
pesos con 50 centavos moneda nacional, según su apreciación 
como precio é indemnización de perjvicio. 

2*^ Que el demandado al comparecer al juicio verbal decre- 
tado, se opuso á la posesión ordenada, y substanciado el punto 
fué resuelto en 17 de Marzo de 1890, manteniéndose la doctrina 
encuadrada en el auto que acordó la posesión y citó á las partes 
nuevamente á juicio verbal concediendo al solo efecto devolu- 
tivo los recursos de apelación y nulidad interpuestos de dicha 
sentencia, los que tramitados en forma, se falló por la interlo- 
cutoriá de 3 de Julio del mismo año en sentido negativo. 

3*» Que deducido recurso de hecho, la Suprema Corte conoció 
de él y durante su substanciación se produjo la transacción de 
que da cuenta el acta de foja 77, devolviéndose los autos para 
que continuara el recurso que por derecho correspondía. 

4® Que en 15 de Octubre del año corriente, se procedió al 
nombramiento de peritos, los que aceptando el cargo, proce- 
dieron á llenar su cometido, como se desprende de los informes 
corrientes á fojas 83 y 87, en donde el primero estima en 6 
pesos moneda nacional el metro cuadrado de tierra, incluyendo 
en él la indemnización por los daños y perjuicios que se origi- 
nan; y el segundo, justipreciando la tierra, estima el metro 
cuadrado de ella en 25 centavos moneda nacional, y como pre- 
cio de toda indemnización el de 50 por ciento sobre el valor 
total de la expropiación. 

5"^ Que en el informe citado como en el del señor Rolon, se 
hace referencia á una superficie de tierra perjudicada comple- 
tamente é inútil para todo aprovechamiento, como asimismo se 
mencionan plantaciones y sembrados de alfalfa, que deben te- 
nerse en cuenta al dictarse la presente sentencia; por cnanto el 
hecho de la existencia de los árboles está reconocida por el pe- 
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rito de la Empresa, como el sobrante de tierra inutilizada, ob- 
servando tan sólo, que no puede fijar su extensión, por no tener 
los títulos á la vista. 

6"" Que tomándose en cuenta la disparidad de precios que 
surgían de los establecidos por los peritos, como la contradic- 
ción en cuanto á la apreciación y estimación de los daños, en 
calidad de «para mejor proveer», nombró el Juzgado al doctor 
Eduardo Guido perito especial, el que expidiendo su informe á 
foja 95, sostiene el precio de un peso moneda nacional metro 
cuadrado y en un 25 por ciento sobre el total del precio, por 
via de indemnización; y 

Considerando: I"" Que los peritos nombrados por las partes 
se acuerdan sobre el hecho principal necesario á servir de base 
para la apreciación venal del terreno, cual es, ubicación, cali- 
dad y condiciones especiales del mismo. 

2** Que de ambos informes se desprende que el terreno, ma- 
teria de esta expropiación, se encuentra situado bajo la barran- 
ca, en niveles inundables; que si bien pueden ser apropiados 
para el cultivo, ellos son, por ahora, inadecuados, porque será 
con eltiempo y con el trabajo del hombre el que les prestará 
tal condición, lo que también se comprueba, según la fundada 
opinión del /)e?'i7o especial, que, al ocuparse de ello, dice: «El 
terreno, si no es de los más apropiados para la agricultura, en 
general, es apto para el cultivo, según la especialidad á que se 
le destine. . . susceptible al riego, por la periódica marea del 
rio » (vista foja 95 vuelta). 

3^ Que es el caso de tomarse en cuenta, muy especialmente, 
lo expuesto en el anterior considerando, sobre la calidad inun- 
dable del suelo, como se desprende de la ubicación que pre- 
senta el plano de foja 1, el informe del perito de foja 87, y lo 
expuesto á foja 96 por el especial, cuando se ocupa de los terre- 
nos llamados del «Bajo», ó propiamente hablando, los denomi- 
nados «anegadizos» del Bio de la Plata. 
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4^ Que, conocida y clasificada, precisamente en el informe 
de foja 95 la ubicación y condiciones del terreno, bastaría para 
su justiprecio, tener presente los obtenidos en casos análogos, 
retrotrayendo al instante de la expropiación, que lo fué en 
1887, ó en que se haya determinado, dentro de los límites de 
la oferta y la demanda y, á falta de estos datos, la renta que 
hubiere producido (Fallos, serie 2', tomo 17, página 421). 

5" Que pretender proporcionar el [valor efectivo de la tierra 
del precio que costó el todo del área constilutríz del fundo ^ 
cuando esa superficie la constituyen terrenos sobre barrancas y 
terrenos ribereños ó anegadizos, no es dado sostenerlo, ni pue- 
de la sentencia tomarlo en consideración; pues mientras que 
aquellos son cultivables y aptos para la agricultura, éstos son 
inútiles y la mayor parte impropios para todo uso, y si sólo 
aceptables, como márgenes limítrofes de una propiedad de recreo. 

6° Que teniendo en cuenta los hechos apuntados, como los 
fundamentos correctos del perito especial, en su informe de 
foja 95, que acepto en todas sus partes y los casos análogos re- 
sueltos por el Juzgado, como el de los señores Yernet, Gánale, 
Bustos, Vallejos, Aguirre D. Manuel I. y otros; estimo que pue- 
de fijarse como precio equitativo al señor don Manuel A. Agui- 
rre la suma de 80 centavos moneda nacional el metro cuadrado, 

V Que, en cuanto á los daños y perjuicios, es necesario no 
perder de vista, que la indemnización debe comprender todos 
los gravámenes que sean consecuencia forzosa de aquella 
(véase: Fallos, serie 1'', tomo 14, página 462; serie 2", tomo 11, 
página 168; tomo 2, página 335), como la destrucción de ár- 
boles y plantas, etc., y habiéndose uno de los peritos contraí- 
do á sentar que se destruyen plantas y alfalfas (véase foja 84), 
como el otro, que sólo este perjuicio existe, por el corte de no 
más de 20 árboles (véase foja 88) sin que haya otro perjuicio, 
estima el Juzgado en 5 pesos moneda nacional cada árbol des-^ 
truido para la construcción ferrearia. 
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8"" Qae^ teniendo en cuenta además del fraccionamiento por 
el cruce viario, la indemnización que debe corresponder por la 
parte de terreno que queda inutilizado (véase Fallos, serie 2", 
tomo 21, página 47; tomo 19, página 456), y como este hecho no 
ha sido negado por las partes y aÚD tanto uno como otro perito 
lo hacen notar, discrepando tan sólo en la superficie inutilizada 
(véase fojas 83 y 89), por esto, ese daño se estimará una vez 
comprobada el área, á razón de 50 centavos moneda nacional, 
por cada metro cuadrado que resultare. 

9° Que, en cuanto al cruce de la vía férrea y su fracciona- 
miento, no cabe duda que, en cualquier condición que se verifi- 
que, ocasiona perjuicio al propietario (Fallos, serie 2% tomo 6, 
página 254) y debe por lo tanto ser indemnizado ; pero tenién- 
dose en cuenta el beneficio que recibe el fundo con las obras 
que se construyen (Fallos, serie 2*, tomo 21 , página 47) y sucede 
en el caso sub-judice^ que los terraplenes sobre el nivel de la 
alta marea hacen de un terreno anegadizo, uno sustraído á 
las inundaciones y accesible al cultivo; por esto : se abonará 
como indemnización, la suma de setecientos cuarenta pesos 
moneda nacional con 50 centavos. 

Por todo lo expuesto, fallo: fijando en 80 centavos moneda 
nacional el metro cuadrado del terreno demandado, en 5 pesos 
moneda nacional por cada árbol destruido en la construcción 
de la linea, en 50 centavos moneda nacional por cada metro 
cuadrado que resultare de terreno inutilizado y á que se refiere 
el considerando 9% y en 746 pesos con 50 centavos moneda na- 
cional como indemnización por fraccionamiento, más los inte- 
reses de Banco desdo la fecha de la toma de posesión, siendo 
igualmente á cargo de la dicha Compañía las costas del juicio, 
con arreglo á lo dispuesto por el artículo 18 de la ley de 
expropiación. Notifíquese con el original. Regístrese en el- 
libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la sala del Juzgado, en la ciudad de La 
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Plata & los veinte y tres días del mes de Setiembre áa mil ocho- 
cientos noventa y uno. 

Mariano S. de Áurrecoechea. 



Fallo de l« Supremit Corte 



Buenos Aires, Uarz> 9 de 1393. 

Vistos : Atento el mérito que arrojan los autos y teniendc 
consideración los precedentes establecidos en casos análogos 
fija en ochocientos pesos moneda nacional la indemnización 
todo perjuicio, conñrmándose la sentencia apelada de foja 
venta ; ocho en cuanto asigna el ptecio de ochenta centavos 
metro cuadrado del terreuo á expropiarse y ordena su pago, 
como en las condenaciones que contiene relativas á interes( 
costas del juicio. 

Bepaestos los sellos devuélvanse. 

BENJAHIH PAZ. — LUIS V. VAREU 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGI 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA liXYII 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra Z)" Malvina 

Vernel de Gelli; sobre expropiación 



Sumario. — La íademnizacion en las expropiaciones, debe ser 
equitatiTa. 

Caía.— Lo indica el 



Fallo del ^ues Federal 



La Plata> Marzo 18 de 1891. 

Vistos estos autos seguidos por la Compañía Nacional de Fe- 
rrocarriles Pobladores contra doña Malvina Yernet de Gelli, so- 
bre expropiación de un terreno, resulta : 

Que la expresada Compañía demanda á la señora Yernet de 
Gelli por la expropiación de una área de 1356 metros cuadrados 
de un terreno situado en el partido, de San Isidro, propiedad de 
dicha señora, para ocuparla con la vía férrea que construye en 
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virtud de la autorización concedida por la ley del Honorable 
Congreso, promulgada el lOde Octubre de 1887. 

Que convocadas las partes á juicio verbal y no hal 
dido ponerse de acuerdo respecto del precio é indei 
nombraron tos peritos qae, con arreglo á las prescrif 
la ley de expropiación, deben informar acerca de an< 
designándose por la Compañía expropiante á don Doi 
ralde y por la propietaria á don Andrés Roiin. 

Que ajuicio del primero, informe de foja 41, el ral 
reno expropiado es á razón d-í 70 centiiTos el metro 
estimándola indemnización por fraccionamiento en i 
ciento sobre el valor de la parte expropiada, mientras 
rito Rolon lo avalúa en 5 pesos el metro cuadrado, ii 
en ese precio la indemnización. 

Que el Juzgado en vista de lo opuestas de esas esti 
decretó y verificó una vista ocular del terreno, en la 
constatar lo siguiente: 

Que el terreno qne se trata de expropiar está situ&i 
barrancas de San Isidro, que la via férrea lo cruza 
terraplén de 15 á 20 centímetros de altura, quedando 
cion de 40 metros con frente al camino que pasa al 
barranca, que no bay en él ninguna clase de cultivo i 
cion ( acta de foja 44 vuelta ). 

Y considerando : 1° Que en la vista ocular á que se 
rencia, el Juzgado ha podido apreciar las condiciones, 
situación del terreno expropiado, y la forma en que la 
lo fracciona, y por tanto la base para establecer su v 
el precio corriente, en ventas de terrenos análogos, y 
estos, la renta qne él produce. 

2° Que en cuanto á ventas análogus. es público y n 
los terrenos situados bajo las barrancas de San Isidr 
de que se trata, no han sido objeto de transacciones 
juntamente con los terrenos altos, por lo qne no pued 
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cerse el valor igual de aquellos por ese medio, sucediendo igual 
cosa respecto de la segunda forma, por cnanto como se ba cons- 
tatado, el terreno en cuestión es en absoluto improductivo. 

3^ Que en estas condiciones sólo queda al Juzgado la facultad 
de asignar equitativamente ese valor; debiendo tener en cuenta 
al efecto el precio fijado al terreno de don Pedro Vallejos, á ra- 
zón de un peso el metro cuadrado (sentencia que ha quedado 
consentida), y al de don Antonio Olaguer, por la Suprema Cor- 
te, á razón de 80 centavos el metro cuadrado, en los respectivos 
juicios que sobre expropiación sigue la misma Compañía expro- 
piante contra dichos señores, terrenos estos que por estar culti- 
vados j tener plantaciones son productivos. 

4** Que en cuanto al perjuicio que la vía férrea ocasiona á la 
propiedad, queda reducido á la construcción del terraplén arri- 
ba mencionado y al fraccionamiento en la forma que se ba in< 
dicado, que si bien no inutiliza el resto del terreno por razón de 
la extensión de las fracciones, le ocasiona como en todos los ca- 
sos de fraccionamiento, un daño ó desmérito, de que debe in- 
demnizarse ampliamente al propietario^ en virtud del sacrificio 
que se le impone en beneficio público. 

Por estas consideraciones, fallo: fijando en 80 centavos mone- 
da nacional el precio que deberá pagar la Compañía Nacional 
de Ferrocarriles Pobladores, por cada metro cuadrado del terreno 
que expropia á doña Malvina Vernet de Gelli, con más el 30 Vo 
sobre el valor total de la expropiación, por indemnización de per- 
juicios; siendo las costas del juicio á cargo de la Compañía ex- 
propiante. Repónganse los sellos y notifíquese con el original. 



Mariano S, de Aurrecoechea. 



DE IU8TICU N&UOSU. 



FmIIs úm In Suppeni» Corte 



Bueoos Aires, U.arzo 9 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito de autos y considerando equital 
la suma fijada por el valor del terreno é indemnización por i 
juicioü, se confirma la sentencia apelada de foja cuarenl 
Filete, con declaración de qtie el demandante debe abonar G 
más los intereseíi correspondientes á estilo deBanco sobre la 
maqoe aquella manda pagar, en cuanto e!:ceda á la consign 
á foja una, & contar desde el día de la ocupación del ten 
hasta el de su efectivo abono. Repuestos los sellos, devuélvar 



BENJAHIK PAZ. — LU[S V. VAUEU 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE 
iUAN E. TORRERT. 
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CAUSA I.)CTIII 



D. Lisandro Lloverás contra ü. Salvador y D, León Ottolenghi; 

sobre cobro ejecutivo de pesos 



Sumario, — 1** El recurso de nulidad no procede, cuando no ha 
tenido lugar la violación de forma. 

2^ No puede ser contestada la personería de quien obra en 
nombre personal y en ejercicio de un derecho propio. 

3"" La inhabilidad de título y la litis pendencia^ fundadas en 
la nulidad de la cuenta demandada en juicio ordinario, no pue- 
den obstar á la ejecución que se signe por el precio de plazo 
vencido, cuya deuda resulta de escritura pública. 



Caso— Lo indica el 



Fallo del Jíues Federal 



San Juan, Noviembre 14 de 1891. 

Yistos : Las excepciones deducidas por los señores Salvador 
y León Ottolenghi á la ejecución que les sigue don Lisandro 
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Lloverás, las cuales son las siguientes: I"* Falta de personería 
de don Lisandro Lloverás; 2^ Nulidad de lo actuado; 3"" False- 
dad é inhabilidad del título con que se ejecuta; 4"" Litis pen- 
dencia en lo principal; 5° Litis pendencia por derecho de re- 
tención; y 6** Nulidad del contrato, expresadas en el escrito de 
foja 134. 

Y considerando : i'* Que la deuda porque se ejecuta consta de 
la escritura pública que en copia corre á foja 2 de estos autos, 
líquida y de plazo vencido, circunstancia suficiente para la ac- 
ción ejecutiva (artículo 246, inciso 3*^, ley de Procedimientos). 

2"^ Que según el artículo 270, ley citada, las únicas excep- 
ciones' admisibles en el juicio ejecutivo, son las que en él se 
expresan y de las [expuestas por el ejecutado sólo lo está la 3^, 
ó sea la de falsedad é inhabilidad de título con que se ejecuta y 
sobre la única que debe recaer resolución, no admitiendo, las 
demás por improcedentes. 

3^ Que la excepción de falsedad é inhabilidad de título no ha 
sido fundada, para poder juzgar sobre ella; y según la escritu- 
ra de foja 2, la deuda procede de parte del precio de un con- 
trato de compra-venta de una finca, en el que se han llenado los 
requisitos esenciales para su validez, es decir, el señor Lisan- 
dro Lloverás les transfirió la propiedad de su finca de Zonda á 
los señores Salvador y León Ottolenghi y han recibídose estos 
de ella y obligadose los compradores á pagar un precio cierto 
en dinero, artículo 1323, Código Civil, pagando una parte 
al contado y otra en los plazos, condiciones y garantías que 
se erpresan en la escritura : por consiguiente para los efec- 
tos del presente juicio, el título es verdadero, pues las partes 
han cumplido lo que se obligaron al tiempo de su celebración ;^ 
tampoco se ha fundado la causa de inhabilidad ni se ha proba- 
do que las partes sean inhábiles para contratar por las causas 
legales/ ya sea por incapacidad ú otra cansa de inhibición ; por 
el contrario, el notario cerlifica que son hábiles para el acto que 
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celebran, pues de otra maaera no pudo haberlo autorizado. 

Por otra parte la Suprema Corte en sus fallos, serie 2*, tomo 
13, página 298, ha resuelto que, hecho un contrato de venta con 
el pacto de pagar el precio en dia fijo, una vez que los compra- 
dores confiesan estar en posesión de la cosa vendida y que han 
pagado ya una parte del precio^ están obligados ejecutivamente 
A pagar el resto después de vencido el plazo, sin que pueda opo- 
nerse la inhabilidad del título por no haberse otorgado todavía 
la escritura. Con mayor razón no se puede oponer la excepción 
de inhabilidad del título, cuando se han llenado todos los requi- 
sitos del contrato: entregando la cosa, forma de pagar el precio 
y escrituración del contrato. 

Por estas consideraciones y fundamentos legales, fallo: man- 
dando que se IJeve la ejecución adelante, con costas á los eje- 
cutados (artículo 277, ley de Procedimientos). Hágase saber 
con el original y repónganse los sellos. 

L. Echegaray. 



Fallo de la Suprcmn Corte 



Buenos Aires, Marzo 11 de 1893. 

Vistos y considerando: En cuanto al recurso de nulidad, que 
el recurrente lo basa en los procedimientos anteriores á la cita- 
ción de remate. 

Que resulta de los autos haberse observado las reglas esta- 
blecidas por derecho, pues que el auto de solvendo y el manda- 
miento de embargo hau sido debidamente notificados á los eje- 
cutados, según se ve á foja noventa y seis vuelta, en lo tocante 
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al primero, y á foja ciento nueve vuelta en lo relativo al segun- 
do, constando igualmente haberse hecho á foja ciento once vuel- 
ta la notificación regular del auto de foja ciento diez vuelta, en 
que se nombró un secretario especial. 

Que en mérito de las anteriotes consideraciones, es improce- 
dente el mencionado recurso d.e nulidad, pues que no ha tenido 
lugar la violación de forma invocada por la parte (artículo dos- 
ciento treinta y tres de la ley de Procedimientos). 

Considerando en cuanto á la apelación: 

Que obrando el actor en nombre personal y en ejercicio de un 
derecho propio, su personería no puede ser contestada. 

Que la deuda cuyo plazo se demanda, comprobada por instru- 
mento público es por suma de dinero y de plazo vencido, estan- 
do así llenadas las condiciones legales para el procedimiento 
ejecutivo (artículo doscientos cuarenta y ocho é inciso tercero 
del artículo doscientos cuarenta y nueve de la ley de Procedi- 
mientos). 

Que la excepción de inhabilidad del título que hacen valer 
los ejecutados, fundándola en la nulidad de la venta, causa de 
la obligación, es no sólo de lato examen, y no está suficiente- 
mente demostrada en este juicio, sino que la misma parte la ha 
hecho él objeto de un juicio ordinario en tramitación, en que 
habría de decidirse de una manera definitiva. 

Que la litis pendencia fundada en el juicio ordinario mencio- 
nado, no constituye obstáculo legal para la continuación de un 
juicio ejecutivo que, de naturaleza distinta, obedece á formas 
especiales, que no consienten la acumulación. 

Que la caución que el ejecutante debe dar para percibir las 
sumas cobradas, teniendo por objeto garantir el resultado del 
juicio ordinario, asegura al ejecutado del reembolso, si hay 
lugar, de las cantidades que pagare por razón de la ejecu- 
ción. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
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da de foja doscientas cincuenta y seis vuelta, se confirma ésta 
con costas. Repuestos los sellos devuélvanse. 



benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUÍSA I.XIX 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores, contra don Gustavo 

Vernet; sobre expropiación. 



Sumario. — La indemnización en las expropiaciones debe ser 
equitativa. 



Caso. — Lo indica el 
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Fallo del Jíurs Federal 



La Plata, Mayo 18 de 1891. 

Vistos : estos autos seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores contra dou Gustavo Vernet, sobre ex- 
propiación de terreno. 

T considerando : 1^ Que por la ley nacional vie 10 de Octubre 
de i887 se concedió á la Empresa demandante autorización para 
construir un ferrocarril, que partiendo del pueblo de Belgrano 
termine en Las Conchas, declarando por la misma ley, de utili- 
dad pública á los efectos de la expropiación, los terrenos nece- 
sarios para la vía y estaciones. 

2^ Que según el plano acompañado á foja % el trazado de la 
vía férrea atraviesa un terreno de propiedad del demandado, 
situado en el partido de San Isidro, tomándole una superficie 
de mil setecientos veinte y dos metros cuadrados, y por la ex- 
propiación de lo cual versa esta causa. 

3*^ Que no habiéndose puesto de acuerdo las partes respecto 
del precio é indemnización, nombraron los peritos que determina 
el artículo 6*^ de la ley de expropiación, designándose por parte 
de la Compañía ádon José González Bonorino, y á don Manuel 
J. Correa por el demandado. 

4* Que ajuicio del perito nombrado por la Compañía (foja 
26) el terreno vale á razón de treinta centavos el metro cuadra- 
do, y debe indemnizarse el perjuicio que se ocasiona con la ex- 
propiación, con un cincuenta por ciento sobre el valor total de lo 
expropiado, mientras que el nombrado por el expropiado lo es- 
tima en cinco pesos el metro cuadrado, incluyendo en ese precio 
la indemnización de perjuicios. 

r>* Que á falta de otros elementos de juicio, se constituyó el 

T. I 20 
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Juzgado en el terreno para verificar su calidad y las condiciones 
en que lo deja el cruzamiento de la vía férrea, resultando de 
ella, que el terreno del señor Yernet está sitaado debajo de las 
barrancas de San Isidro, con frente á la calle que pasa al pié 
de las mismas y dando su fondo al rio; que la vía férrea lo di- 
vide en dos fracciones, quedando la del frente con veinte metros 
en su parte más angosta, y veinte y cinco en la más ancha; que 
la altura del terraplén para la vía tiene de quince á veinticinco 
centímetros, que el terreno está sin cultivo y no hay en él nin- 
guna edificación (acta de foja 29 ). 

6"^ Que de estos antecedentes se desprende, que esos terrenos 
no tienen destino en la actualidad y no producen ninguna clase 
de renta, y que su porvenir es muy remoto, pues su situación 
lo hace inadecuado á todo núcleo de población, mientras que por 
su calidad y dimensiones no es apto para el cultivo, como lo de- 
muestra el hecho mismo de estar inculto al presente. 

1"* Que en cuanto á su precio no podría llegarse á establecer- 
lo perlas ventas de terrenos análogos, pues como es público y 
notorio ellas han sido tan raras y tan escasas, que no determinan 
valor venal á dichos terrenos; y en estas condiciones puede te- 
nerse en cuenta para asignarlo, el fijado por este Juzgado al de 
propiedad de don Pedro Yallejos, á razón de un peso el metro 
cuadrado, cuya sentencia ha sido consentida por ambas partes, 
en el juicio que sobre expropiación seguía la misma Empresa 
demandante^ y el fijado por la Suprema Corte al terreno de don 
Antonio Olaguer, á razón de ochenta centavos el metro cua- 
drado; terrenos estos que pueden considerarse de mejores con- 
diciones al de que se trata^ por estar cultivados^ y tener plan- 
taciones que producen renta. 

8° Que el perjuicio que la vía férrea ocasiona á la propiedad, 
queda reducido á la construcción del terraplén arriba mencio- 
nado, y al fraccionamiento en la forma que queia indicado, frac- 
cionamiento que en cualesquier condiciones que deje el terreno, 
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hace que desmerezca su valor y debe por tanto iademnizarse 
equitativamente. 

Por estas consideraciones, fallo: resolviendo que la Compañía 
Nacional de Ferrocarriles Pobladores debe pagar y pague á don 
Gustavo Yérnet ochenta centavos moneda nacional por cada 
metro cuadrado del terreno que le expropia en este juicio, con 
más el treinta por ciento sobre el valor total de la expropiación 
por indemnización de perjuicios; siéndolas costas al cargo déla 
compañía expropiante. Repónganse los sellos y notifíquese con 
el original. 

Dada y firmada en la sala de audiencias del Juzgado Fe- 
deral en La Plata, á diez y ocho de Mayo de mil ochocientos no- 
venta y uno. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 11 de 1893. 

Vistos : atento el mérito de autos y considerando equitativa 
la suma fijada por el valor del terreno é indemnizacio.u por per- 
juicios, se confirma la sentencia apelada de foja treinta y una 
vuelta, con declaración deqae el demandante debe abonar ade- 
más los intereses correspondientes á estilo de Banco sobre la 
suma que aquella manda pagar^ en cuanto exceda á la consigna- 
da á foja una, á contar desde el día de la ocupación del terreno 
hasta el de su efectivo pago. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABELBAZAN. — OCTAVIO BüNGE.— 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA I.XX 



D. Bautista Guglielmana contra don Ramón López Lecube; sobre 

cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — 1° El recurso de nulidad no procede, cuando no ha 
tenido lugar la violación de forma. 

2^ La demandado reivindicación deducida por un tercero, sin 
fundamento serio, no obsta al pago del precio de la cosa ven- 
dida. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del «iiieas Federal 



Buenos Aires, Noviembre 5 de 1891. 

Vistos los presentes autos ejecutivos promovidos por don 
Bautista Guglielmaní, como representante legal Je su esposa 
doña Virginia Vespa, contra don Ramón López Lecube, por co- 
bro de la cantidad de ochenta j tres mil trescientos diez y seis 
pesos moneda nacional de curso legal con sesenta centavos, por 
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capital y los intereses correspondientes á razón de diez jocho 
por ciento anual á contar desdo el treinta y uno de Diciembre 
de mil ochocientos ochenta y nueve, para resolver sobre las ex- 
cepciones opuestas en pI escrito de foja treinta y cuatro. 

Resolta: 1° Que con fecha veinticinco de Agosto de 
cientos ocheata y siete, la demandante doña Virgin 
vendió al doctor Carlos A. Aldao, im terreno de sn pro 
toado en la parroqoia de San José de Flores con la ei 
linderos qne expresa el título respectivo, por la cantid 
denlos veintidós mil eiento veintisiete pesos con cuan 
centavos moneda nacional de curso legal, de cuya 
comprador pagó al contado, noventa y siete mil cíente 
ta y dos pesoscon sesenta centavos, comprometiéndose 
los ciento veinte y cuatro mil novecientos setenta y < 
sos con ochenta centavos restantes, é. los plazos de t 
meses contados desde la fecha de la escritora^ bajo U 
hipotecaria del mismo terreno, todo lo cual constado 
tura pública agregada á foja primera. 

2° Que en el mes de Abril del año mil ochocientos 
ocho, el doctor Aldao vendió el mencionado terreno ád( 
López Lecube, por el precio de doscientos veinte j < 
pesos moneda nacional de curso legal tomando el coi 
su cargo la obligación hipotecaria antes mencionada, ] 
abono se reservó del precio la suma de ciento veinte 
mil novecientos setenta y cuatro pesos con ochenta 
según todo ello resulta de la escritora pública pasad 
Escribano Rodríguez, á que hace referencia el certific 
ja nueve. 

3° Que en diez y siete de Octubre de mil ochociento 
7 nueve el comprador López Lecube, en virtud de arrt 
chos con la vendedora, á mérito de no haber podido 
á 9ti debido tiempo las obligaciones establecidas en la 
hipotecaria, firmó el documento privado corriente áfojí 
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nueve, en el caal declara que en esa fecha se adeudaba á la ven- 
dedora la cantidad de noventa y seis mil cuarenta y nueve pesos 
con sesenta y tres centavos, correspondiente á la parte de precio 
no pagado é intereses devengados por dicha parte, obligándose á 
abonar dicha suma el treinta y uno de Diciembre, estipulando 
además que, si en la fecha indicada no pudiese pagar toda la su- 
ma, pagaría la de doce mil setecientos treinta y tres pesos tres 
centavos que importaban los intereses y gozaría entonces para 
la devolución del resto ó sea del capital, de un nuevo plazo de 
sesenta días pagando el interés á razón de diez y ocho por ciento 
anual. 

i^ Que al treinta y ano de Diciembre, el deudor tampoco pudo 
cumplir la obliga^Jon principal y acogiéndose al convenio estipu- 
lado en el documento de foja treinta y nueve, pagó los doce mil 
setecientos treinta y tres pesos para gozar de la prórroga de se- 
senta días en él concedida, de modo que aquella vencía el pri- 
mero de Marzo de mil ochocientos noventa. 

5"^ Que en vista de los antecedentes enunciados, se dedujo la 
acción ejecutiva de foja cinco para el pago del capital y los inte- 
reses devengados, hasta hacer completo abono á la taza estipula- 
da en el documento de foja treinta y nueve, á cuya ejecución el 
demandado ha opuesto en el escrito de foja treinta y cuatro, las 
excepciones de inhabilidad del título y espera, por lo que se re- 
fiere ája ejecución en sí misma, y pago parcial en cuanto al mon- 
to de la cantidad que se ejecuta y también la de inhabilidad del 
título para exigir intereses, que no se habían estipulado por 
tiempo indeterminado. 

&* Que la inhabilidad del título respecto á la ejecución en sí, 
la funda el demandado en que ha recibido informes extra-judi- 
ciales de que un señor don Andrés Muñoz se había presentado 
ante el Juzgado Civil á cargo del doctor Méndez Paz, deducien- 
do acción de reivindicación de la misma propiedad vendida por la 
ejecutante lo que le autorizaba á suspender el pago del precio 
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de la cosa, desapareciendo así la fuerza ejecatlva de la escritura. 

7^ Que la de pago parcial se funda en documentos que el de- 
mandado dice existen en su poder, de los cuales resultaría que la 
suma adeudada tiene que reducirse á unos veinte y cinco mil y 
pico de pesos, sin determinar empero ninguna circunstancia re- 
lativa á la forma, tiempo y condiciones en que se hicieron esos 
pagos, no habiéndose expresado de donde procede la excepción 
de espera. 

Y considerando : I"* Que como se ha visto por la relación de 
los antecedentes de esta causa, el auto desolvendo y demás pro- 
cedimientos de la ejecución se basan en escrituras públicas que 
comprueban la existencia de la deuda, aun por mayor cantidad 
de la que se cobra, cuyas escrituras tienen fuerza ejecutiva, con 
arreglo á lo dispuesto en el artículo 249 inciso 2^ de la ley na^ io- 
nal de Procedimientos. 

2^ Que el documento de foja treinta y nueve al cual se hizo 
referencia en la demanda y cuya autenticidad no ha sido con- 
testada, demuestra que la deuda de López Lecube quedó redu- 
cida, el treinta y uno de Diciembre, ala cantidad por la cual se le 
ejecuta, resultando d'^1 mismo documento, probada su exigibili- 
dad á la fecha en que se inició la ejecución. 

3"" Que si bien es cierto que la suma demandada procede de 
parte do precio de un bien raíz vendido al ejecutado, éste, como 
comprador, sólo está autorizado á suspender el pago de él, cuando 
tuviese motivos fundados de ser molestado por reivindicación 
de la cosa ó por cualquier otra acción real, según lo dispone el 
articulo 1425 del Código Civil. 

4^ Que á ese respecto, sólo se ha probado que ante uno de los 
Juzgados de 1' Instancia en lo Civil de la Capital se presentó 
en Julio de mil ochocientos noventa, esto es, hace más de un año 
y más de tres meses después de vencida su obligación, un escrito 
por don Andrés Muñoz pretendiendo reivindicar el terreno ven- 
dido por la ejecutante, no instruyéndose la demanda con docu- 
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mentó alguno j quedando paralizada desde su iniciación, sin que 
aún se haya conferido traslado al demandado. 

5^ Que en presencia de estas circunstancias y de los instru- 
mentos públicos fehacientes transmitidos al comprador,los cuales 
prescindiendo de su bondad intrínseca^ acusan una posesión in- 
disputada de más de treinta años entre la vendedora y su ante- 
cesor Tésore, de quien la hubo por herencia, no permiten admi- 
tir que esa demanda constituya el motivo fundado á que se ha 
referido la ley, pues como muy bien lo dice el representante de 
la ejecutante en su escrito de foja..., bastaría una confabulación 
fraudulenta con un tercero que se preste á formular una de- 
manda más ó menos arbitraria, para privar al vendedor del precio 
de una cosa, que'siu embargo se posee y usufructúa tranquila- 
mente por el comprador. 

G"" Que el ejecutado no ha indicado siquiera de qué acto pro- 
cede la espera alegada como segunda excepción, ni producido 
prueba alguna que justifique haber concedido la demandante, 
después de la fecha del documento de foja treinta y nueve. 

7"* Que sólo se ha probado el pago de los doce mil setecientos 
treinta y tres pesos moneda nacional de curso legal, á que se 
refiere el mencionado documento, á los cuales sin duda alguna 
corresponde el recibo por igual cantidad de fecha nueve de Ene- 
ro de mil ochocientos noventa, corriente á foja noventa y tres: 
puesto que el ejecutado no ha presentado ningún otro que pu- 
diera corresponder á ella, no apareciendo por lo tanto justificada 
la reducción de la deuda á veinte y cinco mil y pico de pesos, co- 
mo pretende el ejecutado. 

8** Que por lo que respect:i á intereses, si bien resulta de la es- 
critura de venta al doctor Aldao que no se estipularon, debe ob- 
servarse, que ni éste ni su sucesor pagaron el saldo del precio al 
vencimiento de los plazos concedidos, por cuya razón la ejecutan- 
te y el ejecutado convinieron, según se desprende de la exposi- 
ción de aquella, no contradicha en parte alguna por éste, en su 
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prorrogación, estipulando un interés por la demora, que fué de 
doce por ciento hasta el treinta y uno de Diciembre de mil ocho- 
cientos ochenta y nueve, el cual fué pagado hasta aquella fecha 
según se ha demostrado, y diez y ocho por ciento en los sesenta 
días subsiguientes. 

9® Que no habiéndose estipulado el interés de diez y ocho por 
ciento, por tiempo indefinido, sino precisamente por los sesenta 
días de Ja prórroga acordada, en el documento de foja treinta y 
nueve, la ejecución debe limitarse á ellos corriéndolos legales 
según la taza de los Bancos públicos desdóla fecha de la inter- 
pelación judicial. 

Por estos fundamentos, y concordantes del escrito de foja..., 
fallo : rechazando las excepciones opuestas en el de foja 34 y 
mandando llevar adelante la ejecución por el capital é intereses 
del mismo, correspondiente á sesenta días á razón de diez y ocho 
por ciento anual é intereses moratorios y costas del juicio hasta 
que sea íntegramente pagada la acreedora ejecutante. Repón- 
ganse los sellos, notificándose con el original. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corie 



Buenos Aires, Marzo 11 de 1893. 

T vistos : Considerando en cuanto al recurso de nulidad ; 
que no fundándose éste, en la violación de las formas substan- 
ciales del juicio, no es procedente. 

Considerando, én cuanto al recurso de apelación : que ade- 
más de las razones invocadas por la sentencia apelada, la cir- 



314 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

cuastancia de que la demanda por reivindicación intentada 
por Muñoz hace dos años y ocho meses, no ha sido ni siquiera 
notificada á López Lecube ni apoyada en los documentos que 
pudieran justificarla, ni expresa tampoco el nombre del com- 
prador del terreno en condominio con Tesoro, da mérito para 
presumir que esa demanda carece del carácter de seriedad que 
le atribuye el ejecutado. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma con costas ¡la sen- 
tencia apelada corriente á foja ciento quince; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 
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I^XXI 



El Fisco Nacional contra 1). b\ Magallanes Cesar, por cobro de 

pesos; sobre escusacion 



Sumario. — El haber iateryenido enla causa como fiscal, es 
motivo legal de escusacion. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Juea Federal 



La Plata, Octubre 15 de 1892. 

Notando el Juzgado que ha intervenido en la presenta acción 
en categoría de Procurador Fiscal, por esto pase al conjuez en 
turno Dr. Don Emilio Carranza para que, teniendo presente la 
inhibitoria formulada, avoque la causa y provea lo que hubiera 
lugar, una vez que hubiera prestado el juramento en forma. 

Aurrecoechea. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 27 de 1893. 
Suprema Corte : 

El celo del Procurador Fiscal es laudable* Sobre todo en 
causa como la actual, cuya importancia no excede de 117 pesos 
y algunos centavos, no debería gravarse al Tesoro Nacional con 
honorarios de conjueces. 

Pero la razón de conveniencia cede á la de orden público. 

Eljnez de la causa habiendo intervenido como Procurador 
Fiscal á foja 6 vuelta, está impedido, según el artículo 74 inci- 
so 4^ del Código de Procedimientos en lo Criminal y jurispru- 
dencia ya establecida por Y. £. 

Considero entonces^ que es legal la confirmación del auto re- 
currido, en cuanto excusa al señor Juez titular del conocimien- 
to, pero que en vez de enviarse á un Juez ad hoc, los autos 
podían pasarse al de la sección inmediata, con sujeción á lo dis- 
puesto para el caso de escnsacion, por el artículo 36 de la ley 
de Procedimientos ante la Justicia Nacional. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Marzo 11 de 1893. 

T vistos: Oido el señor Procurador General y de acuerdo con 
lo resuelto por esta Suprema Corte en casos análogos^ así como 



DE JUSTICIA RACIONAL 317 

con lo dispuesto por el artículo primero de la ley de veinte y 
cuatro de Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho y por el 
artículo noventa y tres del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minaly se confirma el auto apelado de foja nueve y devuél- 
vanse. 

benjamín paz.— luis V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA I^XXII 



El Ministro Plenipotenciario de la República de Chile contra 
D. Carlos Porta, en calidad de sindico del concurso Lava- 
rellOn de Genova, por rescisión de venta del vapor «Aqui- 
la »/ sofyre pruebas. 



Sumario. — Una de las partes no tiene derecho paru suplir la 
prueba de su contraria, presentando documentos que no con- 
tienen las justificaciones pedidas por ésta. 
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Caso. — Lo indica el 



Fallo de la Suprem» Corte 



Buenos Aires, Marzo 14 de 1893. 

Vistos en el aoaerdo : Atento lo solicitado á foja doscientos 
cuarenta y nueve y la oposición hecha por el representante de 
Porta á los documentos acompañados por el apoderado del Mi- 
nistro de Chile; y considerando, que los dos testimonios exhi- 
bidos, aun supuesta su autenticidad, sobre lo que no es esta la 
oportunidad de pronunciarse, no contienen los justificativos so- 
licitados en el escrito de foja veinte y cuatro, y cuya remisión 
se ha pedido por el auto de foja doscientos veinte y dos. Por 
esto no ha lugar á lo solicitado por Don Antonio Escalada en el 
escrito de foja doscientas cuarenta y nueve. 



benjamín paz. — OCTAVIO BÜNGE.— 
JUAN E. TORRENT. — GEFERINO 
ARAUJO. 
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CAUSA I.» XIII 



D. Bernardo Mary contra la Compañía de vapores <iChargeur$ 
Reunís », por cobro de pesos; sobre recurso de apelación 



Sumario, — Deducido el recurso de reposición, el auto confir- 
matorio ó revocatoria de él, es inapelable. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Octubre 18 de 1892. 

Atento lo expuesto en el escrito foja... y resultando de autos 
que I>. A. Chancerel, es Agente general de la Compañía Char- 
geurs Reunís, cuya representación legal ha asumido en juicio, 
y que por lo tanto, puede ser llamado á absolver posiciones sobre 
hechos que sean pertinentes á la cuestión que se ventila y con- 
cernientes á la Compañía que representa, sin que esto le impon- 
ga la obligación de reconocer hechos que no le sean personales. 
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no lia lugar á la revocatoria solicitada á foja . . . , y comparezca 
D. A. Ghaucerel á absolver posiciones, señalándose la audiencia 
del día 22 del corriente á las dos de la tarde, debiendo ser ci- 
tado con arreglo á lo dispuesto en el artículo liO de la ley 
nacional de Procedimientos. 
Sepónganse las fojas. 

Virgilio M. Tedtn. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 14 de 1893. 

Vistos 7 considerando : Que en el escrito de foja siete se ha 
deducido únicamente el recurso d6 reposición; que conforme al 
artículo doscientos cinco de la ley de Procedimientos no procede, 
en tal caso, recurso alguno del auto confirmatorio ó revocatorio. 

Por esto se declara mal concedido el recurso de apelación 
traido para el conocimiento de esta Suprema Corte, y repues- 
tos los sellos devuélvanse al Juzgado de su procedencia. 



BENJAMÍN PAZ.-^ABEL BAZAN.— OCTA- 
VIO BUNGE.^JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA liXXIT 



Criminal contra la Junta Calificadora del Pergamino, sobre 
infracción de la Ley Nacional de Elecciones 



Sumario. — La providencia estemporánea debe dejarse sin 
efecto. 



Caso, — Lo indica la 



VISTA FISCAL 



La Piala, Abril 18 de 1892. 
Sefíor Juez Federal: 

El Procurador Fiscal de esta sección en la cansa instruida á 
la Junta Calificadora del partido de Pergamino á V. S. dice: 

Que los señores Manuel F. de la Fuente, Juan Foy^ Ernesto 
Echaigue y Alejandro Moreno, vecinos de Pergamino, por inter- 
medio del Doctor Domingo Domaría denuncian diversas in- 
fracciones á la ley de Elecciones Nacionales de 16 de Oc- 
tubre de 1887 que se enumeran en la protesta de fojas 1 y 2, 

T. I 31 
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pliego de fojas 3 j 4, cometidas por la Junta Calificadora de 
aquel Partido, compuesta de Don Manuel Alfonso como Juez de 
Paz, Don Francisco Ferreira y Don Benjamín Nogués, titulares 
7 Don Juan Sanguinetti,,Don £meterio,Lane«>, como suplentes. 

La calidad de las personas que suscriben la protesta mencio- 
nada es por si sola suficiente garantía de veracidad en la enun- 
ciación, índole y gravedad de las violaciones á la ley electora), 
teniendo Y. S. á mayor abundamiento el testimonio de vecinos 
de aquella lejana localidad, que han ocurrido á hacer acto de 
presencia ante Y. S. para condenar tan incalificables abusos 
verificados en los dias 4, H, 18, 25, de Octubre y 1, H, 25, 
22 y 29 de Noviembre del año pasado. 

Ninguno de los hechos producidos resisten al más ligero aná- 
lisis y su comisión en circunstancias tan desfavorables para los 
partidos contrarios demuestran el alarde de^ su impunidad como 
una burla á la ley. 

Pero investigados, comprobados, sin ninguna circunstancia 
que los atenúe, la represión enérgica se impone, como único 
medio de morigerar los malos hábitos de ese orden. 

a) Estableciéndose un término perentorio de dos meses para 
la inscripción de ciudadanos en el Registro Cívico Nacional, se 
comprende que las personas insaculadas, para formar parte de 
las Juntas Calificadoras, deberán empeñarse en llenar los obje- 
tos de su mandato sin interrupciones en los días de antemano 
designados, para evitar que quedaran sin inscribirse ciudadanos 

• que se costean desde largas distancias á ejercitar ese derecho 
con menoscabo de sus intereses. Por consiguiente, las ausen- 
cias al acto, como las suspensiones después de instaladas las 
mesas, es una falta que se comete con evidente daño de aquellos 
á quienes debía favorecerse con la inscripción. 

b) Si en el ejercicio de los derechos civiles se facilita todo 
medio de prueba que tenga por objeto esclarecer 6 comprobar 
derechos, con más razón en los actos políticos de la trascenden- 
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cia del que nos ocupa debiera ser amplia, sin reservas^ siendo 
por lo tanto la exigencia de la papeleta de enrolamiento en es- 
tremo obstruccionista^ cuando tanto la identidad personal como 
el domicilio de los futuros inscriptos podía justificarse con la 
cédula de vecindad, testigos, etc. 

c) La ausencia total ó parcial hasta dejar sin quorum para el 
funcionamiento de la junta, es también de suma importancia, 
pues el certificado médico de foja 45 preséntalo por Don Fran- 
cisco Ferreyra no se ha legalizado, sin tener por consiguiente 
Talor legal en juicio. 

d) Las exclusiones de fojas 1 y 2 que suman 61 individuos, 
como las tachas de fojas 3, 4, 5, que son 271, como dobles ins- 
cripciones que ascienden á 36 en las que figuran basta demen- 
tes, menores, etc., son otros tantos abusos de la Junta Califi- 
cadora de Pergamino para dificultar la inscripción de personas 
desafectas á la opinión de la mayoría de los miembros de la 
mesa. 

e) Los actos electorales, por disposición expresa de la ley, de- 
ben realizarse en los atrios de las iglesias parroquiales y sólo 
en caso de no tenerlo, se puede ocurrir al Juzgado de Paz, dando 
toda clase de facilidades para que los electores puedan cómoda- 
mente ejercitar sus derechos y no dificultándolo como sucede 
en el presente caso en que la inscripción se hizo en una pieza 
iaterior de dicho local. 

Como V. S. ve, se ha faltado á la ley de Elecciones en su ar- 
tículo 2**, en el hecho de no funcionar la Junta Calificadora el 
día 1** de Noviembre y subsiguientes ; al tercero, por no haber 
sido presidida su instalación por el Juez de Paz ó territorial su- 
perior que es el encargado de guardar el padrón; al cuarto, por 
no. haber funcionado en el atrio, teniendo atrio, como se ha 
probado, la iglesia parroquial de Pergamino; ala misma dispo- 
sición por haber interrumpido el acto de la inscripción, no per- 
maneciendo de 10 antes meridiano á las 3 pasado meridiano 
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como se consigna; al octavo, por haberse inscripto menores de 17 
años, dementes, etc.; al noveno, por no haber escuchado los re- 
clamos deducidos ante la misma Junta, por inscripciones 6 
declaraciones indebidas ni procedido en forma alguna para 
substanciarlos; al once, por haber obstaculizado la inscripción 
exigiendo sólo la papeleta de enrolamiento para comprobar la 
identidad personal, cuando en casos de esta naturaleza es ad- 
misible todo género de pruebas; al doce, por haberse omitido la 
publicación del padrón en el tiempo y forma que esa disposi- 
ción expresa, para que los ciudadanos ó interesados en que no 
prevalezcan en el padrón los mal ó falsamente inscriptos, sean 
con tiempo debidamente eliminados. 

Esa serie de infracciones han quedado probadas en forma 
ante V. S. por parte de los acusadores, no sólo en fel hecho 
de no haber comparecido personalmente á levantar los cargos 
imputados á la Junta Calificadora, después de haber sido noti- 
ficados sus miembros, según se demuestra á fojas 22 y 23, ex- 
cepción del Juez de Paz Don Manuel Alfonso, con las preven- 
ciones de práctica en estos casos y apercibimiento de ser juzga- 
dos en rebeldía, sino también con el testimonio irrecusable de 
Don Andrés que afirma los hechos de la protesta en su declaración 
de foja 33. de Don Martino Zugurriaga á foja 36, Don José Ca- 
bra! foja 38, yDon Juan Julio Silva foja 40, sin que la persona 
que aparece como representante de los acusados ni su defensor, 
haya exhibido elemento alguno de prueba para destruir la acu- 
sación, ni su defensor expuesto argumentos legales que atenua- 
ran la responsabilidad de los acusados. 

Pocas causas tendrá V. S. oportunidad de estudiar tan 
bien probadas como la presente y sobre todo en esta clase de 
juicio, en que si no se ofrecieran pruebas fehacientes está V. S. 
autorizado á fallar hasta por simples presunciones, pues en l.i 
generalidad de los casos, estos hechos estimados á la habili- 
lidad y trabas de los partiios políticos que se apoderan 
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de las mesas inscriptoras, escapan á todo medio legal de 
prueba. 

Pero el registro formado de la manera viciosa de que consta 
fué hecho el de Pergamino, no puede bajo concepto alguno ser- 
vir de base á una elección legal, porque no ha sufrido la de- 
puración de las deficiencias que la conveniencia de los parti- 
dos haya tolerado ni estirpado los malos elementos introdu- 
cidos por malicia ó imprevisión. 

Ese padrón es, por lo tanto, nulo y V. S. debe así declararlo 
en interés de todos y de la ley de la materia. 

En cuanto á la penalidad que esos hechos comportan, el 
artículo 69 de la ley de Elecciones establece una multa desde 
veinte pesos moneda nacional hasta quinientos, seguu la grave- 
dad del caso. 

Pero sucede, señor Juez, que en el presente caso se ha violado 
toda la ley en sus artículos 2, 3, 4, 8, 9, 11, 12, y dos ve- 
ces una misma disposición como es el 4; por consiguiente de- 
be imponerse á los señores Francisco *Ferreyra, Benjamín 
Nogues, Juan Sanguinetti y Emeterio Lañes, titulares y su- 
.plentes de la Junta Calificadora de Pergamino, el máximun 
de la multa de quinientos pesos de que habla el artículo 69 por 
cada una de las siete infracciones constatadas de la ley electo- 
ral, sin atenuación de ninguna clase, pues existen al contrario 
circunstancias que agravan la referida pena. 

Por lo que hace á Don Manuel Alfonso, que consta á fojas 22 
y 23, no haber podido ser notificado de la acusación por encon- 
trarse ausente en Buenos Aires, V. S. se ha de servir dejar 
á salvo las acciones legales que competan al suscrito para pro- 
moverle acusación por separado en virtud de los hechos denun- 
ciados en esta causa, la que servirá de base para el nuevo 
proceso. 

Pero ese cúmulo de cargos que ascienden á siete, que son 
otras tantas infracciones de la ley, no puede castigarse con 
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tanta benignidad, pues la malta fácilmente se elude ó es de di- 
fícil cobro por más que tenga para su ejecución la vía de 
apremio á su favor. 

Necesitan una represión más severa, que se encuentra en la 
disposición del artículo 34 de la ley de 14 de Setiembre de 
1863, que debe ser aplicada con preferencia á cualquiera 
otra. 

Sólo así conseguiremos progresos y mejoras en la práctica 
de nuestros derechos políticos, estableciendo la justicia. 

Con arreglo á la prescripción de la ley citada, teniendo por 
interpuesta acusación en forma contra los titulares y suplentes 
de la Junta Calificadora del Pergamino, Don Francisco Ferrey- 
ra, Don Juan Sanguinetti y Don Emeterio Lañes, á cada uno 
de estos Y. S. se ha de servir condenar á la pena de tres años 
de prisión y multa de novecientos pesos fuertes, costos y cos- 
tas, dejando á salvo las aceiones particulares de los acusadores, 
para lo cual ha de ordenar se corra traslado al representante 
de estos, Doctor Domingo Demaria, y también la acción pública 
que compete al suscrito contra el Juez de Paz Don Manuel 
Alfonso, á quien Y. S. deberá mandarlo citar para día y hora 
determinada. 

G. ff. Vieyra. 



Fftilo del Jíuez Pederal 



La Plata, Abril 21 de 1892. 



Estando ya deducida la acusación y contestada por los acu^ 
dos y la causa en estado de sentencia y habiendo pasado por 
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tanto la oportunidad de formular la nueva acusación y no 
obstante el auto de cinco del corriente, no ha lugar á lo 
pedido. 

Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 2 de 1893. 
Suprema Corle: 

La acusación contra la Junta Calificadora del Pergamino se 
dedujo á foja 7, por falta de inscripción en unos^ por inasistencia 
de los vocales de la Junta, por reunirse fuera del atrio pario- 

quial.etc. 

Oido el Procurador Fiscal sobre la competencia del Juez Fe- 
deral, á foja 12, esa acusación fué discutida en las audiencias 
verbales de fojas 27 y 52 vuelta, llamándose autos en se- 
guida. 

Como se observase por los interesados, que no había inter- 
venido el Procurador Fiscal, en esas audiencias, corrióse vis- 
ta á foja 54 vuelta yes con motivo de esa vista, evacuada en 
virtud de mandato del Juez, que el Juzgado pronuncia el 
auto de foja 66. 

Opino que ese auto no es procedente. 

Se trata de causa criminal en que el Procurador Fiscal ha te- 
nido intervención desde su origen y la tiene necesariamente con 
sujeción al artículo 45 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal . 

Si se hubiera prescindido de su intervención, el proceso po* 



328 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

dría ser objetado de nulidad. Dándosela para salvar omisio- 
nes, se cumplía la ley, y se evitaba un proceso probable de nu- 
lidad. 

La petición Fiscal á foja 60, no deduce una nueva acusación 
que obligue á retroceder en el procedimiento; al contrario, 
fundado en las constancias del proceso y en los hechos á su 
juicio probados, sostiene las mismas infracciones que motiva- 
Ton la acusación de foja 7, arriba á las mismas conclusiones en 
cuanto á responsabilidad legal de los acusados, sosteniendo la 
nulidad del padrón, como consecuencia de esas infracciones. 

El Juzgado no ha debido entonces rechazar el pedido de esa 
vista de foja 60 in limine, porque no es una nueva acusación 
sino el sostenimiento por el representante de la acción pública, 
de la iniciada por los demandantes. Es más un alegato de bien 
probado, cuyas conclusiones el Juez á quo podrá apreciar, y 
aceptar 6 rechazar en el fallo definitivo. 

Por ello pienso que el auto de foja 66 debiera ser revocado, 
declarándose que no importando la petición Fiscal, una nuev^i 
acusación sino el sostenimiento de la sub judtce, el Juzgado 
debe apreciarla y resolverla en la oportunidad legal, que es la 
sentencia. 

Sabiniano Kier. 



Falto de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 16 de 1893. 



Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General en la vista de foja setenta y nueve y aten- 
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ta la naturaleza de la caasa : . se declara estemporáneo el auto 
de foja sesenta y seis, dejándosele en consecuencia sin efec- 
to : y devut Ivase. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN.— OC- 
TAVIO BÜNGE.— JÜANE. TO- 
RRENT. 



CAUSA 1.XXV 



I turbe y otros contra Don Rufino Márquez y porj^nfraccion 
á la ley nacional de elecciones ; sobre pruebas 



Sumario. — El auto que no importa denegación de prueba, no 
es recurrible. 



Cuso.— Lo indica el 
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Iiiforaie del Jíuez Pederal 



Buenos Aires, Marzo 10 de 1893. 
Suprema Corte : 

El Jaez que suscribe evacuando el informe que la Su- 
prema Corte se ha servido pedirle, en la causa seguida 
por Itnrbe y otros contra Begino Márquez, tiene el honor de 
manifestar que el recurso que ha llevado ante la Suprema Corte 
el dicho Márquez, ha sido originado por un auto de este Juz- 
gado señalando por última vez y bajo apercibimiento, día para 
un juicio verbal ya decretado y postergado repetidas veces á 
solicitud de esta misma parte; juicio verbal que tenía por ob- 
jeto, como correspondía á la naturaleza del juicio por infrac- 
ción á la ley de elecciones nacionales, oir la acusación y la 
defensa y recibir las pruebas que hicieran al derecho de cada 
parte. 

Una providencia anterior en que por primera vez se llamó 
á juicio verbal en esta causa, fué apelada ya por Márquez. No 
habiéndosele otorgado el recurso, ocurrió de hecho ante la 
Suprema Corte y su pretensión fue desatendida. 

Dios guarde á Y. E. 

J. V.Lalanne. 
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Fallo de Im Suprema €orte 



Buenos Aires, Marzo 16 de 1893. 

Vistos en el acuerdo: no importando el auto recurrido la de- 
negación de prueba alguna que pueda favorecer al recurrente, 
y no causándole por lo mismo agravio alguno, se declaran, 
bien denegados los recursos deducidos ante el Superior, y de- 
vuélvanse para que se agregue á los autos de su referencia. 



BENJAMÍN PAZ. — ABEL BA- 
ZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
— JÜANB. TORRENT. 
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CAUSA JLXXTI 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra D. Domingo 

Gludice; sobre expropiación 



Sumario. — En la indemnización por expropiación, debe aten- 
derse á lo resuelto en casos análogos. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuez Federal 



La Plata. Diciembre 2 de 1891. 

Y vistos nueyamente los autos seguidos por la Compañía 
Nacional de Ferrocarriles Pobladores contra Don Domingo Giu- 
dice por expropiación, resulta : 

1® Que á foja 5, se presentó la mencionada Compañía de- 
mandando al señor Giudice por expropiación de seiscientos ocho 
metros cuadrados de terreno en el partido de Las Conchas; y 
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previa convocatoria á ]as partes á juicio verba) (con arreglo á 
lo establecido por el artículo 6^ de la ley nacional de expropia- 
ción)^ se verificó dicho comparendo, como consta á foja 24, 
nombrándose peritos que aceptaron el cargo, como se vé á foja 
24 vuelta. 

^ Que á foja 25 se expide el perito de la Compañía, apre- 
ciando en dos pesos el metro cuadrado de terreno, no estimando 
perjuicio alguno, en razón de expropiarse el área total. Por su 
parte el perito de la demanda estima en 15 pesos el metro cua- 
drado de terreno, y los perjuicios y precio del edificio en ocho 
mil pesos. 

S"" Que, en vista de la distancia en que se han colocado los 
peritos y para mejor proveer, el Juzgado nombró de oficio áotro 
perito para que inspeccionando el terreno con el Secretario, hi- 
ciera una nueva estimación. Llenó su cometido como consta á 
foja 35, apreciando el valor de la tierra en tres pesos metro cua- 
drado y todos los perjuicios que le ocasiona la expropiación en 
tres|mil pesos . 

Y considerando: I"" Que, en cuanto al precio del terreno, el 
fijado por el perito de la Compañía y el de oficio, son los que 
más se armonizan, por la razón de que el fijado por el 1^ y el del 
expropiado han pasado por el crisol de la verificación del nom- 
brado de oficio, ajeno á toda sugestión de las partes y desvin- 
culado, por consiguiente, de toda afección á cualquiera de ellas. 

2^ Que la diferencia entre los precios fijados por los dos pri- 
meros, estriba entre dos y tres pesos y por consiguiente debe es- 
timar el Juzgado equitativo aceptar, como justo, el precio fija- 
do por el perito de oficio. 

3"" Que, en cuanto á los perjuicios, el de la Compañía dice, no 
existe ninguno, eu razón do expropiarse el total del terreno. £1 
del demandado y el nombrado de oficio y el acta de inspección, 
reconocen edificaciones que existen en el terreno á expropiar, 
que el primero fija su valor en 8000 pesos y el segundo en 3000; 
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es de notar que, como se constata en el acta de inspección, esa 
edificación no es de mayor importancia, pues la constituyen 
construcciones ligeras de madera.. 

En este caso, el Juzgado, por las razones apuntadas anterior- 
mente, considera equitativo, señalar por toda indemnización la 
suma asignada por el perito de oficio. 

Por todo ello, fallo : fijando en d*^fin¡tiva como precio del terre- 
no á expropiar, el de tres pesos moneda nacional el metro cua- 
drado: y toda indemnización en la suma de tres mil pesos de 
igual moneda, todo lo que deberá pagar la Compañía al señor 
Giudice dentro de diez días de ejecutoriada esta sentencia, con 
sus intereses á estilo de Banco^ desde la posesión provisoria y 
sobre la que exceda del valor depositado, con más los gastos de 
actuación y honorario de los peritos. Notifíquese con el original 
y regístrese. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Pallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 16 de 1893. 

Vistos : Atento el mérito de autos, y de acuerdo con los ante- 
cedentes establecidos por esta Suprema Corte en casos análogos: 
se fija en cuatro pesos el valor de cada metro cuadrado del te- 
rreno á expropiarse en esta causa, y se confirma en lo demás que 
contiene la sentencia apelada de foja treinta y ocho. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA 1é%XWII 



D. Toribio A, Ortiz contra D. Pedro Scalabrini; sobre 

reivindicación 



Sumario. — En el conflicto de títulos de adquisición hecha á 
diferentes personas, sin que sehaja podido probar cuál de los 
causantes fué el verdadero propietario, debe resolverse á favor 
del que tiene la posesión. 



Ca^o.— Lo indica el 



Fallo del Juez Feílerftl 



Paraná. Junio 16 de 1890. 

Y vistos : estos autos seguidos por D. Toribio A. Ortiz contra 
D. Pedro Scalabrini, sobre reivindicación de un terreno situa- 
do al Norte de esta ciudad. 

Resulta : Que en 28 de Junio de 1878 D. Baimundo J. Mon- 
teros, con poder de doña Vicenta Acosta, se presentó al Juez de 



\y, 



'^^V 
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primera Instancia de esta ciudad, pidiendo se le admita ana sa- 
maría información para justificar los siguientes hechos : 1° Que 
la expresada señora Vicenta poseía como hija y heredera de don 
Pedro Acosta el terreno comprendido entre los siguientes lími- 
tes : por el Norte, el arroyo de la Santiagueña ; por el Este, te- 
rreno de don Pedro Garmendia y de don Juan Taya ; por el 
Oeste, propiedad de don Atanacio Echeverría; y por el Sud, con 
^v propiedad de Salomé Andino; y 2° que tanto don Pedro Acosta 

como doña Vicenta siempre fueron reconocidos como los verda- 
deros dueños del terreno y lo poseyeron sin ser molestados por 
tercero. 

Evacuada la información y aprobada que fué por el Juzgado, 
se protocolizó en el Registro de escribano de don Pedro Calde- 
rón, expidiendo el testimonio que corre en autos agregados ad 
effectum videndt sobre mensura del mismo terreno. 

En 20 de Febrero de 1881 doña Vioeuta Acosta vende el te- 
rreno á don Francisco Ferreira. 

En Mayo de 1884 el señor José Mozzini, como propietario de 
él, por haberlo adquirido de los acreedores Ferreira, según escri- 
tura que el escribano afirma obrar en su protocolo, lo vende á 
don Ángel Frisson, y éste hace practicar la mensura judicial de 
él, á la que se opuso don Pedro Scalabrini; siguiéndose con este 
motivo el juicio cuyo expediente se aduce como prueba del do- 
minio del actor. 

Posteriormente, Frisson vendió el terreno á Toribio A. Ortiz y 
éste, fundado en losdocumentos que quedan relacionados, deman- 
da á don Pedro Scalabrini para que le entregue el terreno ubi- 
cado al Norte de esta ciudad, compuesto de dos hectáreas, más 
cuatro áreas y ciento cincuenta y una centiáreas, cuyos límites 
son: al Norte la barranca que da al río Paraná ; al Sud, terre- 
nos del demandado, terreno municipal de por medio que sin 
embargo se lo atribuye el mismo Scalabrini, línea amojonada 
rumbo Sud 69° 9' Oeste y distancia de 218 metros y 70 centí- 
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metros; al Este la barranca* v al Oeste, la calle Corrientes por 
medio, línea amajonada rnmbo al Norte 24^ 16' Este y dis* 
tancia de 228 metros t 70 centímetros; además para qne le sa- 
tisfaga las pérdidas é intereses por los frutos del terreno reivin- 
dicado qne estima en 25,000 $ m n hasta la fecha. 

Don José Amoret, por don Pedro Scdlabrini, contestando dice: 
qne los documentos qne sirven de recaudo á la demanda son nu* 
los, siendo además falso que los terrenos de Frisson limiten al 
Snd con terrenos municipales, pnes según los documentos que 
él mismo trae al pleito, lindan por ese rumbo con Salomé Andi- 
no, propiedad intermedia entre la de Frisson y la de Scalabri- 
ni; que la acción reirindicatoria teniendo por objeto recuperar 
la posesión perdida presupone que el actor ha poseído y que tal 
posesión no ha sido ejercida jamás ; que su mandante posee con 
verdaderos títulos y exhibe como tales la escritura de. venta otor- 
gada en 3 de Diciembre de 1861 por don Luis de la Torre á fa- 
vor de don Domingo Benzo, de un terreno cuyos límites son : 
al Norte, lugar montuoso que llega hasta la barranca ; por el 
Snd, sitio de don Simón Fernandez, camino de por medio; por el 
Este, camino de la cuesta del Puerto de la Santiagueña; y por el 
Oeste, con terreno despoblado, constante de 150 varas de/rente 
al Sud por 80 de fondo al Norte, en la que el escribano hace re- 
ferencia de habérsele presentado el documento original del te- 
rreno en testimonio, á foja 12 la de igual clase otorgada por fienzo 
á favor de don Manuel Ortiz en 23 de Agosto de 1872, previo re- 
gistro en las oficinas de gobierno, y, por fin, la de venta que hace 
don Manuel Ortiz á favor de Soalabrini en 1883, después de de- 
lineado el terreno por el Agrimensor municipal. 

Presenta también una escritura de arreglo concluido entre 
Benzo y.Beretervide en 1872 sobre límites y el plano topográ- 
fico demostrativo de esa transacción, fojas 23 y 24, aprobado por 
la Municipalidad. 

En el término de prueba se han presentado: la diligencia de 

T. I 22 
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mensura de f . .., testimonio del juicio posesorio iniciado por Fñ- 
sson en 1886 contra Scalabrini, sobre retener la posesión de la 
parte de terreno que forma la materia del presente juicio, en el 
que se desestimó la demanda de Frisson, y los de declaraciones 

de f... y se ha rendido la prueba testimonial que corre de f... á 

f 

1 • • • 

Y considerando : 1^ Que la reivindicación es una acción real 
que nace del dominio y sólo puede servirse de ella el propietario 
que ha perdido la posesión de ana cosa, para recuperarla del ter- 
cer poseedor (artículos 2757 y 2550 del Código Civil). 

2"* Que los derechos reales no se adquieren por el contrato 
simplemente, sino por la tradición subsiguiente de la cosa que 
leí sirve de objeto (artículo 577, Código citado). 

3"^ Que de estos principios se deduce que el reivindicante 
debe prohar, no sólo que la cosa le fué transferida por el verdade- 
ro propietario sino que entró en la posesión de ella y que actual- 
mente se encuentra en poder del demandado. 

4^ Que en el presente caso, Ortiz no ha justificado que haya po- 
seído el terreno reivindicado, pues el hecho de ocupar una parte 
del que le vendió Frisson, no es bastante para que se considere 
tomada la posesión del todo, porque para que se juzgue hecha 
la tradición de un inmueble es necesario que él esté libre de 
toda otra posesión y sin contradictor que se oponga ( artículo 
2383, Código Civil). 

5^ Que desdo luego Ortiz que compró á Frisson el terreno de 
éste, en 15 de Mayo de 1886, y no había entrado en posesión de 
él en 1888, como se vé por el interdicto posesorio promovido por 
el vendedor contra Scalabrini ; no pudo con posterioridad to- 
marla de la parte reivindicada, por encontrarse poseyéndola 
Scalabrini y continuar en dicha posesión hasta la fecha, tode lo 
cual se comprueba por el testimonio del juicio posesorio de foja 
121 y por la misma demanda reivindicatoría en que se le reco- 
noce como actual poseedor. 
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ñ" Que por lo tanto, Ortiz sólo pudo ejercitar contra so vende- 
dor la acción personal nacida del contrato de compra y venta, 
para la integración de la área vendida y no la real reivindicato- 
ría contra el tercer poseedor. 

Forestas consideraciones y sin entrar á juzgar del valor re- 
lativo de los títulos presentados, por deber reservarse este 
estudio para el caso en que la acción fuese deducida por el ante- 
rior poseedor, si lo hubiese» fallo: declarando improcedente la 
acción reivindicatoría intentada y en consecuencia absuelvo de 
la demanda ea todas sus partes á don Pedro Scalabrini, quedan- 
do sin efecto el auto de 25 de Octubre de 1888 de f... y devuél- 
vase el expediente agregado ad effeclum vicíendi; notifiques^ 
con el original y repuesto el papel, archívese. 

M. de r. Pinto. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 16 de 1893. 

Vistos y considerando : Que el derecho que hace valer el actor 
deriva de doña Vicenta Acosta, según aquel lo expresa y aparece 
del expediente. 

Que el título de la citada doña Vicenta se funda en la infor- 
mación por ella producida, á objeto de reponerlo, en mil ocho- 
cientos setenta y ocho, que fué aprobada con la calidad de sin 
perjuicio de tercero, el veinte y tres de Setiembre del mismo año, 
según se vé de foja una á foja cuatro del expediente pedido por el 
Juez de la causa á foja cuarenta y una vuelta ad effectum vi- 
dendi. 
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Que por su parte, el demandado ha comprobado por la escritu- 
ra pública de foja doce, que don Luis de. la Torre vendió el te- 
rreno en cuestión á don Domingo Benzo, en tres de Diciembre 
de mil ochocientos sesenta y uno, habiendo comprobado igual- 
mente que por transmisiones sucesivas á título singular, radica 
hoy en él el derecho del citado Benzo (escrituras de foja quince 
y foja veinte). 

Que, resulta así que tanto el demandante como el demandado 
han presentado títubs de adquisición emanados de diferentes 
personas, ó sean títulos de diverso origen. 

Que no se ha probado, ni intentado probar, cuál de los enaje- 
nantes origínanosla que los autos se refieren, haya sido el ver- 
dadero propietario. 

Que, Scalabrini, además de tener á su favor la prioridad en 
la fecha de los títulos, tiene la posesión de la cosa, lo que está 
demostrado por la abundante prueba producida y surge de la 
naturaleza misma de la acción de reivindicación intentada, que 
implica el hecho de ser el demandado el poseedor. 

Que, en mérito de los antecedentes considerados y admitien- 
do que haya realmente superposición entre el inmueble poseído 
por Scalabrini y parte del comprado por el demandante Ortiz, 
la solución del caso no puede ofrecer dificultad ante la terminante 
disposición del artículo dos mil setecientos noventa y dos del Có- 
digo Civil, lo que hace innecesario entrar en otras apreciaciones. 

Por estos fundamentos, y teniendo en consideración que la de- 
manda es contraria á derecho expreso; se confirma la sentencia 
apelada de foja doscientos diecinueve, declarando que las costas 
de ambas instancias son á cargo del demandante. Repuestos los 
st'Uos devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. ~LC1S V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BÜNGE. 
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CAUSA I.XXYIII 



/>. Pascual Caetro contra la Empresa del Ferrocarril Central 
Argentino; sobre entrega de mercaderías 



Sumario. — Debe ser condenada á hacer entrega de las mer- 
caderías, la £mpresa que reconoce haberlas transportado y no 
entregado. 



Caso. — Lo índica el 



Fallo del Jueas Federal 



Córdoba, Setiembre 21 de 1891. 

Y vistos estos autos seguidos entre don Pascual Caeiro y la 
Empresa del Ferrocarril Central Argén tino, de los que resulta: 

I*" Quo el señor Caeiro demanda á la Empresa por 358 rollos 
de alambre: 153 marca P, B y C, 125 marca « Sol » y 80 marca 
P C € Cruz Blanca», que dice haberle consignado á él, las pri- 
meras partidas á fines del año 89 y la última á fines del 88 ; por 
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diez cajones kerosene, flete y demás gastos, cuyas mercaderías 
dice no poder conseguir que la Empresa se las entregue. Mani- 
fiesta tener guía de las dos primeras partidas, las que están á 
fojas 1 y 2 y no de la segunda por habérsele extraviado : pero 
que ofrece comprobar el recibo y transporte de la Empresa por 
los medios legales. 

2^ La Empresa, contestando la demanda, dice no ser ciertos 
los hechos alegados de contrario como fundamento de la de- 
manda; que lo único que puede entregar al demandante son 153 
rollos de alambre que están en la Estación ; que la partida de 
125 más que cobra, se cobra dos veces por un error déla oficina 
de Bío Segundo, que mandó esa guía duplicada, loque sucedió á 
causa de que habiendo venido !a primera partida de 153 rollos 
con guía sólo por 125, el jefe pidió otra guía por el resto (28 
rollos) en vez de cuya guía el jefe de Río 2** mandó otra por 
toda la cantidad, 153, de donde resulta una guía de 125 rollos 
de más, que cobra indebidamente el señor Caeiro. 

Que en cuanto á los 80 rollos, no ha comprobado el señor 
Caeiro su propiedad, ni presentado carta de porte, por cuya ra- 
zón no puede entregárselos. Ambos piden costas. 

Recibida la causad prueba, se produce la instrumental de fo- 
jas 1 á 2, la testimonial de fojas 12 á 22 y 40 á 41, la confe- 
sional de foja 125, de la cual se hará mérito en seguida, 

Y considerando: V Que la carta de porte es el título legal 
del contrato de transporte, que con ella se prueba la existencia 
del mismo (artículo 167, Código Civil; anterior 166). 

2^ Que la presentada á foja 1 hace acreedor al señor Caeiro 
á los 153 rollos de alambre que ella expresa y la de foja 2 á los 
125 rollos que ésta á su vez consigna, cuyo derecho correspon- 
de al señor Caeiro como consignatario de la carga (artículo 166, 
Código Civil; anterior 184). 

3*^ Que es verdad que contra el contenido de la carta de porte 
puede admitirse la prueba de error, pero el que ha alegado la 
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empresa no lo ha probado, j aún se puede decir que no ha he- 
cho lo neces ir io para probarlo. La declaración del jefe de Río 
2^, no afirma el envío de ana guía duplicada por 153 rollos, co- 
mo dice la Empresa. Dice que si es que ha habido guía dupli- 
cada, el error de enviar una guía de más por í2o rollos se habría 
cometido en el Rosario, pues él no ha hecho más que copiar la 
guía que venía. 

T la Empresa nada ha hecho por esclarecer esta circunstan- 
cia, averiguando en el Rosario los hechos, ó solicitando otras 
m3dida3 probatorias. Con la declaración del Jefe de Rio 2^, no 
resulta prueba alguna á pesar de las declaraciones pedidas para 
mejor proveer. 

4° Respecto de la partida de 80 rollos más pedidos por el se- 
ñor Caeiro, y que dice haber sido enviado por el señor Oliva, de 
Río 2^, si bien no existe carta de porte, la ley admite la prueba 
ordinaria del contrato de transporte á falta de dicha carta, exi- 
giendo además la prueba de la entrega ó carga cuando la em- 
presa lo negare (artículo 167). 

En el presente caso, la empresa no niega ni afirma la existen- 
cia de la carga ni del transporte, limitándose á decir que hace 
como un aña existe en los almacenes una partida de alambre (78 
rollos, posiciones de foja 26) sin dueño y sin guía, y que no se 
la puede entregar al señor Caeiro mientras no pruebe ser de él. 

5"^ Que el señor Caeiro ha presentado prueba bastante de la 
entrega ala Empresa y del transporte del alambre: 1^ con la 
declaración del señor Oliva, de foja..., que dice haber cargado á 
fines del 88 una partida de alambre (50 á 80 rollos ) devolvién- 
doselos al señor Caeiro ; 2^ con la existencia en ésta de una can- 
tidad de rollos como la cobrada; 3° con la m iroa de fábrica 
« Cruz Blanca » M M M que es la qu^ tienen los rollos existen- 
tes. 

6® Que consta en la guía de foja 2 y en el escrito de foja... 
haber ya recibido el señor Caeiro 125 rollos del alambre en cues- 



3i4 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

tioD : como también consta haber recibido el kerosene quedan* 
do esta demanda sólo por el resto del alambre. 

Por estas consideraciones y otras qoe se omiten, definitiva- 
mente juzgando, fallo: condenando á la Empresa del Ferrocarril 
Central Argentino á entregar al señor Pascual Caeiro 153 ro- 
llos de alambre marca P Q M y 80 rollos marca c Cruz Blanca » 
M MM ú otros equivalentes, cuya entrega deberá verificarla en 
el término de diez dias, si^i especial condenación. Hágase saber 
con el original y repóngase • 

C. Moyano Gacitúa. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 18 de 1893. 

Vistos y considerando: Primero. Que en la sentencia de 
foja cuarenta y dos, consentida por el demandado, se declara 
que la p]mpresase encargó del transporte de todo el alambre re- 
clamado. 

Segundo. Que establecido el derecho de Caeiro sobre todo 
el alambre cuestionado, lo tiene para la entrega de los 125 ro- 
llos á que se refiere la guía de foja dos, tanto por no constar en 
autos que don Pascual Caeiro lo haya recibido, pues no lo ha 
manifestado así en los escritos presentados, ni el recibo puesto 
en la guía mencionada, conservada en su poder, tiene la impor- 
tancia que se le atribuye en la sentencia, como porque la Em- 
presa demandada ha reconocido áfoja once, no haber hecho en- 
trega de ese alambre. 

Por esto: se reforma la sentencia apelada corriente á foja cua- 
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renta y dos, declarándose: que la Empre^ del Ferrocarril Cen- 
tral Argentino debe entregar á don Pascual Caeiro los ciento 
veinticinco rollos de alambre marca « Sol », á que se reñere la 
guía do foja dos, objeto del recurso de apelación, 6 su equiva- 
lente dentro de diez dias. Repuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA.—- 
ABELBAZAN. — OCTAVIO BÜNGE.— 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA I^WIX 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra D. Adrián 

Penard; sobre expropiación 



Sumario. — En la indemnización por expropiación, debe aten- 
derse á lo resuelto en casos análogos. 



Caso. — Lo indica el 
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Fallo del Jíucz Federal 



La Plata, Diciembre 2 de 1891, 

Y vistos nuevamente estos autos seguidos por la Compañía 
Nacional de Ferrocarriles Pobladores contra D. Adrián Fenard, 
sobre expropiación, de ellos resulta: 

!•* Que, con motivo de haberse presentado la expresada Com- 
pañia á foja 5, demandando á D. Adrián Penard, por expropia- 
ción de 1886 metros cuadrados de su propiedad, situada en el 
partido de Las Conchas, se convocó á las partes ajuicio verbal, 
como lo dispone el artículo 6'' de la ley nacional de expropia- 
ción, teniendo lugar el acto, como se vé á foja 29 vuelta. 

2"" Que en ese comparendo, nbpudiendo avenirse las partes & 
un arreglo amistoso, de acuerdo con el recordado artículo, se 
procedió al nombramiento de peritos, los que aceptaron al car- 
go, como consta áfoja 30 y vuelta. 

3** Que á foja 31, se expidió el perito de la Compañía, esti- 
mando el precio del terreno del señor Penard, en un peso y 20 
centavos el metro cuadrado, comprendiendo en este precio toda 
clase de indemnización. El perito de la parte demandada, por 
su parte, estimó, á foja 36, en 15 pesos el metro cuadrado, más 
un 25 7o sobre el importe total, por toda clase de perjui- 
cio. 

4** Que en vista de Jos informes de los peritos y para mejor 
proveer, el Juzgado nombró de oficio otro perito, para que, con 
el Secretario, practicase una inspección ocular del terreno á ex- 
propiar, é hiciera una nueva estimación. Este perito nombrado 
de oficio, se expidió como conista á foja 41 , apreciando en 3 pe- 
sos el metro cuadrado de terreno, con inclusión de perjuicios, 
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con cuyo iaforme quedó listo el expediente para sentencia ; y 

Considerando: 1^ Que ya este Juzgado ha señalado como precio 
por terrenos, en el caso de la misma Compañía contra D. Domin- 
go Giudice, el de tres pesos el metro cuadrado. £1 terreno de cuya 
expropiación se trata en este expediente, se halla en igualdad de 
condiciones al del señor Giudice por su situación : pues si bien 
aquel se halla situado inmediato á los Talleres de marina, que 
lo habilita para cualquier clase de negocio, el de Penard se 
halla inmediato á la estación del Tigre y colocado entre cons- 
trucciones destinadas á recreo. 

2"* Que respecto de perjuicios, el perito de la demanda y el 
do oficio lo incluye en el precio, que respectivamente fijan, 
porque sólo consiste en la deformación en que queda el sobran- 
te que queda al expropiado. 

S^ Que en esa virtud y teniendo presente que los informes 
de los peritos de las partes, han pasado por el crisol de la verifi- 
cación hecha por el Secretario y el perito de oficio, cuya opinión 
no debe tenerse por apasionada, porque su nombramiento ha 
sido de oficio y es ajeno á toda influencia y sugestión de las 
partes, el Juzgado, á falta de otro medio producido en los autos 
para ilustrar su opinión, estima justa la apreciación hecha por 
el perito que nombró para mejor proveer. 

Por estas consideraciones, fallo: fijando en definitiva por todo 
precio y cualquier indemnización que proceda por causa de ex- 
propiación, la suma de tres pesos metro cuadrado de terreno á 
expropiar á D. Adrián Penard, cuyo importe deberá pagar la 
Compañía, dentro de diez días de ejecutoriada esta sentencia, 
con sus intereses á estilo de Banco, desde la ocupación proviso- 
ria y sobre la suma que exceda sobre la depositada, con más los 
gastos de actuación y honorarios de los peritos. Notifíquese 
coa el original, regístrese y repónganselos sellos. 

Mariano S. de Áurrecoechea. 



318 FALLOS OE LA SUPREMA CORTE 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 18 de 1893. 

Vistos : Atento el mérito de autos y de acaerdo con los ante- 
cedentes establecidos por esta Suprema Corte en casos análo- 
gos: se modifica la sentencia apelada de foja cuarenta y cuatro, 
fijándose en cuatro pesos el yalor de cada metro cuadrado del 
terreno á expropiarse y se confirma en lo demás. Repónganse los 
sellos y devuélvanse. 

BANJAMIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 

— ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 

— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA I.XXX 



D, Pío Chiodi y oíros acopladores y exportadores de cereales, 
contra D. Pascual Bruniard, rematador del impuesto á los 
cereales^ y después contra la Provincia de Santa-Fe; sobre 
incomtitucionalidad de la ley de 28 de ISoviembre de JS9i, 
que establece dicho impuesto. 



Sumario. — La ley de la Provincia de Santa-Fé, de fecha 28 
de Noviembre de i891 , no es repugnante á la Constitución Na- 
cional, en cuanto se refiere á los cereales producidos en el terri- 
torio de dicha Provincia. 



Caso. — Lo explica la vista del Procurador General y el Fallo 
de la Suprema Corte. 



LEY DE IMPUESTO A LOS CEREALES 

Santa-Fé, Noviembre 28 de 1891. 

Por cuanto: 

El Senado y la Cámara de Diputados sancionan con fuerza de 
Ley: 

Artículo i^. — Toda transacción sobre trigo y lino que se efec- 
túe en la provincia, pagará por una sola vez un impuesto de pe- 
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SOS moneda nacional curso legal O.iO por cada lOOkílos de trigo, 
pesos 0.10 por cada iOO kilos de lino. 

Art. 2°. — Toda ocnltaoion 6 manifestación inexacta qne se 
haga con el objeto de eludir el pago, será penada con una multa 
del décuplo d^I valor del impuesto. 

Art. 3"". — El denunciante de las defraudaciones á que se refiere 
el artículo anterior, tendrá derecho á la mitad de las multas 
que se impongan. 

Art. 4°. — Comuniqúese. 

Sala de Sesiones, Sanla-Fé. Noviembre 27 de 1891.- 

M. Comas. Pedro L. Funes (hijo) 

Ramón J. Lassaga. Luis F. García. 

Por tanto: 

Téngase por ley de la Provincia, cúmplase, comuniqúese, 
publiquese y dése al Registro Oficial. 

CAFFERATA. 
J. Terrosa. 



REGLAMENTACIÓN DEL IMPUESTO Á LOS CERFALES 



Santa-Fe, Enero 30 de 1893. 

Considerando : Que la ley de28 deNoTiembrede 1891, sobre 
impuesto á los cereales, fué reglamentada teniendo en cuenta 
que seria el Gobierno quien directamente cobrase dicho im- 
puesto. 
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Que habíér.dose ordenado la enajenación del mismo con arre- 
glo á la ley de la materia, faé adquirido por D. Pascual Bru- 
niard, en cuyo caso no es aplicable la reglamentación de fecha 
10 de Diciembre del año próximo pasado. 

Que siendo una obligación del enajenante mantener en el ple- 
no goce desQ derecho al cesionario, debe transferirle áéste to- 
dos los derechos y privilegios de que aquel hubiera gozado. 

Que la ley de 28 de Noviembre de 1891, tiende solamente á 
gravar los actos y contratos que se celebren en la Provincia y 
de que sean objeto el trigo y el lino. 

Que es innegable el derecho que las Provincias tienen para im- 
poner sobre todo acto, contrato ó transacción que se celebre den- 
tro de su territorio. 

El Poder Ejecutivo acuerda y decreta: 

Art. 1°. — De conformidad á la ley de 28 de Noviembre de 
1891, deberá satisfacer el impuesto en ella establecido, todo el 
que comprare ó hubiere comprado trigo y lino en la Provincia, 
desde la promulgación déla citada ley. 

Art. 2^.— Para el caso que no pudiera ser conocido el compra- 
dor de los cereales y resultase insolvente, serán responsables por 
el monto del impuesto y multa, los auxiliares de comercio que 
hubiesen intervenido en la operación. 

Art. 3^. — Los Jefes Políticos, Jueces de Paz y demás autori- 
dades prestarán al cesionario D. Pascual Bruniard ó sus re- 
presentantes, todo su concurso para el cobro del impuesto» de- 
biendo ásu requisición proceder por vía de apremio. 

Art. 4*". — Comuniqúese, publíqucse y dése al Registro Oficial. 



GOYAN. 
Lus Blanco. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 20 de 1893. 
Suprema Corle : 

La Constitución Nacional en sus artículos 9, 10 y H, 
se propuso suprimir las aduanas interiores y los impues- 
tos que afectaban, en virtud de practicas abusivas, al tránsito 
interprovincial. Por ello el artículo 10 expresó netamente, que 
en el interior de la República, es libre de derechos la circula- 
ción do los efectos de producción 6 fabricación nacional, y el 
H so refirió expresamente á los artículos de producción ó fabri- 
cación nacional ó extranjera, que pasen por territorio de una 
provincia á otra. 

De términos tan esplícitos en la Constitución Nacional, no 
puede deducirse más allá de su sentido propio, sino que ella 
prohibía el establecimiento de aduanas provinciales y toda im- 
posición de un impuesto, cualquiera que fuese su denominación, 
que afectase el hecho mismo del tránsito ó simple pasaje de 
productos ó fabricación nacional ó extranjera. 

¿La ley dictada por la Provincia de Santa-Fe en 28 de No- 
viembre de 1891, contraría esta libertad de circulación ó de 
tránsito? Opino negativaíiiente. 

Su artículo 1^ dice textualmente : «Toda transacción sobre 
trigos y linos que se efectúe en la Provincia, pagará por una 
sola vez un impuesto de: 

0,10 por cada 100 kilos do trigo; 

0.10 por,'cada 100 kilos de lino. 

Esta ley no se refiere á la circulación de los cereales que de 
otras provincias atraviesen el territorio de Santa-Fé, no afecta 
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los productos á su entrada 6 salida con destino á otro Estado 6 
territorio federal: impone á las transacciones que se realicen 
dentro de la jurisdicción, sobre productos ya existentes en ella, 
sea que por esas transacciones queden para el consumo ó salgan 
en cualquiera oportunidad . 

La defensa ha reconocido que el impuesto no afecta los pro- 
ductos que lleguen de otras Provincias, do tránsito para buscar 
una salida por tierra ó por agua; por las mismas razones no po- 
dría imponerse á los productos que salgan de Santa-Fé en bus- 
ca de mercados nacionales 6 extranjeros, cuando fueran envia<i 
dos directamente por sus propietarios, sin mediar el contrato de 
compra-venta sobre el que la ley impone. 

Limitada entonces la aplicación del impaesto al caso de venta 
de cereales, con prescindencia de su movimiento de circulación 
por el interior ó exterior de la Bepúbliea, creo ese impuesto tan 
legítimo como el que afecta las transacciones sobre bienes rai- 
ces, sobre títulos y accione^ ó sobre cualesquiera muebles ó se- 
movientes dentro de la jurisdi^ccion provincial. 

La doctrina norte-americana interpretando artículos de su 
Constitución, análogos á los de la nuestra^ confirma aquellas 
conclusiones y cuando se separa de ellas, según opinión del Juez 
Marshall, citado por Curtís, es en virtud de tratarse de impues- 
tos sobre mercaderías importadas, mientras existen en propie- 
dad del importador y no han sido todavía incorporadas á la ma- 
sa de propiedad del Estado. 

Era éste también el carácter esencial de la causa resuelta por 
y. E. é incluida en la página 100, serie 2', tomo 17 de los 
Fallos. 

En las decisiones constitucionales de los Tribunales Federa- 
les de Estados-Unidos, traducidas por el señor Nicolás Calvo, 
encuentro la misma doctrina: la número 321, declara < que un 
Estado puede orear y cobrar impuestos sobre el capital, aun 
cuando esté continuamente invertido en algodón comprado pa- 

T. 1 23 
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rala exportación», 7 la 329, ^qneun impaesto de Estado sobre 
la venta de artículos mannfactorados en el Estado^ es válido >. 

Las Provincias conservan, según el artículo 104 de la Consti-» 
tuciün, todo el Poder no delegado al Gobierno Pederal, y ni en 
las limitaciones de los artículos citados^ ni en las expresamente 
determinadas en los artículos 108 y 109 de la Constitución Na- 
cional, se incluye referencia alguna al impuesto denunciado. 

Las resoluciones de V. E., en causas diversas y con circuns- 
tancias modificativas muy acentuadas, no han fijado la juris* 
prudencia del caso. Sin embargo, de ios Fallos de la 2* serie, 
tomos 10 y 11, páginas 89 y 309, deduzco el reconocimiento del 
derecho de las provincias á los impuestos interiores cenando no 
imponen un derecho de exportación, ni menos aún, un derecha de 
tránsito >, ó como lo expuso el señor Procurador entonces y fué 
adoptado en la resolución de Y. E., cnada hay de aduanero en 
el impuesto, nada que viole la Constitución Nacional, que sólo 
se refiere á los derechos de tránsito, etc.» 

La ley puede ser inconveniente, injusta y hasta contraria de 
los intereses económicos de la provincia de Santa-Fé; pero si 
ella no ataca garantía alguna de la Constitución Nacional, está 
fuera del alcance de la declaración de inconstitucionalidad que 
incumbe á Y. E., con sujeción á las prescripciones del artículo 
I'', inciso 1"", de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Pido á Y. E. se sirva así declarailo. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 18 de 1893. 



Yistos: de autos resulta: que los recurrentes demandan ala 
provincia de Santa-Fe, pidiendo la devolución de las sumas pa- 
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gadas por ellos, en virtud de la ley provincial de veinte y ocho 
de Noviembre de mil ochocientos noventa y ano, que grava con 
un impuesto de diez centavos moneda nacional, toda transac^ 
cion sobre trigo y lino que se efectúe en la Provincia, determi- 
nando la misma ley, que el impuesto se pagará por una sola 
vez, por cada cien Yilos de esos granos. 

La demanda se funda en la inconstitncionalidad que los re- 
currentes atribuyan á la citada ley, impugnada por ellos, co- 
mo contraria á la Constitución Federal Argentina, y basta la 
enunciación de esta sola circunstancia, para dejar por ella esta- 
blecida la competencia de la Justicia Federal para entender en 
la demanda, habiendo quedado acreditada la jurisdicción de es- 
ta Suprema Corte, por el hecho de ser parte en los autos^ la 
provincia de Santa-Fe. 

Reduciendo el caso jurídico á sus términos concretos, puede 
decirse que él se dirige á averiguar hasta donde alcanza la fa- 
cultad de imponer, que las provincia sargentinas tienen, cuan- 
do se trata de artículos producidos dentro de su propio territo- 
rio, pues en autos no se ha comprobado que los granos sobre 
cuyas transacciones se ha cobrado el impuesto, se hayan pro- 
ducido en otra parte, que en la provincia de Santa-Fé. 

Tres son los artículos de la Constitución Nacional que se han 
invocado en este caso, para negar á la provincia de Santa^Fé la 
facultad de establecer el impuesto en cuestión. 

Invocados esos artículos por demandantes y demandado, y 
fundándose respectivamente por los unos y por el otro los dere- 
chos alegados en autos, corresponde á esta Suprema Corte, de- 
terminar su alcance, en cuanto á esta causa se refiera. 

El artículo noveno de la Constitución contiene una declara- 
ción absoluta de principios. Para la Constitución no hay Adua- 
nas que no sean nacionales. Los puertos de la República, como 
las fronteras mediterráneas internacionales, no pueden abrirse 
al comercio de importación exterior ó á la exportación, sino por 
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medio de las aatoridadés fedcTales y cualquier ímpaesto ó gabe- 
la que pretendieran establecer las provincias para una ú otra 
operación, sería contraria ala prescripción del citado artículo, 
no menos que á lo que correlativamente dispone el artículo 
ciento ocho. 

El artículo diez, es sólo una consecuencia del anterior. En los 
autos se ha estudiado con detenimiento el alcance que debe darse 
á la palabra circulación, que es la clave con gue debe buscarse 
la inteligencia que los constituyentes argentinos dieron á la 
cláusula que la contiene. Al efecto, se han citado por las partes 
fallos anteriores de esta Corte, que establecen interpretaciones 
encontradas, respecto de ese artículo constitucional ; pero cua- 
lesquiera que hayan sido las aplicaciones que á ese artículo se 
le hubiese dado hasta ahora, la legislación actual de la Nación y 
de las provincias, ha venido á fijar definitivamente el propósito 
jurídico con que él fué incluido en nuestra Ley fundamental. 

Para comprender su verdadero objeto, es menester estudiar 
los propósitos que los constituyentes del país tuvieron en vista. 

Declaradas nacionales tpdas las Aduanas de la Bepública, 
quedaron de hecho y de derecho suprimidas todas las aduanas 
provinciales. Pero esto no bastaba á los fines de la organización 
nacional, y era menester dejar expresamente consignado que lo 
que se suprimía no era sólo la Aduana provincial, sino también 
la Aduana interior, cualquiera que fuera el carácter provincial 
ó nacional que ésta tuviera. 

El artículo diez vino á proveer esta necesidad y este propósi- 
to político y económico, prohibiendo que en la circulación de 
las mercaderías dentro del territorio de la Bepública, la auto- 
ridad nacional pudiese restablecer las aduanas interiores, que 
formaron parte de . las antiguas instituciones argentinas. La 
Nación será la única que tendrá Aduanas, pero éstas serán 
siempre exteriores. <£n el interior de la República es libre de 
derechos la circulación de los efectos de producción ó fabrica- 
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cion nacional, así como la de los géneros y mercancías de todas 
clases despachadas en las Aduanas exteriores >• 

Y esa inmunidad que la Constitución garantiza á la circula- 
ción de esa clase de artículos de comercio, prohibe á la Nación 
establecer todo gravamen sobre ellos, cualquiera que sea el pun- 
to de la República á que se dirijan, quedando á fortiori prohibi- 
do á las provincias todo impuesta sobre ellos, aun cuando circu- 
len, transportándolos de un punto á otro dentro de su propio te- 
rritorio, y en tanto no estén deñuiti^amente incorporados á su 
riqueza general. 

Pero esta libertad de circulación territorial, no es en mane- 
ra alguna, la libertad de circulación, que forma la base del co- 
mercio y que tiene por fines las transacciones, actos y contra- 
tos, con el objeto de adquirir y transmitir las cosas sujetas al 
comercio de los hombres. 

Si otro fuese el alcance del artículo diez déla Constitución, si 
la circulación por él declarada libre, fuese la circulación econó- 
mica, entonces, ¡no habría momento en que mercadería ó produc- 
to alguno incorporado ala riqueza del país, fuese pasible de im- 
puesto, y sólo quedarían como materias imponibles, el hombre, 
el inmueble, la capitación y la propiedad territorial. 

Esta circulación referente exclusivamente al libre transporte 
de ciertos productos y artículos en el interior de la República, 
es también completamente diferente del tránsito interprovincial, 
que reglamenta el artículo once de la Constitución. Como el 
artículo diez, este artículo reconoce su origen en nuestra histo- 
ria y en nuestras instituciones pasadas. Él no tiene más alcan- 
ce que el de suprimirá los efectos comerciales del tránsito, las 
fronteras y las jurisdicciones interprovinciales, couvirtiendo á 
todo el país en una unidad territorial, sobre la cual pueden 
transitar libremente toda clase de artículos, sin poder ser gra- 
vados por impuesto alguno, al pasar por las diversas provincias 
que atraviesan, hasta llegar á su destino. 
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Aplicando ahora estos principios de nuestro derecho constita- 
cíonal al caso sub-jndice, corresponde averiguar si la ley de 
veintiocho de Noviembre de mil ochocientos noventa y uno, dic- 
tada por la provincia de Santa-Fé, ha violado alguna de las ter- 
minantes limitaciones establecidas por la Constitución á la far 
cultad'de crear impuestos, reconocido política y económicamen- 
te como esencial en todo Estado, para los fines de la existencia 
y conservación del Gobierno. 

Desde luego es conveniente dejar establecido como punto de 
partida, el reconocimiento del derecho que indisputablemente 
tienen las provincias, para gravar con impuestos todas las co- 
sas que ,]inGor peradas á la propiedad común de sus habitantes, 
forman parte de su riqueza general . 

Del hecho de haber declarado la Constitución la libre circu- 
lación de los efectos de producción ó fabricación nacional, no 
puede deducirse, que tales efectos puedan escapar á los impuestos 
provinciales, cuando pertenecieron desde su origen, 6 se incorpo- 
raron después á la riqueza local, formando parte déla propie- 
piedad entregadas á las transacciones del comercio. 

Así lo han comprendido la legislación de la Nación y de las 
diferentes provincias, creando por sus leyes de impuestos, dere- 
chos sobre efectos de producción ó fabricación nacional. 

La ley de Santa-Fé de veintiocho de Noviembre de mil ocho- 
cientos noventa y uno, en su aplicación al caso sub-judice, no 
afecta con el impuesto que ella crea, actos de importación, de 
exportación, de circulación ó de tránsito de cereales. Esa ley 
no grava los granos por el hecho de ser importados á Santa-Fé 
ó exportados de ella, ni tampoco por la circunstancia de atrave- 
sar su territorio en tránsito para otras provincias. 

El impuesto se ha aplicado al acto directo de la venta del 
cereal gravando las transacciones sobre granos producidos en 
el territorio de Santa-Fé, y lo grava no al ser exportado el ar- 
tículo, sino en el momento mismo en que la transacción s¿ ce- 
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lebra como un acto de comercio interno, sujeto á los impuestos 
que las provincias están facultadas para crear, dentro de su pro- 
pia capacidad política (artículos ciento cuatro y ciento siete de la 
Constitución). 

El impuesto puede ser conveniente 6 inconveniente, equitati- 
vo 6 exhorbitante, y en su percepción pueden cometerse irregula- 
ridades más ó menos sujetas al juicio de los Tribunales; pero, 
en el caso ocurrente, la Suprema Corte no tiene la misión de juz- 
gar estos puntos. Su jurisdicción limitada señala los objetos y 
alcance de su fallo, que debe contraerse á declarar la procedencia 
ó improcedencia del recurso de inconstitucionalidad de la ley 
de veintiocho de Noviembre de mil ochocientos noventa y uno, 
traido exclusivamente á su resolución. 

Por más que en el curso de la causa con ocasión de la Ley, 
se hayan discutido otras cuestiones más ó menos ligadas con la 
que forma la materia única d« este juicio, ellas son improce- 
dentes en cuanto á él se refieren y la Corte no puede ni debe 
pronunciarse sobre ellas. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador General, se declara que la ley 
de veintiocho de Noviembre de mil ochocientos noventa y uno 
de la provincia de Santa-Fé, no es repugnante á la Constitución 
nacional, en cuanto ha sido aplicada á los cereales producidos en 
su territorio, no haciéndose lugar, en consecuencia, álademan- 
da, sin especial condenación en costas, por no encontrar méri- 
to para ello. Notifíquese con el original y repuestos los sellos, 
archívese. 

benjamín PAZ.— LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUN- 
GE.~ JUAN E. TORRENT. 



360 FALLOS DE LÁ SUPRfiltA GORTE 



CACSA i.x.¥Jí;i 



D. Cipriano Raffo contra I). José Ferraris; sobre reivindicación 



Sumario. — En el conflicto de títulos de adquisición hecha á 
diferentes personas, sin haberse podido probar cuál de los cau- 
santes fué el verdadero propietario, debe resolverse á favor del 
que tiene la posesión. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo ilel Juez Federal 



Rosario, Setiembre 30 de 1890. 

Y vistos : los seguidos por don Cipriano Baffo contra don Jo- 
sé Ferraris, sobre reivindicación de un terreno urbano, de los 
cuales , 

Resulta: 1^ Que el actor al deducir esta demanda se funda 
en que es propietario, por compra de derechos j acciones hecha 
á D* María Rosario 6 asualdo de Raffo, heredera de D* Marcelina 
ürraco sobre un terreno deforma irregular, de 5 varas de fren- 
te al oeste, equivalente á 4 metros 36 centímetros, por 180 varas 
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de fondo, equivalente á 95 metros 26 centímetros más 6 me 
ubicado en el centro de la manzana formada por laa calles 
greso, Libertad, Santa-Fé y Córdoba. 

2" Que la señora Urraco, abuela del actor, hubo esteter 
por compra á don Francisco Domingo, 7 el mismo que' po 
basta su muerte, ocupándolo postenormeute el hermano de 
mandante, don Javier Kaffo, siendo ocupado por terceros 
salida de éste, lo levantó en ese acto la sefiora de TTrraco. 

3" Que siendo en la actualidad el señor Ferraris quien 
paba parte de dicbo terreno, venía á entablar en su contra 
litigio, invocando para ello las prescripciones del artículo ' 
del Código Civil, j la representación jurídica que ejercía 
su causante respecto & esa propiedad. 

i" Que los títnios del trasmisor de sus derechos (al aci 
consisten en una sumaria información levantada en el año 
y en la escritura de venta á favor del mismo, de los derecl 
acciones adquiridos por éste y que lleva la fecha de 20 de J 
de 1888, según consta todo de la escritura de foja una. 

5° Que contestando la demanda, á foja 28, Ferraris pid 
rechazada, por ser él el verdadero propietario y poseedor d 
terreno de^de muchos años atrás por medio de sus causaot 
desde el año 1882, en que lo compró á don Julián de Bnst 
poi propia posesión : tacha al mismo tiempo de ineficaces 1< 
tulos supletorios presentados por Raffo y rebate la posesioi 
éste iavoca. 

5° Que los títulos otorgados á los donantes del deman( 
arrancan de U escritura de venta conferida por los heret 
Montenegro & favor de don Julián Montenegro con fecha í 
Diciembre de 1854, habiendo el demandado comprado el t 
no de la cuestión i\ don Julián de Busttnza, en el año de 1 
7° Que abierta la causa á prueba por el auto de foja9l se 
duce por las partes, la documental corriente á fojas 1, 55 
104, 105, 145, 147, 158, 165, 176, 178, 184, 186, 215, < 
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222, y la testimonial á que se refieren los interrogatorios de 
fojas 108, 161 , 191 , i97, 200 y 209. 

Y considerando : I"" Que de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 2758 del Código Civil , la acción de reivindicación es una 
acción que nace del dominio que cada uno tiene de cosas parti* 
calares, por la cual el propietario que ha perdido la posesión, la 
reclama y la reivindica contra aquel que se encuentra en pose- 
sión de él. 

2"" Que la situación jurídica requerida por el precepto legal 
transcripto, de parte del que intenta la acción reivindicatoria, 
no concurre en el caso sub-judice, por cuanto el reivindicante 
no ha poseido la cosa materia de su acción, siendo un mero com- 
prador de derechos y acciones á la sucesión de su abuela, doña 
Marcelina TJrraco de Basualdo, según se justifica por el docu- 
mento de foja 1 y confesión de la parte. 

3"^ Que délos anteriores fundamentos, resulta una doble razón 
que obsta para la procedencia de la acción reivindicatoria; sien- 
do la primera el hecho de no haberse tenido por el reivindican- 
te la posesión de la cosa; y la segunda la de tratarse de una uni- 
versalidad de bienes, como es lo que sirvió de materia á lacompra 
de derechos y acciones en favor del actor, y en cuya virtud él 
mismo procede, pues respecto de esta última, el Código Civil ha 
establecido en su artículo 2764, que «una universalidad de bienes 
tales como una sucesión cuestionada, no puede ser objeto de la 
acción de reivindicación », y sin duda alguna, la sucesión de que 
trae su origen el derecho gestionado por la parte actor a se en- 
cuentra en la condición del artículo, pues debe de suponérsela 
cuestionada, desde el momento que ella se encuentra en pugna 
con los derechos pretendidos por el demandado, y esa contradic- 
ción se funda en los títulos exhibidos por ambas partes, cuyo orí- 
gen es muy anterior por cierto á la instauración de este juicio. 

4° Que si bien es cierto que el artículo 1444 del Código Ci- 
vil dispone que todo objeto incorporal, todo derecho y todaac- 
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cton sobre una cosa qne se encuentra en el comercio, 
cedido, á menos i^ue la cansa no sea contraria á al¡ 
hibictoa expresa 6 implícita de la ley, 6 al título t 
crédito, también es qne el codificador se ba cuidado 
minar el alcance de esa disposición en ia nota cores 
expresando que ees imposible ceder la parte princip 
cial (de los derechos reales), es decir la comprobación 
piedad libre; poro el propietaric puede constituirse er 
tor in rem mam, á efecto dn recibir el importe de l< 
intereses il que la parte contraria puedo ser condenad 

5° Qne, finalmente, en la colisión de los títulos p: 
por las partes, atribuyendo una propiedad distinta i 
de la cuestión, sin que pueda establecerse cuál de elV 
perfecto, por cuanto ambos adolecen de defectos coi 
los dsl actor, corriente áfoja 147, en el limitado alca 
Juez acordó al auto baciendolugar á la iuformacioi 
en que ellos consisten, y á petición del fiscal interyi 
esas diligencias; y los del demandado, corriente á f c 
la falta de firma de los testigos yde una de las partí 
tantes; es de perfecta aplicación el artículo 2792 de 
cion civil, según el cual, «cuandoeldemandantey el d 
presenten cada uno títulos de adquisición, que ellos 
becbode distintas personas, sin que se pueda estab 
de ellos era el propietario Terdadero, se presume sei 
tiene la posesión > ; y en el caso sub-judiee tiene esa [ 
demandado desde el 16 de Junio de 1882 (escriturajd' 
en tanto que los títulos del actor son de fecba 20 de 
1888 (documento de foja 1 ). 

Por estas coDSideraciones, fallo: nobaciendo lugat 
manda, sin especial condenación en costas. Hágase : 
el original; repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zi 
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Fallo de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 21 de 1893. 

Vistos y considerando : Primero. Qae el derecho que hace 
valer el demandante procede de la venta y cesión de acciones y 
derechos hecha á so favor por doña María del Rosario Basnaido 
de Raffo, en veinte de Junio de mil ochocientos ochenta y ocho, 
quien á su vez, invocando trasmisión hereditaria, deriva el snyo 
de doña Marcelina TJrraco de Basnaido, madre de la enajenante 
y abuela de la adquirente, según todo resulta de la escritura de 
foja primera. 

Segundo. Que el título de la citada doña Marcelina, se fonda 
en la información producida á objeto de reponerlo, corriente de 
foja ciento coarenta y siete á foja ciento cincoenta y siete, que 
ofrecida por la parte en Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres, fué aprobada smper/uict'o en cuatro de Noviembre del 
mismo año. 

Tercero. Que el demandado ha comprobado por la escritura 
de foja treinta y diete, haber comprado en diez de Junio de mil 
ochocientos ochenta y dos á don Julián Bustinza, el terreno á 
que dicha escritura se refiere, habiendo probado igualmente que 
el referido Bustinza, compró á don Antonio TJrraco en siete de 
Marzo de mil ochocientos sesenta y dos parte del inmueble y 
que el resto le fué adjudicado en liquidación de sociedad entre 
el mismo Bustinza y don Pascual Bosas, según la cláusula un- 
décima de la escritura de foja cincuenta, otorgada en diecinue- 
ve de Abril del citado año de mil ochocientos sesenta y dos. 

Cuarto. Que consta también por la escritura de foja cuaren- 
ta, del diecinueve de Setiembre de mil ochocientos sesenta y dos, 
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^ae con sa frente total sobre la calle de Progreso, Bnstinza 
vendió i don Emilio D. Orttz paite del terreno formado por la 
Euma del comprado á ürraco y del adjudicado en liqnidacion de 
sociedad; y que en dos de Diciembre de mil ochocientos sesenf 
y cuatro, TolfiÓ la cosa al primero, por venta á sn favor hecl 
por el segundo. 

Quinto, Que cualquiera que sea el mérito de los instrumei 
tos en que se basa la adjudicación hecha á favor de Bnstlnzae 
la liquidación de la sociedad entre él y Rosas, do puede poner; 
en duda, atento los términos de la escritora de liquidación, qi 
los socios reconocían pertenecer á Bustiuzaun terrenolimítro: 
con el adjudicado, lo que demuestra que el comprado 6. su só 
nombre por Bustinza á Urraco no era repntado formar parte d< 
activo social. 

Sexto. Quédelos antecedentes considerados resulta: quetat 
to el demandante como et demandado han presentado título c 
adquisición emanados de diferentes personas, resultando as 
mismo déla comparación de esos títulos, que el presentado pe 
el actor comprende una parte del iamueble li que se reñere 1 
escritura de su contrario. 

Séptimo. Que eldemandado y sus causantes tienen la posesic 
del iamueble en cuestión, á lo menos desde el año mil ochociei 
tos sesenta y dos, ó sea desde una fecha anterior ala de lainfoi 
macíon producida por don Antonio Urraco en representacio 
de doña Marcelina Urraco de Basnaldo para reponer títulos d 
propiedad, lo que está bien comprobado por la pruebo producidí 
conservándola hasta el presente con edificios habitados, antes 
ahora, cercas, etc. 

Octano. Quedado el hecho de haberse presentado por amba 
partes títulos de adquisición procedentes de diversos enajc 
□antes, sin que el actor baya probado que su causante fuese < 
verdadero propietario, pero ni siquiera exhibido instrumento c 
fecha anterior & la posesión del demandado ó sus causantes, i 
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caso se resuelve por la disposición del artículo dos mil setecien- 
tos noventa y dos. Código Civil, lo qae hace innecesario entrar 
en otras apreciaciones. 

Por estos fundamentos: y los concordantes de la sentencia 
apelada corriente á foja trescientos treinta y una: se confirma 
ésta con lab costas del recurso, no haciéndose lugar á las de pri- 
mera instancia, en mérito de la rebeldía de la parte deFerraiis. 
Kotifíqu ese con el original y repuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA IjXXXII 



El Banco de la Bolsa^ contra don Jaime J, Ruggeroni; 

sobre cobro ejecutivo de pesos 

Sumario. ^i"" No es admisible contra un pagaré ala orden; la 
excepción de espera fundada en una anotación sin firma, indi* 
cando que el pago se haría por trimestres. 
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^ El hecho de haber el acreedor cobrado la renta de títulos 
dados en garantía, no autoriza la excepción de pago, y en cuanto 
á los efectos déla conpensacion no trae perjuicios, toda vez que 
el acreedor haya reconocido el cobro hecho. 



Caso.— Lo expresa el 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Noviembre 10 de 1892. 

Vistos los presentes autos ejecutivos promovidos por el Banco 
de la Bolsa contra don Jaime J. Buggeroni^ por cobro de 
i 79.990 peBos moneda nacional con 75 centavos que expresa el 
pagaré protestado corriente á foja 1". 

Besultando: Que citado de remate el deudor^ según consta á 
foja 94, opuso las excepciones de compromiso y pago parcial, 
consistente la primera en que según el papel agregado á foja 24 
se convino en que pagaría trimestralmente el documento por- 
que se le ejecuta en la proporción que en dicho papel se esta- 
blece, devolviendo el Banco en la misma proporción la suma de 
títulos dados en garantía; y la segunda en que el Banco recibió 
por réditos de los mismos títulos la cantidad de 3000 pesos, los 
que según el compromiso aludido, debían imputarse á la cuota 
trimestral que había convenido en pagar para amortizar el pa- 
garé ejecutado. 

Y considerando : 1^ Que estando concebido á la orden ese do- 
cumento, debe ser considerado en cuanto á su efecto, como le- 
tra de cambio, en conformidad á lo dispuesto en el artículo 740 
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del Código de Comercio y Fallos de la Suprema Corte, tomo 9** 
de la i ■ serie, página 577. 

2"* Que contra la acción ejecutiva de las letras de cambio no 
son admisibles más excepciones que las de falsedad, pago, com- 
pensación de crédito liquido y exigible, prescripción ó cadu- 
cidad de la letra y espera 6 quita concedida por el demandan- 
te, que se pruebe por escritora pública ó documento privado ju- 
dicialmente reconocido, no podiendo ninguna otra excepción, 
cualquiera que sea su naturaleza, obstar al progreso del juicio 
ejecutivo, según expresamente lo determina el artículo 97ñ del 
Código citado y lo ha establecido la jurisprudencia de ]a Corte 
Suprema (serie 2", tomo 7, página 484). 

3° Que el compromiso invocado por el ejecutado, no se en- 
cuentra comprendido en ninguna de ]as enunciadas excepciones, 
y por consiguiente aun suponiendo que hubiera existido, no 
podría alegarse para paralizar la acción deducida, dada la na- 
turaleza del documento que se ejecuta. 

4^ Que partiendo de la misma hipótesis y admitiendo que él 
importe ó pueda traducirse como una espera concedida aldeudor, 
tampoco es admisible en este caso, por no resultar de escritura 
pública ó documento privado, pues en ningún caso puede darse 
este último carácter al papel de foja 24, cualquiera que sea el 
significado de su contenido y quien quiera que lo haya escrito, 
desde que no tiene la firma de las partes, que es condición 
esencial para la existencia de todo acto bajo forma privada, 
conforme á lo dispuesto en el artículo 1012 del Código Civil. 

5** Que éegun el mismo ejecutado, el pago parcial proviene de 
réditos percibidos por el Banco ejecutante^ de los títulosdados en 
caución de la denda^ que el referido establecimiento tenía el 
derecho y el deber de recaudar, conforme al artículo 3231 del 
Código Civil, reconociendo haberlo éste así efectuado y acredi- 
tado su importe á la cuenta del ejecutado para devolverlo en el 
acto que sea pagado el documento de foja 1*, lo quebajo ningún 
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concepto puede considerarse como pago parcial ejecutado por 
el mismo deudor, ni juzgarse por lo tanto que el acreedor ha in- 
currido en plus peiitio, 

6^ Que por otra parte, cualquiera que sea la importancia de 
las sumas percibidas por ese concepto, no pueden oponerse á la 
ejecución de una letra protestada, por no ser líquidas y exigi- 
bles, condición indispensable para la compensación, según el ar- 
tículo 676 del Código de Comercio y artículo 270 de la ley de 
procedimientos nacionales. 

Por estos fundamentos y los del escrito de foja 101, fallo: no 
haciendo lugar á las excepciones opuestas en el de foja 99 y en su 
consecuencia, mando llevar adelante la ejecución hasta hacerse 
trance y remate de los bienes embargados, y con su producto ín- 
tegro pago al acreedor ejecutante del capital, intereses y costas, 
á cuyo pago condeno al ejecutado. Notifíquese con el original y 
repónganse los sellos. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte, 



Buenos Aires, Marzo SI de 1893. 

Y Tistos: Considerando que cualquiera que sea la importan- 
cia ¿ los efectos de la compensación, del cobro hecho por el Ban- 
co de la Bolsa de intereses producidos por los títulos dados en 
caución, reconocida como está la existencia de la suma cobrada 
á favor del ejecutado, éste no sufre perjuicio alguno por la cir- 
cunstancia de no haberse deducido dicha suma de la cantidad 
demandada. 

T. I 24 
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Fot esto y sus fundamentos, se confirma con costas la. senten- 
cia apelada corriente á foja, ciento siete , y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA I4XXXIII 



D. Juan Recalt contra D. Laureano Godoj/y por cobro ejecutivo 

de pesos; sobre nulidad 



Sumario. — TJna segunda notificación hecha por error, no anu- 
la el procedimiento, existiendo la notificación anterior hecha 
en debida forma. 



Caso. — Dictada sentencia de remate, el ejecutado dedujo nu- 
lidad, fundado en que había error en la notificacipn del auto 
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citando de remate, por haberse aquella hecho primero por cédu- 
la y. después en Secretaria. 



Fallo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Setiembre 23 de 1891. 

Resultando de la cédula corriente á foja 27 que el demanda- 
do ha sido notificado legalmente, en la forma determinada por 
el artículo 63 de la ley de procedimientos, recibiéndose por otra 
parte de la cédula, una persona que en otras ocasiones ha he- 
cho igual acto sin que se hiciera reclamación, por parte del 
recurrente, y considerando que la notificación de foja 26 ha sido 
hecha por error en la oficina, no ha lugar á lo solicitado en el 
precedente escrito. 



Tedin 



Fallo de la Suprema Corte 

\ 

Buenos Aires, Marzo 23 de 1893. 

Y Vistos : Considerando : Que aunque en el informe in voce 
prodacido ante esta Suprema Corte por el Abogado del recur- 
rente, se ha alegado la falsedad de la notificación, hecha por 
cédula á foja veintisiete, tal hecho no tiene en autos la prueba 
necesaria para obstaculizar la prosecución del juicio ejecutivo 
por su naturaleza sumario, mucho menos en el estado en que se 
halla. 
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Que la notificación de foja veintinueve que invoca el apelante, 
para fundar sus agravios contra la resolución recurrida, no 
puede aceptarse sino como un error de parte del actuario^ por 
cuanto no le es permitido nulificar por si mismo diligencia prac- 
ticada en debida forma, como aparece haberlo sido la de foja 
veintisiete. 

Que si efectivamente fuese nula dicha notificación y por ello 
le ocasionara perjuicios, debe reclamarlos contra quien y en la 
forma que corresponda, deduciendo las acciones á que hubiere 
lugar. 

Por este y por sus fundamentos se confirma con costas el 
auto apelado de foja treinta y tres, apercibiéndose al Secretario 
Almandos por haber autorizado la notificación de foja veintiséis 
estando ya diligenciada la de foja veintisiete. Bepuestos los 
sellos devuélvanse (i). 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BÜNGE.— JUAN E. TORRENT. 



(IJ Por auto de 25 de Abril, la Suprema Corte dejó sin efecto el aperci- 
bimiento á que se refiere este fallo. 
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CAUSA I4XXXIT 



Don Severo Ceballos contra don Leopoldo Taboada, por 
cumplimiento de sentencia; sobre consignación 



Sumario. — La moneda boliviana es moneda especial, y las 
t)bIigaGÍones en dicha moneda, deben pagarse con arreglo ai 
tipo de 72 centavos oro cada peso boliviano, osa equivalente en 
moneda de curso legal al cambio del día del pago. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuez Federal 



Buenos Aires, Agosto 9 de 1892. 

Visto y considerando : I"" Que por la sentencia ejecutoriada 
corriente á foja 63, se mandó que D. Leopoldo Taboada abona- 
se en el término de 30 días, la cantidad de 2272 pesos bolivianos 
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ó SU equivalente en moneda nacional de curso legal al tipo del 
cambio en b1 día del pago, ajustándose así á lo dispuesto en el 
artículo S'' de la ley nacional de 15 de Octubre de 1885, por 
tratarse de una obligación estipulada en moneda especial. 

S"" Que no habiéndose cotizado en la Bolsa de Comercio de 
esta Capital el peso boliviano, como lo ha reconocido el mismo 
Taboat'ay lo establece el informe de aquella corporación corrien- 
te á foja 113^ debe tenerse como tipo de cambio el valor relati- 
vo que le asignan las leyes y decretos de los poderes encargados 
de fijar el de las monedas extranjeras. 

3*^ Que el artículo 39 de la ley de 29 de Setiembre de 1875, 
confirió al Poder Ejecutivo esta facultad, quien en virtud de ella, 
por decreto de fecha 31 de Octubre de 1882, fijó en 72 centa- 
vos de peso nacional oro, el valor del peso boliviano, mandando 
que á este tipo lo abonase la casa de moneda, efectuándose á ese 
mismo tipo la conversión á moneda nacional de los billetes emi- 
tidos á boliviano, cuando se puso en ejecución la ley de monedad 
de cinco de Noviembre de 1881 . 

4'' Que las emisiones circulantes á pesos bolivianos, no son ni 
monedas extranjeras ni nacionales, ni son simples títulos repre- 
sentativos de la moneda boliviana de plata á que se refiere el 
decreto citado del Poder Ejecutivo, en la cual debían ser conver- 
tidas M portador á su presentación al Banco emisor; siendo por 
consiguiente inadmisible, la pretensión de tener como base de la 
obligación los bolivianos billetes, cayo valor corriente debía 
depender necesariamente del crédito del Banco emisor y de 
otras muchas circunstancias accidentales, que no pupden ser 
materia de comprobación. 

Por estos fundamentos y los del escrito de foja 93, fallo, de- 
clarando: que la reducción de los 2272 pesos bolivianos que debe 
pagar Tabeada, debe hacerse al tipo de 72 centavos oro por peso 
fuerte y sobre su resultado la reducción á moneda nacional de 
curso legal, al cambio del día del pago, y que por consiguiente 
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es insañciente la consignación que expresa el recibo de foja. . . 
para pagar dicha suma. 
Repónganse las fojas. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 23 de 1893. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas la senten- 
cia apelada de foja ciento veinte. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— OCTAVIO BÜN- 
GE. — JOAN £. TORRENT. 
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CAIJ8A I4XXXT 



Los herederos de D. Juan Dufour cont7*a la Municipalidad de 
la Capital, por pago de terrenos expropiados; sobre compe- 
tencia. 



Sumario. — La acción qae no versa sobre expropiación, sino 
sobre indemnización, por terreno ocapado, no corresponde al 
fnero feáerií ratione materice. 



Caso. — Los herederos Dafour, alegando que desde 1871 ha- 
bían sido ocupados terrenos de su propiedad para calle pública, 
demandaron ala Municipalidad de la Capital para que los in- 
demnizara. 



Fallo del JTuesE Federal 



Buenos Aires, Junio 25 de 1892. 



Acredítese enferma la competencia del Juzgado. 



Tedin. 
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Auto del Jíuez Federal 



Buenos Aires, Julio 2 de 1892. 

Resultando de los mismos antecedentes suministrados por esta 
parte en su anterior escrito, que el terreno de que se trata no 
está bajo su posesión y dominio, pues desde el ano 1871 existe 
en él una calle pública, además de una vía férrea; que, por con- 
siguiente, no se trata propiamente de un juicio de expropiación 
que supone en el expropiado el ejercicio de esos derechos, sino 
del pago de una indemnización por la ocupación que tiene por 
base el reconocimiento ó declaración judicial del derecho á 
obtenerla, estése á lo mandado. Repóngase la foja. 

Tedin. 



VISTA DEL SEÑOR PR0CI3RAD0R GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 20 de 1893. 
Suprema Corte: 

La prolongación de la calle de Corrientes está abierta al ser- 
vicio público desde 1871^ según la exposición de los mismos re- 
currenteSy corriente á foja 28. Si no tuvieron la posesión de 
esa calle, desde entonces, que los municipios de Flores y Bel- 
grano hacían parte de la jurisdicción de la provincia de Buenos 
Aires, si el Gobierno de aquel Estado no reconoció derecho al- 
guno de posesión y dominio, á pesar de las gestiones ante él in- 
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tentadas, si con los manicipíos de Flores y Belgraao vino á ser 
parte del Manicipio déla Capital, la prolongación de la calle de 
Corrientes á la Chacarita, es, á mi jaicio, incaestionahle, qae 
los gestionantes no pueden intentar hoy una acción por eipro- 
piacion, de lo que no poseen, ni les ha sido tomado, con sujeción 
á las prescripciones de la ley de expropiación de 1866. 

Por ello considero arreglado á derecho la disposición del Juez 
que, reconociendo que no procede, en el caso, la jurisdicción de 
la ley por causa de expropiación ^ manda justificar al fuero 
federal. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Supr ema Corte 



Buenos Aires, Marzo 23 de 1893. 

Vistos: De conformidad á lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma el auto 
apelado de foja veintitrés vuelta, reiterado á foja veintisiete. 
Kepuestos los sellos devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE.— JUAN B. TORRENT. 
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CAUSA liXXXTI 



I). Del fin Vieyraen recurso contra la Cámara de Apelaciones de 
la Capital; sobre levantamiento de inhibición. 



Sumario.— 1° El recurso del artículo 14, inciso S'^ de la ley 
sobre jurisdicción de los Tribunales Federales, no procede de 
autos que no sean definitivos. 

^ No es tal, el auto en ^ue se deniega el levantamiento de la 
inhibición decretada por Juez incompetente* 



Caso. — Lo explica el siguiente 



RECURSO 



Buenos Aires, Febrero 17 de 1893. 
Suprema Corte : 

Tomás J. Leiva, por don Delfín Yieyra, en autos con el Banco 
Nacional, constituyendo domicilio legal en la calle San Martin 
n° 278, piezas 23 y 24, á V. E. respetuosamente, digo: 
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A pesar de las resoluciones de V. E. sobre que el Banco Na- 
cional no tiene más fuero que el federal y sobre que en ese fue- 
ro no existe la inhibición general de enajenar é hipotecar, el 
procurador de dicho Banco, por una extinguida deuda de mi 
mandante, se dirigió al Juez local y obtuvo contra él una inhi- 
bición. 

II 

Pedí al Juez de Comercio, doctor Peyret, se declarase incom- 
petente y levantase la inhibición, imponiendo las costas alBanco. 

El doctor Peyret, por separado, se declaró incompetente de 
oficio, sin levantar la inhibición y sin proveer á mi escrito en el 
que por un otrosi lo recusaba sin causa. Insistí en que prove- 
yera; pero fué inútil y mantuvo las cosas como estaban, sin ha- 
cer caso de la recusación. 



III 



Apelé á la Cámara de Apelaciones en lo Comercial y ésta por 
mayoría dejó las cosas como las puso el inferior. 

Apelé entonces para ante Y. E. y la mayoría me negó el recur- 
so, no dignándose reparar, á pesar de mis instancias, en que el 
Juez había proveído en la cosa, hallándose recusado. 



IV 



Ocurro ahora á V. E. fundado en las disposiciones del artí- 
culo 14, especialmente inciso 2^, de ia ley sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales. 
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La Constitución y la ley se oponen á que el citado Juez local 
pudiera dictar rontra mi mandante ninguna piovidencia, & pe- 
dido de una parte exclaida del fuero local. 

Todo asunto con el Banco Nacional es federal raíione maie- 
rifg y al fuero federal me atengo. 

Ahora bien : el Código local de Procedimientos dispoi 
artículo 463, que cuando un Juez incompetente, por ei 
decretado un embargo preventivo, subsistirá. 

Contra mis argumentos y los de la minoría de la Can 
mantuvo la inhibición á mérito de dicho articulo, que eí 
lácter local, que rige entre juzgados locales, pero que n 
trascender de éstos á loa federales, máxime cnando se ti 
de un embargo, sino de una inhibición que no existe en 
deral. 

Entretanto, mi porderdante sufre graves perjuicios, pu 
ta que el procurador del Banco Nacional no se digne ¡i 
expediente al Juzgado Federal, lo que no hará, la inhibí 
de seguir pesando sobre aquel, si yo no consigo que ui 
rior deshaga lo que ha sido ilegalmente hecho por el J 
Comercio. 

Escuso demostrar que la resolución de mantener la 
cion por la justicia local, cuando ésta es incompetente, 
sentencia definitiva á los efectos del articulo 14, como lo 
lo que afecta ala competencia, según muchas veces lo t 
E. declarado. 

Por tanto : A Y. E. pido se sirva tener por entablado 
curso del artículo 14, llamar á sí los autosy ordenar al J 
cal levante la inhibición con costas, reservándome la aci 
daños y perjuicios. 

Es justicia, etc. 

R. Wilmarí.—TomásJ. Leí 



382 FAILOS DE LA SUPREMA CORTE 



VISTA DEL SE^OR PROCURADOR GENERAL 



Rueños Aires, Marzo 21 de 1893. 
Suprema Corte : 

Se reconoce que el Juezde Comercio que decretó la inhibicioD, 
se lia declarado incompetente. 

No La podido por consigaiente, dictar la revocación de aque- 
lla inhibición, y el conocimiento 7 decisión corresponde ahora, 
al Jaez á cuya jarisdiccion pasa la causa. 

No hay entonces sentencia definitiva que pueda autorizar pa- 
ra ante Y. E., la apelación autorizada por el artículo 14 de la 
ley de 14 de Setiembre de 1863; y opino por ello, que el recurso 
traido de hecho, debe ser desechado. 

• Sabiniano Kier. 



Pallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 4 de 1893. 

Vistos en el acuerdo: De conformidad á lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador General, se declara improcedente el re- 
curso directo deducido. Repuestos los sellos, archívese. 



benjamín paz. — LUIS V. 
VÁRELA.— ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGE. 
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CACSA i.s:xx%ii 



Conlra la Compañía < Enlre-Híos extracto de 
sobre comiso 



Sumario. — No corresponde á la jarisdiccíoo adn 
conocer en comiso de efectos que no se hallea ec p 
aduana, y es ñuta la resolución que se dicte por el i 
doT de la misma. 



Caso, — Lo explica la 



RESOLUaON DEL ADMINISTRA DOlt DB ADUAR 



Vistos: Qué la Compañía cEntre-Rios extracto 
exporta libre de derechos los productos de su esta' 
con excepción de la carne tasajo. 

Que los 801 cueros macanos salados de qurt trata 
rio eran procedentes del establecimiento de campo < 
rea F. Brocht y C'. 

Que han sido trasbordados en Buenos Aires al va] 
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worth, con destino á Amberes bajo permiso n® 2424, libre de 
derechos, por haber ido la guía firmada por la Compañía « En- 
tre-Ríos estracto de carne», y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 11 de la ley n"" 2402 de 9 de Noviembre de 1888 y de- 
creto de 21 de Agosto pasado. 

Considerando: 1^ Que al exportar de esta Aduana con desti- 
no á Buenos Aires, con guía de tránsito desde el 4 de Julio en 
adelante, los productos embarcados por la Compañía c Entre- 
Ríos estracto de carne», tenía por objeto esperar la resolución 
superior, del reclamo interpuesto por esta Compañía del decre- 
to del Ministerio de Hacienda de 1^ de Julio, derogando el de 5 
de Marzo: como lo demuestra el procedimiento seguido en la 
Aduana de Buenos Aires, de permitirle la exportación a) extran- 
jero, afianzándolos derechos hasta que se dictara la resolución 
mencionada. 

2^ Que resuelto este punto por la Superioridad, liberando de 
derechos, con excepción de la carne tasajo, los productos de la 
industria de la Compañía referida, la Aduana de Buenos Aires 
les concedió el trasbordo con arreglo al artículo 11 de la ley 
n« 2402. 

3^ Que el hecho de embarcar á nombre de la Empresa de uoa 
industria liberada de derechos, productos que no proceden de 
esa industria y que están sajetos á derechos de exportación, im- 
porta una defraudación de la renta nacional. 

4^ Que las aseveraciones hechas por el representante de la 
Compañía para demostrar su buena fe en el procedimiento, han 
sido destruidas. 

5^ Que aun suponiendo que hubieran pagado los derechos en 
la Aduana de Buenos Aires después de la denuncia, por resolu- 
ción de S. E. el señor Ministro de Hacienda déla Nación Dr. D. 
Vicente F. López, dictada el 26 de Diciembre último é inserta 
en las disposiciones fiscales del corriente año, en la página 147, 
se ha sentado la jurisprudencia siguiente : < Que implicaría 
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dejar una puerta abierta al fraude siempre que, descubierta una 
irregularidad en el procedimiento aduanero, pudiera el comer- 
ciante salvarla satisfaciendo los derechos correspondientes». 

6"^ Que el artículo 1026 do las ordenanzas do aduana, aplica 
la pena de comiso, á todo hecho que tienda á disminuir indebi- 
damente la renta, aunque no tenga en ellas una sanción espe- 
cial. 

7^ Que el espíritu de dichas ordenanzas, por lo que prescriben 
los artículos 910, 911, 913, 997 y 999, es aplicar á los cómpli- 
ces y autores dé una defraudación, multa igual al valor de las 
mercaderías, además del comiso, y que los artículos 993 y 995 
aplican á los barraqueros, saladeristas, etc., igual multa ade- 
más del comiso por el simple hecho de consignar en la papeleta 
con que mandan embarcar, menos peso del que tengan los fletes 
ó por darles una clasificación de menos valor que la verdadera. 

Se resuelve : Hacer lugar al comiso de 801 cueros vacunos 
salados y una multa igual al importe de los mismos, penas que 
se hacen efectivas á la Compañía « Entre Bíos extracto de carne » 
teniendo por base el precio de tres pesos oro sellado por cada 
cuero, que le designa la tarifa de avalúos vigente, adjudicán- 
dose el producido al Contador Interventor de esta Aduana, D... 
como denunciante, con arreglo al artículo 1030 de las ordenan- 
zas. 

Kotifíquese á los interesados, pagúense los derechos corres- 
pondientes, repónganse los sellos y archívese. 



Gualeguay, Octubre 22 de 1892. 



Buzol. 



T. I 25 
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Fallo del Juez Federal 



Paraná, Junio 27 de 1892. 

Y vistos : No habiéndose apersonado el recarrente ante este 
Juzgado con el certiñcado á que se refiere el artículo 1066 de 
lasOrdenanzas de Aduana, no obstante estar vencido con exceso 
el término de 18 días que le fué señalado al efecto; el Juzgado, 
de acuerdo con lo que dispone el artículo 1068 de las mismas 
Ordenanzas j en conformidad por lo pedido por el Procurador 
Fiscal, resuelve declarar desierto el recurso interpuesto en esta 
causa. 

En consecuencia vuelvan los antecedentes al administrador de 
Aduana de Gualegnay para que haga ejecutar su sentencia. 

y. Pitito. 



Auto del Suem Federal 



Paraná, Setiembre 17 de 1892. 

Vistos : nuevamente esta causa seguida por la Aduana de 
Gualegnay, contra la cCompañía Entre Bios.estracto de carne» 
sobre defraudación de los derechos de exportación que debió 
abonar por los 801 cueros salados, embarcados en el vapor 
c Indio » con destino á Buenos Aires^ con fecha 19 de Setiem- 
bre de 1891, y que fueron allí trasbordados en el vapor Words- 
wort^ para ser conducidos á Amberes, y 
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Considerando: Que es jurisprudencia establecida por la Su- 
prema Corte, que las mercaderías conducidas por los paquetes 
á vapor, aunque hubiesen sido entregadas y despachadas, no se 
consideran salidas de la jurisdicción de la Aduana: 1° porque la 
responsabilidad que impone el artículo 842 de las Ordenan- 
zas á los agentes ó armadores, sustituye á la responsabi- 
lidad de la mercadería; y 2<* porque dados los privilegios 
acordados por las mismas Ordenanzas á tos paquetes íÍ va- 
por, hace imposible la levísacion de las operaciones de estos por 
las Aduanas, por lo que no puede decirse que las infracciones 
que pudieron descubrirse entonces, hayan pasado desapercibidas 
i\\ tiempo del despacho. 

Que si bien el caso allí juzgado versa sobre operaciones y de- 
rechos de importación á que se Teñere el artículo 842 de las Or- 
denanzas que sirve de fundamento al fallo, en el presente se 
trata de fraude en una operación de exportación, debe seguirse 
li misma jurisprudencia, por cuanto el artículo 457 de las Orde- 
nanzas hace extensiva á las operaciones de carga de los paque- 
tes á vapor, ta misma disposición que rige la descarga y se con- 
tiene en el 842 ya citado. 

Que en el caso á resolver, los 80 cueros salados, fueron car- 
gados por 1.1 Conipnñfa < Entre-Rios estrado de carne*, en el 
buque & vapor < ludio » que goza de los privilegios de paquete, 
según lo demuestra la nota agregada á foja 89 y el informe del 
Administrador de Kentas, por lo que le es de perfecta aplica- 
ción la jurisprudencia sentada. 

Que de "isto se deduce que el Administrador de Aduana de 
Grualeguay, al resolver el caso, procedió en uso de las facultades 
que le son propias, pues los cueros embarcados no salieron de la 
jurisdicción de la Aduana como queda demostrado, y que el Juz- 
gado Federal sólo tiene juiisdiccion para conocer de él por ape- 
lación, como lo dispoue el artít^ulo 1063 de las mismas Ordenan- 
zas, mas no originanamente como se pretende. 
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Que así lo entendió la parte interesada cuando apeló de la re- 
solución del Administrador de Aduana, recurso que se declaró 
desierto por auto de foja ... en conformidad á lo establecido 
en el artículo 1068. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar ala revocación so- 
licitada por el representante de la Compañía «:Entre Bios, ex- 
tracto de carne», y estése á lo resuelto en el auto recordado de 
27 de Junio próximo pasado corriente á foja 42; en consecuen- 
cia regúlense los honorarios del Fiscal ad-hoc por el doctor Mer- 
nes 7 pase en vista al Fiscal titular para que pida lo que cor- 
responda, previa reposición de sellos y notificaciones en el ori- 
ginal. 

M. de T, Pinto. 



VISTA DEL SE^OR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 6 de 1893. 
Suprema Corte: 

La resolución administrativa de la dirección de aduana, fué 
recurrida á foja 21, expresándose por el interesado que recur- 
rirá donde corresponda, en apelación de dicha sentencia. 

Concedido ese recurso á foja 2i vuelta, sin expresarse para 
ante quien, el interesado llevó sus gestiones para ante el Minis- 
terio de Hacienda, foja 24, dando ocasión con ellas á los 
procedimientos subsiguientes, hasta el informe de la Adminis- 
tración General de Rentas, que á foja 25 pidió la declaración de 
nulidad de lo resuelto por la Aduana de Gualeguay, y el someti- 
miento de la cuestión al fallo del Juez Federal de Entre-Hios. 
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Ese informe fué confirmado, al menos en cuanto á su última 
parte, por los dictámenes del señor Procurador del Tesoro y 
Procurador General de la Nación, á fojas 39 y 40. El Poder Eje- 
cutivo aceptando esos dictámenes, aceptó y remitió el expediente, 
foja 41, al Juez Federal^ para que tomando conocimiento de él 
se sirviera resolver con arreglo á derecho. 

He referido estas actuaciones porque á mi juicio dan la clave 
para la resolución del punto subjudice. 

Siendo un recurso interpuesto y concedido sin determinación 
de autoridad, aun cuando la cita del artículo 1063 délas Orde- 
nanzas de aduana, lo encaminaron por la vía contenciosa, á la 
Justicia Nacional. 

Pero el recurso al Poder Ejecutivo era lícito también y mien- 
tras ese recurso de revisión 6 reconsideración no fuese resuelto, 
quedaba en suspenso el derecho á la vía contenciosa que había 
concedido la Aduana al recurrente. 

Así lo ha resuelto V. E. fundando en sólida doctrina, la deci- 
sión del tomo 5**, serie 2*, página 253 de sus Fallos, que si se 
refirió á los procederes de reconsideración ante la misma 
Aduana, parece aplicable al caso en que el mismo proceder se 
practica ante la autoridad superior administrativa. 

Con sujeción á esa doctrina y jurisprudencia, el término para 
ocurrir por la vía contenciosa ha quedado en suspenso, pen- 
diente de los trámites de carácter administrativo, pues durante 
ellos el interesado no ha podido disponer del expediente, que 
dependía de la acción del Poder Ejecutivo. 

Este mismo poder no devolvió los autos al interesado, si- 
no que los remitió directamente al Juez, según el oficio de fo- 
ja 41 . 

La providencia recaída en ellos á foja 41, nt) fué notificada al 
interesado, ni éste tuvo ocasión de intervenir en los autos, una 
vez que con sólo la vista al Procurador Fiscal, que tampoco se 
hizo saber, fué resuelta la deserción del recurso á foja 42 vuelta. 
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Este mismo auto de carácter definitivo, tampoco fué notificado, 
haciendo saber la Aduaua sólo el cumplimiento de la resolución 
administrativa de foja 43. 

Tales omisiones de intervención y nutifícacion oportuna, au- 
torizan á mi juicio la declaración de nulidad invocada al res- 
pecto. 

Por otra parte, los recursos instaurados contra ese auto del 
Juez Federal lo son siempre en tiempo, una vez que no median- 
do notificación expresa, el término sólo debe contarse desde el 
acto que manifiestamente conste que llegó á conocimiento del 
interesado. Y en este concepto opino que fué legalmente recu- 
rrido y debe ser revocado, puesto que la resolución administra- 
tiva había sido recurrida en tiempo oportuno, y concedido el 
recurso, que el Poder Ejecutivo retuvo los autos sin resolver ni 
la confirmación ni la revocación, y mandó remitirlos al Juez pa- 
ra que éste conociera y resolviera el recurso instaurado. 

La resolución administrativa no ha quedado consentida por 
el interesado, ni confirmada por el Poder Ejecutivo, y habiendo 
ido recurrida en tiempo y mandados los autos por el Poder Ad- 
ministrativo al Juez, para la resolución correspondiente, el 
Juez no ha debido declarar la deserción de foja 42, sin pronun- 
ciarse sobre la legalidad ó ilegalidad de aquella. 

Sírvase V. E. así resolverlo, revocando en consecuencia el 
auto de foja 42, y mandando vuelvan los autos al Juez a quo, 
para que conozca y resuelva sobre el mérito legal de la resolu- 
ción de Aduanado f ja 18. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo d« itt Suprenin C 



Buenos Aii 

Vistos : No corTespoadtendo á la jurisdicc 
con arreglo al artfcalo mil treinta y cuatro i 
Adnana, ronocei sobre la denancia de foja 
salido de lajurisdiccioa j poder de la Adnana 
ella se refiere, ; siendo por lo mismo nula li 
nistrativa defojadieciocho. Por esto y oído 
dor General, se revoca la sentencia recarrid 
el Juzgado federal debe snbstaaciar coDf 
mencionada denuncia, y repuestos los sello! 



benjamín ] 

LA. — A] 
V10BUN( 
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CAUSA I.XXXTIII 



ü. Francisco A. Bellizia, en recurso de sentencias de los Tri- 
bunales de la Capital; sobre cobro de pesos 



Su7nano.—En los casos de la ley de 3 de Setiembre de 1878, 
no procede el recurso ante la Suprema Corte de las sentencias 
de los tribunales locales. 



Caso. — Lo indica la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Marzo 21 de 1893. 
Suprema Corte: 

Según manifestación de la misma parte, se trata de senten- 
cias dictadas por el Juez de Faz, en causa de valor menor de 
100 pesos y que por su menor cuantía, han sido declaradas ina- 
pelables, por el Juez de 1^ Instancia en lo Civil. 

De estas sentencias no hay recursos á Y. E., no sólo por ra- 
zón de la materia, que no es del fuero federal, sino también con 
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sujeción á lo prescrito en el artículo 4"" de la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863. 

Es verdad que para cohonestar el recurso se invocan garan- 
tías como la del artículo 18 de la Constitución Nacional. 

Pero las garantías de ese artículo, no son violadas en el caso de 
cobrarse una multa por infracción á ordenanzas municipales, con 
sujeción á disposiciones reglamentarias del único juicio y juris- 
dicción, autorizado al respecto. Por ello opino que V. E. no de- 
bería hacer lugar al recurso de hecho traido á V. E. 

Sabiniano Kier. • 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abrí! 4 de 1893. 

Vistos en el acuerdo : Considerando : Que «egun resulta de 
la exposición del recurrente, ha sido él parte en el juicio segui- 
do ante el Juez de Paz, haciendo valer en dicho juicio sus de- 
fensas. 

Que la excepción de incompetencia de la Justicia de Paz alega- 
da por Bellizia ratione personce, está desautorizada por el artí- 
culo primero de la ley de Setiembre tres de mil ochocientos se- 
tenta y ocho. 

Por esto y de conformidad á lo pedido por el señor Procurador 
(S^eneral, no se hace lugar al recurso directo deducido. Repuestos 
los sellos, archívese. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA I.XXXIX 



Contra Raúl Maureil y C sobre comiso y dobles derechos 



Sumario, — £n las infiaccioues de las Ordenanzas de Adua 
na, la buena fé y la ignorancia no exoneran de pena. 



Caso, — Lo indícala 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Enero 23 de 189¿. 

Visto lo actuado y atento lo expuesto en el informe que ante- 
cede, con arreglo á lo dispuesto en los artícalos 930 y 1054 de 
las Ordenanzas, declaro caldos en comiso los excesos de que se da 
cuenta en el parte de foja ... y pagúense dobles derechos so- 
bre la diferencia de valor entre la mercadería manifestada y la 
que resultó de la veriñcacion practicada. Hágase saber, á sus 
efectos pase á Contaduría y repónganse los sellos. 

5. Batbieue. 
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VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Marzo de 1892. 
SerwrJuez: 

Sírvase Y. S. confirmar la resolacioa administrativa, dictada 
de acaerdo con lo que prescriben las Ordenanzas de Aduana. 

J. xtf. Bastillo . 



JFallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Agosto 2 de 1892. 

Y vistos: de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procu- 
rador Fiscal j por los fundamentos de la sentencia administra- 
tiva de foja 3 vuelta, apelada por los señores Raúl Maureil y C**, 
se confirma ésta, 7 en consecuencia, ejecutoriada que fuese la 
présente, devuélvase el expediente á la Aduana para su cumpli- 
miento. 

J. V.Lalannc. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 11 de 1893. 

Suprema Corte : 

La resolacion administrativa de foja 4 confirmada por la del 
Jaez Federal de foja 17, se refiere á diferencias de calidad y 
excesos de cantidad encontradas en un despacho de Aduana. 

El recurso reconoce á foja 2 la verdad de los hechos, alegando 
en su disculpa, la buena fé é ignorancia del derecho. 

Pero estas excepciones no son admisibles con sujeción al ar- 
tículo 1058 de las Ordenanzas de Aduana, y la confirmación do 
la sentencia de foja 17 se impone entonces, con sujeción á lo 
prescrito en el artículo 930 de las citadas Ordenanzas. Sírvase 
V. E. así resolverlo. 

Sabiniano Kter. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 6 de 1893. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General en su vista de foja treinta y por sus funda- 
mentos: se confirma con costas el auto apelado de foja diez y siete 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. 
VÁRELA.— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA \C 



Contra Raúl Maureil y Compañía ; sobre comiso 



Sumario. — En las infracciones de las Ordenanzas de Adna- 
na, U buena fé jla ignorancia no eximen de pena. 



Caso. — Lo indica la 



RESOLUCIÓN DE ADUANA 



Buenos Aires, Enero 23 de 1892. 

Visto lo actuado y atento lo expuesto en el informe que an- 
tecede, que comprueba lo denunciado en el parte de foja i, con 
arreglo á lo dispuesto por los artículos 930 y i 054 de las Orde- 
nanzas de Aduana, declaro caido en comiso el exceso de que se 
trata. Hágase saber. A sas efectos pase á Contadaria, y repón- 
ganse los sellos. 

S. Baibiene. 
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VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Marzo de 18^. 
Seiior Juez: 

Sírvase confirmar la resolncíon administrativa dictada de 
acuerdo con lo que prescriben las Ordenanzas de Aduana (artí- 
culos 930 y 1054). 

J. M. Bustülo. 



Fallo del Jueas Federal 



Buenos Aires, Agosto 3 de 1892. 

Y vistos: De acuerdo con lo dictaminado por el señor Procu- 
rador Fiscal, y por los fundamentos de la sentencia administra- 
tiva de foja 4, apelada por los señores D. Baúl Manreil y Com- 
pañía, se confirma aquella y en consecuencia, ejecutoriada que 
fuese In presente, devuélvase este expediente á la Aduana para 
su cumplimiento. 

/. V. Lalanne. 
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YISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 8 de 1893. 
Suprema Corte: 

La resolución administrativa de foja 4 confirmada por la del 
Juez Federal de foja 46, se refiere á diferencias de calidad y 
excesos de cantidad encontradas en un despacho de Aduana. El 
recurrente reconoce á foja 2 la verdad de los hechos, alegando en 
su disculpa la buena fé é ignorancia del derecho. Pero estas 
excepciones no son admisibles con sujeción al artículo 1058 de 
las Ordenanzas de Aduana, y la confirmación de la sentencia 
de foja 16, se impone entonces con sujeción á lo prescrito en el 
artículo 930 de la citadas Ordenanzas. Sírvase V. E. así decla- 
rarlo. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corie 



Buenos Aires, Abril 6 de 1893. 



Vistos : De conformidad con lo pedido por el señor Procura- 
dor General en su vista de foja veintinueve y por sus funda- 
mentos : se confirma con costas el auto apelado de foja dieciseis; 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
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CAVSA ACI 



La Municipalidad de la Capital, contra la testamentaría de 
Don Diego Barruti, por expropiación; sobre costas 



Sumario. — En el juicio de expropiación desistido por el ex- 
propiante antes de tasarse la propiedad, son de cargo de él sola- 
mente las costas de papel sellado. 



Caso. — La Municipalidad de la Capital inició juicio de ex- 
propiación de la finca calle Salta número ^2^ perteneciente á 
la testamentaría Barruti. 

Se convocó á juicio verbal^ donde uno de los interesados nom- 
bró al tasador. 

Lnego^ habiendo el Juez de la testamentaría mandado ven- 
der la finca en remate, la Municipalidad desistió del juicio por 
haber obtenido del comprador la cesión de la boleta de compra. 

Hecha oposición al deslstiihieítto, se dictó el siguiente: 



/». 









^-^0:^.;^ f. 



i CANjr- 
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r*ll« «el Juez Federal 



Buenos Aires, Febrero 11 de lí 

¥ vista la presente oposición suscitada por doD Norb( 
la Riestra al desistimiento manifestado por el Procurad 
nicipal don Adolfo Aldao, de la demanda de expropiacio 
finca calle de Salta número 2^; y considerando : 

1° Que la demanda de expropiación fué entablada por ! 
nicipalidad de la Capital; 

2° Que por lo tanto ésta pueda desistir de ella, impo 
poco las razones que se aduzcan, desdeel momento que se 
tedesistimento importa sólo el ejercicio denn derecho al i 
manera alguna puede oponerse el demandado, 

Foi estos fandamentos, admítese el desistimiento de 
manda entablada, hecba por el representante de la Moni 
dad, don Adolfo Aldao, dejándose á salvo los derechos qi 
dieren corresponder al oponente señor de la Ríestia. 

Andrés Ugarri 



ACLARACIÓN 



Buenos Aires, Febrero 18 de lÉ 



Autos 7 vistos: Debiendo ser á cargo de la Manicípali 
costas ocasionadas en la demanda de expropiación de 
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desistido á f..., declárase así en vista de lo solicitado, am- 
pliándose en esta parte la resolución á que se refiere el anterior 
escrito . 

Ug arriza. 



Fallo de lá Suprema Corle 



Buenos Aires, Abril 6 de 1893. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja treinta y ocho vuelta^ con declaración de que las 
costas, con arreglo á lo dispuesto en el artículo dieciocho de la 
ley general de expropiación y á la jurisprudencia establecida 
por esta Suprema Corte, se limitan en este caso, al valor del pa- 
pel sellado. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 



DE JUSTICIA NACIONAL 403 



CAVSA X€II 



El Fiscal Nacional contra D. Federico MorenOy por defraudación 
de impuestos internos; sobre nombramiento de apoderado 



Sumario. — En los juicios criminales, el procesado que tiene 
la libre administración de sus bienes, puede nombrar apoderado 
que lo represente. 



Caso. — Lo indica la 



VISTA FISCAL 



Tacú man, Setiembre 10 de 1892. 

Señor Juez de Sección : 

Habiéndose presentado el Procurador D.Carlos Aguilar en 
representación de D. Federico Moreno, en el juicio que contra 
éste se sigue por defraudación de impuestos, Y. S. me ha dado 
vista y usando de ella á Y. S., digo : 

El artículo 9 del Código de Procedimientos en lo Criminal di- 
ce que el c procesado podrá defenderse personalmente >, es de- 
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cir, que puede ser su propio abogado; «pero si la defensa que hi- 
ciere obstare á la buena tramitación de la causa^ el Juez le or- 
denará que nombre un defensor letrado ». 

Se Ye, pues, señor Juez, que el Código no autoriza más que el 
nombramiento de defensor, en caso de no poder defenderse per- 
sonalmente el acusado; que no admite ni autoriza el nombra- 
miento de apoderado. 

En consecuencia, creo que el señor Moreno lo que ha debido 
hacer, si no puede defenderse personalmente como parece, es 
nombrar su defensor al ilustrado abogado que lo patrocina y 
pido á V. E. se sirva resolver en ese sentido. 

Será justicia, etc. 

Napoleón M, Vera. 



Fallo del Juez Federal 



Tucuman, Setiembre 10 de 1892. 

De acuerdo con lo dictamidado por el Procurador Fiscal, se 
declara : que en el presente caso, no procede el noínbramiento 
de apoderado, pudiendo no obstante el acusado nombrar defensor 
que lo patrocine en la causa, nombramiento quepodráveriñcarlo 
en cualquier abogado de la matrícula, para que con él se entien- 
dan las ulterioridades del juicio. 

Oliva. 
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FmII* del Juez Federal 



Tu cu man, Setierabn 

For loü fundumectos del auto cuya revocatoi 
no ha logar á ésta y concédese en relación el rec 
cion interpuesto snbsidíariamente, debiendo ele' 
á la Suprema Corte en la form^i de estilo, á eos 

Delj 



VISTA DEL SEfiOR PHOCURADOR GEISEn. 



Buenos Aires, Noviembr 
Suprema Corte : 

La acusación fiscal de foja 31 pide contra D 
reno, por violación de la lejde impuestos intei 
cion de oclio meses do prisión j de una molta de ^ 
la snma que se ha pretendido defraudar. 

Contra el procesado no se ha dictado mandato 
se dictara estaría en el caso de solicitar su exc 
fianza, con sujeción alo previsto eo el artículo '. 
de Procedimientos en lo Criminal. 

La legislación que prohibe la defensa por procí 
sas criminales, tiene su fundamento como lo ex; 
12, titulo 5", Partida 3', en el peligro de la fug: 
y su consiguiente impunidad. 
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Caando en el derecho moderno la excarcelación ha sido admi- 
tida y la pena en el caso, afianzada satisfactoriamente, cuando 
la ley permite la defensa personal del procesado libre, cuando 
ninguna limitación expresa ha establecido contra el derecho 
acordado, opiao que puede en este caso ejercerla por sí, 6 por 
apoderado con sujeción al mandato de las leyes generales del 
procedimiento contencioso. 

Por ello y fundamentos concordantes del escrito de foja 47, 
pienso que el auto recurrido debe ser revocado, y acordado al 
procesado libre de prisión^ el derecho de defenderse por sí ó por 
apoderado. 

Sabiniano Kier. 



FmIIo de Im Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 11 de 1893. 

Vistos : Considerando : Que no existe en el Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal, artículo alguno que prohiba al proce- 
sado nombrar un apoderado que lo represente en el juicio. 

Que el artículo noveno de dicho Código, no puede tomarse co- 
mo una prohibición para tal nombramiento, por cuanto se li- 
mita á autorizar al Juez para que ordene al procesado, que nom- 
bre un defensor letrado, cuando la defensa personal de aquel 
obste á la buena tramitación de la causa. 

Que este nombramiento de defensor letrado, no es incompati- 
ble con la designación que el procesado haga de un apoderado 
en el mismo juicio. 

Que ante el silencio de la Ley de Procedimientos ea lo crimi- 
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nal á este respecto, es de perfecta aplicación el piincij 
que autoriza el nombramiento de apoderado, por tod 
senas que disponen de la iibie administracioD de s' 
tanto más cuanto el artícnlo diez y nueve de la Consti' 
cíonal establece, que nadie puede ser privado de hac< 
ley no prohibe. 

Por estos fondamentos y de acuerdo con lo pedido 
ñor Procurador General, se revoca el auto apelado de 
renta j seis y se declara que el procesado puede estai 
cío por tnediode apoderado; y devuélvase. 



LUIS V. VARELA.- 
ZAN. — OCTAVIC 



CAUSA XCIII 



El Inspector de Impuestos Internos contra don Wences 
por defraudación; sobre nombramiento de apodi 



Sumario.— Los Inspectores Nacionales de impue; 
nos no están autorizados & nombrar apoderados que 
senten. 
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Caso. — Lo indica la siguiente : 



SOLICITUD 



Señor Juez de Sección: 

Doroteo Rojas, casado, Procurador, y con domicilio en el es- 
tudio del abogado que me patrocina áS. S. digo: 

Que según consta por el poder general que acompaño, he si- 
do nombrado apoderado de don Carlos T. Castellanos, como Re- 
ceptor de los impuestos internos, para tomar participación en 
los juiciosa que en él se refiere. 

En tal virtud y haciendo uso del mandato que me ha conferi- 
do, Tengo á pedir que se me tenga como parte en el juicio que 
se sigue contra don Wenceslao Posse sobre defraudación de dere- 
chos fiscales. 

Por tanto á S. S. pido se sirva proveer conforme á lo solici- 
tado. 

Es justicia. 

Otrosi digo: que siendo el poder general y necesitando para 
otros juicios, pido se desglose. 

Será igual justicia. 

Méndez. Doroteo Hojas, 
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Falto del Juez Fe4er»l 



Tucumao, Julio 19 de 1892. 

Estaudo representados lo3 derechos de la Nacíoo por el F 
curador Fiscal, que interviene á ese objeto en loa asuntos ( 
se mencionan eo el poder adjunto, j no procediendo el nomb 
miento de apodendo sino en defecto de aquel, según el artfc 
11 del Reglamento de la materia: no halagar atnombramie 
de apoderado que se solicita, ósea á la representación preten 
da por u1 presentante don Doroteo Rojas. 

Oliva. 



VISTA DEL SE^OR PROCURADOR GEKERAL 



1 Buenos Aires, Agoslfl 13 de 1892. 
Suprema Corle: 

Los inspectores de impuestos internos, son empleados nomt 
dos por el Poder Ejecutivo, y sus funciones de carácter 
blico. 

Las funciones de los empleados públicos son personales, } 
pueden delegarse en general ; las de los inspectores, está expi 
en los artículos 4° y 6" del decreto reglamentario de la ley 
impuestos inteinos, que son personales. 

CuanJo el articulo 11 de dicho decreto autoriza al inspeí 
á nombrar nnapoderado 6 agente Fiscal, se reñere á na caso 
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dispensable, necesario, pegan los términos usados, y como en el 
caso sab-judice no se ha demostrado la necesidad absoluta, y 
existe en el lugar el Procurador Fiscal con personería legal 
para la representación del Fisco, opino que V. E. debería con- 
firmar el auto recurrido de foja... 

Sabiniano Kier, 



FmIIo «le la SupreniA Corte 



Buenos Aires, Abril 11 de 1893. 

Vistos y considerando: Que {las únicas facultades que tienen 
los Inspectores Nacionales de impuestos internos para el de- 
sempeño de su cargo, son las que establece el decreto regla- 
mentario del Poder Ejecutivo Nacional, á la ley número dos 
mil setecientos setenta y cuatro. 

Que entre esas facultades no figura la de nombrar apodera- 
dos, en quienes deleguen total ó parcialmente las funciones ad- 
ministrativas que les están personalmente encomendadas como 
á empleados de la Nación. 

Que si bien por el artículo once del citado decreto^ al pres- 
cribirles que den cuenta á la Administración General de toda 
falta de diligencia que noten en el procedimiento judicial sobre 
ejecución de deudas, les acuerda también el derecho de desig- 
nar un agente fiscal ad-hoc, cuando lo creyeren conveniente, 
es evidente, que el ejercicio de este derecho no implica el de nom- 
brar un apoderado con la concesión de las facultades que se otor- 
gan en el poder de foja primera, siendo, como es, completamen- 
te diferente al papel del apoderado, del que corresponde al agen- 
te fiscal. 
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Forestos fundamentos y de cooformidadcon I 
señor Procurador General: se eon&rma el auto i 
tres vuelta, y deTuélvanse. 

luis v. vare 
zan. — oci 



CAUSA XCIV 



Juan G. .Veiggs {hijo) y C", contra don Francisc 
expropiación 



Sumario. — El piccío que debe asignarse á I 
piada, no es el que ésta haya tenido en el momer 
se la constroccion de la obra, sino en el detomf 
la misma por el expropiante, con tal qae en dic! 
gnre an aumento CDalqoiera por razón de la obr 
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Fallo del Jíuez Federal 



La Plata, Febrero 5 de 1892. 

T vistos: los antos seguidos por don JuanG. Meiggs (hijo) y 
compañía contrael doctor don Francisco Simón, sobre expropia- 
ción de una área de campo de propiedad de éste; y resul- 
tando : 

1° Que en 15 de Octubre de 1890, se presentó ante este Juz- 
gado el representante de la Empresa J. G. Meiggs fhijo) y com- 
pañía solicitando la expropiación de S ¡ 4. 2o0 metros cuadrados 
de tierra, de propiedad de don F. Simón (véase fojas 9 y 10). 

2** Que á fin de continuar los trabajos de construcción, soli- 
citó Vd posesión provisoria y que le fué acordada, y al efecto se 
depositaron á la orden de este Juzgado en el Banco de la Pro- 
vincia, por toda indemnización y valor de la cosa expropiada, 
la suma de 377 pesos con 10 centavos m/n. 

3° Que en 15 de AbriVde 1891, concurrieron las par tes ajuicio 
verbal, y, en ese acto, nombraron como peritos, por parte de la 
Empresa á don Adolfo de la Serna, y por la del doctor Simón á 
don Alberto Serantes (véase foja 26). 

4° Que expidiéndose el señor Serantes á foja 28, hace el si- 
guiente cálculo: 

314.250 metros cuadrados, á 0.01 m/c ¿I m/n 3.142 > 

Construir un jagüel, maderamen, etc » 5.600 > 

20.950 metros lineales alambrado > 1 .257 > 

125.700 metros alambre, equivalente á 235 

rollos, á pesos 10 m/n el rollo » 2.350 > 

2950 postes á pesos 1 .75 uno > 3.666 25 

8380 varillas á 0.15 centavos una > 1 .257 02 
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470 torniquetes á pesos 2.00 uno ^ m/f^ 940 » 

Fletes, conducción, etc » 960 » 

Desperfectos y compostura del potrero » 175 » 

Arreglo de la quinta » 125 » 

Indemnización de daños de 30 ^L > 5 .841 68 

11,1 ^ a 

Lo que hace un total de > 25.313 95 



5° Que el señor de la Serna, haciendo su apreciación, se expi- 
de á foja 35, justipreciando en 7 pesos moneda nacional la hec- 
tárea, lo que en una extensión de 31 hectáreas, 4 áreas y 25 cen- 
tiáreas, arrojan la suma de 229 pesos 97 centavos moneda na- 
cional. Estima los daños y perjuicios en 500 pesos moneda na- 
cional. Ascendiendo el todo como valor total ala suma de 729 
pesos 97 centavos moneda nacional. 

6^ Que estudiado para sentencia el expediente, encontró el Juz- 
gado inaceptable, tanto las apreciaciones del uno como del otro 
perito; pues siempre estos se colocan en el máximum de valor ó en 
el mínimum de él, de tal manera que no habría criterio posible, 
pudiera estimar de ello un justo precio; fué entonces que dictó 
el auto de foja 39, nombrando un perito especial. El menciona- 
do produce su informe á foja 42, y, después de un detenido 
estudio sobre el terreno, opina: 1^ que el valor de la hectárea 
sólo debeser abonado á razón de 10 pesos moneda nacional; 2"^ 
los daños y perjuicios en 1000 pesos moneda nacional. 

7"^ Que estudiando la indemnización de daños y cruzamiento 
de la línea, encuentra que no existen estos, sino únicamente 
en la construcción del jagüel y en la necesidad de guarda-vacas, 
en las extremidades de la línea; y 

Considerando : 1 "" Que las razones en que se funda el perito del 
doctor Simón para estimar en un centavo el metro cuadrado de 
tierra á expropiar, no pueden tener aplicación al caso, por tra- 
tarse de grandes extensiones de tierra rural, que ello únicamente 
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se acepta, ahí donde se comprende el perímetro de centros po- 
blados y no fuera de él. 

2*^ Que no se desconoce de manera alguna por el perito men- 
cionado que el cruzamiento de la línea en sí cause otros gravá- 
menes que la inutilización del jagüel, como la destrucción del 
alambrado, existente en sus dos extremidades en que lo corta la 
vía. 

3*^ Que la construcción del alambrado en toda la ladera de la 
vía, porunoy otro costado, se encuentra determinada expresa- 
mente en los casos apuntados por la ley de Ferrocarriles Na- 
cionales en su artículo..,, y como ello en este juicio no hace ca- 
so, no es de tomarse en consideración, por cuanto debe resolver 
el Juzgado el dailo causado y no los daños presuntos y fu- 
turos. 

4^ En tal virtud, no pueden estimarse como perjuicios los 
apuntados; como ser, construcción de alambrados, varillas, fle- 
tes, etc., y sí meramente la destrucción del alambrado^ existen- 
te en su corte para cruzar la línea, y construcción de un nuevo 
jagüel en la fracción en que desaparece la aguada, daño que 
necesariamente se vé en la necesidad de repararlo la Empresa 
constructora, como los defectos del alambrado. 

5° Que, en cuanto á cruc3 material de la línea ó fracciona- 
miento en curvas, si bien no lo desperfecciona por su extensión 
ni le quita su frente, ñile deja fracción menor inútil, debe ser, 
no obstante, apreciada, como lo determina la ley y lo ha resuel- 
to en todos los casos el Juzgado y confirmado la Suprema 
Corte. 

G"" Que de todo esto se deduce, no hay razón plausible por 
parte del perito mencionado para determinar el justiprecio que 
hace del valor venal del terreno, ni menos para la apreciación 
de daños y perjuicios. 

7^ Que el único perito que se encuentra aproximado á la ver- 
dad es el de foja 42, sin embargo que acepta como precio de la 
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tierra el propio qne tiene al presente y no el nip ípnía *>! s 
1887, que es el necesario al objeto de la ley, 
na que éste debe regir k los fines de la e] 
otro . 

8" Qne en la época mencionada, llegó á ven 
campo, de 25.000 á 30.000 pesos moneda nac 
viendo de norma, seria de estimar el precio de 
zon de 15 á 20 pesos moneda nacional y no de 

9° Que en cnanto á los daños y perjuicios de 
los reales efectuados y no otros : que estos 
construcción de un nuevo jagüel, en la parte < 
propietario en la fracción que le priva de ago! 
construcción de guarda-vacas en las dos es 
linea, á fin de que las haciendas que pasta 
campo. 

Foresto, fallo declarando: que el precio qi 
propiante debe pagar por el terreno para la vi: 
la hectárea más la suma de 1500 pesos moneda 
cionamiento, y á más deberá construir un jag 
condiciones del actual, en la fracción menor d{ 
designase su propietario, y, finalmente, const 
cásenlas extremidades del alambrado del camp< 
córtala via:todo loqn^deberá pagar dentrode i 
tonada la presente sentencia, con los interese 
00, desde la fecha de la posesión provisoria; q 
. construcciones ordenadas, éstas deberán qutc 
los sesenta días de la ejecución de la sentenci. 
de la Empresa el pago de honorarios de los p< 
de actuación. Hágase saber con el original, i 
bro de sentencias y repónganse las fojas. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 13 de 1893. 

Vistos : Por lo que resulta de los informes periciales y de las 
demás constancias de autos y considerando : 

Que el precio que debe asignarse á la tierra, materia de la 
expropiación sub-judice es el que ha tenido cuando la Empresa 
expropiante tomó posesión de ella, y no el que tuvo cuando se 
decretó la construcción déla obra, como lo establece el inferior, 
pues es aquél el momento en que el propietario se vio privado de 
su cosa y el que corresponde se tome en cuenta para la justa in- 
demnización que se le debe, con tal que, en dicho precio no se 
fije un aumento cualquiera de valor por razón de la obra mis- 
ma, que es lo que ha prohibido la ley de la materia. 

Que, partiendo de ese antecedente, y siendo notorio que á 
fines de mil ochocientos noventa, en que tuvo lugar la ocupa- 
ción del terreno por parte de la Empresa, habíi decaído consi- 
derablemente el valor que les diera anteriormente la especula- 
ción, tanto á los campos de la provincia de Buenos Aires, como 
á los delaPampa Central, no sería equitativo fijar mayor valor 
ála legua kilométrica del terrena en cuestión, conforme al mé- 
rito que, en conjunto, suministran los autos, que elde diez pe- 
sos nacionales por hectárea. 

Que, respecto de los perjuicios que por fraccionamiento del 
campo se causan al expropiado, esta Suprema Corte los reputa 
suficientemente compensados, dadas las circunstancias del caso, 
en la cantidad de mil pesos moneda nacional. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada de foja 
cincuenta y cuatro, en lo referente á la construcción de un ja- 
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güel y de guaid a-ganados; se fija en diez pesos el valoi 
tarea de terreno A expropiar, y en rail pesos naoiona 
poitede los perjuicios por fraccionamiento, quedandi 
forma modificada la citada sentencia, laque se confii 
demás que contiene. Devuélvanse, reponiéndose el pa] 



BENJAUIN PAZ. — LUIS 
LA. — ABELBAZAN,- 
BUHGE. 



CAUSA ser 



D. ¡Sorberlo Quima contra la Empresa del Ferrocarr: 
de Santa-Fé y Córdoba ; sobre daños y perjui 



Sumario. — i" No puedesor disminuido el importe i 
ños fijado por la sentencia ds primera instancia, segu 
todela prueba. 

2° Siendo rechazada en parte la demanda, noprocec 
denacionen costas. 
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Caso. — Lo indica el 



Fallo d«l Jíuez frederal 



Buenos Aires, Setiembre 9 de 1891. 

T vistos los presentes autos promovidos por D. Norberto 
Quirno contra la Empresa del Ferrocarril del Sud de Santa-Fé 
y Córdoba, por indemnización de daños y perjuicios, proceden- 
tes de la muerte de varios animales finos. 

Los antecedentes del caso son los siguientes : £1 demandante 
D. Norberto Quirno es propietario de un establecimiente de 
campo, ubicado en el departamento General López, provincia de 
Santa-Fé, el cual es cruzado por la vía férrea de la menciona- 
da Empresa, para cuya construcción, el mismo Quirno le vendió 
el terreno necesario en el mes de Noviembre de 1888, bajo la 
expresa cláusula de alambrar los costados de la vía, dejándolos 
pasos á nivel en los puntos que designe el vendedor. 

Dicha cláusula no ha sido cumplida hasta la fecha ó por lo 
menos no lo había sido aún á la época en que se interpuso la 
demanda, resultando de ello, que en tres ocasiones diferentes, 
las máquinas del Ferrocarril atrepellaron dando muerte á los 
animales vacunos que expresan las actas de fojas 46 y 47, y ca- 
ballos y yeguas á que hace referencia la de foja 45, pertene- 
cientes al establecimiento del demandante, todo lo que hizo cons- 
tar el encargado del citado establecimiento, ante el Comisario 
del Distrito y dos testigos. 

Fundado en estos antecedentes, se presentó Quirno, deman- 
dando á la Empresa representada en esta Capital por don C.Lock- 
wood, por el importe de los animales muertos, cuyo valor to- 
tal asciende á diez mil pesos moneda nacional, según los pra- 



DE JUSTICU NACIONIL 419 

cio3 fijados en los escritos de fojas 6 7 14, y el de los peijuicíos 
resultantes de la pérdida de dichos animales, calculados en los 
mismos escritos, en cuatro mil trescientos pesos: ^ ""'■'> ""« 
se le condene, además, á constioir inmediatamente 
dos 7 al pago du los intereses y costas del juicio. 

La Empresa demandada sostiene su irresponsat 
gando: que ignora si los tienes de la Compañía han 
males de propiedad del demandante^ asi como el nú 
dadde ellos, no admitiendo como sufícionte prueba 
tas presentadas, por haberse labrado sin su intei 
constando tampoco de ellas, sino presantivamente, 
males hayan muerto por atropellos del trt-n y no p 
sa; que el actor no se queja de ninguna impTudenc; 
previsión de los directores del convoy, desprendió 
mismos antecedentes que algunos de los accidentes 
do de noche; que tampoco hace él mérito de ningún 
pecial de su parte ó que habitualmente tome las ni( 
para impedir 6 limitar aquellos; que la demanda si 
en la obligación de alambrar, y si bien es cierto qu< 
no tiene la significación que se le pretende dar.pues 
do en la escritura al respecto, uo es otra cosa qnc 1 
do en la ley, para ciertos parajes, ó las precaucio 
Empresas toman espontáneamente en protección de 
los intereses de los que las ocupan, ó de los snyos 
teniendo dicha cláusula ninguna sanción especíalme 
ni plazo fijada para su cumplimiento, no constanc 
que Quirno haya dado paso alguno para obtener d 
plazo alguno y la fijación de un término prudencial 
cual se hubiera de cumplir. 

Abierta la causa á prueba, sólo el actor ha prodn 
saria para justificar la verdad y autenticidad de la 
ba mencionadasy los demás puntos queha creido p 
su derecho. 
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Y considerando: 1** Que habiéndose imputado á los empleados 
ó agentes de la Empresa demandada, el hecho de la muerte cau- 
sada con las máquinas de sus trenes en tres ocasiones distintas 
de los animales á que se refieren los documentos de fojas 45, 46 
y 47, ha debido contestar, reconociendo 6 negando categórica- 
mente la verdad de la imputación, como lo prescribe el artículo 
86 de la ley nacional de Procedimientos, no siéndole permiti- 
do alegar como defendía la ignorancia de los hechos á que se re- 
fiere, porque estaba en el deber legal de averiguar antes de entrar 
al juicio, como consecuencia necesaria de la responsabilidad del 
patrón, por los actos del empleado ó dependiente, establecido en 
el artículo H22 del Código Civil. 

2° Que además, ese punto ha sido plenamente comprobado por 
las referidas actas y testimonios producidos, cuya autenticidad 
ha quedado justificada en juicio^ mediante su reconocimiento 
por el oficial público y testigos que intervinieron en el acto, 
quienes declararon haber constatado de i^i^u la muerte de los 
animales, su clase y calidad, llamados expresamente á ese objeto 
por el encargado del establecimiento, inmediatamente después 
de producidos los accidentes que la determinaron, debiendo con- 
siderarse bastante, para hacer fe al respecto, si se tienen presen- 
tes los lugares en que se prodajeron, donde es difícil, sino impo- 
sible, obtener otros medios de comprobación, y más difícil aún 
rodearlos de las formalidades, cuya falta notó la Empresa deman- 
dada, tanto más, cuanto que ésta ninguna prueba ha producido, 
que desvirtúe aquella. 

3® Que está igualmente probado por el certifícado de foja 44 
que cuando Quirno vendió ala Compañía demandada el terreno 
necesario para el establecimiento de la vía, se pactó expresamen- 
te, que era obligación del comprador alambrar sus dos costados 
y dejar pasos á nivel en los puntos que designe el vendedor, 
obligación que aquel no ha cumplido hasta el presente, sien- 
do esa omisión evidentemente material en el accidente, pues, 
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es indudable, qae el alambrado de la vía lo habría evitado. 

4"" Qae si bien es cierto, que no aparece haberse estipulado un 
término para su cumplimiento, dedúcese del objeto que segura- 
mente tuvo en vista el vendedor del terreno, al hacer de este 
punto materia de una estipulación expresa, de la clase y condi- 
ciones del Establecimiento, y de la destinación del terreno ven- 
dido, convertido en peligroso para las haciendas, desde que se 
construyera la vía férrea; que el alambrado debía ejecutarse si- 
jnultáneamente con la vía ó dentro de un tiempo razonable, pues- 
to que sri objeto no era otro que evitar los peligros del paso de 
los trenes, por un establecimiento poblado de animales finos, de 
elevado precio. 

5" Que en la jurisprudencia americana, se ha suscitado mu- 
chas veces la cuestión de si hayo no negligencia departe de una 
Compañía de Ferrocarril, en no cercar la vía en ausencia de 
preceptos legales, que lo hagan obligatorio^ sosteniéndose que 
la operación de una maquinaria peligrosa como la usada por los 
trenes en campos no cercados, es por sí mismo suficiente negli- 
gencia, para hacer responsable á la Compañía hacia los propie- 
tarios de ganado, por los perjuicios causados por los trenes en 
circulación, y si bien en este caso se ha decidido que la falta 
de cerco debía ser pesada con las demás circunstancias, al de- 
terminar el grado de cuidado y diligencia, usada por la Com- 
pañía ó sus agentes, unas veces, y otras, en el sentido de la res- 
ponsabilidad, ha sido invariablemente establecido, cuando se 
trata del deber de cercar el camino, nacido de un contrato ex- 
preso ó implicado; que la falta de cumplimiento de ese deber, 
constituye responsable ala Compañía por todos los daños infe- 
ridos á los animales de la persona á cuyo favor se contrajo la 
obligación (Thompson, O/i negligence, voíúmen I, página 503). 

6^ Que por consiguiente, no es material en el presente caso, 
ni constituye una defensa para la Compañía demandada, la 
circunstancia de que no se le haya imputado falta de previsión 
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á los directores del convoy, que los accidentes hayan tenido lu- 
gar de noche 6 que el actor no haya hecho mérito de ningún 
cuidado especial con sus haciendas, porque la negligencia cul - 
pable nace del hecho mismo de no haber cumplido la obligación 
de cercar la vía antes de pasar los trenes. 

7^ Que no habiéndose negado categóricamente la clase, can- 
tidad y valor de los animales muertos^ debe estimarse equita- 
tivo el que le asigne el demandante, no pudiendo, sin embar- 
go, tomarse en consideración el perjuicio calculado por la pér- 
dida de ellos, puesto que está comprendido en el precio del ani- 
mal, estimado como si hubiese sido vendido en el mismo campo. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja..., 
fallo: condenando á la Empresa demandada, al pago de la suma 
de diez mil pesos moneda nacional, por toda indemnización, á 
favor de Don Norberto Quirno, en el término de diez dias, con 
sus intereses, desde la fecha de la interpelación judicial, de- 
biendo, además, dicha Empresa, cercar los costados de la vía en 
el trayecto que atraviesa el campo de Quirno, en el término de 
tres meses. Repónganse las fojas y notifíquese con el ori- 
ginal. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corle 



Buenos Aires, Abril 15 de 1893. 

Vistos: Considerando on\ cuanto á la apelación interpuesta 
por la parte del Ferrocarril: 

Primero: Que ha quedado fuera de cuestión la obligación de 
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pagar el daño que ha motivado la demanda, pues que díc 
parte ha concretado el recuri^o tan sóloá \o que se refiere, al 1 
mero, clase y estimación del valor de los animales muertos [ 
el tren. 

Segundo: Que la suma fijada por la sentencia apelada c 
este motivo, tiene su fundamento en la prueba testimonial pi 
ducida por el actor que da mérito paia su determinación. 

Considerando, en manto á la apelación interpuesta por 
demandante : que la sentencia no ha debido contener conder 
cton en costan, porque se ha rechazado en parte la demanda. 

Por estos fundamentos: se confirma la sentencia de U 
ochenta y seis, en la parte apelada ; y repuestos los sellos, é 
vuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ,— LUIS V. > 
RELA.— ABEL BAZAN.— C 
TAVIO BUNGE. 
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CAVSA XCTI 



Davis y C^, contra el buque n^ Domingo Lastra^; sobre retiro 

de la carga 



Sumario. — Puede autorizarse el retiro de la carga, cuando 
por hechos no imputables á los cargadores, se demora indefi- 
nidamente la salida del buque. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Noviembre M de 1892. 

Vistos : en el incidente sobre descarga del buque cDomíngo 
Lastra», y resultando de autos que hace próximamente un año, 
que fué cargado dicho buque, sin que hasta la fecha haya po- 
dido hacerse á la vela, por hechos que no son imputables á los 
cargadores sino al mismo buque ó á sus arrendadores. 

Y considerando: Que no habiéndose fijado plazo para la sali- 
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da, el capitán estaba obligado á emprender viaje en la primera 
ocasión favorable, según al articulo 1059 del Código de Comercio. 
Que si á los cargadores es lícito retirar su carga ea el caso ¡ 
visto en el segundo inciso del articulo 1060, con mayor ra 
debe serlo cuando la demora en la salida se produce y prolo 
indefinidamente, por las causas que U determinan en el prese 
caso. 

Que el mismo dueño del buque reconoce que puede efecti 
mente hallarseen estado de innavegabilidad íi causa del la 
tiempo que ha tenido la carga ñ bordo, á lo que se agrega 
por su parte no ha producido hecho alguno pura allanar los 
convenientes que obstan i la salida, cumpliendo lo ordenadc 
el auto de foja 46. 

For estos fundamentos seconcede la autorización solicitad 
el escrito de foja 54, dejándose í salvo al cargador los dere( 
áque hubiere lugar. Repóngase la foja. 

Virijilio M. Tedia. 



Fallo d« iai Supremik Carte 



Buenos Aires, Abril 15 de 1895. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el i 
apelado de foja setenta y cuatro. Repuestos los sellos de» 
Tansc. 

benjamín paz. —luis V, 

KELA. — ABEL BAZAÍ 
OCTAVIO BUNCE. 
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VSA líCVlI 



Sucesión de don Antonio Camilo, sobre aprobación de la 

cuenta particionaria 



.Stówarío.— Siendo correctos los procedimientos observados, 
deben ser aprobados, así como el auto consultado sobre aproba- 
ción de la cuenta particionaria. 



Ca>so. — Lo indica la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 31 de 1892. 

Suprema Corte : 

Estos autos que contienen el arreglo y liquidación de la tes- 
tamentaría de don Antonio Camilo vienen ante V. E, en con- 
sulta, según lo dispuesto por el Juez citado del Territorio de 
Posadas, en su auto de foja 38. 
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Observando el procedimiento seguido, nada encuentro queob- 
jetar á la representación de los interesados, que ha sido legal- 
mente constituida, en virtud de poder otorgado, por los mayores 
7 del nombramiento di3 tutor en forma para lo: 

Los inventarios han sido bien pructicados 
aceptacioujiirada, y aprobados judicíalmentep* 
66 vuelta. 

La liquidación, partícíony adjudicaciones, c 
]30á 131 lo han sidodel mismo modo y de con 
tes, recayendo sobre todo la obrado el auto api 
138. 

No obstante, deboobservar que el causante < 
taría era soltero, y la testamentaría i.e abre á 
rederos declarados en virtud del testamento o 
Juez de Paz y tres testigos que corre agregadi 

Ese testamento, según lo expresa el auto d( 
protocolizado por falta de un escribano público, 
sus cláusulas que se abre la sucesión del cansa 
can sus haberes. 

Habiendo sido otorgado en la forma autori'za 
3655del Código Civil, su protocolización puede 
guna otra diligencia previa según el artículo 
Código, y como en la actualidad debe existir 
Registro en la ciudad de Fosadas, puesto que 1 
viembre de 1889 ordenó su establecimiento en i 
líos Nacionales, para evitar mayores demoras 
testamentaría de tan esíguos recursos, V. E. 
aprobar los procedimientos de esta tiquidacío 
sin perjuicio de procederse por el Juez á orden 
cion del testamento corriente á foja 3. 

Sah. 
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Fallo de la Suprema Corle 



BueDOs Aires, Abril 15 de 1893. 

Vistos ; De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, apruébanse los procedimientos observados 
en el presente juicio testamentario, como también el auto con- 
sultado de foja treinta y ocho, debiendo precederse á la proto- 
colización del testamento corriente de foja 3. Devuélvanse de- 
biendo reponerse los sellos ante el Inferior. 

benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 
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CAUSA XCVIII 



D. Laureano Bonorino contra l>. Ezeí/uicl Hcaí de A zúa, por 
cubro de pesos; sobre competencia 



Sumario. — El Tecino de una provincia demandado anees 
Joez local, no puede invocaT el fuero federal. 



Cliso. — D. Laureano Bonorino, reciño de la Capital, demandó 
á D. Ezequiel Real de Azúa, vecino de Buenos Aires, ante el 
Juez de primera instancia de La Pinta. 

Heatde Azúa ocurrió ai Jnez Federal de La Plata, para que 
avocara á sí la causa, y suscitase contienda al de primera ins- 
tancia. 

La suscitó en efecto, pero ante la insistencia del Juez Provin- 
cial, que invocó el precepto del artfcalo 12, inciso 4", de la ley 
sobre competencia de los Tribunales Nacionales, revocó sus pro- 
videncias y se declaró incompetente. 



VISTA DEL SE^OK PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 20 do 1893. 
Suprema Corle: 

La contienda de competencia suscitada entre el Juez Fede- 
ral y et dti primera instancia en lo Civil de la Provincia de Bue- 
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nos Aires, ha sido resuelta en favor del último, por los autos 
conformes de los jiteces, de fojas 8 vuelta y 26. 

El recurso de apelación traído á Y. E. contra el último, me 
parece infundado. 

Se ha reconocido que el demandante es vecino de la Capital 
Eederal, y el demandado de la provincia de Buenos Aires. De- 
biendo el actor seguir el fuero del reo, ha debido ocurrir, como 
lo hizo, á la autoridad del domicilio del demandado, y entre 
ellas, pudo elejir, ó la Jurisdicción Nacional, que era un privi- 
' legio suyo, ó la Provincial, si quería renunciar, como renunció, 
á ese previlegio. 

Esta renuncia es legal, pues se deduce de los términos del 
artículo 12, inciso 4", de la ley sobre jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales Nacionales de 14 de Setiembre de 1863, 
V ha sido así declarado en diversos fallos de V. E. 

Por ello y los fundamentos del auto testimoniado á foja 8 
vuelta, pido á V. E. la confirmación del recurrido á foja 26. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 20 de 1893. 

Vistos : De conformidad á lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma con costas el auto apelado de 
foja veinte y seis. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos 
ante el inferior. 

BE?<JAMIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABELBAZAN. — OCTAVIO BüNGE, 
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<;al'sax«.ix 



El escribano de tnarina D. Pedro Lar rosa, sobt 
los Secretarios deljuzgado Federal, de exten 
sus registros. 



Sumario. — Los Secretarios do los Juzgado! 
pueden extender en sus registros esiritoras de ] 
procedan de actos judiciales. 



Caso. — Lo indica la 



VISTA DEL SENOR PROCURADOR GENEI 

Buenos Aires. Jul 
Suprema Corte: 

El Reglamento dictado por Y. £. para los Ji 
nales, dispone en su arlicolo 9°, t que los juece 
Escribanos, llevar Registros para los poderes y 
mentos, que procedan de actos judiciales >, y c 
teligencia dada á este período subrayado, p< 
de Marina y el del Juzgado de Sección, s 
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lo qae da lugar á la cuestión promovida en este expediente. 

El Escribano de Marina señor Larrosa, piensa que, el del 
Juzgado de Sección, no puede otorgar protesta, dando por ra- 
zón que ellas puedan producir juicios ante los Tribunales, mien- 
tras que, el señor Almandos, expresa que, con arreglo al artí- 
culo 9** del Reglamento mencionado, se ha llevado el Registro 
hoy á su cargo, desde la creación de la Secretaría, en la misma 
forma en que hoy lo lleva, sin que nadie, antes del Escribano 
de Marina señor Larrosa, haya elevado queja alguna á tal res- 
pecto; y que por lo que hace á las protestas á que él se refiere, 
« casi todas las que se extienden en su Registro se refieren o 
choques, abordajes y averías, y son simplemente el primer paso 
del juicio correspondiente >. 

Estas protestas, á estar rigurosamente á los términos em- 
pleados en el artículo 9° del Reglamento citado, no correspon- 
den en mi opinión, al Registro de la Secretaría del Juzgado de 
Sección. Si en este Registro sólo han de otorgarse, fuera délos 
poderes, los instrumentos gae proceda/i de actos judiciales, pa- 
rece evidente que no están incluidos, con excepción de dichos 
poderes, los instrumentos (\}xe preceden dios actos judiciales, 6 
sea á los juicios. 

El verbo proceder, empleado tn el artículo citado, significa, 
según el Diccionario de la Academia : « Seguirse, nacer, ú ori- 
ginarse alguna cosa de otra, física 6 moralmente >, y según el 
del señor Domínguez : « originarse un objeto de otro, nacer, ve- 
nir, dimanar, seguirse una cosa de otra, material ó inmaterial- 
mente, en el orden físico 6 en el orden moral, etc. » 

Según esto, una escritura de protesta, no se origina, ni vie- 
ne, ni por tanto precede al juicio, oes el prime** paso del juicio, 
como dice el señor Almandos, ó para el juicio como sería más 
correcto, podría decirse, que el jucio procede de la protesta, ó 
de los hechos que ella establece; pero no que la escritura proce- 
de de un acto judicial. 
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No obstante esto, el mismo señor Almandos expone á Y. E., 
que desde la creación de los Juzgados Federales, viene otorgán- 
dose tales protestas en el Registro de en Secretaría, y este Ke- 
gistro, que ha sido visitado ano por año, por el Juez de Sección . 
en virtud del articulo 10 del mismo Reglamento, parece noh. 
ber merecido observación alguna en lo tocante á las escritnr 
otorgadas en él. 

Puede ser conveniente qoe las escrituras que han de preced 
Á los juicios, ú otorgadas con la mira de iniciar un juicio, 
hallen en el Registro de la misma Secretaria del Tribunal, ai 
te el cual ha de establecerse aquel, y en tal caso podría V. E 
si cree útil modificar las <iisposicione8 de su citado Reglament 
hacer á tal respecto, la declaración conveniente, y poner su v 
gilancia si cargo del señor Jaez de Sección. 

Antonio É. Malaver. 



ÜMolMatvn 4m la Snpreaia Corte 

Buenos Aires, JalioSOiie 1891. 

Vistos: Conforme & lo resuelto por la Suprema Corte á fo, 
cuatro vuelta de estas actuaciones y de conformidad i lo ei 
puesto y pedido por el señor Procurador Oeneial, hágase sabí 
al Escribano Don JuanC. Almandos, que debe abstenerse dee: 
tender en su Registro, las escrituras de protestas á que se ri 
fíere la solicitud de foja una. 

BBNJAHIH VICTORICA.— C. 8. DE I 
TOftBE. — LUIS V. VÁRELA. — ABl 
BAZAH.— LUIS SAEZPEffA. 
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SOLICITUD 



Buenos Aires, Agosto 4 dé 1891. 
Excma. Suprema Corte: 

Los que sascriben Agentes ó Consignatarios de baques ávela 
7 paquetes de Ultramar y consignatarios de mercaderías, ante 
y. E. y con el debido respeto, parecemos y decimos (constitu- 
yendo domicilio en la calle Reconquista 22) : 

Que hemos sido informados de una resolución dictada por Y. 
E., disponiendo que el Secretario del Juzgado Federal señor Al- 
mandos, se abstenga de extender en su Registro las escrituras 
de protesta, que en el curso de nuestros negocios, nos vemos 
frecuentemente en la necesidad de otorgar, como medida con- 
servatoria de derechos, ó en cumplimiento de preceptos legales^ 
en previsión de conflictos de derechos individuales, surgidos de 
hechos ó de convenciones concernientes á nuestros negocios. 

Respetuosamente venimos á hacer presente á Y. E., que di- 
cha resolución, alterando una práctica que data casi desde la 
creación de la Justicia Federal, nos trae perjuicios, perturba- 
ciones y molestias, sin que en el fondo ofrezca ventaja alguna, 
ni tenga en su apoyo, ninguna razou fundamental 6 de orden pú- 
blico que la justifique ; pero ni siquiera de mejor servicio, por- 
que si nos es dado invocar la rectitudy elevado criterio de Y. E. 
rogaríamos se sirviera dejarla sin efecto, en vista de las breves 
consideraciones que nos permitiremos aducir. 

En primer lugar, debemos decir que el gremio al cual pertene- 
cemos, busca ante todo, para realizar los actos de que se trata, 
la mayor garantía de rectitud é imparcialidad, aparte de la ca- 
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pacidad personal, en el fm^cionario autorizante del acto, y esas 
condiciones las encontramos en el más alto grado, en los de la 
JastíciaFederal, cayos actos entán en cierto modo controlados 
por el decoro de su empleo y poi los magistrados de qnienes de- 
peoden. 

Haciendo las protestas en el Registro á cargo del Secretario 
del Jazgado Federal, donde luego se ventilan tas cnestiones 
que dieronlagaráellas, tenemos nn considerable ahorro de tiem- 
po, que es elemento de gran valor é importancia en las transac- 
ciones comerciales y economizamos multitud de pequeños gas- 
tos, que al fin suman algo muy apreciable; además, allí sólo se 
otorgan nn limitado número de escrituras, lo que permite una 
rápida, expedición, no sncediendo lo mismo, ante la Escribanía 
de Marina, donde la cantidad y variedad de trabajo, no permi- 
ten al encargado de la oficina atender debidamente at pú- 
blico. 

Por otra parte, no hay sino una clase de protestas, aque- 
lla á que se refiere el artículo 1268 del Código de Comercio, 
que reviste el carácter de esencial para gestionar an de- 
recho . 

Las demás, son por lo general volnntarias, y podríamos pres- 
cindir de ellas, pero esa misma clase debe hacerse ante la auto- 
ridad del lugar del siniestro, y no ante el Escribano de Marina 
que no es tal autoridad. 

Siendo, pues, la Justicia Federal, la llamada á conocer del si^ 
ni^stro, parece lógico qae sea ante ella, ó ante sus Escribanos, 
que se formule las protestas. 

Como en los demás casos la validez ó eficacia de una protesta, 
no está snboidinada á la calidad de un Escribano de Marina, 
del funcionario antorizante, la resolución de V. E., nos 
en el caso de ocurrir á Escribanos de Comercio ú otros 
narios, que nos inspiren confianza; pero esto mismo seri 
de cuestiones, dilaciones y dificultades, que está en la n 



436 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

y. E., salvar con una simple modificación reglamentarla, como 
así lo solicitamos por ser justicia, etc. 



P. P. William {Francisco de 
Tezam ). — A.M. Del fino . — 
Erfjord Bugges, — Maumus 
Dodero. — M. G. Catoni é hi- 
jos. ( Siguen las firmas ). 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 34 de 1891. 

Suprema Corle: 

Ningún conocimiento personal, ni más antecedentes que los 
que suministra e^te expediente, tengo para fundar una opinión 
cualquiera, favorable 6 adversa ala solicitud elevada á Y. E., 
por el Escribano del Juzgado de Sección señor Almandos. 

En mi anterior informe, expuse mi opinión en la cuestión sus- 
citada ante dicho Escribano y el de Marina, de acuerdo con las dis- 
posiciones del Reglamento dictado por Y. E. para los Juzgados 
Seccionales ; y si en su parte final, insinué la idea de su refor- 
ma , fué en el concepto de que Y. E. la juzgara necesaria, 6 
conveniente, según los conocimientos que le hubiere sugerido su 
propia experiencia, en los asuntos con él relacionados. 

Si hay positiva conveniencia pública en que las escrituras de 
protestas puedan continuarse otorgando en los Registros que 
llevan los Escribanos Secretarios de los Juzgados de Sección, 
según el artículo 9^ del citado Reglamento, como se dice que se 
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hahecho casi desde el establecimiesto de la Jaaticia Federal, el 
citado artfcalo 9" debiera ser ampliado, en mi opinión, de ma- 
nera que comprenda en sus términos dichas escrituras; porque 
el interés general del comercio debe ser consultado con preferen- 
cia al particular de nn Escribano. 

Las numerosas firmas de agentes ó consignatario 
derias que suscriben la petición que precede, parecí 
de una manera inequívoca, que ese interés gener 
bien consultado no haciendo alteración en la prácti 
bastu la fecha de la resolución de foja 4 vuelta, y re 
en consecuencia el articulo 9° del ya citado Beglam< 

Pero la resolución de Y. E. de foja 20, recaída 
aquel informe, ratificando la de foja 4 vuelta, y prE 
Escribano Almundos se abstenga de extender en si 
escrituras de protestas, parece haber excluido la idea 
forma en las disposiciones vigentes. 

SíT. E. creyera oportuno volver sobre dichas re 
tal vez los informes que pudiera suministrarle el sen' 
deral en lo Comercial, por los conocimientos que te 
asunto, pudiera serle de mayor utilidad. 

Por mi parte, lo repito, creo que el interés genera 
valecer; pero carezco de datos precisos para aprec 
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Rcfl^lucioii de la Suprema €)orte 



Buenos Aires, Abril 20 de 1893. 

Vistos : De conformidad á lo dispuesto en el artículo noveno 
del Reglamento de los Juzgados de Sección, estése á lo resuelto. 
Repuestos los sellos, archívese. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BCNGE. 



CACSA e 



Don Gustavo Wahlberg, contra don Pedro P. Lealj sobre 
rescisión de contrato y fijación de término 



Sumario. — 1*^ En la locación de obras, de las que unas se ha- 
llan subordinadas á la entrega de materiales y á la designación 
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del panto, por el locatario, donde deben ser hechas, y otras no, 
el locador que no ha concluido todavía estas últimas no puede 
pedir la rescisión del contrato por la falta de aquella entrega 
y designación. 

2° Tampoco puede el locatario, que ha incurrid(> en esta fal- 
ta, pretender que se fije al locador un término para que conclu- 
ya las otras obras. 



Caso. —Lo indica el 



Fallo del Jfuez Federal 



Tucuman, Julio¿16 de 1891. 

T vistos : de los que resulta : Don Gustavo Wahlberg se pre- 
senta á foja 3 y expone : que convino con don Pedro Leal en que 
le construiría una acequia, que, partiendo de la boca-toma del 
Rio Grande, llegue al punto dominante de la parte alambrada 
de la Estancia denominada «El Carmen», Departamento de Lea- 
les, de propiedad del señor Leal; que, de acuerdo con la obliga- 
ción por él contraída, principió á construir la acequia pocos dias 
después de hecho el contrato^ existiendo ya abierta en un tra- 
yecto de cuarenta y siete kilómetros, más ó menos, la misma 
que estaría concluida, si el señor Leal hubiera cumplido con las 
obligaciones que se impuso; que según el contrato era obligación 
de Leal proporcionarle los materiales que fuesen necesarios pa- 
rala construcción de puentes y compuertas, materiales que de- 
bían ser puestos en los puntos donde se colocaran aquellos; 
que á esta obligación había faltado abiertamente el señor Leal, 
á pesar de sus reiteradas instancias, para que la cumpla; que 
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también era obligación de Leal designarle con tiempo, con la 
competente autorización del Departamento Topográfico, el punto 
del Rio Grande, donde debía abrirse la boca-toma, obligación 
con la cual tampoco ha cumplido Leal, por cuya causa y la an- 
teriormente manifestada, al exponente no le ha sido posible ha- 
cer correr el agua en todo el trayecto ya abierto de esa acequia; 
que, además. Leal, según el contrato^ debía pagarle por esta 
obra trescientos pesos por cada kilómetro de acequia definitiva- 
mente concluida en la forma siguiente: mil pesos al firmar, 6 
hacer el contrato, mil pesos porcada cincuenta kilómetros de 
acequia, y el resto alconcluiry entregar la obra;- que, con mu- 
cho trabajo y paciencia ha podido conseguir que le pague la su- 
ma de nueve mil pesos, cuando, según el contrato, debía ha- 
berle entregado mucho más, porque, como lo tiene expresado 
existenhechos cuarenta y siete kilómetros, masó menos, de ace- 
quia; que el cumplimiento de esta obligación ha exigido igual- 
mente con instancias reiteradas, sin resultado; que, fundado en 
lo expuesto, entabla demanda contradon Pedro Leal, ypide que, 
de acuerdo con el artículo 1644 del Código Civil, se declare re- 
suelto el contrato de la referencia y se le condénela que le abone 
la suma de seis mil pesos á que asciende lo que aún le adeuda, 
previa liquidación y medición de la parte hecha de la acequia; 
todo con indemnización de los daños y perjuicios que le ha oca- 
sionado la inejecución del contrato por parte de Leal, y las cos- 
tas del juicio. 

Corrido traslado de esta demanda á don Pedro Leal, éste la 
contestay expone en resumen: que es verdad que existe entre él y 
el demandante el contrato á que se refiere la demanda, pero 
que es de todo punto inexacto que haya|faltado á las obligaciones 
que dicho contrato le impone; que es falso que existan construi- 
dos cuarentay siete kilómetros de acequia, pues que sólo existen 
cuarenta y dos; que es falso también que Wahlberg le haya pe- 
dido los materiales necesarios para la construcción de puentes y 
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compuertas', no habiendo objeto en pedirlos, desde que.la acequia 

no está en estado de colocarle puentes y compí 

se ha designado todavfii el punto donde debe a 

roa, es por culpa del Departamento Topogril 

pues que oportunamente ptesent6 la sollcítm 

ramo, sin que habta ahora baya sido despacha) 

mo es falso que deba al señor Wablberg cuota 

no existen abiertos sino cuarenta j dos kíl 

y no cuarenta y siete, como lo afirma en su de 

oion al tiempo transcurrido, y á la falta 

conclusión, y entrega de la obra, termina 

entablaado contrademanda, para qne se Gje 

tro del cual Wahlberg debe concluir y enl 

jo apercibimiento de resolverse, con indemni; 

perjuicios, de ¡icueTdo con las disposiciones le 
Estando contradichos los hechos por amba: 

la causa se recibió á prueba, produciéndose 

certificado d<jl secretario de foja 49 vuelta, ce 

te del actor en las posiciones de foja 22, ab 

prueba testimonial por el tenor del iuterroga 

é Informe del Departamento Topográfií-o di 

y por parte del demandado, en las posicione: 

tratos de fojas 30 y 45 j repreguntas á los 
y considerando, en cuanto á la demanda: qi: 

foja 30, que sirve de base á la acción intentai: 

metacion de un contrato bilateral en el cnal 

contraídas por don Pedro Leal son correlativa 

tavo Wablberg, de llevar á Cíibo el trabajo d 

terminen estipnlados en el mismo contrato. 
Qne por consigniente, y de acuerdo con lo 

artículo 1201 del Código Civil, para poder dei 

la rescisión del contrato en cuestión, fundái 

de cumplimiento de la obligación contraidti p 
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narle mil pesos por cada cinco kilómetros de acequia definiti- 
vamente concluidos, ha debido justificar la que él contrajo con 
el demandado, ó lo que es lo mismo, et trabajo que debía reali- 
zar y la ejecución completa de él, por su parte, á fin de comu- 
nicar á su demanda razón de ser sobre esto punto. 

Que Leal ha negado terminantemente haberse construido los 
últimos cinco kilómetros de acequia, por los cuales alega 
Wahlberg estar retardado en su pago, lo que implica desde 
luego, que dicho señor Wahlberg ha debido establecer en el 
curso de la causa la prueba de estar concluidos con arreglo al 
contrato los expresados cinco kilómetros. 

Que esta prueba, tanto más indispensable, cuanto que de 
ella dependíael poder apreciar hasta qué punto fuera exacto que 
Wahlberg estuviera retardado en el pago de las compensaciones 
reclamadas por él, no existe enantes, y sn deficiencia es recono- 
cida por el mismo Wahlberg en su alegato de foja 61, resultan- 
do así que, no estando probado que hiciera los cinco kilómetros 
de acequia, por los cuales debía percibir la cuota de que se tra- 
ta, Wahlberg no puede acusar á Leal de retardo en sus pagos, 
ni menos demandar la rescisión del contrato, base de la deman- 
da, por esa causa. 

Que en cuanto á que Leal ha faltado ala obligación que le im- 
ponía el contrato de proporcionar los materiales necesarios pa- 
ra la construcción de puentes y compuertas, consta de autos 
que, cuando Wahlberg dirijió á Leal la carta de foja 18 recordan- 
do á éste la necesidad de las maderas para los puentes, tan sola- 
mente, la acequia se hallaba en construcción, y por consiguien- 
te inconclusa; el cauce estaba excavado en unas partes, y en 
otras no, no existía siquiera la boca-toma, ni el acueducto que 
en el arroyo de Mista» debía construir el demandante según el 
contrato; de lo que resulta, que el pedido de maderas para la 
construcción de puentes, era completamente sin objeto, dado el 
estado de la acequia, á la que faltaba además limpiarla de los 
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derrumbes y troncos de árboles que o^hstruían el cauce y hacían 
imposible que corriera el agua. Existiendo aún mucho trabajo 
que hacer por parte deWahlberg, paradejar expedita la acequia, 
no puede decirse que Leal haya faltado á la obligación de que 
se trata, desde que, con las maderas, ó sin ellas, en la época de 
la carta recordada, Wahlberg habría tenido que continuar eltra- 
bajo, hasta poner la acequia en condiciones de servirse recien 
de dichos materiales para la construcción de los puentes y com- 
puertas; de manera que, si Leal no contestó dicha carta, remi- 
tiendo las maderas que se le pedían, ningún perjuicio se irroga- 
ba á Wahlberg por esa omisión. 

Que por lo t^ue respecta al cargo fundado en la falta de desig- 
nación del punto en que debía construirse la boca-toma, atribu- 
yendo á Leal esa falta, resalta por el documento de foja 48, que 
dicho señor Leal solicitó esa designación del Departamento To- 
pográfico, llenando así la obligación única que le incumbía, 
desde que eaa designación no dependía de él, sino de la autoridad 
correspondiente. Además, de autos consta, como se ha dicho an- 
tes, que el trabajo del canee en construcción no es continuado, 
ainó interrumpido, que hay trayectos en los que nada se ha he- 
cho todavía, que el acueducto sobre el arroyo de Mista no está 
trabajado aún; y mal puede atribuirse, como lo afirma el de- 
mandante á la falta de designación de la bocii-toma, el que el 
agua no corra y la acequia no esté concluida. 

Que el contrato de locación de servicios, según se ha expues- 
to, es bilateral; y para que el demandante pudiera pedir laapli- 
cacion del artículo 1644 del Código Civil, sería necesario que 
él, por su parte, hubiera cumplido las obligaciones que el con- 
trato le imponía, que, como queda demostrado, no lo ha verifi- 
cado en las condiciones requeridas por dicho contrato. 

Que en cuantoá la contrademanda, Wahlberg reconoce qae el 
tiempo transcurrido hasta la fecba de la demanda, desdo que 
él comenzó el trabajo, era suficiente para terminar la acequia, si 
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bien dice que no se terminó por las faltas de su contra-parte en 
el cumplimiento de sus obligaciones, faltas que, como se ha Tis- 
te, ó no existen, ó no tienen la importancia y alcance que les 
atribuye el señor Wahlberg, 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar á la deman- 
da do rescisión del contrato de foja 30, entablada por el señor 
Wahlberg; fijando á éste, de acuerdo con el artículo i 635 del 
Código Civil, el término de cuatro meses, para que construya y 
entregue la acequia concluida, según y como reza en dicho con- 
trato. Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 

Del fin Oliva. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 20 de 1893. 

Vistos y considerando en cuanto á la acción intentada perdón 
Gustavo Wahlberg: 

Primero : Que con independencia de la colocación de puentes 
y compuertas y del trabajo en la boca-toma y sus adyacencias, 
la obra objeto del contrato de locación que ha motivado este 
juicio, no ha sido ejecutada sino en parte, lo que está probado 
por la confesión del actor (fojas veinte á veintinueve) y por la 
declaración de los testigos, por él presentados, don Marcelino 
Segundo de la Rosa y don Lino Campero, contestando, el pri- 
mero de foja treinta y nueve á cuarenta y el último de fojacua- 
reata y una vuelta á cuarenta y dos, á preguntas hechas á pe- 
dido del demandado, foji treinta y siete. 

Segundo. Que así como la designación precisa del punto de 
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la boca-toma y el acopio délos materiales para puentes y com- 
puertas en los lugares en donde deben ser colocados, no han sido 
una condición indispensable para que el empresario lleve á cabo 
una parte de la obra, no puede serlo para la ejecución de los 
demás trabajos análogos los que deben ser regidos por las mis- 
mas reglas. 

Tercero. Que habiendo obligaciones pendientes por parte de 
Wahlberg, cuyo cumplimiento no está subordinado al suministro 
de los materiales que debe dar Leal, ni á la fijación de la boca- 
toma, la falta de esta designación ó de la entrega de aquellos no 
dá mérito, en el estado de la obra, para demandar una rescicion, 
que, en tanto es autorizada por el artículo mil seiscientos cua- 
renta y cuatro del Código Givil^ en cuanto sin los materiales, el 
trabajo no podría ejecutarse. 

Cuarto. Que Leal ha pagado sucesivamente á Wahlberg, has- 
ta el veintiuno de Setiembre de mil ochocientos noventa, las su- 
mas correspondientes, según el contrato, á cuarenta kilómetros 
de obra concluida, ó sea á razón de mil pesos por cada cinco ki- 
lómetros, durante la construcción. 

Quinto. Que no obstante haber el demandante en desacuerdo 
con el demandado, afirmado en la demanda y en la carta de foja 
ciento veinte, del tres de Octubre del citado año de mil ocho- 
cientos noventa, que la obra alcanzaba ya, en esa fecha^ á más 
de cuarenta y cinco kilómetros concluidos, en cuya virtud re- 
quería el pago de los mil pesos respectivos, no ha producido 
prueba en comprobación de su afirmación. 

Sexto. Que habiéndose continuado los trabajos después de 
iniciado el juicio, aunque en reducidas proporciones, según las 
constancias de autos, la inspección de los lugares no sería efi- 
caz para determinar con la necesaria precisión el estado y ki- 
lometraje de la obra al tiempo de la demanda. 

Considerando en cuanto á la reconvención : 

Séptimo. Que la terminación definitiva de la acequia en cons- 



446 FALLOS DE LA SUPREMA COUTE 

tracción depende, en relación á hechos ajenos á la voluntad y 
deheres del empresario, de la fijación del punto de boca-toma y 
del suministro de materiales para la colocación de puentes j 
compuertas. 

Octavo. Que hay acuerdo de partes en reconocer que es obli- 
gación de Leal practicar las gestiones necesarias para la deter- 
minación del lugar de la boca-toma, como lo hay en que esa de- 
terminación no está aún hecha, habiendo quedado sin tramitar- 
se la solicitud presentada al objeto, en veinte de Julio de mil 
ochocientos noventa, por el citado Leal, por no haber ocurrido 
éste ante quien debió hacerlo y en el sello correspondiente, se- 
gún informe del Departamento Topográfico de la provincia de 
Tucuman, de diez y nueve de Febrero de 1891 , producido á pe- 
dido del demandado y que corre á foja cuarenta y ocho vuelta. 

Noveno. Que en consecuencia, y hasta tanto no se haya pre- 
cisado el punto de partida déla acequia, haciendo posible el tra- 
bajo en la boca-toma y adyacencias, no puede imponerse al em- 
presario el deber de concluir la obra en un plazo determinado; 
y esto, aún en la hipótesis de que se realizara en oportunidad la 
entrega de los materiales para puentes y compuertas á que se 
ha obligado el locatario y que no ha entregado todavía, si bien 
está dispuesto á hacerlo, como lo manifiesta. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da : se confirma esta en cuanto no hace lugar á la demanda de 
rescisión promovida por Wahlberg; y se revoca, en cuanto admi- 
te la recovencion y fija plazo para la terminación de la bbra, sin 
especial condenación en costas en ambas instancias. Repuestos 
los sellos devuélvanse, pudiendo notificarse con el original. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE . 
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D. Marlin F. Allende por Drabble Hnos. y Compañía, contra 
la sociedad en liquidación de David y Anienor Carreras, 
por cobro de pesos; sobre falla de personería y nulidad. 



Sumario.— i' El poder otorgado de conformidad al artícnlo 
1003 del Código Civil, justifica la personería. 

2° Desaparecido el motivo, qaeda sin objeto el recurso de nn- 
lidad fundado en él. 



Caso. — Lo indica el 



Fwllo del Jues Fedcrnl 



Córdoba, Jimio 23 de 1893. 



T vistos : La eiccpcion de falta de personería del acoderado 
de los señores Diabble Hermanos y Compañía, y el 
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bre participación del Defensor General de Menores, y conside- 
rando respecto á la primera: 

Que esta excepción queda sin razón de ser dada la presenta- 
ción de los documentes de fojas 11 y siguientes, que subsanan la 
falta de personería de los señores Drabble Hnos. y Compañía, 
en que se basaba dicha excepción y por cuya razón debe tener- 
se dicha perso nería por bastante, estando el poder y documen- 
tos en forma; y considerando en cuanto á la participación del 
Defensor: 

Que en la acción dirigida contra dicha sociedad en liquidación, 
siendo uno de los sujetos pasivos de la misma, el finado Antenor 
Carreras, los herederos del mismo, aún suponiendo en perfecta 
solvencia la sociedad, están interesados en el resultado del 
juicio. 

Que siendo estos herederos menores, el Ministerio de Meno- 
res, debe tener participación en el mismo. 

Que el artículo 494 del Código Civil establece de un modo 
general, sin hacer distinciones, que son nulos todos los actos y 
contratos en que se interesen las personas ó bienes de los meno- 
res é incapaces, si en ellos no hubiese intervenido el Ministerio 
de Menores. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, se resuelve 
aceptar la personería del señor Martin Allende, por los señores 
Drabble Hnos. y Compañía, para seguir este juicio y aceptar la 
participación solicitada por el señor Defensor General en el mis- 
mo, debiendo pasarse los autos al demandado, para que conteste 
la demanda, y al señor Defensor en su caso. Hágase saber con el 
original y repónganse los sellos. 

C. Moyano Gacitúa. 
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De este auto, la parte de Carreras dedujo los recursos de ape- 
lación y nulidad, el primero por no haberse condenado en las 
costas del incidente á los actores, 7 el seg^iindo, porque éste ha 
sido resuelto sin qae el señor Atiéndese baja expedido en el 
traslado conferido al efecto, pues el escrito de fojü 35 no se 
halla ñrmado por él, lo qne causa nnlidad en lo olira'lo desde 
dicho escrito en adelante ( artículos 61 y 71 de la ley de proce- 
dimientos ). 

£1 Doctor Cesar, como apoderado de los señorías Drahbla 
Hnos. y Compañía, sabiendo haberse deducido esos recursos, 
presentó un escrÍto,suscrito también por el señur AUen<Ie,quieQ 
hace suyas las consideraciones expuestas en el escrito referido. 

La parte de Carreras insistió en los recursos entablados, 
y el Jaez los concedió en relación. 



Fnll* de lA Suprcnuí C«r*« 



Buenos Aires, Abril 25 de 1893. 

Vistos : Considerando en cuanto al recurso de nnlidad : que 
las acciones y recursos tienen por base el interés d ^1 que las 
ejercita y deduce. 

Qoeelqne pudiera tener el recurrente, con motivo de la omi- 
sión de la firmado Atiende, en elescrítode fojatreinta ycinco, 
ha desaparecido con la ratificación contenida en el escrito de fo- 
ja cuarenta y cinco. 

Y considerando en cuanto al recurso de apelación: que el 
poder de foja una, se halla extendido de conformidad con el ar- 
ticulo mil tres del Código Civil. 
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Por estos fundamentos, no se hace lugar al recurso de nuli- 
dad deducido, confirmándose con costas el auto de foja cuaren- 
ta y una en la parte apelada. Bepuestoslos sellos, devuélTanse, 

benjamín PAZ. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN.'-OCTAVIO BCNGE. 
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DE LAS MATERIAS CONTENIDAS EN ESTE TOMO 1 



Absolución. — Véase : Acusación. 

Absolución de posiciones , — No procede fuera del término establecido 
por el articulo 108 de la ley de Procedimientos. P&gina 
244. 

Acarreador. — Responde de la pérdida de 1¿ carga sucedida por su cul- 
pa. Pagináis. 

Acarreadcr.-— Véase : Culpa. 

Acdon. — Véase: Juez competente. 

Acusación. — No existiendo elementos suficientes para hacer recaer 
sobre el procesado las responsabilidades penales proceden- 
tes del hecho deducido en juicio^ debe absolverse á aquél de 
la acusación, sin perjuicio de las acciones civiles á que haya 
lugar por razón del citado hecho. Página 119. 

Apelación estemporánea .— Véase: Suprema Corte. 

Apoderado. — Véase : Impuestos internos-, Juicios criminales. 

Arraigo. — El demandante extranjero que reside en el país desde más 
de dos años, no está obligado ádar fianza de arraigo. Página 
164. 

Arraigo.— No procede en los juicios criminales. Página 166. 

Auto definitivo, — No lo es, el que deniega el levantamiento de la in- 
hibición decretada por el Juez incompetente. Página 379. 
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A Uto definitivo . — Véase : Recurso . 

Auto inapelable . — Lo es, aquel por el cual el Juez manda lasar los 

bienes ofrecidos por el procesado á efecto de asegurar con su 

embargo, las responsabilidades del juicio. Página 257. 
Auto inapelable, — Lo es el confirmatorio ó revocatorio de otro contra 

el cual se ha interpuesto el recurso de reposición. Página 

319. 
Auto irrecurrible.— Lo es, el que no importa denegación de prueba. 

Página 329. 
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Bonco Hipotecario ie Buenos Aires. — Véase: Compensaron', Venía. 
Banco Nacional. — Puede ejecutar á sus deudores por el importe de 

intereses y amortizaciones vencidas, con arreglo á la ley de 

liquidación de dicho Banco. Página 221 . 
Buena fé, — Véase; Ordenanzas de Aduana . 
Buque. — Véase: Carga. 



Carga. — Puede autorizarse el retiro de ella, cuando por hechos no 
imputables á los cargadores, se demora indefinidamente la 
salida del buque. Página 421 . 

Cereales.— Véase: Impuestos provinciales. 

Cesión.— La de un crédito común hecha por el coacreedor encargado 
de cobrarlo, necesita la ratificación del otro acreedor, cuan- 
do es hecha por un precio menor de su importe. Página 113. 

Clasificación de mercaderías. — Es inapelable la resolución adminis- 
trativa relativa á ella. Página 278. 

Comiso. — La sentencia declarando el comisode mercaderías que du- 
rante el juicio fueron entregadas bajo fianza, se cumple pa- 
gando el valor íntegro de las mismas, conforme al aforo he- 
cho, sin deducción de lo abonado por derechos fiscales, y en 
la misma moneda en que se han pagado estos. Página 15. 
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Compensado».— El importe de amortización é intereses vencidos, 
adeudados al Banco Hipotecario de ^a Provincia de Buenos 
AireSf puede compensarse con el de cupones de plazo venci- 
do de las cédulas emitidas por dicho Banco. Página 247. 

Compensación. — ^^Véase: Pago. 

Competencia. — Véase: Menor cuantía; Juez competente. 

Conforme, — Véase: Cuenta; Documentos privados. 

Conjueces déla Suprema£orte. — Acuerdo nombrándolos para el año 
1894. Página 9. 

Conocimiento, — El tenedor del conocimiento de mercaderías endo- 
sado en blanco por su consignatario, tiene derecho para sa* 
carias de los depósitos fiscales de la Aduana. Página 25. 

Consignación, —Y éüíse : Costas, 

Consulta. — Siendo correctos los procedimientos observados, deben 
ser aprobados^ asi como el auto consultado, s^bre aprobación 
de la cuenta particionaria . Página 426. 

Contratos de transporte, — En los contratos de transporte por ferrocar- 
ril, las reclamaciones sobre entrega de mercaderías pueden 
entenderse con los jefes de las estaciones de paitida ó de ar- 
ribo. Página ii. 

Costas, — Hecha una consignación judicial, el acreedor que se opuso á 
ella y desiste después de la oposición, es responsable de las 
costas relativas. Páginas 67 y 74. 

Costas, — Siendo rechazada en parte la demanda, no procede la con- 
denación en costas. Página 417. 

Costas. — Véase : Expropiación , 

Cuenta, — Laque tiene con/brma, es título hábil para ejecutar su im- 
porte contra el firmante. Página 113. 

Cuenta corriente bancaria, — Depositada una suma, el Banco es res- 
ponsable de ella, mientras nojustifíque su devolución. Pági- 
na 33. 

Cuenta corriente bancaria. — El convenio por el cual se alegue que la 
suma depositada, ha sido traspasada á favor de un tercero, 
no puede ser probado por testigos, si dicha suma excede de 
doscientos pesos. Página 33. 

Cuenta corriente bancaria . — La prueba de libros producida por el 
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Banco para acreditar la devolución de la suma depositada^ 
queda sin importancia^ una vez que en ella se consigne que 
la devolución se hizo por medio de un giro, y resulta que es- 
ta se entendió hecha por medio de un traspaso, sin haber 
existido el giro. Página 33. 

Ctienla corriente bancaria. — La libreta en que se haya anotado la su- 
ma depositada, como devuelta, no tiene lois efectos de la 
cuenta corriente rendida con requerimiento de conformidad, 
para poder oponer la prescripción establecida por el articulo 
793 del Código de Comercio. Página 33. 

Culpa. — Existe en el acarreador, si la carga destruida por incendio, 
fué colocada junta con artículos inflamables de otra proce- 
dencia, y se debió á esta circunstancia que no pudo hacerse 
stt salvamento . Página 48 . 

Daños. — No puede ser disminuido el importe de los daños fíjadospor 
la sentencia de primera instancia, según el mérito de la 
prueba. Página 417. 

Defecto en la demanda. — No puede alegarse so protesto de no ser la 
acción deducida la que fluye de la historia délos hechos con- 
tenida en ella. Página 39. 

i7&/ensor.— Su nombramiento excluye el concepto del procedimiento 
en rebeldía, y queda sin efecto por el hecho de presentarse 
en juicio el demandado. Página252. 

Demanda.— Véaise: Costas; Defecto en la demanda. 

Derechos fiscales.— Vé^se : Comiso. 

Diligencias judiciales.—Védise: Perjuicios . 

Dobles derechos.— Es justa esta pena, por la diferencia en más, sobre 
el valor de los artículos manifestados . Página 278. 

Documentos privados. — Los referentes al pago de partidas contenidas 
en una cuenta con conforme, no pueden tomarse en conside- 
ración, si son de fecha anterior á la del conforme. Página 
113. 

ominio. — Véase: Titulo. 
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Ejecución. — No procede la de las letras protestadas^ cuando el pro- 
testo no está en debida forma y la letra no ha sido reconocida 
en juicio. Página 238. 

Ejecución.— y éase: Banco Nacional; Inhabilidady Laudo. 

Embargo. — Véase: Auto inapelable; Invento. 

Empresa de las Catalinas. — Se halla sujeta, por las mercaderías en- 
tradas por sus depósitos, á las mismas responsabilidades del 
Fisco, y por consiguiente, en caso de pérdida sin dolo por su 
parte, está obligada á pagar al interesado el valor señalado en 
la tarifa corriente de avalúos, con más los intereses desde la 
fecha de la demanda. Página 26. 

Empresas de transporte. — Están obligadas á entregar las mercaderías 
porteadas ó su valor, con sus intereses, desde el día de la 
demanda. Página 11. 

Endoso de conocimiento. — Véase: Conocimiento. 

Entrega de mercaderías . — Véase : Mercaderías. 

Espera. — Esta excepción, fundada en la suspensión provisoria de las 
ejecuciones, concedida porelJuezde comercio, debe ser re- 
cibida á prueba. Página 276. 

Espera. — No es admisible contra un pagaré á la orden, la fundada en 
una anotación sin firma, indicando qué el pago se haría por 
trimestres. Página 366. 

Excarcelación bajo fianza. — Depende déla naturaleza del delito im- 
putado, y no de los motivos que puedan en definitiva fundar 
la inocencia del procesado. Página 208. 

Excusación. — Es causa legal de ella, el haber el Juez intervenido en 
el proceso como fiscal. Página 159. 

Excusación de Juez. — Es motivo legal de ella, el haber intervenido en 
la causa como fiscal. Página 315. 

Expropiación. — En ella, la indemnización debe ser equitativa. Pági- 
nas 44, 54,58, 87, 90, 96, 100, 106, 109, 168, 171, 175, 
178,182, 263, 296 y 304. 

Expropiación. — La mejor situación de los terrenos á expropiar, auto- 
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riza una indemnización mayor que la fíjada'para terrenos aná- 
logos. Página 93. 

Expropiación,— La situación y condiciones idénticas de terrenos, que 
puede dar tugará fijar un precio igual por su valor, no auto- 
riza á establecer una misma indemnización por los perjuicios 
quesean substancialmente distintos. Páginas 146, 149y i54. 

Expropiación. — Para fijar el precio de ella, debe tenerse presente el 
asignado á terrenos análogos. Páginas 186, 228, 269, 290 
332 y 345. 

Expropiación, — La indemnización en ella, debe fijarse según el mé- 
rito de autos. Páginas 190, 201 y 217. 

Expropiación. — Consentida la sentencia que por toda indemnización, 
manda pagar al expropiado una suma fija, sin contener de- 
claración alguna que imponga al expropiante el deber de pa- 
gar intereses, el expropiado no puede exigir que se¡le abonen. 
Página 198. 

Expropiación, — En el juicio de expropiación desistido por el expro- 
piante antes de tasarse la propiedad, son de cargo de él sola- 
mente las costas de papel sellado. Página 400. 

Expropiación, — El precio que debe asignarse á la tierra expropiada, 
no es el que ésta haya tenido en él momento de decretarse la 
construcción de la obra, sino en el de tomarse posesión 
por el expropiante, con tal que en dicho precio no figure un 
aumento cualquiera por razón de la obra. Página 411 . , 

Expropiación,-- Véase: Justicia Federal, 



Fianza de arratgfo.— Véase: Arraigo, 

Fiscales ad'hoc, — Acuerdo designando los abogados que deben de< 

sempeñar las funciones de tales en el año 1894. Página 5. 
Fuero Federal,— Véase : Justicia Federal, 
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Babeas Corpus, — Véase : Suprema Corte. 
Hechos mateíia del juicio. — Véase: Titulo. 
Hipoteca,— Véase : Banco Hipotecario de Buenos Aires, 



Ignorancia.— Véase : Ordenanzas de Aduana. 

Impuestos internos, — Los inspectores nacionales de ellos, no es- 
tán autorizados á nombrar apoderados que los representen. 
Página 407. 

Impuestos provinciales. — La ley de la provincia de Santa-Fé, de fe- 
cha 28 de Noviembre de 1891, no es repugnante á la Cons- 
titución Nacional, en cuanto se refíere á los cereales produ- 
cidos en el territorio de dicha Provincia. Página 349. 

Incendio. — Véase: Culpa» 

Indemnización . — Véase : Expropiación . 

Inhabilidad, — Debe ser rechazada esta excepción, cuando se funda en 
la nulidad del protesto, y resulta que éste ha sido verificado 
en debida forma. Página 255. 

Inhabilidad de titulo. — Esta excepción y la de litis pendencia JünáadaíS 
en la nulidad de la venta demandada en juicio ordinario, no 
puede obstar á la ejecución que se sigue por el precio del 
plazo vencido, cuya deuda resulta de escritura pública. Pági- 
na 300- 

Inhibicion,— Véase: Auto definitivo. 

Intereses. — Véase: Expropiación. 

Invento. — El demandado por explotación indebida de invento, pue- 
de evitar la suspensión de ella y el embargo de los efectos 
que forman su objeto^ dando caución bastante á juicio del 
Juez. Página 161. 
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Jueces suplentes. — Acuerdo designando los abogados qua deben desem- 
peñar las funciones de tales en el año 1894. Página 5. 

Juez competente. — El que lo es para la acción, lo es también de la re- 
convención aunque no lo fuera si esta se hubiese deducido 
como acción principal . Página 33. 

Juez federal.- 'VéaLse: Excusa€Íon\ Recusación. 

Juicios criminales. — En ellos, la prueba de testigos es inadmisible si 
se presenta después de los primeros diez días del término 
probatorio. Página 260. 

Juicios criminales. — En ellos el procesado que tiene la libre adminis- 
tración de sus bienes puede nombrai;apoderado que lo repre- 
sente. Página 403. 

Jurisdicción administrativa. — No corresponde á ella conocer en comi- 
so de efectos que no se bailan en poder de la aduana, y es 
nula la resolución que se dicte por el administrador de la 
misma. Página 383. 

Justicia federal . --Líi demanda de un argentino contra un extranjero, 
por cobro de servicios, no deja de corresponder al fuero fe- 
deral por alegar el demandado que los servicios han sido 
prestados auna testamentaria y á otras personas. Página 195. 

Justicia federal.^JÜo corresponde á ella r alione materia! y la acción que 
no verse sobre expropiación, sino sobre indemnización, por 
terreno ocupado. Página 376. 

Justicia federal. — El vecino de una provincia, demandado ante su 
Juez local, no puede invocar el fuero federal . Página 429. 



Laudo. — Es ejecutable á condición de presentarse el compromiso y 
sentencia signada de escribano público, y pareciendo que 
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fué dado dentro del término y sobre las cosas contenidas en 
el compromiso. Página 224. 

Laudo. — El Juez debe examinar si reúne las condiciones necesarias, 
antes de mandarlo ejecutar. Página 224. 

Letra. — Iniciado un pleito ejecutivo por cobro de una letra, la omi- 
sión de todo trámite judicial por más de cuatro años, auto- 
riza á oponer la prescripción establecida por el articulo 1003 
del Código de Comercio antiguo. Página 243. 

Leira protestada.— Véase : Ejecución. 

Libreta. — ^Véase : Cuenta corriente bancaria. 

Liquidación. — La discusión sobre la clase y cantidad de moneda en 
que debe ser satisfecha la liquidación procedente de una sen- 
tencia ejecutoriada, puede substanciarse prescindiendo de los 
trámites de un juicio ordinario. Página 15. 

Litis pendencia, — Véase : Inhabilidad de titulo. 

Locación de obras. — Cuando la ejecución de algunas de las obras con- 
tratadas se halla subordinada á la entrega de materiales por 
el locatario y á la designación por el mismo, del puntoen que 
deben ser hechas, mientras que la ejecución de otras no de- 
dependen de ta!es circunstancias, el locador que no ha con- 
cluido todavía las últimas, no puede pedir la rescicion del 
contrato por la falta de las mencionadas entrega y designa- 
ción. Página 439. 
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Menor cuantía. — El cobro de una suma menor de quinientos pesos, 

no cae bajo la sanción de la ley de 3 de Setiembre de 1878, 

si es parte de una obligación mayor de esa suma, cuya efi- 
cacia se desconoce en su totalidad. Página 212. 

Menor cuantía. — Véase : Suprema Corte. 

Mensura. — Debe rechazarse la oposición á ella, que se funde en el 
dominio, cuando el opositor no presenta las correspondien- 
tesescrituras públicas de propiedad, debidamente protoco- 
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lízadas, ni prueba la posesión del área mencionada. Página 
282. 

Mercaderías. — Debe ser condenado á hacer la enlrega de ellas, la 
empresa que reconoce haberlas transportado y no entregado. 
Página M4i . 

Ministro de feria.— kiixxQTáa nombrándolo para la de 4894. Pági- 
na 8. 

Moneda boliviana. — Es moneda especial, y las obligaciones en dicha 
moneda, deben pagarse con arreglo al tipo de setenta y dos 
centavos oro cada peso boliviano, ó su equivalente en mone- 
da de curso legal al cambio del dia del pago. Página 373. 

Moneda especial. — Véase: Moneda boliviana. 
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Notificación. — Una segunda notificación hecha por error, no anula el 
procedimiento^ existiendo la notificación anterior hecha en 
debida forma. Página 370. 

^íi/idíM/.— Véase: Notificadon; Recurso de nulidad; Resolución admi- 
nistrativa. 
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Obligaciones á bolivianos. — Véase: Moneda boliviana. 
Oposición á mensura. — Véase: Mensura. 

Ordenanzas de aduana. — En las infracciones aellas, la buena fé y la 
ignorancia no exoneran de pena. Páginas 394 y 397. 



Pagaré á la orden. — Véase: Espera. 

Píigfo.— No autoriza esta excepción, el hecho de haber el acreedor co- 
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brado la renta de lilulos dados en garantía; y en cuanto á los 
efectos de la compensación, no trae perjuicio toda ^ez que el 
acreedor haya reconocido el cobro hecho. Página 367. 

fago de precio.— Véase: Reivindicación, 

Papel sellado nacional.-— Véase: Poder general. 

Pe^ia.— No puede ser aplicada sin previa audiencia del interesado, y 
menos cuando es ajena á las facultades del Juez que la apli- 
ca. Página 205. 

Pewfl.— Véase: Dobles derechos; Ordenanzas de aduana. 

Perjuicios.— No dan lugar á reclamarlos, las diligencias judiciales que 
no comprometen los derechos de la parte. Página 253. 

Perjuicios. — Véase: Expropiación. 

Personería. — No tiene que justiOcarla, quien litiga en su nombre. Pá- 
gina 104. 

Personería. — No puede ser contestada la de quien obra en nombre 
personal y en ejercicio de un derecho propio . Página 300. 

Personería. — El poder otorgado de conformidad al articulo 1003 del 
Código Civil, just'íica la personería. Página 447. 

Poáer.— Véase: Personería. 

Poder general. — El extendido fuera de la capital v.n el papel sellado de 
la legalidad correspondiente, no está sujeto á la reposición 
del papel sellado nacional. Página 235. 

Posesión. — En el conflicto de títulos de adquisición hecha á diferen- 
tes personas, sin que se haya podido probar cuál de los cau- 
santes fué el verdadero propietario, debe resolverse á favor 
del que tiene la posesión. Páginas 335 y 360. 

Posiciones. — Véase: Absolución de posiciones. 

Prescripción. — La de un terreno vendido no puede contarse sino des- 
de la posesión del primer adquirente de él, sin poderse unir 
á ella la posesión del primitivo vendedor á los causantes del 
demandado. Página 126. 

Prrscripdcn. — Véase; Cuenta corrietile bancaria; Letra; Titulo. 

Prisión. — Véase : Tcsligo. 

Protesta.— \éaise : Ejecución; Inhabilidad. 

Providencia estemporánea.— Debe dejarse sin efecto. Página 321. 

Prueba. — Una de las partes no tiene derecho para suplir la de su 
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contraria presentando documentos que no contienen las jus- 

tlGcaciones pedidas por esta. Página 317. 
Prueba. — Véase: Auto irrecurrible; Espera. 
Prueba de íesíeg^os.— Véase: Juicios criminales. 
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Ratificación.— Véase : Cesión . 

Razón social.— y édíse: Testigo. 

Rebeldía.— Véase : Defensoi\ 

Reconvención.— Wésíse: Juez competente. 

Recurso. — No procede de autos que no sean definitivos, el del articulo 
14 inciso S"" de la ley sobre jurisdicción de los tribunales fe- 
derales. Página 379. 

Recurso. — Véase : Suprema Corte. 

Recurso de nulidad. — No procede, cuando no ha habido violación de 
forma. Páginas 300 y 308. 

Recusación. — No es admisible la del Juez federal, sin expresarse la 
causa legal en que se funda. P<^gina 85. 

Reivindicación. — La deducida por un tercero, sin fundamento serio, 
no obsta al pago del precio de la cosa vendida. Página 
308. 

Reivindicación.— Véase : Posesión. 

Resolución administrativa. — Véase : Clasificación demercaderias; Ju- 
risdicción administrativa. 

Reposición de sellos . — Véase : Poder general . 

Responsabilidades fiscales.— Védíse: Empresa de las Catalinas. 

Responsabilidades penates . — Véase : Acusación. 



Secretaria.— kcnerdo nombrando empleados de ella. Página 10. 
Secretario de feria.- Acuerdo nombrándolo para la de i 894. Pági- 
na 8. 
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Secretarios áe los Juzgados federales, — No pueden extender en sus re- 
gistros, escrituras de protesta que no procedan de actos judi- 
ciales. Página 431 . 

Semencia ejecutoriada. -^yédise: Comiso; Liquidación. 

Sueldos.^yésise: Pena, 

Suprema Corte. — No puede conocer en grado de apelación de sentencia 
pronunciada en el recurso de habeas corpuSy si ha sido ape- 
lada después del término de veinticuatro horas de notificada. 
Página 273. 

Suprema Corte, — No procede ante ella, el recurso de las sentencias 
de los tribunales locales^ en ios casos de la ley de 3 de Se- 
tiembre de 1878. Página 392. 

Sustracción de t?oíore5.— Véase: Violación de correspondencia . 



Tasación de bienes. — Véase: Auto inapelable. 

Tenedor de conocimíewío.— Véase: Conocimiento. 

Testigo. — No puede procederse á la prisión de aquel sobre cuya false- 
dad no resulte de autos mérito bastante. Página 231. 

Testigo.- No puede ser presentada como testigo una razón social. Pá- 
gina ¿35. 

Testigos. — Deben ser presentados expresando su propio nombre, pro- 
fesión y domicilio. Página 235. 

Testigos. — Véase: Juicios criminales. 

Titulo. — Reclamado un terreno en virtud de titulo expedido por un Go- 
bierno de Provincia, y oponiéndose por el demandado que él 
es dueño de dicho terreno por razón de titulo legítimo y de 
prescripción, queda fuera de discusión la legitimidad del ti- 
tulo del depiandante, y solamente pertenece al juicio el exa- 
men de la eficacia del titulo y de la prescripción opuestas por 
el demandado. Página 126. 

Titulo. — No es eficaz para transferir el dominio de un terreno, si el 
que lo vendió álos causantes del demandado no tenia su pro- 
piedad sino la de un terreno distinto. Página 126. 
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Titulo ejecuUco. — Véase: Cuenta, 

Transporte de mercaderías. — Véase: Mercaderías, 

Transporte por ferrocarril. — Véase: Contratos de transporte. 



Vecindad. —Vé^se: Justicia federal. 

Venta, — La de bienes, ordenada por el Banco Hipotecario de la Provin- 
cia de Buenos-Aires, á consecuencia de inejecución de las 
obligaciones del deudor, puede hacerse legalmente cargando 
el comprador con la hipoteca por el capital adeudado según 
su valor nominal, y abonando del precio ofrecido el in^porte 
de los servicios atrasados en lo demás que exceda de dicho 
capital. Página 62. 

Violación de correspondencia. — Esta, y la sustracciondevalores come- 
tidas por un empleado de la administración de correos, es 
penada con cinco años de trabajos forzados é inhabilitación 
para obtener cargos públicos. Página 81. 
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